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PRESENTACION

¿Cómo liberar a los seres humanos de la miseria? 
¿Cómo imaginamos los caminos para avanzar en esta 
alta aspiración de la humanidad? ¿Cuáles son los már­
genes de acción posibles en un mundo que cambia y se 
transforma constantemente?

Naciones Unidas ha tenido, desde su fundación, el 
propósito de hacer efectivo un concepto más amplio de 
la libertad, el advenimiento de un mundo en que, tal 
y como reza la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, las personas sean liberadas del temor y la 
miseria para vivir en dignidad.

El Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo ha respondido a estas preguntas fundamen­
tales impulsando una visión de desarrollo humano que, 
basada en los desarrollos teóricos de Amartya Sen y 
Martha Nussbaum, entre otros, coloca al ser humano 
en el centro de sus preocupaciones. En esta visión, el 
objetivo del desarrollo no es otro que la expansión de 
las libertades y las oportunidades, frente a las barreras 
que representan la pobreza, la tiranía, la marginación 
social sistémica, las oportunidades económicas limita­
das o el deterioro de los servicios públicos.

Para lograr esta expansión de la libertad de los seres 
humanos, de sus posibilidades de hacer, ser o llegar a 
ser, desde el paradigma del desarrollo humano se favo­
rece la creación, el desarrollo y el ejercicio pleno de las 
capacidades humanas. Este ejercicio real de las capaci­
dades requiere no solo la atención de su dimensión indi­
vidual, sino también el fortalecimiento del tejido social 
en el que el individuo está inmerso y se construye.



El libro que hoy presentamos, constituye una 
contribución en la respuesta a estas aspiraciones de 
la humanidad, mediante un análisis riguroso de los 
regímenes de bienestar en América Latina, entendido 
el bienestar precisamente como capacidad de hacerle 
frente a los riesgos y la incertidumbre que implica vivir 
en este mundo cambiante y lleno de contradicciones.

Partiendo de los desarrollos de Esping-Andersen 
y las aplicaciones preliminares de Fernando Filgueira 
para América Latina, reconoce tres grandes dimen­
siones o pilares de cuyas interrelaciones resulta el 
bienestar efectivo que disfrutan las personas. Enfatiza 
entonces el papel fundamental no sólo del Estado y 
del mercado, sino también de la familia, y de la forma 
en que estos tres elementos interactúan y responden 
a problemas no resueltos en los otros dos ámbitos. El 
bienestar es, en esta propuesta, construido socialmente 
y manifestado en reglas, prácticas y discursos, en los 
bienes y servicios públicos, las compras privadas y el 
trabajo doméstico no remunerado.

El aporte resulta relevante especialmente en el 
continente de mayores contrastes y desigualdades, 
que se debate hoy en la paradoja de la deslegitimación 
que produce el déficit democrático existente entre las 
aspiraciones ciudadanas y la respuesta de sus insti­
tuciones. Para esa enorme parte de la América Latina 
que se encuentra al margen, excluida de los beneficios 
de la globalización, las respuestas al riesgo y la incer­
tidumbre parten de la necesidad y no necesariamente 
de un ejercicio democrático de construcción de políti­
cas públicas. La autora enriquece este estudio con un 
enfoque que enfatiza la dimensión de género y toma en 
cuenta la diversidad étnica en la construcción de esas 
inter relaciones de las que resulta el bienestar.

E l libro caracteriza la producción del bienestar en 
América Latina mediante una metodología que combina 
el análisis estadístico y el estudio de casos, y propone 
una tipología de tres regímenes de bienestar para la 
región: el estatal-productivista, el estatal-proteccionista



y el familiarista. Cada uno de ellos es ilustrado con un 
estudio en detalle de países que los ejemplifican, inclu­
yendo una aproximación a su desarrollo histórico y 
social. Finalmente, se exploran también las implicacio­
nes de las diferencias y las coincidencias de estos tres 
tipos de regímenes de bienestar para la construcción 
de respuestas frente a los retos actuales.

Es, para la oficina de Costa Rica del Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo, una oportunidad 
muy valiosa poder contribuir a la difusión de este 
estudio, que alimenta el tan necesario debate sobre las 
políticas públicas que requerimos en una región tan 
diversa y además sobre cómo hacerlas posibles.

José Manuel Hermida 
Representante Residente



PRÓLOGO

Borges, un gran prologuista, entendió y nos hizo 
entender que un prólogo es siempre injusto, absur­
do, pero necesario. Leer es siempre un encuentro con 
el autor, y prologarlo, es por ello un documento de 
dicho encuentro, subjetivo, único y de alguna manera 
intransferible. Pero en tanto encuentro, en tanto lugar 
en donde solo se encuentran la autora y el lector, es 
también un hecho universal, un momento que puede 
y debe ser comunicado, como forma de transferir a los 
otros lectores la historia de dicho encuentro. Si bien 
Borges anclaba sus reflexiones en textos de ficción, 
literarios y cuya búsqueda es la emoción, él sabía 
que todo encuentro entre lector y autor, es siempre, 
también, una vivencia del conocimiento y la reflexión. 
Borges mismo como escritor, buscaba siempre la com­
pañía cómplice de la inteligencia del lector. Y este texto 
que aquí prologo fue escrito con el lector en mente, es 
un texto que procura establecer una relación de inti­
midad y conocimiento, una relación de rigor y emoción, 
de valores y método. Su primera frase es una invitación 
inconfundible al encuentro antes que a  la transmisión 
formal de conocimiento: “Estar vivos es un asunto 
complicado y está lleno de incertidumbres”.

Este es un texto de una socióloga y es un libro de 
sociología. En un tiempo en el cual la construcción del 
conocimiento social parece confundir la exactitud del 
número o del coeficiente con la relevancia del hallazgo 
y del mensaje, Juliana Martínez nos recuerda que el 
por qué nos hacemos preguntas, el cómo las responde­
mos y sus implicaciones son la parte importante de la



a v e n tu ra  de la s  c ie n c ia s  socia les. Y lo m ás interesante 
es que el d esafío  que  ella  m ism a se p lan tea se resuel­
ve en  u n a  b u e n a  p a r te  con n ú m ero s, con rigor y con 
m etodolog ía  trad ic io n a l. Pero su  preocupación no es 
ta n to  la  fó rm u la  m a te m á tic a  d esp u és  que contamos 
con n ú m e ro s , s in o  m á s  b ien  p reg u n ta rse  sobre lo que 
viene a n te s  q u e  el n ú m e ro , o dicho m ás simplemen­
te su  p re g u n ta  es qué qu ie ren  decir los números o 
qué p o d em o s decir con n ú m ero s. Su problema no es 
el a s te r isc o  de significación , sino  la relevancia de la 
p re g u n ta  y  del hallazgo . Nos recu e rd a  que entender 
el m u n d o  es e n te n d e r  por qué la gente actúa colec­
tivam en te , no  a su m ir  que el in te rés  individual es la 
re sp u e s ta . E s es to  lo que d istingue  a  la sociología de 
la econom ía . P a ra  n o so tro s  el por qué la gente actúa 
com o lo h ace  es u n  p rob lem a em pírico a resolver, el 
p o rqué  g e n e ra  las fo rm as colectivas que genera es una 
p re g u n ta  a b ie r ta , no u n  p u n to  de p a rtid a  o un hecho 
co n su m ad o . Por eso  la sociología es la ciencia de lo 
h u m a n o , de lo posible, no la ciencia de lo dado. Este 
es u n  libro  sobre  el p rob lem a del b ienestar en tanto 
p rob lem a, no  en  ta n to  ecuación .

Y es u n  p ro b lem a que la a u to ra  desde el inicio colo­
ca com o n e c e sa ria  em p re sa  a ab o rd a r colectivamente. 
El p rim er m érito  de este  traba jo  es precisamente su 
cap ac id ad  de tran sm itir le  al lector en forma tajante 
que lo que aq u í se p re se n ta  es p arte  de una empresa 
colectiva que h u n d e  s u s  ra íces en la sociología compa­
rad a  y en  los g ran d es  tex tos de la econom ía política del 
b ie n es ta r , a s í com o en  la acum ulac ión  que en los últi­
m os 40 añ o s , d esde  M esa Lago h a s ta  Evelyne Huber, 
p a san d o  por C arlos B arba, por D agm ar Raczynsky y 
por m u c h o s  o tros, h a  perm itido desarrollar una  agen­
da su s ta n tiv a  de construcc ión  teórica, metodología y 
de investigación  p a ra  América Latina sobre el tema 
del b ie n e s ta r , la pobreza y las políticas públicas. En 
e s ta  e m p re sa  colectiva, me atrevería a decir sin  lugar 
a d u d a s  que el trabajo  que aquí presenta  Ju lia n a  
M artínez m arca  u n  an tes  y un después en la agenda



latinomericana. Son varios los atributos del trabajo 
que creo sustentan esta afirmación.

En primer lugar, este trabajo logra a mi juicio uno 
de los mejores aterrizajes regionales de conceptos pen­
sados para los países desarrollados tomando de estos 
lo que rinde, sin forzar la realidad latinoamericana a 
sus categorías. Por el contrario logra establecer las 
distinciones relevantes para que los aportes teóricos 
del Norte viajen “bien” a este nuestro continente. La 
comprensión del rol familiar en la arquitectura del 
bienestar latinoamericano y la necesaria considera­
ción de la clave de género y del trabajo no remunerado 
como elementos centrales del análisis, derivan de un 
cuidadoso trabajo conceptual y empírico que permiten 
al lector componer el rompecabezas latinoamericano 
en forma mucho más acertada que en el pasado. El 
ejemplo de cómo Juliana usa y adapta las categorías de 
Haas para pensar la división sexual del trabajo consti­
tuye un aporte en sí mismo, tanto a literatura regional 
sobre género como a la literatura mundial sobre el 
tema. La forma en que esta adaptación se integra al 
debate sobre modelos de bienestar hace con que esta 
se potencie en un rearmado general de categorías.

En segundo lugar, Juliana realiza lo que hasta la 
fecha constituye el esfuerzo empírico más sistemático 
e importante para entender la heterogeneidad lati­
noamericana en materia de regímenes de bienestar. 
Lo hace con un cuidadoso trabajo de construcción 
y reconstrucción teórica, que ancla a la manera de 
una sutil artesana en las canteras empíricas del dato 
cuantitativo y de la reconstrucción histórica y política. 
La tipología a la que arriba Juliana Martínez puede 
parecer por momentos contra-intuitiva y cuestiona 
tipologías previas. Pero en el acuerdo o desacuerdo, 
ella sienta nuevas bases para el debate, articulando los 
problemas de asignación pública, de mercado y fami­
liar de recursos en el correcto centro del análisis. Otros 
indicadores, otras metodologías u otras combinaciones 
de países, variables y por ende, conglomerados podrán



ser base de revisión de la tipología p ropuesta . Pero 
como toda b u en a  tipología fundacional su  m ayor rele­
vancia no es tá  en la exactitud  clasificatoria, sino en 
los parám etros y com binación de parám etro s  que elige 
para constru irla . En este  sen tido  lo regím enes estatal 
productivista, esta ta l-p ro tecc io n is ta  y fam iliarista  son 
tres cajones que o rd en arán  el debate  y la b ú sq u ed a  de 
ru tas  y códigos genéticos del escenario  de la protección 
social en Am érica L atina por b a s ta n te  tiem po.

En tercer lugar, la docum entac ión  y an á lis is  de la 
heterogeneidad in te rn a  de los m undos del b ienestar 
en los países y la innovación concep tual y m etodológi­
ca de p en sar d ichos m undos de b ie n esta r y m alestar 
desde las d iversas com binaciones de m ercado, familia 
y Estado, en u n  contexto regional de a lta  desigualdad 
-pero  tam bién  com o innovación que podría  ser repli­
cada en países av an zad o s- abre u n a  n u ev a  a ren a  de 
investigación en tem as  de welfare. M ás que u n a  arena 
tiende un  pu en te , siem pre incom pleto, siem pre  esquivo 
entre la lite ra tu ra  de los regím enes -a d e p ta  a  ca rac te ­
rizar la to talidad  y hacerlo  desde u n a  perspectiva  de la 
econom ía política y del n eom arx ism o- y la m ás pu ra  
tradición sociológica de la e s tru c tu ra  y la es tra tifica­
ción social -a n c la d a  en los m atices al in terio r del todo, 
y heredera de la trad ición  del es tru c tu ra l-fu n c io n a lis- 
mo y de las teo rías de la m odernización, te m p ran a  e 
in justam en te  o lvidadas por su  sesgo norm ativo, sin 
reconocer su  po tencial analítico -. E ste  p u e n te  tendido 
perm ite tam bién  -s i  b ien  esto  ap en a s  e s tá  sugerido -, el 
reencuen tro  de las p reg u n ta s  que co m b in an  problem as 
de desigualdad  e in tegración  social, poder y co n s tru c ­
ción de orden, conflicto y consenso .

En cu arto  lugar, el vínculo de la li te ra tu ra  sobre 
welfare al p rob lem a m ás general del desarrollo  en 
América L atina, tam bién  re tom a su  lugar en este libro, 
perdido o d irec tam en te  no considerado  en  dem asiados 
años en los que la pobreza  y la m irad a  co rta  a las tec­
nologías de m edición y com bate a  la  pobreza  predom i­
naron . Al recolocar el tem a del b ie n e s ta r  y vincularlo



a la noción de régimen, no sólo la estratificación rein­
gresa en escena, también los modelos de desarrollo, y 
la literatura sobre variedades de capitalismo encuentra 
una rendija para retomar o en parte fundar un diálogo 
fecundo pocas veces impulsado en América Latina.

Además de estos méritos, cuyos detalles, artesanía, 
rigor y principales hallazgos el lector podrá apreciar en 
las páginas que siguen, este trabajo es también impor­
tante porque es explícito en su preferencia normativa 
pero robusto y riguroso en su sustento empírico. Un 
trabajo que oportunamente acompaña y se ve acompa­
ñado por este complejo y, por momentos, efervescente 
“giro a la izquierda” de la agenda y del continente. 
Juliana Martínez no podía dejar de ser parte de este 
giro. Juliana no nos intenta engañar nunca, su voz 
elige la defensa de la igualdad, de la dignidad y de los 
oprimidos. Pero lo hace desde una persuasión cargada 
de plausibilidad y, tal vez allí su mayor mérito, de una 
mezcla de pesimismo y optimismo, que nos devuelve, 
no la certeza facilista de la utopía, sino la tesonera 
convicción de la posibilidad.

Fernando Filgueira 
Montevideo, 30 de noviembre de 2007



------ Primera parte
Pensando el bienestar



INTRODUCCION

¿R egím enes de b ien estar en  una  
región de m alestar?

“Con demasiada frecuencia nuestra atención se enfoca 
miopemente en el gobierno. ¿Debe achicarse, crecer o 
hacer las cosas diferentes? Esto empobrece el análisis 
de las políticas públicas porque cualquier especificación 
de las obligaciones gubernamentales tiene efectos de 
segundo orden en los mercados y  las familias. Sí. por 
ejemplo, decidimos no desarrollar los servicios públicos 
para los adultos mayores ¿será esto adecuadamente 
compensado por los mercados y las familias? El mundo 
real del bienestar es producto de cómo interactúan los 
tres pilares del bienestar. Si uno fracasa", existe la 
posibilidad de que la responsabilidad sea absorbida 
por los otros dos o, alternativamente, que se acumulen 
problemas no resueltos. Cuando diseñamos políticas 
públicas debemos preguntarnos: ¿puede la familia, el 
mercado o. alternativamente, el Estado absorber real- 
Istamente esas responsabilidades y si es así, es esa 
la opción más deseable? (Esping-Andersen, 2002:13; 
traducción propia)

Estar vivos es un asunto complicado y está rodea­
do de incertidumbres. ¿Habrá dinero para comprar 
alimento mañana o tal vez pasado mañana? ¿Recibiré 
cuidados o no los recibiré? ¿Envejeceré sola o con cui­
dados y buena compañía? La vida individual y social 
puede hilarse a partir de preguntas como estas pero 
también a partir de las respuestas individuales y socia­
les que reciben. Si me va bien, tengo distintas maneras



para hacerle frente al afecto, al examen, al alimento, a 
los cuidados y a la vejez. Si me va mal, estoy en pro­
blemas. La respuesta a cada pregunta conlleva proba­
bilidades y estas constituyen riesgos, no situaciones 
dadas. Necesitar cuidados y darlos, nacer y envejecer, 
perder capacidades o ganarlas, son los binomios que 
nos interesan: la incertidumbre y su respuesta, es 
decir, el manejo de los riesgos. Esto es lo que acá lla­
maremos bienestar, entendido como una capacidad.

Sobre el bienestar en tanto capacidad para hacerle 
frente a los riesgos, a inicios de este nuevo siglo hay 
mucho que explorar en América Latina. La población 
vive nuevas y viejas incertidumbres y respuestas. Nueva 
es la mayor autonomía de las mujeres. Nueva es la 
demanda de mercados laborales más amigables a per­
sonas que tienen a cargo el cuido de niños, niñas y per­
sonas adultas mayores. Vieja es la carencia del acceso a 
la educación primaria y a los servicios básicos de salud. 
Nueva es también la mayor demanda de cuidados que 
genera la irrupción masiva en el mercado laboral de las 
mujeres, previamente cuidadoras de tiempo completo. 
Nueva es la mayor inestabilidad de las relaciones conyu­
gales y la incertidumbre que acarrea. Vieja es la debili­
dad del trabajo organizado para negociar condiciones de 
remuneración favorables y protección social. ¿Cuál es 
hoy el binomio predominante de los riesgos y respuestas 
con el que vive la población latinoamericana?

Está extendida la idea de que las incertidumbres, 
los riesgos y las respuestas son estrictamente individua­
les: quien estudia tendrá trabajo: quien quiera, ahorra; 
si se es pobre, por algo será... Lo cierto es que en tanto 
capacidad para hacer frente a los riesgos, el bienestar 
se construye a partir de múltiples interdependencias: 
reglas, expectativas, valores y normas sociales que 
definen las prácticas que son deseables y posibles. ¿Es 
mejor reducir el presupuesto familiar o que las mujeres 
dejen a sus hijos/as y salgan de la casa para trabajar? 
¿Se espera que niños/as estudien o que combinen el 
estudio con el trabajo? ¿Es la emigración una primera o



última opción para la sobrevivencia? ¿Quiénes se espera 
que sean los/as emigrantes: los jóvenes, los adultos/as, 
los hombres o mejor las mujeres? A través de las rela­
ciones interpersonales, del intercambio mercantil, de 
los mecanismos comunitarios o estatales, cada colectivo 
lidia con los riesgos asociados a estar vivos en un tiem­
po y lugar particulares, es decir, cada colectivo produce 
bienestar.

Nos preguntamos hoy si en América Latina, los 
mercados laborales y el consumo privado están per­
mitiendo un adecuado manejo de los riesgos sociales. 
Empleos precarios; constante miedo al desempleo; 
inestables o magros ingresos; insuficiente capacidad 
de compra, son elementos de la realidad cotidiana de 
miles de personas. Como si fuera poco, la región atra­
viesa una crisis de los viejos modelos de protección 
social (Raczynski, 1999), pero también de los nuevos: 
en escenarios de crecimiento económico relativamente 
alto, aumenta fuertemente la desigualdad, y en esce­
narios de escaso crecimiento económico, se produce un 
brutal deterioro de las condiciones de vida de la mayo­
ría de la población (Andrenacci y Repetto, 2006).

Ante mercados y Estados que "fallan” en asignar 
suficientes recursos ¿a qué recurrir, sino a los vínculos 
afectivos y emocionales más cercanos? En las socieda­
des contemporáneas, el bienestar depende no sólo de 
las compras privadas o de los servicios públicos, sino 
también del ámbito doméstico y del despliegue de su 
trabajo no remunerado. Los regímenes de bienestar son 
precisamente la constelación de prácticas, normas y 
discursos relativos al "qué” y a “quiénes” les correspon­
de la producción de dicho bienestar (Esping-Andersen, 
2002). Dicho de otro modo, los regímenes de bienes­
tar son el conjunto de “seguros” que, de una u otra 
manera, permiten hacer frente a los riesgos asociados 
a estar vivos/as. Entonces ¿qué es lo particular de 
América Latina en materia de bienestar?

Hasta ahora los regímenes -no los Estados- de 
bienestar han sido estudiados en escenarios de relativa



solvencia de los mercados laborales y de las políticas 
públicas. ¿Qué ocurre con el manejo de los riesgos en 
América Latina, cuando las familias requieren movili­
zar dosis crecientes de trabajo remunerado, emigra­
ción, rem esas y trabajo no remunerado, todo simul­
táneam ente, para salir adelante? En este escenario 
¿com pensan las familias y el trabajo no remunerado 
exitosamente las “fallas” de las restantes esferas de 
la producción del bienestar? Y si pensamos en las 
familias, tenemos que pensar, necesariamente, en las 
mujeres. Contrariando el mandato tradicional de cui­
dadoras de tiempo completo, en la última década, la 
presencia de las mujeres en los mercados laborales ha 
aum entado considerablemente, 3 de cada 10 en ese 
entonces, lo que ha aumentado a más de 4 y hasta 5 
actualm ente. El trabajo remunerado es cada vez más 
un  asun to  de mujeres, aunque el no remunerado -ofi­
cios domésticos, cuidados, gestión del hogar- sigue 
siendo aún  hoy, un  asunto casi exclusivamente feme­
nino. A la postre nos encontramos con mayores dosis 
de trabajo remunerado y no remunerado, mercados 
laborales que ofrecen insuficiente trabajo y escasas 
rem uneraciones, políticas públicas escasas o que van 
detrás de nuevas demandas sociales como alternativas 
colectivas para  el cuidado, y cambios en la distribución 
de los papeles femeninos y masculinos.

¿Cuál es la arquitectura del bienestar de la cual 
depende la población latinoamericana y cuáles son sus 
principales tensiones y principales oportunidades? Como 
producto de este zafarrancho de cambios simultáneos en 
las distintas esferas de la vida social, la región vive una 
profunda transformación que reclama con urgencia ser 
mejor entendida a partir de una visión que interprete las 
transformaciones recientes del Estado, pero también la 
m anera en que estos Estados reformados se relacionan 
con las familias, con las comunidades y, por supuesto, 
con los mercados laborales y de consumo.

Pero América Latina es una región de sociedades 
duales (O'Donnell, 1999). En el 2002, el 44% de la



población -220 millones de personas- vivía en condi­
ciones de pobreza, de los cuales casi 100 millones eran 
indigentes. Es la región más desigual del mundo y cada 
uno de sus pauses es comparativamente más desigual, 
que el promedio mundial. Por su parte, los cambios en 
la división sexual del trabajo se explicam principalmen­
te como parte de los acomodos sociales paira hacerle 
frente a la pobreza y a la desigualdad -antes que nece­
sariamente a los cambios en los modelos deseables de 
la organización familiar, aunque claro que también los 
hay-, incluso como producto de la propia necesidad 
económica.

Por eso debemos tener en cuenta, especialmente la 
ubicación socioeconómica, el género y en muchos de 
los países, la etnia. En Bolivia y Guatemala la pobla­
ción indígena supera la mitad de la población; en Perú 
y Ecuador las estimaciones rondan el 40% (Yashar, 
2005). Además la mezcla entre blancos e indígenas 
está presente en buena parte de la población no indíge­
na. Así, las condiciones históricas de la exclusión pero 
también los legados culturales, dan lugar a manejos 
del riesgo distintos al del resto de la población. Por 
ejemplo, en Guatemala, las normas de interdependen­
cia y de sentido de reciprocidad en la población indí­
gena, tradicionalmente han dado lugar a una distribu­
ción del trabajo distinta a la de la población blanca, 
tanto entre hombres y mujeres, como entre adultos/as 
y niños/as.

Con base en una visión integral del bienestar como 
capacidad y teniendo presente los factores diferenciado- 
res, este estudio reconstruye las prácticas prevalecien­
tes en la producción del bienestar en la región, tomando 
en cuenta los diferentes estratos socioeconómicos y la 
división sexual del trabajo. Además, en la medida de 
lo posible, tiene en cuenta la presencia de lo indígena 
como una dimensión de análisis, dado que en algunos 
países de la región, es una condición necesaria para 
abordar el bienestar y los arreglos sociales sobre los que 
se apoya.



EL PROBLEMA POLÍTICO

¿Hay alternativas para  construir en torno al bien­
estar de la población latinoamericana? Como lo plan­
tea Esping-Andersen para  la Unión Europea (2002) y 
retoma Filgueira para  América Latina (2004), se nece­
sita una  “nueva arquitectura” del bienestar. La demo­
cracia debería ofrecer el marco para la deliberación 
y la representación que le dé forma. Sin embargo, el 
punto de partida no es del todo alentador: la población 
está desencantada con la democracia porque ha tenido 
escasos efectos distributivos. A su vez, el debilitamien­
to en el apoyo de la población a la democracia, reduce 
su capacidad para  incidir positivamente en la distribu­
ción de los recursos.

Y esto no es casualidad: en los noventa, a la vez 
que se restablecían los regímenes políticos democrá­
ticos en toda la región, se promovieron las reformas 
económicas del llamado Consenso de Washington 
(Williamson, 1990). El ajuste de las economías se 
guió por objetivos de estabilidad, apertura comercial, 
liberalización de mercados, atracción de inversiones, 
reducción del sector público, expansión de los secto­
res privados y políticas destinadas a la reducción de 
la pobreza. U na vez eliminada la intervención estatal, 
el intercam bio mercantil promovería el crecimiento 
económico y distribuiría la riqueza a través del “efec­
to derrame". En este marco, las políticas públicas 
atenderían las situaciones de carencia social más 
extremas.

Más de u n a  década después, destacados especia­
listas consideran que la inequidad hace más lento el 
crecimiento y que, cuanto mayor sea la pobreza, mayor 
deberá ser el crecimiento para poder reducirla (De 
Ferranti, Perry y otros, 2003). Con la actual distribu­
ción del ingreso y el ritmo de crecimiento económico, 
eliminar la pobreza demoraría, dependiendo del país, 
entre 50 y 100 años (Lustig, 1998). Ante esta eviden­
cia, las consideraciones distributivas han vuelto a la



escena y aún defensores del mercado promueven prác­
ticas complementarias de asignación de los recursos, 
que compensen la tendencia a la concentración de los 
ingresos.- Concretamente, recomiendan fortalecer el 
papel del Estado, aumentando impuestos, democrati­
zando la educación, distribuyendo tierra y ampliando 
la disponibilidad de la infraestructura. En suma, el 
post “Consenso de Washington” se aleja de la “mano 
invisible” y promueve la asignación pública de los 
recursos (De Ferranti, Perry y otros, 2003).

Pero el mea culpa de los especialistas y tomado­
res de decisión no es suficiente: la frustración con los 
resultados de las reformas económicas ya se extendió 
a las democracias que las impulsaron (PNUD, 2004) y 
su futuro está estrechamente ligado al abordaje de la 
llamada “cuestión social” (PNUD, 2004). No es casua­
lidad que las recientemente recuperadas democracias 
cuenten con débiles apoyos ciudadanos. Es cierto que 
han traído un creciente reconocimiento de los dere­
chos civiles y políticos; sin embargo, no han estado a 
la altura de las expectativas sociales y económicas. La 
insatisfacción es tal, que muchos manifiestan que “le 
quitarían su apoyo a un gobierno democrático si este 
fuera incapaz de resolver sus problemas económicos” 
(PNUD, 2004:27) y la indiferencia ante cualquier régi­
men de gobierno pasó de 16% en 1996, a 21% en el 
2004 (Latinobarómetro, 2004). El escaso rendimien­
to de la democracia en la dimensión social de estas 
sociedades, amenaza la democracia misma y requiere 
repensar la política pública, finalmente, única herra­
mienta para intervenir en estas tensiones.

¿Podremos transformar tensiones en oportunidades? 
Una nueva arquitectura del bienestar requiere acuerdos 
en tomo a objetivos distributivos y al papel de las políticas 
públicas en aspectos tales como la cantidad de recursos 
y su asignación a lo largo del ciclo vital, los criterios de 
acceso a los servicios públicos, el rango y la duración de 
los beneficios y la noción de ciudadanía que les da sen­
tido. Más aún, requiere expectativas compartidas acerca



del desempeño Individual, de la responsabilidad privada 
y de la responsabilidad colectiva. Se trata de decisiones 
que conllevan profundas implicaciones éticas, valorativas 
y económicas con respecto a la sociedad deseable y a la 
sociedad posible. Complementando la atención que han 
recibido las transiciones política y económica, es preciso 
abordar la transición social relacionando los resultados 
alcanzados con los arreglos sociales que los explican.

EL PROBLEMA ACADÉMICO

Junto a la transición hacia el mercado y hacia la 
democracia, la transición social debe ser tomada tan en 
serio como lo han sido las transiciones política y econó­
mica. El análisis de regímenes de bienestar inaugurado 
por Esping-Andersen viene en auxilio, permite superar 
la fragmentación predominante de las políticas públicas 
y su interpretación. Constituye además una construc­
ción teórica favorable para comparar realidades nacio­
nales. Y así como ha rendido sus frutos para entender 
mejor la reorganización social que ha tenido y tiene 
lugar en los países desarrollados, es hora de entender la 
realidad latinoamericana más allá de los gobiernos y de 
las políticas públicas -aunque incluyéndoles-.

Mientras en Europa y Estados Unidos la investi­
gación sobre el papel del Estado en la producción del 
bienestar se ha construido a  partir de estudios compa­
rados, en América Latina estos son incipientes. Cuando 
se han hecho, se han enfocado en sectores de la políti­
ca pública y no en los Estados ni en los regímenes de 
bienestar como tales. Dos excepciones, inscritos en la 
misma literatura que el presente libro, son el trabajo 
pionero de Fernando Filgueira (1998) y su posterior 
ampliación por parte de Carlos Barba (2003).

Aún así, lo que sabemos de la relación entre polí­
tica pública y bienestar, más allá de las áreas especí­
ficas como la educación, la salud, las pensiones o la 
asistencia social, es insuficiente. También es insufi­
ciente lo que sabemos del abordaje del bienestar como



capacidad, antes que como condición, y a partir del 
manejo de un conjunto diverso de riesgos, antes que 
de riesgos específicos como la vejez o el desempleo de 
manera separada.

Y si nos tomamos en serio los arreglos que des­
plegamos para lidiar con los riesgos asociados a estar 
vivos/as, debemos también considerar con rigurosi­
dad, la división sexual del trabajo que sustenta los 
arreglos sociales que desde las familias, los mercados 
y por supuesto, desde la política pública, organizan las 
decisiones y las acciones que hombres y mujeres des­
pliegan en su vida cotidiana.

Buscando aportar en esa dirección, este estudio 
reconstruye los arreglos sociales existentes entre fami­
lias, mercados laborales, consumo privado, prácticas 
colectivas de acceso a los recursos estatales, prácticas 
comunitarias o de otro tipo, en el marco de escenarios 
nacionales socialmente muy estratificados económica y 
genéricamente. A su vez, identifica variaciones y már­
genes de acción para el diseño de las políticas públicas 
que permitan mejorar la producción del bienestar en 
América Latina.

LAS PREGUNTAS

¿Cómo se caracteriza la producción del bienestar 
en América Latina hoy? ¿En qué medida la respuesta 
a esta pregunta varía según los países? Más allá de las 
especificidades nacionales de una región tan heterogé­
nea ¿cuáles son las tendencias comunes entre grupos 
de países? ¿Cómo se asignan los recursos a  través del 
trabajo no remunerado, del consumo privado y del 
ámbito público, estatal o comunitario? ¿Podemos hablar 
de tipos de régimen de bienestar que caractericen las 
condiciones sociales de la población -o poblaciones 
específicas como niños/as, jóvenes o personas adultas 
mayores- trascendiendo el desempeño sectorial en edu­
cación, salud o pensiones? En una América Latina tan 
diversa, que incluye un país-continente como Brasil,



una lucha armada de larga duración en Colombia, una 
población indígena históricamente excluida en Bolivia y 
Guatemala, unos patrones demográficos de país desa­
rrollado en Uruguay, en fin, un abanico de situaciones 
nacionales tan diverso, ¿es posible identificar patrones 
comunes?

En segundo lugar, en cada país coexisten realidades 
contrastantes: unas personas tienen múltiples opcio­
nes para el manejo de riesgos, otras muy pocas; unas 
resuelven casi todo a través de los ingresos y las com­
pras privadas, es decir, mercantilmente y otras recurren 
principalmente a recursos no mercantiles, como el tra­
bajo familiar y comunitario. Intuimos que una parte de 
la población vive parecido en cualquier parte de América 
Latina: en Chile o Costa Rica, Venezuela o Guatemala, 
se visten en Miami u  hospitalizan en Houston. Pero 
otra parte de la población, la mayoría, depende de 
otras estrategias. ¿En qué medida estos “mundos” de 
producción del bienestar que coexisten dentro de cada 
país, varían entre los regímenes de bienestar? ¿En qué 
consisten las similitudes y las diferencias?

En tercer lugar, las prácticas de producción del 
bienestar están arraigadas a la historia reciente de cada 
país. Lejos de soluciones óptimas, los caminos para el 
cambio deben insertarse en coyunturas críticas recien­
tes, tanto políticas como económicas y sociales, así como 
en los legados que esas coyunturas dejaron en cada 
país. ¿Cree la población que el manejo de riesgos puede 
apoyarse en el Estado, o solo lo percibe como ausente o, 
peor, como ente represor antes que distribuidor? ¿Está 
el conflicto por el acceso a los recursos ubicado en la 
agenda pública o predomina una definición privada de 
las alternativas? ¿Cómo es que los legados que dejaron 
las coyunturas críticas se relacionan con los distintos 
mundos encontrados en los países pertenecientes a los 
distintos regímenes de bienestar?

Finalmente, pensando en transformar las tensiones 
en oportunidades ¿en qué medida las probabilidades 
de hacerlo varían según los regímenes de bienestar



identificados y cómo? ¿En qué regímenes existen pro­
cesos de construcción e incluso de redefinición de las 
arquitecturas del bienestar de manera intencional y 
deliberada, y en cuáles el cambio es más bien producto 
de las prácticas familiares o comunitarias que condu­
cen a las “arquitecturas” informalizadas de producción 
del bienestar?

APORTES DE ESTA INVESTIGACIÓN

Las preguntas que se plantean son complejas. Este 
libro no pretende zanjarlas sino alimentar una línea de 
investigación sobre modelos distributivos en América 
Latina, que es aún incipiente y exploratoria. El aná­
lisis se hace a partir de la literatura sobre regímenes 
de bienestar, entendidos estos como constelaciones de 
relaciones entre mercados, trabajo no remunerado y 
acceso a los bienes públicos, propuesto originalmente 
por Esping-Andersen (1999, 2002) y nutrido por femi­
nistas como Ann Shola Orloff (1993) y Diane Sainsbury 
(1999). Esta literatura permite abordar el bienestar 
considerando la presencia del Estado pero no como 
variable, tomando una visión integral y no sectorial, de 
la política pública.

Ambos acercamientos han sido escasamente apro­
vechados para abordar la realidad latinoamericana. 
Análisis como los de Fernando Filgueira (1998), Carlos 
Barba (2003) y Armando Barrientos (2003) muestran 
que es fructífero utilizar más esta literatura en la 
región. Sin embargo, los análisis existentes muestran 
vacíos teóricos y empíricos cuya unidad de análisis 
es el Estado antes que el régimen de bienestar. Así 
mismo, en estos análisis, el género y la división sexual 
del trabajo están ausentes de los arreglos sociales 
que dan lugar a los regímenes de bienestar. Este es 
un primer aporte que hace la presente investigación. 
Como se muestra en los capítulos siguientes, la litera­
tura mencionada ofrece un marco conceptual útil para 
dar cuenta de mercados laborales, familias y políticas



públicas, así como la estratificación socioeconómica y 
de género, en tanto constelaciones.

Segundo, la mayor parte de la investigación com­
parada sobre política social establece generalizaciones 
basadas en unos pocos países, los más estudiados de 
la región: los más grandes, los pioneros o los conside­
rados, por distintas razones, excepcionales tales como 
Argentina, Brasil, Chile, México, y Uruguay. La prime­
ra parte de los hallazgos presentados en esta investi­
gación reflejan un amplio universo de países, los 18 de 
habla hispana (todos menos Cuba1) y Brasil, lo cual 
permite tener un fundamento empírico mucho más 
comprensivo que los estudios previos. Así la segunda 
parte, basada en el análisis de casos, tiene el respaldo 
de una tipología estadísticamente fundada.

Tercero, la caracterización de los regímenes de bien­
estar es comparativa y se basa en un análisis cuanti­
tativo a partir de técnicas estadísticas y del mayor 
número de casos posible que permita las fuentes. Una 
vez identificados los tipos, el análisis de los mundos 
del bienestar dentro de cada uno de los regímenes 
identificados, se basa en estudios de caso. Además, la 
caracterización de tipos y m undos se complementa con 
elementos históricos que dan cuenta de la configura­
ción de los regímenes identificados. La combinación del 
análisis estadístico de un número grande de casos, con 
el análisis histórico-comparado de un número peque­
ño de casos, permite sinergias que no son posibles 
de obtener con cada enfoque por separado (Anenta, 
2003). Por eso, el diseño de la investigación en el que 
se basa este estudio es robusto y da un salto cualitati­
vo con respecto a  los estudios previos.

El siguiente gráfico esquematiza el diseño de la 
investigación que da sustento a los hallazgos presen­
tados en este libro.

1 No se pudo considerar debido a limitaciones en los indicadores 
disponibles.
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PRESENTACIÓN DE RESULTADOS

El capítulo 1 p resen ta  los antecedentes conceptua­
les y las decisiones teóricas tom adas para  llevar a cabo 
esta investigación. ¿Cómo se ha  entendido el bienestar 
en América Latina y cuáles h an  sido los principales 
enfoques y tradiciones? ¿Cómo se relacionan con la 
definición del b ienestar como capacidad socialmente 
definida p a ra  el m anejo de riesgos? ¿Cuál es la rela­
ción entre el b ienestar y las prácticas que lo producen? 
¿Qué lugar tienen la estratificación socioeconómica y 
de género en dichas prácticas? ¿Qué son los regíme­
nes de b ienestar y qué sabem os de ellos en América 
Latina? ¿Son los regím enes m eras estructuras? ¿Cuál 
es el papel de la agencia y los actores colectivos en 
la configuración de los regím enes de bienestar? En 
síntesis, el capítulo fundam en ta  y deja planteadas las 
principales h erram ien tas conceptuales empleadas en 
esta  investigación.

¿Qué se sabe de las d istin tas prácticas de asigna­
ción de los recursos, m ercantiles, familiares y públicas, 
tanto en la región en general como en los países o en 
los conjuntos de países, en particu lar?  Concretamente, 
¿qué se puede decir de los m ercados laborales y qué de 
la emigración y de las rem esas como formas de amplia­
ción de los m ercados laborales nacionales? ¿Cómo se 
organizan las fam ilias y cuáles son las implicaciones de 
esa organización p a ra  el b ienestar?  Y respecto a la polí­
tica pública, ¿cómo se caracteriza y en función de qué 
criterios? El capítulo 2 deja colocados los principales 
rasgos y p regun tas con respecto  a  las interrelaciones 
entre los m ercados, las fam ilias y los Estados con el 
b ienestar de los países latinoam ericanos.

El capítulo 3  explora los tipos de regímenes de 
bienestar en América Latina en función de los 18 paí­
ses h ispano-parlantes y Brasil. La tipología resultante 
refleja u n a  propuesta teórico-metodológica propia. Es la 
prim era de este tipo elaborada p a ra  caracterizar mejor a 
los países de América Latina, a  partir del análisis de las



prácticas de asignación de los recursos que incluyen al 
Estado -aunque lo trascienden- y basado en un análisis 
estadístico comparado. A partir de la identificación de 
conglomerados de países, el capítulo identifica y carac­
teriza tres principales regímenes de bienestar presentes 
hoy en América Latina. Estos presentan diferencias 
cualitativas entre sí: el estatal-productivista, el estatal- 
proteccionista y el informal-familiarista. Como parte de 
una propuesta teórico-metodológica para abordar los 
regímenes de bienestar en la región, la tipología es un 
resultado relevante del estudio. Sin embargo, también lo 
es el discutir las posibilidades y las dificultades, espe­
cíficamente las empíricas, que un análisis de este tipo 
plantea. Interesa además, alimentar la futura replicabi- 
lidad y mejoramiento de los análisis de este tipo.

Una vez presentada la tipología, los restantes capí­
tulos se enfocan en cuatro países seleccionados. Uno es 
Chile, en tanto ejemplo del régimen de bienestar esta­
tal-productivista; otro es Costa Rica como ejemplo del 
régimen estatal-proteccionista. Como ejemplos del régi­
men informal-familiarista se consideran dos: Ecuador y 
Nicaragua, entre los cuales hay diferencias no cualita­
tivas pero sí de grado, en la importancia relativa de las 
distintas prácticas de asignación de los recursos.

Las actuales tendencias de cambio son necesa­
riamente moldeadas por las trayectorias históricas. 
¿Cuáles han sido las herencias, coyunturas críticas y 
principales legados para el bienestar? ¿Cómo es que se 
expresa la historia en el presente? El capítulo 4 presen­
ta una apretada caracterización histórico-social de los 
cuatro países seleccionados, siempre en función de las 
principales prácticas de la asignación de los recursos.

El capítulo 5 da un paso más con respecto al aná­
lisis empírico existente en materia de regímenes de 
bienestar, hasta ahora basado sólo en la información 
estadística agregada a nivel nacional. Este capítulo 
explora los mundos del bienestar en los cuatro países 
seleccionados a partir de las respectivas encuestas de 
hogares: ¿cuántos son? ¿qué tamaño tienen? ¿cuáles



son sus principales características? ¿qué diferencias 
y similitudes hay entre pertenecer a un  cierto mundo 
bajo uno u otro régimen de bienestar? Dentro de cada 
país, los m undos del bienestar tienen grados varia­
bles de dependencia respecto al régimen en el que se 
encuentran. A partir de las posibilidades y limitaciones 
que tienen las encuestas de hogares para estos efectos, 
el capítulo presenta los principales hallazgos relativos 
a las prácticas de asignación de los recursos predomi­
nantes dentro de cada m undo e intenta relacionarlas 
con las implicaciones para  las políticas públicas inte­
resadas en transform ar la arquitectura de los mundos 
de cada país.

El capítulo 6 identifica las principales implicaciones 
de los regímenes de bienestar actuales para el futuro 
cercano en la transición social en América Latina. Las 
nuevas arquitecturas del bienestar, ¿surgirán princi­
palmente de decisiones socialmente compartidas y del 
esfuerzo deliberado por moldear las distintas prácticas 
mercantiles, com unitarias, familiares y públicas invo­
lucradas, o de estrategias personales y familiares infor­
males? El que la respuesta  varíe según los regímenes 
m uestra el rendim iento académico y político de abordar 
las prácticas en u n  nivel de análisis intermedio, entre 
la región y los países, es decir, en función de los tipos. 
Las “fallas*’ del mercado, del Estado e incluso familia­
res, no se distribuyen de m anera aleatoria en la región. 
Por lo tanto, tampoco las prácticas que la población 
despliega p ara  hacerles frente ni, m ucho menos, los 
piamos deseables y posibles de la nueva arquitectura 
del bienestar, que cobra vida con y sin decisiones, con 
y sin permiso de las instituciones.



CAPITULO 1

El b ienestar y  lo s regím enes 
de b ienestar2

1. ¿QUÉ ES EL BIENESTAR?

"El punto central de la agenda económica, política y 
social de América Latina no es la pobreza, sino la justi­
cia” (Bustelo. 2000:8)

En países que se encuentran en la región más 
desigual del globo ¿no es un eufemismo hablar de 
bienestar? ¿Qué es el bienestar? ¿Cómo se define? 
Históricamente su definición no ha sido obvia, neutral 
ni universal. En América Latina, el bienestar ha sido 
recurrentemente interpelado por su ausencia o por su 
insuficiencia. Dos conceptos lo han traído frecuente­
mente al debate público: la pobreza implícitamente 
entendida como un estadio inferior del bienestar y la 
inequidad, explícitamente entendida como la inadecua­
da distribución de los insumos (por ejemplo años de 
educación) y capacidades (por ejemplo empleabilidad) 
socialmente deseables. Así, el bienestar ha sido aso­
ciado a la disponibilidad de los ingresos, por encima o 
por debajo de un cierto umbral; asociado también a la 
satisfacción de necesidades básicas requeridas para la 
supervivencia; entendido como el manejo de distintos

2 El marco teórico que presento en este capítulo orientó también 
un análisis más detallado de los regímenes de bienestar en 
América Central (Martínez Franzoni. en prensa).



tipos de riesgos; y considerado como la libertad para  
alcanzar aquello que se considera valioso para  “ser” o 
“hacer”, a  partir de capacidades funcionales como la 
educación y la salud.

Este estudio aborda el bienestar como u n a  capaci­
dad, no como un  estado. ¿Capacidad para  qué? Para el 
manejo de la incertidum bre. La enfermedad, la vejez, 
la discapacidad, la discriminación, el desempleo, el 
divorcio, la m uerte, todas estas, entre otras, son situa­
ciones que están  su je tas a  la incertidum bre, es decir, 
son ejemplos de riesgos.

En la investigación social, la noción de riesgos tiene 
una larga tradición. Desde la teoría económica, autores 
como Schumpeter y Smith plantean que las decisiones 
relativas a  los fines económicos (por ejemplo con respecto 
a inversiones y ganancias) siempre son inciertas, por­
que los agentes tienen u n  conocimiento imperfecto de la 
situación. Desde la antropología, Douglas (1996) plantea 
que las relaciones sociales son inherentemente riesgosas 
e inciertas. Por su parte, las ideas religiosas son res­
puestas a  dicha incertidumbre y permiten, por lo tanto, 
un  manejo del riesgo (Abercrombie, Hill y Turner, 2000). 
Desde la sociología, la noción de riesgos tiene m ucha 
importancia, sin ir m ás lejos, en la investigación sobre los 
regímenes de bienestar; Esping-Andersen (1990) argu­
menta que los regímenes son arreglos sociales que lidian, 
mejor o peor, con estructuras de riesgo dadas.

El enfoque neoclásico aborda los riesgos y su  mane­
jo como un  producto del cálculo individual. El riesgo se 
define en función de la  disponibilidad de los ingresos 
por debajo de las necesidades del consum o de bienes 
y servicios básicos. Lo que in teresa a los hogares es 
alcanzar el b ienestar a  través de la libertad u  opción 
de consumo. En este enfoque se asum e que el mundo 
deseable es aquel en  el que los individuos y los hoga­
res están  plenam ente mercantilizados. Dicho de otro 
modo, se asum e que el b ienestar es deseable y posible 
de alcanzar a  través del manejo privado y mercantil de 
los riesgos. Con este  pun to  de partida, la intervención



del Estado para generar manejos públicos del riesgo, 
no puede ser más que compensatoria. Se trata de un 
enfoque residual del manejo colectivo de los riesgos. 
Segundo, considera los riesgos como dados de mane­
ra objetiva. Tercero, aborda los cálculos a nivel de las 
familias, al margen de la influencia de las instituciones 
sociales como el mercado o el Estado (Lau Jorgesen y 
Van Domelen, 1999).

Como sucede con frecuencia, debemos evitar "tirar 
al niño con el agua sucia” separando la noción de ries­
gos de su versión neoclásica. El enfoque neoclásico no 
es el único disponible, sin embargo, su énfasis en la 
familia es útil para dar cuenta de las prácticas de asig­
nación de los recursos por parte de amplios sectores 
de la población latinoamericana, básicamente aquellos 
librados a su suerte, intentando compensar todo tipo 
de “fallas” institucionales. Concretamente, desde el 
enfoque neoclásico se señala que las personas y los 
hogares lidian con distintas incertidumbres asociadas 
a estar vivos/as mediante prácticas que permiten su 
prevención, amortiguación o manejo. Estas prácticas 
son de tres tipos, según se basen en las relaciones 
mercantiles, públicas o informales. Las prácticas for­
males-mercantiles se relacionan con el acceso al mer­
cado financiero, como la diversificación de inversiones, 
seguros de vejez y enfermedad y préstamos bancarios. 
Las prácticas formales-públicas comprenden medidas 
como la definición de estándares laborales, las trans­
ferencias en dinero, los subsidios y la generación de 
empleo. Y las prácticas informales surgen ante el des- 
dibujamiento de las lógicas de asignación de los recur­
sos asociados al mercado laboral y a la intervención 
pública, respectivamente. Comprende la autoprotec- 
ción que despliegan las personas y sus familias a tra­
vés de las medidas tides como el casamiento, las redes 
comunitarias de apoyo y el capital físico como tierra o 
ganado (Lau Jorgesen y Van Domelen, 1999).

Donde me distancio del enfoque neoclásico es, pri­
mero, en que los riesgos se construyen socialmente



antes que definirse objetiva o individualmente. Por ejem­
plo, la política pública moldea hasta la propia definición de 
lo que se consideran riesgos públicos o privados. Se mol­
dean además el mercado laboral y el consumo. Estas ins­
tituciones no están, por lo tanto, de ningún modo “dadas" 
sino que son social y políticamente construidas. Pero esto 
es algo que el enfoque neoclásico, orientado a las unidades 
de análisis que operan como átomos (sean individuos o 
familias), considera como dados y no como variables.

Segundo, los riesgos no son una propiedad de los 
individuos sino probabilidades de los colectivos. Por 
un lado, varían a partir de varias dimensiones como 
la clase social y el género (Esping-Andersen, 2001). 
Los riesgos constituyen regularidades empíricas, pro­
babilidades que se expresan en patrones históricos, 
socialmente definidos a  partir de estas regularidades. 
Distintos colectivos tienen distintas estructuras de ries­
gos. Dimensiones como la estratificación socio-económi­
ca y el género definen fuertemente la estructura de los 
riesgos con la que lidian las personas. De igual manera 
y asociados a  estas dimensiones, inciden otros factores 
como el nivel educativo o la localización geográfica.

Por otro lado, si bien las probabilidades empíricas 
son o pueden ser parte de la construcción social de 
la noción de riesgo, la cognición de los individuos y la 
elección individual frente a  ciertos riesgos tiene que 
ver con ideas sociales de moral y de justicia (Douglas, 
1996). En o tras  palabras, los riesgos no se construyen 
como resu ltado  de las probabilidades empíricas, de 
los costos y beneficios empíricamente determinados 
“a secas”, sino de un  procesamiento interpretativo de 
dichas probabilidades. Es la interacción social la que 
produce nociones sobre el riesgo, que luego se reflejan 
en el com portam iento individual. “Cada organización 
social e s tá  d isp u esta  a  aceptar o a evitar ciertos ries­
gos... Valores com unes conducen a miedos comunes... 
Los individuos es tán  dispuestos a aceptar riesgos a 
partir de su  adhesión  a  determinadas formas de socie­
d ad .” (Douglas, 1996: 15).



Las estructuras de riesgos socialmente interpreta­
das y su reflejo en las decisiones colectivas, por ejem­
plo de política pública, no son aleatorias ni inmutables. 
Se cristalizan en prescripciones tanto en el plano indi­
vidual e interpersonal como en el plano de las políticas 
públicas. Eso son los paradigmas de la política pública: 
un conjunto relativamente articulado de proposiciones 
sobre la realidad y sobre cómo debe ser abordada.

Como parte de estos paradigmas y como veremos 
con más detalle luego, las nociones sobre el riesgo pue­
den conllevar definiciones sobre cómo prevenirlo (por 
ejemplo frente a cierto tipo de enfermedades), mitigarlo 
(por ejemplo frente al desempleo) o atenderlo (por ejem­
plo frente a la vejez).

2. BIENESTAR Y ESTRATIFICACIÓN
SOCIOECONÓMICA

Si abordamos el bienestar como capacidad, nece­
sariamente debemos preguntarnos acerca de cuáles 
son esas capacidades y cómo se distribuyen. En cual­
quier sociedad de mercado, el acceso a los recursos, 
incluidos los bienes y servicios, se distribuyen de una 
manera desigual: algunas personas los acceden más y 
otras menos, sean estos económicos, sociales o políti­
cos, así lo reflejan los salarios, el uso del tiempo y la 
autonomía. La ubicación de las personas en estratos o 
grupos jerárquicamente organizados según su acceso 
a los recursos es lo que desde la sociología se conoce 
como “estratificación”.

Pocos temas han sido tan estudiados y desde 
diversas disciplinas como la estratificación. Desde la 
economía, la desigualdad socioeconómica alude a las 
diferentes limitaciones o posibilidades que tienen hom­
bres y mujeres en una sociedad para generar ingresos 
y adquirir bienes y servicios ofrecidos en el mercado; 
poseer distintos tipos de recursos; y sacarle prove­
cho a ingresos y recursos. Este tipo de desigualdad 
se encuentra fuertemente condicionada, aunque no



totalmente determinada, por la dinámica de los mer­
cados laborales remunerados en un momento dado 
del desarrollo de una  sociedad. Desde la economía, se 
privilegia la disparidad en la distribución, el consumo 
y más recientemente, en las capacidades (Eyben y 
Lovett, 2004).

Desde la sociología interesan principalmente las 
clases sociales, el estatus y  el poder. No es fácil resu­
mir los aportes hechos en esta materia, dado que tres 
de los fundadores de la sociología: Marx, Weber y 
Durhheim, sentaron sus propias bases para concep- 
tualizar y abordar el tema de la estratificación social.

Para Marx, las desigualdades económicas están 
estructuradas objetivamente: “La clase no tiene que ver 
con la posición que las personas creen que tienen sino 
con las condiciones objetivas que permiten a algunos 
tener un mejor acceso a las compensaciones materiales 
que a otros” (Giddens, 1999:322). Para los efectos de la 
identificación de las clases sociales, es clave tener en 
cuenta la posesión o no de los medios de producción. 
Las clases como agrupaciones de individuos, definen 
sus fronteras según sea su relación con los medios 
de producción (es decir, esta delimitación tiene una 
estrecha relación con aquello con lo que uno se gana 
la vida y con aquellos con quienes uno se la gana). En 
la naciente Europa industrial, en la que vivía Marx, él 
veía dos clases: la de los industriales o capitalistas y la 
clase obrera que se ganaba la vida vendiendo su fuerza 
de trabajo. La relación entre clases se basa en la explo­
tación que la clase dueña de los medios de producción 
hace de la clase obrera3.

3 La naturaleza de esta explotación descansa en la plusvalía: 
desigualdad en cuanto a las ganancias que obtienen los capi­
talistas. "Un grupo de trabajadores en una fábrica textil, diga­
mos. puede producir un centenar de trajes al día. La venta de 
la mitad de los trajes proporciona una renta suficiente para 
que el fabricante pague los salarios de los trabajadores. El 
ingreso que genera la venta del resto de la ropa constituye el 
beneficio.” (Giddens. 1999:321).



Aunque Marx principalmente se enfocó en el análi­
sis dicotómico de clases, también comprendió que los 
sistemas de clase eran más complejos: identificó cla­
ses en transición así como divisiones a su interior. Por 
ejemplo, en la clase dominante identificó conflictos entre 
banqueros e industriales manufactureros, personas que 
poseen pequeños negocios y quienes poseen negocios 
grandes. En la clase obrera también identificó tensio­
nes, por ejemplo, entre obreros y desempleados.

Max Weber retomó el análisis de la estratificación 
hecho por Marx e igualmente reconoció que las cla­
ses se basan en condiciones económicas objetivas. 
Sostuvo, sin embargo, que ciertos factores económi­
cos no reconocidos por Marx, no relacionados con la 
posesión de los medios de producción, también son 
importantes en las divisiones de clase: “Entre esos 
recursos se pueden incluir especialmente los conoci­
mientos técnicos y las credenciales o calificaciones que 
influyen en el tipo de trabajo que las personas pueden 
obtener.” (Giddens, 1999:322-324). Weber incorpora el 
estatus, entendido como aquellas diferencias que exis­
ten entre dos grupos en relación a la reputación o al 
prestigio que le conceden los demás. El prestigio puede 
ser positivo o negativo y varía independientemente de 
la división de clase. Si bien las clases se conciben como 
algo objetivo (propiedad y ganancia), el posicionamien- 
to de los individuos según su estatus depende de las 
evaluaciones subjetivas hechas sobre las diferencias 
sociales, en este caso, la forma de vida de cada grupo 
(Giddens, 1999).

Finalmente, aunque menos importante para el pre­
sente estudio, Weber define el partido como aquellos gru­
pos que trabajan conjuntamente por tener aspiraciones, 
orígenes e intereses comunes (pueden aglutinar distintos 
tipos de intereses y objetivos de distintas clases sociales). 
Incorpora así la desigualdad del poder político.

Recientemente Grusky y Sorensen (2001) han 
recuperado el trabajo de Durkheim, especialmente su 
“división social del trabajo” para argumentar que en



una sociedad, en el nivel de las ocupaciones, se desa­
rrollan formas de solidaridad local con valores com­
partidos menos abstractos que a  escala social. Esta 
noción durkheim iana nos permite tender un puente 
con recursos tales como el capital social, desarrollados 
a partir de la reciprocidad entre individuos colocados 
en una  m ism a situación.

De acuerdo a  Giddens, la clase constituye “un 
agrupamiento a  gran escala de personas que com­
parten ciertos recursos económicos, los cuales tienen 
una gran influencia en la forma de vida que pueden 
llevar. La propiedad de la riqueza y la ocupación son 
las bases m ás im portantes de las diferencias de cla­
ses” (1999:319). Se tra ta  de modelaciones que bus­
can dividir a  la  población en categorías mutuamente 
excluyentes deñnidas por el estatus del empleo y otras 
características laborales, en particular, la ocupación. 
(Grusky y Kanbur, 2004). En los estudios que hablan 
de clases sociales, se sugiere que las dinámicas de los 
mercados laborales, sobre todo de las ocupaciones, son 
centrales para  com prender los procesos de generación 
de desigualdad socioeconómica.

Lo que hago entonces en este trabajo es basarme 
en una  categorización aplicada previamente a tres 
países centroam ericanos: Costa Rica, Guatemala y El 
Salvador, e laborada por Pérez Sáinz, Andrade-Eekhoff, 
Bastos y H erradora (2004). Ellos emplean un enfoque 
teóricam ente ecléctico que combina el interés marxista 
por la propiedad de los medios de producción, con un 
análisis de dim ensiones como la educación y la ocupa­
ción, m ás propio del enfoque weberiano. Este eclecti­
cismo perm ite, precisam ente, aprehender la distribu­
ción de los recursos y los patrones de consumo.

3. BIENESTAR Y ESTRATIFICACIÓN DE GÉNERO

El género como concepto ha  sido la contribución 
más im portante del feminismo contemporáneo (Lamas,
2002). Desde u n  punto  de vista sociológico, comenzó a



ser usado por feministas de Estados Unidos a media­
dos de los años 70, para distinguir el plano biológico 
del socialmente construido4. Se enmarcó en la denun­
cia del sexismo como una discriminación análoga al 
racismo. La denuncia se volcó contra la diferencia que 
más tarde se convirtió en desigualdad. Esta diferencia 
denunciada por el feminismo es expresada en el “con­
trol, represión y explotación ejercida sobre los cuerpos 
de las mujeres” a partir de su naturalización (Lamas, 
2002:52), con la dificultad de que “la estructuración 
del género se llega a convertir en un hecho social con 
tanta fuerza que inclusive se piensa como natural” 
(Lamas, 2002:37). Es en términos de Durkheim un 
hecho social en tanto se presenta como si fuera una 
cosa, objetiva e inmutable, hecho de representaciones 
simbólicas, normas, instituciones sociales (como el 
sistema de parentesco, la familia y el mercado laboral), 
identidades y papeles. En síntesis, el género es prácti­
cas, ideas y discursos que implican a la vez diferencia­
ción y jerarquía (Scott, 1990).

Gayle Rubin (1975) formalizó la distinción entre lo 
biológico y lo social a partir de la noción del sistema 
sexo/género en tanto “...el conjunto de arreglos a par­
tir de los cuales una sociedad transforma la sexuali­
dad biológica en productos de actividad humana; con 
estos ‘productos’ culturales, cada sociedad arma un 
sistema sexo/género, o sea, un conjunto de normas a 
partir de las cuales la materia cruda del sexo humano 
y de la procreación es moldeada por la intervención 
social” (Lamas, 2002:39). El sistema sexo/género se 
teje a partir del parentesco, determinado por el inter­
cambio matrimonial, y reglamenta la reproducción y

4 El primer uso del concepto para aludir a construcciones sociales 
fue realizado desde la psicología por Robert Slollcr (1968) "Scx and 
Gender", a partir de un estudio sobre trastornos de la Identidad 
sexual, distingue entre asignación (al nacimiento en base a órga­
nos genitales), identidad (experiencia vital de los primeros años) y 
papeles (normas y prescripciones sociales con base en la división 
sexual del trabajo) de género (véase Lamas. 2002:34-35).



la participación pública de las mujeres, tanto econó­
mica como política. Para  Rubin, el sistem a sexo/géne- 
ro es el “locus”, es decir, el lugar en el que se origina 
la opresión, no sólo de las m ujeres sino de las mino­
rías sexuales5.

Desde la década de los se ten ta , cuando cobra auge 
el uso  del concepto de género, este se sitúa en forma 
paralela a  otros dos: clase social y raza. La desigual­
dad, se argum entó, e s tá  sim ultáneam ente organizada 
en torno a  estos tres ejes (Scott, 1990). Así planteado 
sugería un  paralelism o de estos ejes que es, de acuer­
do a  Scott, erróneo dado que "... cuando invocamos 
las clases, trabajam os con o contra  un  conjunto de 
definiciones que, en el caso del marxismo, implican 
u n a  idea de causalidad  económ ica y una  visión del 
cam ino a  lo largo del cual se h a  movido dialéctica­
m ente la historia. No hay  la  m ism a claridad o cohe­
rencia en los casos de raza  o género. En el caso de 
género, el uso  h a  im plicado u n  conjunto de posiciones 
teóricas como tam bién de m eras referencias descrip­
tivas a  las relaciones en tre  sexos.” (Scott, 1990:26). 
De allí se desprenden varias de las dificultades para 
vincular género y clase.

A lo anterior se su m a  la apropiación del concep­
to de género bajo m uy diversas tradiciones teóricas, 
epistemológicas y políticas (Scott, 1990). Al menos dos 
grandes tradiciones intelectuales son relevantes para

5 En los noventa se ha popularizado la llamada “perspectiva de 
género”. Esta coincide con su fuerte aparición en la comuni­
dad académica latinoamericana (Lamas. 1999). Lamas advierte 
sobre la paradoja de que la extensión del uso del concepto llegó 
de la mano de una equiparación entre sexo y género y por lo 
tanto, de una cierta vuelta al principio. El género son las muje­
res, es decir, el sexo femenino. Scott (1990) refuerza esta idea 
diciendo que en el mundo académico muchísimos estudios 
simplemente reemplazaron “mujeres" por “género" sin alterar, 
en forma sustantiva, su concepción básicamente biológica, 
de la diferencia. Así, como lo señala Sofía Montenegro (2002), 
el género se convierte en un “concepto operante aislado" que 
reduce la realidad a un cliché.



abordar la relación entre clase y género: la marxista 
o socialista feminista6, y la radical, cada una de las 
cuales ofrece distintas interpretaciones sobre cómo se 
articulan ambas dimensiones.

La perspectiva radical parte de la premisa siguien­
te: el varón tiene la necesidad de dominar a las muje­
res para trascender su alienación de los medios de 
reproducción de la especie (O'Brien, haciendo una 
analogía con Hegel en Scott, 1990:30). El origen de 
esta opresión reside en la “tiranía de la reproducción” 
(Firestone, 1970). Por lo tanto, esta será superada 
una vez que la reproducción pueda ser separada del 
cuerpo de las mujeres (Firestone, 1970) o cuando las 
mujeres comprendan de manera adecuada el proceso 
de reproducción y la mitificación ideológica que hace el 
patriarcado de la maternidad.

El objeto de análisis es la opresión que ejerce 
una clase de personas (los hombres) sobre otra (las 
mujeres). El objeto de análisis es la opresión que los 
hombres ejercen sobre las mujeres, expresándose una 
relación asimétrica de poder directo de los hombres 
hacia las mujeres. Aquellos tienen intereses concretos 
y fundamentales de control, uso, sumisión y opresión 
hacia las mujeres (Lengermann y Niebrugge, 1998). 
Esta relación de dominación constituye el patriarcado, 
en tanto orden del padre extendido a la dominación 
masculina. El patriarcado precede al capitalismo y 
constituye u organiza la desigualdad fundante de otras 
formas de dominación como la raza o la clase, siendo el 
sexismo, la ideología que acompaña al patriarcado.

La perspectiva feminista marxista tiene como refe­
rente principal a Heidi Hartmann (1981). Se enfoca en

6 El marxismo feminista está más Influido por los pensadores 
mandstas del siglo XIX como Marx y Engels y considera que en 
última instancia la clase es la fuente principal de la subordina­
ción de las mujeres. El feminismo socialista está más influido 
por pensadores mandstas contemporáneos como Habermas 
o Althusser y enfatizan la interrelación entre los sistemas de 
dominación (Putnam. 1998).



la desigualdad y considera que existe una  distribución 
d istin ta  y jerarqu izada  de los recursos materiales y 
simbólicos entre  los hom bres y las mujeres, y que 
esta  es producto  de la organización social y no de la 
naturaleza7. El origen de esa  desigualdad está en la 
relación del pa triarcado  con el capitalismo, pese a que 
ambos son distinguibles entre sí, actúan de manera 
conjunta. Una m anera  de combinarlos es, como lo 
señala H artm ann, tom ando como referente los modos 
de producción, para  luego analizar cómo las familias, 
los hogares y la sexualidad cam bian bajo cada modo de 
producción (Scott, 1990).

Por ejemplo O rtner y W hitehead plantean que el 
género es, “primero que nada, u n  sistema de presti­
gio”, en  el que el prestigio se distribuye, se regula y se 
expresa de formas diversas (en Lamas, 2002:44). Este 
enfoque perm ite relacionar el género con otras formas 
de estratificación. En térm inos weberianos, el género 
se estructu raría  a  partir de la dimensión del prestigio 
y a  partir de esta, daría origen o reforzaría las estratifi­
caciones de clase (económicas) y de poder (políticas). Y 
es que “el análisis de la articulación entre el sistema de 
prestigio y el género pone en evidencia una importante 
contradicción: que aunque la estructura  de la sociedad 
sea patriarcal y las m ujeres como género estén subor­
dinadas, los hom bres y las m ujeres de un mismo rango 
están  m ucho m ás cerca entre sí que de los hombres y 
las m ujeres con otro estatus. E sta contradicción ha sido 
uno de los puntos m ás álgidos del debate feminista. A 
pesar de la condición universal de subordinación feme­
nina, la  diferencia específica de clase (y de etnia) crea 
u n a  separación entre las m ujeres. (Lamas, 2002:46)

7 El origen de la desigualdad es sistémico y por ello, la perspec­
tiva marxista se aleja de las teorías liberales de la desigualdad 
que la atribuyen a una ideología susceptible de ser modificada, 
dentro de las reglas del juego del propio sistema: el sexismo. 
en tanto que ideología, similar al racismo, es la causa de la 
desigualdad.



La noción de la división sexual del trabajo es pro­
ducto del marxismo feminista. Los arreglos sociales 
están divididos en dos esferas: la productiva y la repro­
ductiva. Históricamente, la primera ha sido respon­
sabilidad de los hombres y de lo masculino mientras 
que la segunda de las mujeres y de lo femenino. Esta 
organización del trabajo no es producto del capitalis­
mo, sino que lo precede. Sin embargo, el capitalismo 
se beneficia de ella y la reproduce, no solo en la esfera 
doméstica sino en el propio mercado de trabajo. Allí 
hay trabajos “femeninos” y trabajos “masculinos" que 
se benefician del aprendizaje de género asociado a los 
sexos. Dicho de otro modo, las calificaciones constitu­
yen un elemento central para la organización del traba­
jo y estas están teñidas de las relaciones de género (Di 
Telia, Chumbita, Gamboa y Gajardo, 2004).

Partiendo del concepto de sexo-género y de la divi­
sión sexual del trabajo, los estudios de género han 
permitido poner en evidencia la naturaleza sexuada 
del trabajo y el concepto mismo de este que predomina 
en las ciencias sociales, así como ampliar la noción del 
mismo que permita incorporar como tal al trabajo no 
remunerado (Di Telia, Chumbita, Gamboa y Gajardo, 
2004). La división sexual del trabajo y la propia noción 
del trabajo, tienen evidentes consecuencias, tanto 
para comprender la constitución de los regímenes de 
bienestar, como para poner la noción de régimen de 
bienestar al servicio de la comprensión de los efectos 
variables que las sociedades de mercado tienen en las 
relaciones de género.

Esta investigación incorpora el género como una 
dimensión central del análisis de los regímenes de 
bienestar, en tanto las prácticas de asignación de los 
recursos se organizan en torno a la división sexual del 
trabajo. Dicho de otro modo, la mercantilización, la 
desmercatilización y la desfamiliarización del bienestar 
tienen lugar en mundos sociales genéricamente cons­
truidos, de allí que la constelación de las prácticas 
de asignación de los recursos varíe según la división



sexual del trabajo que las sustenta. Al mismo tiem­
po, los cambios en las prácticas de la asignación de 
los recursos tienen efectos en la división sexual del 
trabajo a  lo interno de cada régimen de bienestar. Por 
eso, caracterizar la división sexual del trabajo en los 
distintos regímenes de bienestar, constituye, entre 
otras, una herram ienta para la formulación de políti­
cas públicas.

4. DISTINTAS PRÁCTICAS DE ASIGNACIÓN
DE RECURSOS

Si entendemos el bienestar como una capacidad 
para el manejo de los riesgos sociales, ¿cómo se pro­
duce esta capacidad? Ya el análisis de la estratificación 
nos hizo volver la m irada hacia los sistemas de domi­
nación, que tienen implicaciones directas en la distri­
bución de las capacidades en la sociedad. Pero el capi­
talismo y el patriarcado se encuentran en sociedades 
concretas y presentan variaciones notables (Skocpol, 
1992). Para aprehender estas diferencias es necesario 
contar con un  nivel intermedio de análisis, que permi­
ta  ubicar la dominación y la opresión en los contextos 
específicos. Precisam ente, el concepto de régimen de 
bienestar provee este nivel intermedio de análisis.

Comencemos por el final: aún en sociedades capita­
listas avanzadas, u n a  gran proporción de la población 
no participa directamente del intercambio mercantil. 
Por el contrario, lo hace de manera indirecta, por ejem­
plo a  través de las relaciones de parentesco que asignan 
responsabilidades a  los padres, sobre hijos/as o sobre 
los adultos mayores8. A la vez, gran parte de lo que las 
personas necesitan para  el manejo de riesgos no depen­
de solo del intercambio mercantil: puedo comprar fru­
tas y verduras, pero luego alguien tendrá que cocinar:

8 Por cierto, históricamente cambiantes a partir de las transfor­
maciones en la concepción de los riesgos y de las formas de 
protección asociadas.



puedo llevar mis hijos/as a una guardería pero a alguna 
hora del día los tendré que recoger. La combinación 
entre cuidado-dependencia y mercado-dependencia es 
constitutiva de las relaciones de interdependencia, en 
cuyo marco, la población lidia con riesgos sociales. Las 
relaciones de interdependencia son, por decirlo así, la 
amalgama que articula las prácticas de asignación de 
los recursos en los colectivos humanos antes que en los 
individuos “sueltos”.

En las sociedades capitalistas, el intercambio mer­
cantil es la principal práctica de asignación de los recur­
sos, pero no la única, también lo hacen la familia y la 
política pública (Polanyi, 2000). El concepto de “regíme­
nes” de bienestar alude a la combinación de las prác­
ticas de la asignación de los recursos existente en un 
cierto momento, en una determinada sociedad (Esping 
Andersen, 2000). Los regímenes se inscriben en la tradi­
ción weberiana de la construcción de los “tipos ideales”, 
los cuales se basan en exageraciones de la realidad, que 
dan lugar a modelos conceptuales, en este caso, rela­
tivos a la asignación de los recursos.9 Toda situación 
concreta se distancia en mayor o menor grado de los 
tipos ideales, los cuales son una herramienta utilizada 
para aprehender las situaciones reales.

En América Latina, Carlos Barba (2005) plantea 
que los regímenes de bienestar aluden a sociedades 
concretas y son expresiones de paradigmas de política. 
Estos paradigmas constituyen tipos ideales, es decir, 
exageraciones o caricaturas que, en estricto sentido, 
no se encuentran en la realidad. Así, Barba se diferen­
cia de Esping-Andersen, para quien los paradigmas, 
por ejemplo liberal o socialdemócrata, constituyen 
ingredientes centrales que, junto con otros como las 
relaciones de poder entre actores como sindicatos y 
empresarios, dan lugar a los regímenes de bienestar.

9 Con relación a los Estados de bienestar, Richard Titmus (1958) 
inició esta línea de trabajo al distinguir a los países según los 
tipos de Estados residuales o universales que tuvieran.



Las prácticas de asignación de los recursos se orga­
nizan en torno a  cuatro  principales lógicas (Polanyi, 
2000) que a  su  vez se reflejan en múltiples institucio­
nes específicas. ¿C uáles son las principales lógicas? 
En primer lugar, las estructu ras autárquicas asignan 
recursos a  partir de la administración doméstica en 
unidades cerradas de producción, que se abastecen a 
sí m ism as de todo lo necesario. Es el caso de las -cada 
vez m enos- com unidades que viven exclusivamente de 
lo que producen.

En segundo lugar, encontramos las estructuras 
que Polanyi llam a “sim étricas”, que en realidad asig­
nan  recursos a  p artir de la división sexual del trabajo. 
Según Polanyi, a  lo interno de la familia, los recursos 
se asignan a  partir de la reciprocidad, en el marco de 
las relaciones personales. T rasunta la visión predomi­
nante de m ediados del siglo pasado, de la familia como 
com unidad de intereses. Sin embargo, la noción de 
reciprocidad no es apropiada para caracterizar las rela­
ciones de dependencia económica y afectiva, propias de 
la división sexual del trabajo y de las relaciones gene­
racionales. La fam ilia y las redes de apoyo, vecinales 
y com unales, reflejan esta  asignación de los recursos. 
Ejemplos son la  m adre que prepara los alimentos o la 
vecina que recibe a  los niños después de la escuela 
m ientras los pad res están  en el trabajo.

En tercer lugar, tenemos las estructuras céntricas 
que asignan los recursos a  partir de una redistribución 
autorizada, se entregan y se reasignan recursos comuni­
tariamente. E sta  lógica conlleva una asignación autoriza­
da de recursos, tan to  en cantidad como en los criterios a 
través de los cuales se asignan y reasignan. Ejemplos son 
los program as estatales de salud y educación.

La intervención del Estado es clave, tanto para 
extraer recu rsos como p ara  distribuirlos y regular el 
funcionam iento del m ercado en general, y del mercado 
laboral en p a rticu la r (Tilly, 2000). “Una de las prin­
cipales funciones del Estado es la regulación de las 
relaciones sociales: en tre  el capital y el trabajo, entre



la ciudadanía y el Estado y entre los hombres y las 
mujeres.” (Macaulay, 2000:346).

La asignación autorizada estatal de los recursos es 
la práctica más estudiada en el marco de los regímenes 
de bienestar. Por eso la noción de “régimen” con fre­
cuencia se concibe como una extensión de la noción de 
“Estado” de bienestar, es decir, como si todo régimen 
de bienestar comprendiera un Estado de bienestar. Tal 
es el caso de muchas de las investigadoras feministas, 
quienes emplean la noción de “régimen de política 
social” para abordar la compleja trama de interaccio­
nes que establece el Estado con la sociedad, antes que 
la trama de las interacciones entre las distintas prác­
ticas de asignación de recursos (ver O'Connor, Orloff 
y Shaver, 1999). La fortaleza de este tipo de análisis 
es que resalta que una de las características princi­
pales de la asignación autorizada de los recursos es 
su incoherencia. En efecto, en los modernos Estados 
democráticos, las políticas pueden evolucionar en 
distintos sectores e instituciones a partir de diversos 
actores, objetivos y relaciones de poder. Por eso puede 
haber variaciones considerables en las políticas pro­
movidas y algunas pueden incluso estar en conflicto 
con otras (Molyneux, 2000).

Pero no es de extrañar, después de todo, que la 
asignación autorizada de los recursos a través del 
Estado tenga la particularidad de poder incidir y de 
dar forma a las otras prácticas. Por ejemplo, la inter­
vención del Estado en la asignación de los recursos 
puede transformar o mantener la histórica división del 
trabajo entre los hombres y las mujeres a través de la 
transformación de la violencia doméstica en un asunto 
público o regular la conciliación entre el trabajo remu­
nerado y el no remunerado. Que muchas veces se haya 
ejercido ese poder por razones de Estado, no quita que 
“con relación a la desigualdad de género los Estados se 
han posicionado de maneras muy diferentes, a veces 
han desarrollado políticas que alivian esta desigual­
dad o la eliminan en ciertos dominios... Las relaciones



Estado-género deben por lo tanto entenderse como 
variables y contingentes...” (Molyneux, 2000:40; tra­
ducción propia).

Las relaciones de género moldean los Estados y 
los Estados a  su  vez moldean las relaciones de género 
a través de instituciones tales como el matrimonio, el 
salario familiar y la división sexual del trabajo. Los 
Estados de bienestar dan forma también a la interac­
ción entre las familias y los mercados laborales por 
medio de la definición de los criterios de acceso a la 
distribución autorizada de los recursos: los hombres 
tienden a reclam ar dicho acceso en tanto trabajadores 
y las m ujeres en tanto esposas y madres.

En cuarto lugar, las estructuras de mercado asig­
nan  recursos a partir del intercambio mercantil, por 
medio del cual las personas venden su fuerza de trabajo 
y compran bienes y servicios10. Esta lógica requiere de 
los ingresos, los que a  su  vez dependen de la cantidad 
y del tipo de empleo que demande el mercado laboral 
(doméstico o transnacional), así como de la oferta que 
puedan hacer las personas según su educación formal, 
su  experiencia y el tiempo que puedan destinarle al 
trabajo rem unerado, entre otros factores. Ejemplos son 
los patrones de consum o que reflejan, casi de manera 
directa, el poder adquisitivo de cada persona.

Las distintas prácticas de la asignación de los 
recursos coexisten bajo el predominio de alguna de 
ellas sobre las otras. En las sociedades capitalistas 
tan to  centrales como periféricas, el intercambio mer­
cantil es el principal mecanismo de asignación de 
recursos. El acceso a  los bienes y servicios depende, de 
m anera fundam ental, de los ingresos que las personas

10 Como me lo hizo notar Jorge Rovtra, este planteo de Polanyl 
tiene sus raíces en el análisis de Karl Marx (1864). quien casi 
un siglo antes, abordó el capitalismo y el mercado como forma­
ciones históricas. Además, es Marx quien elabora el concepto 
de mercancía, central para el análisis de las prácticas de asig­
nación de recursos de Polanyl.



sean capaces de generar11. Sin embargo, el intercam­
bio mercantil no es el único -y para muchas personas 
ni siquiera el principal- mecanismo de asignación de 
recursos. Dicha asignación también se hace a través 
del Estado y definitivamente a través del trabajo no 
remunerado, especialmente el femenino, que tiene 
lugar en la familia.

La constelación de recursos asignados mediante el 
intercambio mercantil, junto a la división sexual del 
trabajo y los colectivamente distribuidos, constituye el 
régimen de bienestar (Esping-Andersen, 1990). Todos 
los regímenes contemporáneos están apoyados, en 
mayor o menor medida, en la estructura ocupacional y 
en el modelo de familia, más o menos constituido por 
varones proveedores y mujeres cuidadoras (Esping- 
Andersen, 1990; Lewis, 1993; Sainsbury, 1996 y 
1999). Además de las prácticas de asignación de los 
recursos, los regímenes de bienestar se expresan a 
través de las percepciones, los discursos, las creencias 
y las orientaciones normativas (Haas, 2005).

Lejos de construir interrelaciones armónicas y 
sinérgicas, los regímenes están teñidos de tensiones. 
Esto es así porque las prácticas de asignación de los 
recursos están basadas en relaciones de poder que son 
frecuentemente resistidas o interpeladas. Además, las 
tensiones son mayores cuanto más débiles resulten 
las prácticas de asignación de recursos o más “fallas” 
presenten unas u otras prácticas de asignación de 
recursos. Como veremos luego para América Latina 
¿qué ocurre cuando los mercados laborales no logran 
absorber y remunerar de manera adecuada a grandes 
contingentes de personas? ¿Qué ocurre cuando la política

11 Para llegar a eslo se tuvieron que dar cambios en las condicio­
nes de vida, en los valores, en las normas y en los papeles asu­
midos por los hombres y las mujeres. Los mercados laborales 
tuvieron que constituirse y las personas tuvieron que separar­
se de la tierra como medio de subsistencia, vender su fuerza de 
trabajo y utilizar el dinero como materia de intercambio.



pública no cum ple siquiera funciones básicas de pro­
tección an te  situaciones extremas?

El concepto de régimen de bienestar aporta, preci­
sam ente, ese nivel de análisis intermedio, que permite 
dar cuen ta  de las variaciones concretas del capitalismo 
y del patriarcado, reflejadas en los arreglos sociales que 
reproducen o alteran la pauta de estratificación. Fue 
originalm ente propuesto por Esping-Andersen (1990) 
para dar cuen ta  de las variedades del capitalismo y 
posteriorm ente ampliado, para dar cuenta también de 
lo que podríam os llamar “variedades de patriarcado".

¿Pero qué diría Marx sobre este énfasis en la dis­
tribución de los recursos y no en su producción? Cada 
modelo de producción brinda ciertos márgenes para la 
distribución de los recursos. Estas variaciones ame­
ritan  el estudio  de los modos de distribución en sus 
propios térm inos. Al mismo tiempo, llama la atención 
sobre la  relación entre ios modelos de producción y los 
m odelos de distribución12.

5. DIMENSIONES CONSTITUTIVAS DE LOS
REGÍMENES DE BIENESTAR

Por u n  lado, se parte del bienestar como una capa­
cidad desigualm ente distribuida para manejar la incer­
tidum bre  y se alude a dos dimensiones ordenadoras 
de e sa  distribución: la clase y el género. Por otro lado, 
los reg ím enes de bienestar son reconocidos como tipos 
ideales, es decir, como herramientas teórico-metodo- 
lógicas que  nos permiten capturar rasgos propios de 
aq u ellas  constelaciones de relaciones que se dan entre 
las p rá c tic a s  mercantiles, las familias y la asignación

12 Para ello, gracias al apoyo de la Academia Británica, el 
Instituto de Investigaciones Sociales de la UCR y el Instituto 
para el Estudio de las Americas de la Universidad de Londres 
han reunido investigadores/as de América Latina y Europa con 
el objetivo de dar pasos hacia una mejor comprensión de estas 
relaciones.



autorizada de recursos. La pregunta inevitable es 
entonces ¿cómo afecta a los regímenes de bienestar la 
distribución de capacidades, es decir, la estratificación 
inicial?¿En qué medida los regímenes de bienestar 
reproducen una determinada estratificación y en qué 
medida la transforman?

Esping-Andersen propone abordar la desmercanti- 
lización del bienestar como una especie de “efecto neto” 
del Estado en la estructura social, concretamente se 
refiere a la medida en que la intervención del Estado 
introduce grados de autonomía entre el intercambio 
mercantil y el manejo de riesgos. La desmercantiliza- 
ción se valora a partir de dos dimensiones: la magni­
tud de la inversión pública y los criterios de acceso a 
dichos recursos, sobre todo, cuando se trata de países 
europeos y norteamericanos con niveles altos de inver­
sión social. Esping-Andersen distingue a los regímenes 
según el criterio principal de elegibilidad para el acceso 
a la asignación autorizada de los recursos. Este criterio 
puede ser la necesidad, propia del régimen de bienes­
tar liberal (por ejemplo, el caso de Estados Unidos o 
Australia); la participación en regímenes contributivos 
asociada a ocupaciones y puestos de trabajo (como el 
magisterio o las fuerzas armadas), propio del régimen 
corporativo (por ejemplo el caso de Francia o Alemania); 
y la pertenencia a una comunidad, la condición de ciu­
dadanía, propia del régimen social democrático (por 
ejemplo el caso de los países escandinavos).

Pensando en los países periféricos, Rudra (2005) 
correctamente señala que allí donde los gobiernos 
tienen por delante promover el trabajo asalariado y 
desarrollar sus economías de mercado, es prematuro 
adjudicar funciones de bienestar solamente a aquellas 
acciones asociadas a la noción de “desmercantiliza- 
ción” propuesta por Esping-Andersen. En su lugar, 
los Estados de bienestar de los países en desarrollo 
tienen un doble papel: mercantilizar y desmercanti- 
lizar. De acuerdo a Esping-Andersen “el trabajo está 
exitosamente mercantilizado cuando la mayoría de la



pública no cum ple siquiera funciones básicas de pro­
tección ante situaciones extrem as?

El concepto de régim en de bienestar aporta, preci­
sam ente, ese nivel de análisis intermedio, que permite 
dar cuenta  de las variaciones concretas del capitalismo 
y del patriarcado, reflejadas en los arreglos sociales que 
reproducen o a lteran  la p au ta  de estratificación. Fue 
originalm ente propuesto  por Esping-Andersen (1990) 
para dar cu en ta  de las variedades del capitalismo y 
posteriorm ente am pliado, p a ra  dar cuenta también de 
lo que podríam os llam ar “variedades de patriarcado”.

¿Pero qué diría Marx sobre este énfasis en la dis­
tribución de los recursos y no en su  producción? Cada 
modelo de producción brinda ciertos márgenes para la 
distribución de los recursos. E stas variaciones ame­
ritan el estudio  de los m odos de distribución en sus 
propios térm inos. Al m ismo tiempo, llama la atención 
sobre la relación entre  los modelos de producción y los 
modelos de d istribución12.

5 . DIMENSIONES CONSTITUTIVAS DE LOS
REGÍMENES DE BIENESTAR

Por u n  lado, se parte  del b ienestar como una capa­
cidad desigualm ente d istribuida para  manejar la incer­
tidum bre y se alude a  dos dim ensiones ordenadoras 
de esa  distribución: la  clase y el género. Por otro lado, 
los regím enes de b ienestar son reconocidos como tipos 
ideales, es decir, como herram ien tas teórico-metodo- 
lógicas que nos perm iten cap tu ra r rasgos propios de 
aquellas constelaciones de relaciones que se dan entre 
las prácticas m ercantiles, las familias y la asignación

12 Para ello, gracias al apoyo de la Academia Británica, el 
Instituto de Investigaciones Sociales de la UCR y el Instituto 
para el Estudio de las Americas de la Universidad de Londres 
han reunido investigadores/as de América Latina y Europa con 
el objetivo de dar pasos hacia una mejor comprensión de estas 
relaciones.



población depende del trabajo asalariado y cuando los 
niveles salariales están determinados por las fuerzas 
de mercado” (Rudra, 2005:15).

Cuanto más dependen las personas de su s ingre­
sos, más desigual es su acceso a  los bienes y servicios, 
dado que la distribución del ingreso es, por definición, 
piramidal. La forma concreta que asum e la pirámide 
depende de las características de la producción y del 
mercado de trabajo, aunque también del papel regula­
dor del Estado. De igual m anera, cuanto m ás depen­
den las personas del trabajo femenino no rem unerado, 
más la estratificación social estará  moldeada por la 
división sexual del trabajo.

A partir del estudio de Esping-Andersen, Orloff 
(1993) cuestiona la ausencia del género como parte del 
análisis. Ella reconoce el papel del Estado en la media­
ción del conflicto capital-trabajo, en cuyo marco, el 
trabajo demanda grados de desmercantilización a  la vez 
que se pregunta cómo incorporar el género, tanto en las 
relaciones capital-trabajo como en la propia mediación 
del Estado. Para ello, Orloff aborda el grado en que el 
Estado promueve la autodeterm inación del mercado por 
un  lado y del matrimonio por el otro, en tanto capacidad 
para crear y m antener hogares de m anera autónoma. 
El concepto central es el de la autodeterminación en el 
marco de relaciones de interdependencia. Dicha auto­
determinación implica el acceso al trabajo remunera­
do tanto de hombres como de mujeres; la creación de 
condiciones necesarias para  asum ir el cuido fuera de 
las familias (por ejemplo, m ediante la participación del 
Estado); y la reorganización de los papeles femeninos y 
masculinos a  lo interno de las familias.

En la m ism a línea, u n  criterio fundamental para 
valorar el efecto del E stado en las relaciones de género 
es si m antiene o transform a el modelo tradicional de 
hombre proveedor y de m ujer cuidadora (Lewis, 1993; 
Sainsbury, 1999 y Orloff, 1993). ¿En qué medida la 
política pública prom ueve cam bios o refuerza la tradi­
cional división sexual del trabajo? La respuesta puede



ser que reproduzca el modelo de hombre proveedor, 
o que promueva un modelo individual en el que los 
hombres y las mujeres pueden ser tanto proveedo- 
res/as como cuidadores/as (Sainsbury, 1999). Para 
ello se analizan tres dimensiones: primero, la depen­
dencia económica versus el acceso de las mujeres al 
trabajo remunerado; segundo, la subordinación de las 
mujeres dentro de las familias nucleares versus las 
familias lideradas o jefeadas por mujeres; y tercero, la 
organización del trabajo no remunerado o de cuido a 
lo interno de la familia versus la existencia de sistemas 
de apoyo13 (Lewis, 1993; OrlofT, 1993).

¿Cuál es el papel de la política pública en la pro­
moción de uno u otro escenario? Para responder a esta 
pregunta, las autoras analizan cómo la política pública 
se entrelaza, primero, con el mercado laboral, concre­
tamente en la medida que promueve el acceso de las 
mujeres al trabajo remunerado así como a los servicios 
que lo hacen posible, cuando estas tienen responsabi­
lidades asociadas al cuido de otras personas. Segundo, 
analizan la existencia de programas y prestaciones 
sociales, según sea su acceso en tanto ciudadanas o 
derivado de las relaciones maritales o familiares de 
estas. Tercero, estudian la regulación estatal sobre el 
cuerpo femenino y la reproducción.

Así como Esping-Andersen (1990) resume el efecto 
de la política pública en la estratificación inicial bajo el 
concepto de desmercantilización de los riesgos, Rudra 
(2005) lo hace en términos de la mercantilización de la 
fuerza de trabajo y Orloff (1993) lo hizo inicialmente en 
términos de la desfamiliarización del bienestar, definida 
como la capacidad de las mujeres de crear y mantener

13 Hay definiciones amplias y restringidas sobre cuáles políticas 
públicas se deben analizar para establecer: a) el peso de las 
relaciones de género en la conformación de las relaciones en 
general o de las relaciones entre hombres y mujeres y b) el 
papel del Estado y sus políticas en la transformación o mante­
nimiento de las relaciones de género.



los hogares de m anera autónoma. Posteriormente, junto  
con O'Connor y Shaver, Orloff argumentó que la noción 
de "desfamiliarización” podría dar la idea, errónea, de que 
se alude a  una autonomía sustantiva, precisamente la 
clase de ilusión de individuos independientes, que el libe­
ralismo ha promovido y que las feministas han criticado 
duramente en función de la interdependencia en la que 
hombres y mujeres nos desenvolvemos (O'Connor, Orloff 
y Shaver, 1999). Haciendo la aclaración, sin embargo, la 
noción de desfamiliarización es sintética y alude al tras­
lado, en algún grado y con respecto a ámbitos por espe­
cificar, de la responsabilidad del cuidado como exclusiva 
responsabilidad privada y femenina.

Así, la mercantilización, la desmercantilización y la 
familiarización constituyen entonces tres dimensiones 
centrales para, primero, caracterizar los regímenes de 
bienestar y segundo, para  explorar sus efectos en la dis­
tribución de las capacidades para el manejo de los ries­
gos, tanto en términos socioeconómicos como de género.

6 . ACTORES, PARADIGMAS Y PRÁCTICAS 
DE ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS 
EN AMÉRICA LATINA

“No se  discute que. hoy en día. el mercado ha desplazado 
al Estado del papel central que tenía en la construcción 
de  la modernidad en América Latina. En términos de lo 
social, este  desplazam iento se  expresa, fundamental­
mente, en la centralldad que ha adquirido el mercado de 
trabajo en las dinámicas de  (des)integración social. (Sojo 
y Pérez Sáinz, 2002:26)

Si los regímenes de b ienestar permiten aprehender 
prácticas socioeconóm icas y genéricamente construi­
das a  partir de procesos históricos concretos, reflejados 
en las articulaciones específicas entre clase, género y 
raza, es de esperar que en los regímenes latinoame­
ricanos se p resen ten  especificidades. ¿Qué sabemos 
hasta  el m om ento de ellos? En términos históricos, 
en América Latina el papel del Estado ha sido central,



tanto en la asignación autorizada de los recursos, 
como en el no ejercicio de dicho rol.

Y aún hoy, cuando asistimos a una redefinición de 
los márgenes de acción de los Estados nacionales en el 
marco de los mercados crecientemente abiertos, exis­
ten distintos “filtros” domésticos en el procesamiento 
de las transformaciones. A lo largo del siglo pasado 
y en lo que va de este, vemos la permanente tensión 
entre las tendencias regionales similares y las particu­
laridades nacionales. Las primeras están fuertemente 
marcadas por los paradigmas de la política, es decir, 
por las nociones de lo deseable y lo posible que viajan 
y tiñen la política pública en los distintos escenarios 
nacionales. Las segundas están marcadas por las 
constelaciones de actores y legados históricos, que fil­
tran, en mayor o menor grado y de maneras distintas, 
la adopción de los paradigmas de la política y que se 
reflejan, por ejemplo, en los ritmos y la radicalidad de 
su procesamiento (Martínez Franzoni, 1999).

Las tres primeras décadas del siglo veinte fueron de 
enormes cambios: el Estado liberal se vio amenazado 
por tensiones que resultaron del desarrollo económico, 
la urbanización y la inmigración. Nuevas clases socia­
les emergieron, manifestaron su descontento ante las 
elites agrarias y reclamaron su participación política. 
Sindicatos, profesionales y organizaciones de mujeres 
fueron protagonistas de estos cambios. Ellos principal­
mente demandaban el reconocimiento de los derechos 
sociales. El reconocimiento de los salarios, los contra­
tos laborales y la negociación colectiva eran parte de 
la batería de demandas de la época. En el caso de las 
mujeres, el proyecto liberal les otorgó -no sin resisten­
cia-, un lugar en el ámbito público, coherente con el 
papel de madres y esposas en el ámbito privado. Las 
reformas sociales en materia de salud o educación 
conllevaron un aumento de la presencia femenina en el 
mercado laboral. Lo que las mujeres reclamaban en esa 
época eran principalmente los derechos políticos y civi­
les, en particular, el sufragio, en lugar de la autoridad



sobre sus h ijos/as o los derechos patrimoniales como el 
derecho a la propiedad o al manejo de sus ingresos14.

Pero entre 1930 y 1950 el Estado latinoamericano 
cambió considerablemente y donde no dio lugar al 
terrorismo de Estado (como en Nicaragua) dio lugar 
al Estado corporativo (como en Argentina o Brasil). 
Con posterioridad a  la crisis del 29 emergía con fuerza 
un modelo de acum ulación basado en la sustitución 
de las importaciones que requería de la capacidad de 
industrialización y de mayor intervención del Estado 
en la economía. El consum o del mercado doméstico era 
importante y por lo tanto, lo eran también los salarios, 
los sindicatos y los em presarios en tanto actores que 
negociaban en ese mercado.

Como sintetizan Andrenacci y Repetto (2006), el 
Estado que emergió en los años treinta, tenía políti­
cas de trabajo caracterizadas por el pleno empleo y la 
generalización de las relaciones salariales formales, 
la regulación del contrato  de empleo tendiente a con­
solidar las m odalidades fordistas de la organización 
del trabajo y la generalización del sistema de seguros 
sociales colectivizando o estatizando la cobertura de 
los riesgos de la vida activa. En términos de políticas 
universales, se tra tab a  de promover una expansión 
del sistem a de la educación pública, incluyendo la 
instrucción m edia y superior así como la creación 
de una  red de sa lud  pública subsidiada y/o provista 
directam ente por el Estado y los servicios de infraes­
tructu ra  social básica  regulados, subsidiados o gestio­
nados directam ente por este. En términos de políticas 
asistenciales, el enfoque defendía la creación de los 
program as sociales (transferencia de bienes, servicios 
o ingresos m onetarios) coyunturales para individuos 
en situaciones de pobreza hasta  su absorción o reab­
sorción en el m ercado de trabajo.

14 Las organizaciones de mujeres de esa época dieron lugar a lo 
que se conoce hoy como la “primera ola” feminista.



Los cambios no fueron homogéneos y se dieron en 
tres velocidades de modernización: la temprana (como 
en Argentina, Chile, Ecuador, México y Uruguay), 
la acelerada (como en Costa Rica) y la tardía (como 
en Nicaragua y Honduras) (Mesa-Lago, 1994). Como 
lo muestra el análisis de los regímenes de bienestar 
actuales, cincuenta años más tarde, estos legados 
están aún presentes en las prácticas de distribución 
de los recursos. Bajo la industrialización sustitutiva 
de importaciones se promovió un triángulo armonioso 
entre el mercado laboral, la política social y el bienestar 
(Sojo y Pérez Sáinz, 2002). Esta armonía fue mayor, 
cuanto más temprana o acelerada fue la moderni­
zación y mucho más retórica, cuanto más tardía la 
modernización.

Los sindicatos -dominados por hombres y por la 
noción de hombre /proveedor- fueron los principales 
beneficiarios de las reformas sociales: salarios, condi­
ciones laborales, seguridad social para él y sus depen­
dientes (principalmente hijos/as y cónyuge). Estos 
beneficios fueron parte de las principales medidas que 
caracterizaron al período. Las mujeres accedieron a los 
programas sociales en su calidad de dependientes eco­
nómicas o a través de programas específicos destina­
dos a madres solteras, con relación a quienes el Estado 
jugaba el papel de esposo (Molyneux, 2000). Por eso, 
aunque la legislación avalaba un orden de género tra­
dicional, esta época trajo avances en la promoción y 
defensa de los derechos de las mujeres15.

En los años sesenta y setenta, gran parte de la 
región vivió bajo dictaduras militares. La acción colec­
tiva se reprimió y los cambios que tuvieron lugar en la 
política pública fueron parte del ámbito más reducido

15 Aunque no tuvo tanto eco en la región como la primera ola. en 
el plano internacional tenía lugar la “segunda ola feminista”, 
principalmente enfocada en la defensa de los derechos repro­
ductivos y los relacionados con el cuerpo de las mujeres. El 
surgimiento del feminismo radical es de esta época.



de los aparatos burocráticos. Algunas dictaduras como 
la chilena, dieron inicio a  la liberalización de las econo­
mías, o tras afianzaron el modelo de acumulación previo, 
como la brasileña.

En térm inos de la asignación autorizada de los 
recursos, a  partir del estudio de la “época de oro” de 
las políticas sociales, previa a  la crisis económica de los 
años ochenta, Fernando Filgueira (1998) identificó tres 
patrones regionales, según la cobertura, los beneficios, 
las condiciones de acceso y la estratificación de servicios. 
El prim er grupo de países presentaba un  “universalismo 
estratificado’*, con políticas extendidas pero segmen­
tadas según la inserción ocupacional, como en Chile, 
Argentina, Uruguay y en menor medida, Costa Rica. El 
segundo grupo era el de los países “excluyentes”, con 
Estados mínimos y con u n a  casi nula asignación auto­
rizada de los recursos como en El Salvador, Guatemala, 
H onduras y Nicaragua. En el tercer grupo, el de los 
países “duales" como Brasil y México, se combinaban 
el universalism o estratificado en los sectores urbanos 
y la exclusión en los sectores rurales. Posteriormente, 
las respuestas que los gobiernos dieron a las crisis eco­
nóm icas de los ochenta, graduales o radicales, abrieron 
u n a  bifurcación de ru tas: u n a  es ta tis ta -en  Costa Rica y 
U ruguay- y o tra  liberal -en  Argentina y Chile- (Filgueira 
y M artínez Franzoni, 2002). Posteriormente, Barba 
(2003) retom a esta  tipología de Filgueira y la reelabora 
con u n  m ayor nivel de detalle16.

Los años ochenta trajeron al mismo tiempo democra­
tización, crisis económica y neoliberalismo. A la vez que 
la prom esa de pagar la deuda social acumulada durante 
los años precedentes, lograr el ajuste de las economías y 
su  reorganización en torno a la promoción de las expor­
taciones. La pérdida de centralidad de la producción 
p a ra  el m ercado interno trajo consigo una flexibilización

16 Filgueira y Barba clasifican los Estados antes que los regíme­
nes. lo que sí es el objetivo de la presente investigación.



del trabajo, el debilitamiento de las organizaciones sin­
dicales, el aumento de la informalidad, un descenso del 
poder adquisitivo y la incorporación de las mujeres para 
compensar los efectos de la crisis. En términos de las 
demandas de equidad de género, la democracia aceptó 
la influencia del movimiento internacional de mujeres y 
llevó al centro de la agenda un tema tan controversial 
como necesario: si trabajar con o en contra del Estado y 
con apego o no de las políticas públicas.

El cambio partió de una revisión de los paradig­
mas dominantes. “Las reformas se construyeron sobre 
un entramado de diagnósticos y recomendaciones 
macroeconómicas que adquirieron un importante con­
senso, tanto entre los actores sociales y políticos de 
la región como en los organismos multilaterales más 
relevantes. Dicho consenso remarcaba, en primer 
lugar, que las dificultades fiscales y el freno al desa­
rrollo económico de los años 80 se debían al fallido 
rol del Estado como agente central de asignación de 
recursos económicos y sociales. Aunque sobraba evi­
dencia acerca de la responsabilidad de los cambios en 
las estructuras y flujos de los mercados financieros 
internacionales en el desencadenamiento de la crisis, 
la responsabilidad... fue atribuida... al agotamiento del 
modelo desarrollista... que incluía una fuerte y amplia 
presencia estatal” (Andrenacci y Repetto, 2006:12).

Se consideraba que la política social del modelo 
desarrollista era demasiado costosa y que los objeti­
vos previos a la reducción de las desigualdades y a la 
democratización social, debían ser reemplazados por 
una política social viable y de bajo costo, principal­
mente dedicada al combate a la pobreza. Mientras los 
beneficios del crecimiento macroeconómico llegaban 
al conjunto de la sociedad a través del “efecto goteo”, 
se necesitaban “un conjunto de acciones específicas, 
diseñadas con formas de focalización extrema bajo la 
lógica de proyectos, que debían amortiguar los impac­
tos indeseados de la reconversión macroeconómica... 
Los nuevos programas sociales debían, al mismo



tiempo, intervenir eficientemente sobre los obstáculos 
que im pedirían que individuos y grupos pudiesen efec­
tivamente acceder al nuevo mercado de trabajo que 
el desarrollo rápido traería aparejado.” (Andrenacci y 
Repetto, 2006:13).

Al igual que en  ese momento, hoy la región conti­
n ú a  siendo heterogénea: algunos países hicieron trans­
formaciones radicales como es el caso de Argentina, 
Chile, El Salvador y México, m ientras que otros, pre­
sentaron  c ierta  reticencia a  las transform aciones como 
en el caso de C osta Rica y Uruguay. En todo caso, en 
general, la  región tiene hoy economías post-ajuste. 
Primero, hubo  u n a  pérdida de terreno del Estado frente 
al intercam bio m ercantil que paradójicam ente ocurrió 
y continúa ocurriendo. Por su  parte, los mercados 
laborales nacionales pierden im portancia relativa, se 
da u n a  crisis del empleo formal y surge el desempleo 
estructu ral, así m ismo, persiste la pobreza y nace la 
"empleabilidad" como nueva dinám ica de integración 
social (Sojo y  Pérez Sáinz, 2002).

Segundo, la  región asistió a  u n a  reorganización 
de los E stados quienes se retiraron de la asignación 
autorizada de los recursos basada  principalmente en 
los derechos, pasan d o  a  o tra  basada  en la necesidad. 
El E stado neoclásico que emergió propuso políticas 
de gestión de u n  m ercado de trabajo con tendencia al 
desem pleo y a  la informalidad, así como a  la desregu­
lación y a  la  flexibilización contractual, acompañada 
de u n a  rem ercantilización parcial de la cobertura de 
los riesgos de la  vida activa, creando (junto a, o en 
lugar de la  e s tru c tu ra  de seguros sociales) cuasimer- 
cados de gestión privada y de regulación pública. Así, 
en el m arco de las reform as en curso, “en términos 
de políticas un iversales se promueve revisar las com­
petencias púb licas de la educación en favor de los 
procesos de descentralización, de salud en función 
de los nuevos cuasim ercados y de las competencias 
públicas en in fraestru c tu ra  social básica a favor de la 
descentralización de la gestión y de la privatización de



los servicios públicos. En términos de políticas asis- 
tenciales se multiplican los programas sociales, se da 
una intensificación de la focalización sobre los déficits 
básicos y la aparición de las modalidades de reinser­
ción tutelada en el mercado de trabajo” (Andrenacci y 
Repetto, 2006:9).

Armando Barrientos (2004) argumenta que en las 
últimas dos décadas, América Latina pasó de un régi­
men de bienestar conservador-informal a otro liberal- 
informal. El primero compartía rasgos importantes con 
los corporativo-conservadores identificados por Esping- 
Andersen en Europa continental. La principad fuente 
de protección, en esos regímenes, eran los sistemas 
estratificados de seguridad social, asociados al empleo 
y destinados sólo al trabajo formal. El trabajo informal 
dependía de sus ingresos y de las estrategias familiares 
para hacer frente a los riesgos como la enfermedad y 
la vejez. La diferencia es que en las últimas décadas, 
los riesgos afrontados colectivamente se han reducido, 
las políticas públicas se han replegado y las personas 
están crecientemente libradas a su propia suerte. La 
región se ha acercado al régimen liberal que encontra­
mos en el Norte, pero, a diferencia de aquellos, carece 
de programas focalizados sólidos. De allí que estemos, 
dice Barrientos, ante un régimen liberal-informal.

Claro que la región continúa siendo heterogénea. Las 
experiencias nacionales variaron según el desempeño 
macroeconómico, la herencia institucional y las políticas 
públicas así como, según la capacidad técnica y la volun­
tad política de los Estados y de los gobiernos, la dimen­
sión de la pobreza y de la desigualdad y la presencia de 
situaciones de crisis económica o política que levantaran 
los vetos al cambio (Filgueira y Martínez, 2002).

Para este período, Filgueira (2004) retoma su tipo­
logía de Estados sociales previos al ajuste, la reelabora 
y plantea que las reformas estructurales abren dos 
caminos, el liberalizado de Argentina y Chile y el de las 
reformas más reticentes y graduales de Costa Rica y 
Uruguay. Más aún, pone a Brasil en esta última ruta



y plantea dudas sobre cómo ubicar a  México, con lo 
cual, “desarm a” el tipo dual. Finalmente, a  los exclu- 
yentes los continúa agrupando juntos, aunque recono­
ce que en estos se produce la creación de programas 
sociales focalizados y destinados a los sectores que, 
previo a  las reformas, carecían de toda intervención del 
Estado17. Para este mismo período, Barba (2003) parte 
de la tipología inicial de Filgueira pero analiza su perma­
nencia a  lo largo del tiempo. Por eso, u n a  y otra tipología 
presentan m atices con respecto a, por ejemplo, cómo 
caracterizar los regímenes de países como Argentina 
y cuáles son las principales diferencias que podemos 
observar, por ejemplo, entre Costa Rica y Chile.

Filgueira, siguiendo a  Esping-Andersen, combina el 
análisis de la m agnitud de la inversión pública social 
con los criterios de acceso a  dicha inversión, mientras 
que Evelyne H uber y John  Stephen (2005) analizan la 
cobertura, el gasto y la asignación de la inversión social. 
El resultado de este último análisis es la identificación 
de cuatro  conglomerados de países con grados descen­
dientes de la cobertura y el esfuerzo fiscal: primero, 
el grupo com puesto por Chile, Argentina, Uruguay y 
Costa Rica; segundo el grupo integrado por Brasil y 
México; tercer grupo integrado por Bolivia, Ecuador, 
Perú, Colombia y Venezuela y finalmente, el cuarto 
grupo formado por Guatem ala, El Salvador, Honduras y 
N icaragua18. H uber y Stephen argum entan que las polí­
ticas sociales del primer grupo pueden ser consideradas 
como exitosas, m ientras que las de los restantes grupos 
no. Así, e sta  tipología jun to  con la de Filgueira nos da 
luces con respecto a  los rasgos básicos de los regímenes 
de los cuatro  países que interesan en este trabajo.

17 En su trabajo del 2004 Filgueira analiza en detalle varios 
países, aunque en menor cantidad que los que analiza Barba 
(2003).

18 Además identificaron un quinto conglomerado integrado por 
los países del Caribe angloparlante.



Uno de los principales aportes de Barrientos, men­
cionado más arriba, es que trasciende la intencionali­
dad y la retórica legal para enfocarse en las prácticas. 
Su enfoque es por lo tanto más comprensivo que el 
de Filgueira y el de sus posteriores adaptaciones. Su 
principal limitación es una sobregeneralización, la cual 
ubica a toda la región latinoamericana bajo un mismo 
régimen de bienestar. Como se muestra en los siguien­
tes capítulos, si una parte de América Latina puede 
considerarse, como lo hace Barrientos (2004) informal- 
liberal, para la otra parte de América Latina, el rótulo 
de “liberal” es cuestionable.

7. SI EL ESTADO (DES)REGULA,
LA FAMILIA ARTICULA...

¿Quiénes “pagan los platos rotos” de los mercados 
laborales en problemas y de las políticas públicas en 
retiro? Asistimos a una profunda transformación de 
las familias para hacer frente a las múltiples “fallas” y 
vacíos que dejan el intercambio mercantil y la asigna­
ción autorizada de los recursos, así mismo y en gran 
medida también, para hacer frente a los cambios en las 
relaciones de género.

Una adecuada caracterización de lo que ocurre 
actualmente en América Latina, obliga a otorgarle un 
lugar central al trabajo no remunerado de las fami­
lias en general y al de las mujeres en particular. Un 
referente de la incorporación del enfoque de género al 
análisis de los efectos de la política pública en la divi­
sión sexual del trabajo, es el estudio de Jenny Pribble 
(2004). Ella lo hizo a partir de la comparación de tres 
programas públicos (asignaciones familiares, licencias 
por maternidad y cuidado de niños y niñas) en Chile 
y Uruguay. Ambos países tienen niveles similares de 
inversión social, aunque reproducen la división sexual 
del trabajo en diferentes grados, esta es más fuerte 
en Chile que en Uruguay. Por ejemplo, las asigna­
ciones familiares tienen similares requisitos para los



hom bres y las m ujeres en Uruguay, mientras que en 
Chile, no reconocen como dependientes a  los esposos 
o com pañeros desem pleados. Su análisis muestra el 
rendim iento em pírico de tener lentes teóricos sensibles 
a  la estratificación de género, como una  manera de 
especificar no sólo la m agnitud sino el tipo de inversión 
social. En los capítulos empíricos siguientes se toma 
en consideración este lente, con él se mira además de 
las familias, el m anejo m ercantil de los riesgos.

Para  ello nos preguntam os ¿cómo caracterizar a las 
familias y de qué m anera  pensar su s relaciones con el 
Estado y con el m ercado?

En Am érica Latina, u n a  m anera de abordar el papel 
de las fam ilias, en particu lar el de las familias pobres, 
ha  sido desde la noción de las “estrategias de supervi­
vencia”. E stas  aluden a los arreglos familiares coyun- 
turales con los que la población hace frente a los cam­
bios del en torno  (Forni, 2004). Concretamente, para 
Moser “los recu rsos que los individuos, las familias y 
las com unidades movilizan para  enfrentar los proble­
m as son los m edios de resistencia y adaptación" (Moser 
en E scobar y González de la Rocha, 2002). Esto puede 
implicar la  intensificación de las estrategias existentes 
o la creación de nuevas estrategias. No necesariamen­
te im plica m ejoras en el b ienestar ni en la capacidad 
para  la m ovilidad social (Paternain, 2005). La noción 
surge p a ra  da r cuen ta  de las respuestas familiares a la 
estabilización y al a juste  de las economías (González de 
la Rocha, 2006). A través de este concepto, la investi­
gación dio cuen ta , por ejemplo, de la incorporación de 
las m ujeres, los n iñ o s /a s  y lo s /a s  jóvenes al mercado 
laboral, p a ra  com pensar la caída de los salarios.

T rascendiendo a las familias pobres, pero intentan­
do incorporar a  las familias en la conceptualización del 
régimen, Ian Gough y Geof Wood (2004) van más allá 
del análisis del Estado y desarrollan una  tipología más 
amplia que perm ite el estudio de los países de África, 
Asia y América Latina. Estos investigadores conside­
ran  que los regím enes de b ienestar identificados por



Esping-Andersen son, en realidad, variantes de una 
misma familia: la de los regímenes estatales de bienes­
tar. Estos sólo se encuentran en los países que cuentan 
con Estados legítimos y mercados laborales formales, en 
los cuales la mayoría de la población es exitosamente 
protegida por estas dos entidades.

Sin embargo, en buena parte del mundo, incluidos 
muchos países de América Latina, los Estados están 
prácticamente ausentes, los mercados laborales fre­
cuentemente excluyen a la mayoría de la población y 
el bienestar descansa en gran medida en las familias y 
en las redes sociales de apoyo (Gough y Wood, 2004). 
Cuanto menor es el peso relativo de las políticas públi­
cas, más relevante es por lo tanto tenerles en cuenta 
como mecanismos de protección social. Concretamente, 
en regímenes informales, como los que Gough y Wood 
encuentran en América Latina, la mayoría de la pobla­
ción depende de los arreglos familiares y comunitarios 
para enfrentar el riesgo (Gough y Wood, 2004)19. Estos 
elementos son clave a la hora de dar cuenta de las 
prácticas de la asignación de los recursos en casi toda 
América Latina, incluyendo los cuatro países en los 
que se enfoca este estudio.

Hasta al momento, el análisis de los regímenes de 
bienestar ha considerado a la familia como una cate­
goría residual. A mediados del siglo veinte, la teoría de 
la modernización anunció la pérdida de funciones de 
la familia frente a la diferenciación y la especialización 
de otras instituciones sociales. En los años ochenta la 
economía política agravó la situación al enfocarse en 
el binomio Estados-mercados (Esping-Andersen, 2001) 
mientras que los economistas neoclásicos, la ubicaban 
en el nivel micro, en tanto conjunto de interacciones

19 Estos autores también identiílcan los regímenes de inseguri­
dad en algunos países africanos, en los cuales la mayoría de la 
población depende de las relaciones político-militares altamen­
te personalizadas.



a  partir de preferencias individuales (Elson, 1996)20. 
Fueron las investigadoras fem inistas quienes, desde 
el abordaje del cuidado y del trabajo no remunerado, 
colocaron a  la  familia como u n a  institución social y 
genéricam ente construida, en el centro del debate 
sobre la producción del b ienestar. Aún así, desde el 
punto  de v ista  de los regím enes de bienestar, esta 
esfera h a  sido escasam ente teorizada y, sobre todo, 
incipientem ente investigada.

Ahora bien, ¿qué entendem os por “familia”? Al 
m argen de las especificidades económicas, sociales y 
demográficas, la familia está  constitu ida por relacio­
nes conyugales, filiales y fraternales (Théry, 2000). 
También e s tá  com puesta por las interacciones entre 
las personas que aú n  cuando no estén relacionadas 
por el parentesco, crean cotidianam ente y de manera 
conjunta, condiciones m ateriales y no materiales de 
existencia (Torrado en Cordero, 1998), indistintamente 
si com parten o no, u n  m ismo lugar de residencia.

Lejos de u n a  m era com unidad de intereses, estas 
relaciones e interacciones se caracterizan por asimetrías 
in ternas de poder, de recursos y de capacidad de nego­
ciación (Arriagada, 2002). Dichas asim etrías se reflejan 
en el grado de autonom ía de las m ujeres con relación 
a  su s  cónyuges, en los patrones de poder y de autori­
dad así como en la división sexual del trabajo (García 
y  De Oliveira, 1998:200). En el m arco de la familia se 
provee el cuidado, en tanto  que trabajo, este implica el 
desarrollo de tareas necesarias para  la vida como son la 
alim entación y la atención cotidiana e incluye además 
de las dim ensiones m ateriales, las dimensiones afecti­
vas y emocionales. Este abordaje permite corregir una 
definición m uy restrictiva del trabajo, impuesta con el 
advenim iento de la industrialización, que lo equiparaba

20 En el nivel micro, el análisis económico puede desagregarse 
según sexo e incluso considerar las inequidades de género, 
aunque como producto de preferencias y dotación de recursos 
y no de instituciones sociales genéricamente construidas.



al empleo. “En la época preindustrial se manejaba una 
noción de trabajo bastante más amplia que la actual, 
puesto que ésta incluía toda actividad destinada a produ­
cir bienes y servicios para satisfacer necesidades huma­
nas... (con) la creciente separación física del hogar y de 
la producción para el mercado... sólo será considerado 
como trabajo el asalariado o el autoempleo, perdiendo 
tal categoría las actividades sin remuneración desarrolla­
das por los miembros del hogar para cubrir sus propias 
necesidades... Esta definición presenta un problema aña­
dido... no tiene en cuenta que las formas de producción 
son dinámicas y variables, que los límites pueden estar 
cambiando continuamente tanto a nivel de cada unidad 
como a nivel global...” (Carrasco, 2001:28-29).

Las distintas prácticas de la producción del bienes­
tar se combinan a partir de las decisiones tomadas en 
el marco de las interdependencias familiares y de las 
estructuras de oportunidades, en gran medida dadas 
por los mercados laborales y la inversión pública. Así, 
las familias trasladan las jerarquías y las asimetrías 
al ámbito del mercado y del Estado. Por ejemplo, la 
dependencia económica de unos miembros con respecto 
a otros, se refleja en un acceso también dependiente, a 
los servicios sociales y al consumo privado de bienes y 
servicios. Así, la familia absorbe las “fallas” del mercado 
y la presencia o ausencia del apoyo estatal por medio de 
una expansión o reducción del bienestar. Lo hace a tra­
vés del trabajo no remunerado (en el sentido que le da 
Esping-Andersen, 2002) y desde las relaciones de poder, 
en particular, de la división sexual del trabajo que la 
estructuran. Por ello, desde las familias, es posible 
reconstruir los regímenes de bienestar "en operación".

Y claramente el manejo de los riesgos a partir de 
una combinación de prácticas de asignación de los 
recursos que tiene lugar en las familias, está teñido 
de conflicto, tensiones y resistencias. La distribución 
de las responsabilidades es producto de las relaciones 
desiguales entre hombres y mujeres, entre familias y 
mercados, entre niños/as y personas adultas. Al final,



el b ien esta r como capacidad para manejar incertidum­
bre es el resultado de estas constelaciones que a veces 
son sinérg icas y, al menos en América Latina, la mayo­
ría de las  veces no.

8. ENTONCES...

Los regímenes son a los países lo que las estruc­
tu ras  sociales son a las personas: es decir, son arqui­
tec tu ras  que, si bien no determinan mecánicamente 
las oportunidades de los individuos y los colectivos 
concretos, sí inciden fuertemente en los tipos y grados 
de oportunidades disponibles. Unos regímenes están 
organizados en “mono ambientes” que a lo largo del día 
pasan  de ser cocina a dormitorio. Otros cuentan con 
varios espacios, cada uno dedicado a distintas prácti­
cas cotidianas. Además, en tanto arquitectura, unos 
ofrecen m ás escaleras, puertas y ventanas para que 
las personas suban y bajen, entren o salgan, que otros 
m ás lim itados o claustrofóbicos.

¿Cómo llevar esta mirada al análisis empírico? ¿Y 
cómo hacerlo ubicando históricamente las prácticas 
ac tuales de la asignación de los recursos? En los capí­
tu los siguientes se desarrollan dos miradas distintas 
au n q u e  complementarias: una histórica, de larga 
duración, y otra estadística, enfocada en el presente.

Antes, sin embargo, el capítulo 2 presenta sinté­
ticam ente rasgos que han sido señalados como dis­
tintivos de las diversas prácticas de asignación de los 
recursos en América Latina.



CAPITULO 2

Mercados laborales, E stados y  fam ilias  
en América Latina

Las promesas de mayor bienestar realizadas por 
los gobiernos en el marco de la doble transición hacia 
el mercado y hacia la democracia no se han hecho 
realidad. Lejos de esto, la región presenta complejas 
condiciones económicas y sociales que amenazan el 
bienestar de una gran mayoría de la población. Y son 
los mercados laborales, familias y políticas sociales 
reales los que dan lugar a regímenes de bienestar con 
personalidad y rasgos propios.

¿Qué sabemos de los mercados laborales, de la 
emigración y de las remesas como formas de expan­
sión de los mercados laborales nacionales? ¿Cómo 
se organizan las familias latinoamericanas y con qué 
implicaciones para las prácticas de asignación de los 
recursos? Y la política social, ¿cómo se caracteriza y 
qué resultados distributivos arroja?

1. MERCADOS LABORALES: SEGMENTADOS,
TRANSNACIONALES Y FEMINIZADOS

En nuestra región, los mercados laborales generan 
empleo insuficiente y precario (Pérez Sáinz, 1999), 
frente al cual la población responde con un inten­
so despliegue de modalidades informales de trabajo 
remunerado. A la crisis del empleo formed, se agrega la 
persistencia de una economía de trabajos precarios e



informales y la em ergencia del desempleo estructural. 
La población ocupada en empleos formales ha dismi­
nuido m ientras que el autoempleo y la desocupación, 
se han  extendido a  nuevos sectores de la economía. La 
polarización de la  estru c tu ra  del empleo y de la distri­
bución del ingreso es histórica, pero se acentuó aún 
m ás durante la  últim a década. El ingreso promedio 
mejoró, aunque como resultado de pocos empleos de 
alta  calidad y m uchos empleos de escasa calidad (Pérez 
Sáinz, Andrade-Eekhoo, Bastos y Herradora, 2004).

Estos rasgos contrastan  con los mercados labo­
rales extendidos y su  capacidad de proveer ingresos 
suficientes, que según los análisis sobre los regímenes 
de bienestar, producen los países centrales21 (Gough 
y Wood, 2004). En efecto, sd estudiar los países ubi­
cados en el Norte del planeta descubrimos que allí, se 
ha  dado por sen tada  la efectividad del mercado laboral 
nacional o, en su  defecto, de los mecanismos de protec­
ción social p a ra  resolver la generación de ingresos de la 
mayoría de la población. Mientras, en América Latina, 
el mercado laboral no es sólo nacional sino también 
binacional, regional o transnacional. Las migraciones 
constituyen estrategias de búsqueda de empleo y de 
generación y mejoramiento de los ingresos que, en 
alguna proporción, retornan al país como remesas en 
efectivo o en especie (ropa, zapatos, m edicinas y jugue­
tes). Se hacen envíos de unas familias a  o tras y de aso­
ciaciones de inm igrantes a com unidades (Benavides, 
Ortiz, Silva y Vega, 2004). Por ejemplo, el estudio de 
una com unidad salvadoreña m uestra que las familias 
que reciben rem esas cuentan con recursos adicionales 
en comparación con las que no. A la vez, se insertan en

21 Además, esto quiere decir que, a diferencia de los estudios 
realizados en los países centrales, el trabajo con información 
agregada en el plano nacional presenta serias limitaciones 
para conocer la articulación de las esferas en la producción del 
bienestar, es decir que la desigual distribución de los ingresos 
genera una segmentación de los regímenes de bienestar que 
funcionan en cada país.



estrategias de subsistencia, dado que "sus ingresos no 
son suficientemente altos como para permitirles prác­
ticas generalizadas de ahorro formal, endeudamiento o 
inversión productiva” (Benavides, Ortiz, Silva y Vega, 
2004:156).

Entre otros factores y salvo excepciones como 
Guatemala, donde el empleo público ya era muy escaso, 
la caída del empleo formal refleja, entre 1990 y el 2003, 
una reducción de la importancia relativa del empleo 
público (CEPAL, 2005). En toda la región, con excep­
ción de Chile y países con alta presencia de maquila, 
se observa una caída absoluta y relativa del empleo 
industrial (CEPAL, 2005). Paralelamente, se han agu­
dizado las actividades de subsistencia y de autoempleo 
de baja productividad, con mayor incidencia en las 
zonas rurales. En las zonas urbanas, las microem- 
presas son las más afectadas, aunque con diferencias 
por países, entre las que destaca un nivel superior de 
informalidad en los países andinos y centroamerica­
nos, con excepción de Costa Rica (Sojo y Pérez Sáinz, 
2002). Asimismo, esta modalidad de empleo ya no 
sigue exclusivamente un patrón estructural sino que 
se ha extendido, por ejemplo a antiguos asalariados, 
quienes por la crisis y los procesos de ajuste de las eco­
nomías, han visto reducidos sus ingresos (Sojo y Pérez 
Sáinz, 2002). Así, la caída del empleo formal refleja 
procesos de desregulación laboral, liderados por Chile, 
quien para inicios de la década, ya había alcanzado un 
mercado laboral flexible, lo que en la mayoría de los 
demás países ocurrió hacia la mitad de la década de 
los noventa (Sojo y Pérez Sáinz, 2002).

Tercero y paralelamente, el desempleo constituye 
uno de los rasgos más sobresalientes de los mercados 
laborales de la región, al punto que los promedios pon­
derados regionales de desocupación urbana en el 2000 
alcanzaron un 8,4%, nivel similar al que tenían en plena 
crisis de la década de los ochenta (Sojo y Pérez Sáinz, 
2002). El gráfico 1.1 muestra el porcentaje de creci­
miento del desempleo entre 1990 y el 2003 desagregado



s e g ú n  el nivel e d u ca tiv o . C o n  ex cep c ió n  de C osta  Rica, 
el d esem p leo  h a  a u m e n ta d o  m á s  e n tre  q u ie n e s  tienen 
m a y o r nivel ed u ca tiv o .

GRÁFICO 2.1
Evolución del ra tio  de la ta sa  de desem pleo urbano 

por nivel educativo  e n tre  1990 y 1999

F u e n t e :  Elaboración Filgueira 2007 en base a  CEPAL. 2002.

M ie n tra s  q u e  el p e so  d e l d e se m p le o  e s  m á s  a lto  en 
p a ís e s  co n  u n a  m o d e rn iz a c ió n  te m p r a n a  c o m o  C hile  o 
U ru g u a y , el de la  in fo rm a liz a c ió n  e s tá  m á s  ex te n d id o  
e n  lo s  p a ís e s  co n  m o d e rn iz a c ió n  ta rd ía  co m o  N ic a ra g u a  
e in c lu s o  C o s ta  R ica, co n  m o d e rn iz a c ió n  ta rd ía  a u n q u e  
m u y  rá p id a . Si b ie n , n i  el d e se m p le o  n i la  in fo rm a lid a d  
s o n  n o v e d a d e s  p a r a  la  p o b la c ió n  d e  e s to s  p a ís e s ,  sí lo 
e s  el g ra d o  e n  q u e  la  a u to g e n e ra c ió n  de l em p leo , ha 
p e rd id o  c a p a c id a d  p a r a  a b s o r b e r  el e x c e d e n te  laboral 
e x is te n te  e n  el n u e v o  m o d e lo  eco n ó m ic o . E s ta  s itu a ­
c ió n  h a  fav o rec id o  lo s  p ro c e s o s  m ig ra to r io s  h a c ia  den­
tro  y h a c ia  fu e ra  d e  la  re g ió n , d a n d o  lu g a r  a  m ercados 
la b o ra le s  b in a c io n a le s ,  r e g io n a le s  o tran sn ac io n a les . 
S i b ie n  la s  d e c is io n e s  d e  m ig ra r  d e p e n d e n  de factores



políticos, bélicos y/o subjetivos, las razones económi­
cas son fundamentales, específicamente el desempleo 
y la diferencia del ingreso real entre el país de origen y 
el país de destino (OIT, 2005).

Estas transformaciones del mercado laboral lati­
noamericano perpetúan la pobreza y agudizan la vul­
nerabilidad de aquellos hogares que, aunque no se 
encuentran en situación de pobreza, tienen una econo­
mía familiar inestable, sujeta a los vaivenes del empleo 
y del desempleo. Las diferentes dimensiones de estos 
cambios, aunque son comunes a la región, afectan en 
diferentes grados a los países. Pero el efecto es también 
distinto a lo interno de cada país según el análisis por 
sexo: si bien la participación laboral femenina aumenta 
a lo largo de la región, aún persisten diferencias en las 
oportunidades y en la calidad de la inserción producti­
va de estas, con respecto a los hombres.

En cuarto lugar, entre 1990 y el 2002, la partici­
pación laboral de las mujeres en las zonas urbanas 
aumentó del 38% al 50%, mostrando un crecimiento 
mayor que la participación laboral masculina (CEPAL, 
2004). Viéndolo por país, entre 1990 y el 2003 el aumen­
to fue de entre 4% y 10%. A diferencia de lo que ocurre 
en los países centrales, en América Latina los países con 
mayores tasas de participación laboral femenina son 
también los que presentan mayor fecundidad, menor 
escolaridad, mayor pobreza e informalidad y menor 
inversión pública (Schkolnik, 2004). Ejemplos de lo 
anterior son países como Bolivia, Guatemala, Ecuador, 
Nicaragua y Paraguay. La presencia de cónyuges sin 
trabajo remunerado es, sin embargo, diversa según los 
países: mientras el promedio es de 43%, en Chile, país 
con la máxima proporción de mujeres cónyuges sin tra­
bajo remunerado es de 54% y en Bolivia es de 33%.

Si bien, muchas de las mujeres de la región traba­
jan por la realización personal o profesional, son cada 
vez más las que lo hacen por necesidad: entre 1994 y 
el 2002, la tasa de participación de las mujeres pobres 
se incrementó en 7% mientras que la de mujeres no



pobres lo hizo en 4% (CEPAL, 2004). Así mismo, cuanto 
mayor es el PIB por habitante , m enor es la proporción 
de m ujeres cónyuges que traba jan  remuneradamente. 
Ejemplos son Costa Rica, Chile, México y Argentina. De 
igual m anera, cuanto m enor es el PIB por habitante, 
mayor es la  proporción de cónyuges con trabajo remu­
nerado, como ocurre en Bolivia, Colombia, Paraguay y 
Nicaragua (Arriagada, 2004).

A excepción de U ruguay y H onduras, el patrón 
regional es de mayor participación laboral femenina 
en países con mayor pobreza, fecundidad y ausencia 
de política social. Uruguay sobresale por ser el único 
con a ltas ta sas  de participación laboral femenina en 
un  contexto de altos niveles de escolaridad, ingresos 
e inversión pública. H onduras llam a la atención por­
que, teniendo bajos niveles de escolaridad, ingresos e 
inversión pública, m antiene niveles de participación 
fem enina relativam ente bajos22. Ambos países merecen 
mayor atención en tan to  se alejan de algunos patrones 
que caracterizan al resto de los pa íses de la región.

A ún cuando  las m ujeres tienen  en promedio 
niveles educativos superio res a  los de los hombres, 
el desem pleo, la segm entación laboral y la brecha 
de ingresos les afectan m ás. E n tre  1990 y el 2002 el 
desem pleo en  América L atina aum en tó  para ambos 
sexos, pero el m asculino  au m en tó  3,4% mientras 
que el fem enino aum entó  6%, alcanzando una tasa 
de desocupación  del 7,7% p a ra  los primeros y del 
11,1% p a ra  las segundas (CEPAL, 2004). En el 2002. 
la partic ipación  fem enina e ra  predom inante en el tra­
bajo fam iliar no rem unerado  y en  el servicio domés­
tico, categorías en las cuales las m ujeres fueron el 
90%. M ientras, en tre  los asa la riados, las mujeres no 
a lcanzan  el 50%, en n inguno  de los países (CEPAL.

22 Esto puede que se deba a la invisibilidad del trabajo rural, 
usualmente no remunerado, en cuyo caso, igual deberíamos 
dar cuenta de por qué las estadísticas no arrojan resultados 
similares en países como Guatemala y Nicaragua.



2004). Si bien la brecha de inserción en los sectores 
de baja productividad entre los hombres y las mujeres 
disminuyó entre 1990 y el 2002, esto se debió a un 
incremento de la participación masculina y no a una 
reducción de la participación femenina.

La importancia que tiene el ingreso de las mujeres 
en el aporte del hogar se ve opacada y reducida por las 
diferencias salariales entre los sexos, las cuales predo­
minan en todos los niveles educativos y en las diferentes 
ocupaciones, incluso en los sectores de baja producti­
vidad. De manera general, se calcula que en la región, 
cuando las mujeres participan en el mercado de trabajo 
obtienen un 65% de los ingresos obtenidos por los hom­
bres y la brecha se agranda a mayor nivel educativo.

Ya se mencionó que la informalización y la precarie­
dad del empleo constituyen un fenómeno regional. No 
obstante, este afecta más a las mujeres que a  los hom­
bres. La segmentación del mercado de trabajo coloca a 
las mujeres en los empleos más precarios e incluso, en 
aquellos donde se perpetúan los estereotipos de géne­
ro. Sin embargo, el ingreso de las mujeres contribuye 
a disminuir la pobreza en sus hogares y a pesar de la 
segregación y la discriminación, las mujeres persisten 
en participar en el mercado laboral (CEPAL, 2004).

Frente a las limitaciones de los mercados labo­
rales domésticos, la emigración permite la inserción 
en mercados laborales transnacionales. En América 
Latina la emigración muestra diversidad de actores, 
rutas y ritmos, los cuales reflejan y su vez generan 
cambios productivos y familiares. Por ejemplo, en 
Centroamérica, con excepción de Costa Rica, existe 
una alta emigración originada durante los conflictos 
políticos y acentuada luego por la crisis económica. El 
Salvador y Nicaragua son los mayores expulsores de 
población de la región, aunque con diferencias en el 
perfil de quienes emigran: mientras que en El Salvador 
son principalmente los hombres, en Nicaragua se 
reparte en mitades entre hombres y mujeres, lo que 
conlleva a una mayor presencia de familias extensas



y recom puestas. Salvadoreños y nicaragüenses com­
parten  los bajos niveles de escolaridad y una inserción 
laboral precaria  en  los países de destino. En todos 
estos países centroam ericanos, la zona rural ha sido 
foco de em igración, ta n to  externa como interna.

En América del Sur, la migración ha sido principal­
m ente económ ica y h a  estado acom pañada de desilusión 
y desesperanza por el fu turo  del país de origen. Destaca 
Ecuador, país en el cual duran te  las últimas décadas 
la emigración h a  sido la m ás alta  de toda su historia. 
Al contrario de los pa íses centroamericanos, la emigra­
ción ecuatoriana com prende u n a  muy alta proporción 
de personas con estud ios superiores y pertenecientes 
a  estratos medios y altos. Al igual que Nicaragua, está 
altam ente fem inizada pero con la diferencia de que en 
Ecuador, a  m ediano y largo plazo, ha implicado una 
reubicación de las fam ilias en los países de destino.

Uno de los principales aspectos de los procesos 
migratorios y su  relación con la producción del bienes­
tar es el aporte de las rem esas. La información disponi­
ble m uestra  que e s ta s  no  tienen u n  impacto significativo 
en la reducción de la  pobreza, pero sí en el acceso a 
bienes y servicios básicos y, en algunos casos, hasta “de 
lujo” (como el acceso a  la  tecnología). Información cuan­
titativa obtenida en  E cuador, El Salvador, Guatemala. 
H onduras y México m u es tran  que, en promedio, más 
del 70% de las rem esas se utilizan para financiar gas­
tos tales como alim entos, cuo tas de servicios públicos, 
alquileres y  pagos asociados a  créditos (OIT, 2005). 
Varios estud ios cualita tivos desarrollados en una comu­
nidad sa lvadoreña  m ostraron  que las familias que las 
reciben efectivam ente cu en tan  con recursos adiciona­
les. Aún así, en  la  m ayoría  de los casos, las remesas se 
insertan  en las e stra teg ias  de subsistencia, dado que 
“su s  ingresos no  so n  suficientem ente altos como para 
perm itirles p rác ticas  generalizadas de ahorro formal, 
endeudam iento  o inversión productiva” (Benavides. 
Ortiz, Silva y Vega, 2004:156). El ahorro representad 
7% y la  educación  el 6% de las rem esas (OIT, 2005).



2. FAMILIAS MÁS DIVERSAS Y PROVEEDORAS
PERO NO MÁS CUIDADORAS

Para abordar el papel de las familias en los regí­
menes de bienestar, debemos determinar el grado de 
familiarización de la producción del bienestar. ¿En qué 
medida se espera que las familias produzcan ciertos 
bienes y servicios, principalmente mediante el trabajo 
femenino contratado o no remunerado? Para explorar 
empíricamente la producción familiar del bienestar 
existen escasos indicadores disponibles. Sin embargo, 
conocemos la disponibilidad del trabajo no remune­
rado en el hogar (a través de los cónyuges sin trabajo 
remunerado y de las familias extensas y compuestas), 
la presencia de mujeres económicamente activas entre 
los 15 y 34 años, y el peso relativo del servicio domésti­
co en las áreas urbanas23. Estos indicadores permiten 
acercarse a la medición de la producción del bienestar 
a través del trabajo no remunerado.

En la región los “itinerarios familiares” son actual­
mente diversos (Ariza y de Oliveira, 2004), la familia 
nuclear compuesta por el padre, la madre e hijos/as 
dependientes ya no es necesariamente la norma: sólo 
un 43% de todas las familias son nucleares, biparenta- 
les y tienen hijos e hijas. De estas, sólo un 36% mues­
tran una división sexual del trabajo tradicional, es 
decir, con varones proveedores y mujeres cuidadoras. 
Por su parte, el 33% de estas familias nucleares, bipa- 
rentales y con hijos tienen un doble proveedor y, por lo 
tanto, una división sexual del trabajo modificada.

Las estructuras familiares presentan tendencias 
de cambio similares entre países (Cordero, 1998). Sin 
embargo, el peso relativo de los arreglos familiares

23 El uso del tiempo es relevante para abordar la división sexual 
del trabajo y la producción familiar del bienestar. Las encues­
tas que lo miden constituyen Instrumentos además de valio­
sos, muy novedosos en nuestra región. Hasta ahora, sólo 8 
países las han aplicado (Martínez Franzonl. 2005b).



tradicionales y modificados, varía considerablemente 
entre los países. Por ejemplo, las familias extensas 
rep resen tan  u n  23% del total de hogares en América 
Latina24 (Arriagada, 2004). Sin embargo, en América 
Centred, las fam ilias ex tensas alcanzan el 36% en 
N icaragua, el 30% en El Sedvador y sólo en Honduras 
se acerca al prom edio regional con un  25% (Ariza y de 
Oliveira, 2004). Por su  parte, en Bolivia, Brasil, Costa 
Rica y México sobresale el peso relativo de las familias 
nucleeires con hijos, cuyos porcentajes están por enci­
m a del 50%. En cambio, en El Salvador, Guatemala. 
H onduras, N icaragua y Uruguay se presenta una 
m enor p resenc ia  de este tipo de familias con porcen­
tajes inferiores al 40% (Arriagada, 2004). Los hogares 
que no son  nucleares y que están  integrados por un 
jefe y su s  hijos(as) represen tan  el 18,5% del total de 
hogares en  América Latina m ientras que las familias 
nuc leares sin  hijos(as) represen tan  únicamente el 
12,4% y las un ipersonales el 8%.

D ado que el trabajo  rem unerado ha  aumentado, 
la  proporción de personas dependientes de un único 
ingreso h a  dism inuido (Ariza y de Oliveira, 2004). Al 
m ism o tiem po, en  América Latina en su conjunto, 
h an  au m en tad o  los hogares con jefatura femenina, la 
soltería, las  separaciones y los divorcios, producto del 
aum en to  de la esperanza  de vida y las migraciones, 
particu la rm en te  im portantes p a ra  la generación de 
ingresos a  través de rem esas, en Ecuador, El Salvador. 
N icaragua y República Dom inicana. Oscilan entre un 
18% en Chile (donde es el m ás bajo) hasta el 32% 
(Uruguay), el 34% (Nicaragua, República Dominicana) 
y el 35% (El Salvador). Considerando los hogares 
cen troam ericanos, la proporción de familias con jefa­
tu ra  fem enina es particu larm ente  alta en El Salvador

24 Las familias nucleares están integradas por padre, madre o 
ambos, con o sin hljos(as); las extensas están integradas por 
otros parientes y las compuestas por otras personas no parien­
tes (Arraigada, 2004:47).



y Nicaragua, particularmente baja en Costa Rica y 
Guatemala e intermedia en Honduras (Ariza y de 
Olivera, 2004).

Existe un amplio debate sobre los mayores o meno­
res niveles de bienestar alcanzados por los hogares 
con jefaturas femeninas. Si se mide el bienestar en 
términos de ingresos, los hogares con jefaturas femeni­
nas enfrentan peores condiciones que los hogares con 
jefaturas masculinas. Además, la proporción de hoga­
res con jefatura femenina en condiciones de pobreza 
es mayor cuanto menor sea el desarrollo relativo del 
país. Por ejemplo, en ios países centroamericanos, 
encontramos que la proporción de hogares nucleares 
monoparentales con jefatura femenina en condiciones 
de pobreza es mayor en Nicaragua y Honduras (más 
del 60%), seguido por El Salvador y Guatemala (más de 
la tercera parte) y luego Costa Rica (un quinto) (Ariza 
y de Oliveira, 2004). En general esta relación se esta­
blece exclusivamente a partir de los ingresos laborales 
y no incluye remesas. La diferencia central entre los 
hogares con jefatura femenina y los hogares con jefa­
tura masculina es, sin embargo, que las condiciones 
estructurales en que los hombres y las mujeres asu­
men la jefatura del hogar, inevitablemente conllevan 
diferencias en la manera en que unos y otras la ejercen 
(Fauné, en Carrera, 1998).

En tercer lugar, pese a que la investigación relativa 
a los efectos de la migración en las familias es todavía 
insuficiente, es evidente que esta ha transformado a 
las familias, tanto en el punto de origen como en el 
de llegada (Staab, 2003 y Jelín en Arriagada, 2004). 
Por ejemplo, sea de manera temporal o permanente, 
las familias se fragmentan y se acentúa la división del 
trabajo entre quienes generan ingresos y quienes cui­
dan a los niños, las niñas, los/as adolescentes y a las 
personas adultas mayores. Además, se han trasladado 
las responsabilidades de cuidado de las madres, que 
salen del país para generar ingresos, a las abuelas, que 
se quedan a cargo de estos/as niños y niñas. En este



marco, hay u n a  mayor proporción de infantes que cre­
cen separados de sus madres y padres. En suma, no 
cabe duda de que la emigración afecta las estructuras 
familiares, su  composición y crecimiento.

En cuarto lugar, la mayoría de las familias experi­
mentan una  fuerte presión sobre los recursos familiares 
(Arriagada, 2004). Casi 7 de cada 10 familias latinoame­
ricanas tienen personas económicamente dependientes, 
casi 3 de cada 10 tiene sólo una y sólo 1,1 de cada 10 
no tienen ninguna (Arriagada, 2004). En estas familias 
con personas económicamente dependientes, en las que 
hay menos ingresos por cada integrante de la familia, 
la pobreza aum enta abruptamente y así permanece 
durante la fase siguiente de salida de los hijos e hijas 
del hogar. Combinado con la reducción de la disponi­
bilidad de trabajo no remunerado en los hogares y con 
la ausencia de políticas públicas "conciliatorias" entre 
el trabajo rem unerado y el no remunerado, se sugieren 
tensiones importantes entre las distintas demandas de 
los hogares, tanto de ingresos como de cuido.

En quinto lugar, la organización del trabajo no 
rem unerado (como cuido y oficios domésticos) dentro de 
las familias, continúa estando casi exclusivamente en 
manos de las mujeres. Las encuestas de uso del tiempo 
m uestran que el aumento de la inserción laboral de las 
m ujeres no ha estado acompañado por modificacio­
nes sustantivas en el reparto de las tareas domésticas 
(CEPAL, 2004)25. Esto ocurre incluso en hogares con 
doble proveedor, que trabajan a  tiempo completo y en 
los cuales existe una mayor contratación privada de 
servicios de alimentación, de lavado o transporte, entre 
otros (Pedrero, 2004). Por ejemplo, un estudio cualita­
tivo realizado en Costa Rica muestra que bajo ciertas 
condiciones -vinculadas al funcionamiento del modelo 
tradicional o modificado de la familia- hay cambios en la

25 Estas encuestas del uso del tiempo se han llevado a cabo en 
países tan diversos como Cuba, Guatemala, México. Nicaragua. 
República Dominicana y Uruguay.



distribución de los roles paira ciertas actividades domés­
ticas y de cuido, principalmente no cotidianas, como 
actividades de recreación durante los fines de semana. 
En los estudios estadísticos mencionados, estos cam­
bios se reflejan, por ejemplo, en la participación mascu­
lina en las tareas de cuidado que tienen lugar los fines 
de semana (Martínez Franzoni, 2005).

Producto de diferencias importantes entre países 
en su organización, las familias despliegan diversas 
estrategias para generar ingresos y simultáneamente 
lidiar con el trabajo no remunerado. En algunos paí­
ses, las remesas son centrales (como en El Salvador) 
y en otros no (como en Honduras); en unos países la 
proporción de hogares extensos es muy alta (como 
en Nicaragua y El Salvador) y en otros no (como en 
Guatemala y Costa Rica).

La misma heterogeneidad de los procesos migra­
torios plantea preguntas tales como: ¿cómo impacta 
la migración a la división sexual del trabajo en las 
familias con emigrantes? ¿Implican las remesas una 
mayor mercantilización del trabajo no remunerado y 
una menor familiarización? O bien, en los países con 
mayor migración femenina, ¿quién asume el cuidado 
en las familias?

3. AMPLIAS POLÍTICAS SOCIALES EN
RETROCESO Y FOCALIZADAS EN EXPANSIÓN

Los países latinoamericanos se encuentran en 
distintos momentos de su transición demográfica. Por 
ejemplo, hay países envejecidos, con un alta demanda 
de transferencias y servicios para las personas adultas 
mayores. El mejor exponente es Uruguay. También hay 
países que recién inician su transición demográfica 
y tienen tasas de fecundidad muy altas, por ejemplo 
Honduras, o países que se encuentran en etapas más 
avanzadas de la transición demográfica, sin llegar aún 
al envejecimiento de la población, como Costa Rica. 
Este es otro ejemplo de estas variaciones nacionales,



diferencias en la participación laboral femenina mos­
tradas más arriba en este capítulo. En su conjunto, 
las condiciones demográficas plantean a las políticas 
públicas, num erosos y variados retos.

Segundo, las brechas en materia de inversión social 
son grandísimas como legado del andamiaje institucio­
nal previo y como resultado de los distintos desempeños 
macroeconómicos, existen enormes variaciones en la can­
tidad de la inversión social por habitante en los diferentes 
países de la región latinoamericana. Sólo en América 
Central, para el 2000-2001 la inversión social anual por 
habitante variaba entre US$61 en Nicaragua y US$689 en 
Costa Rica, pasando por US$77 y US$82 en Honduras y 
El Salvador, respectivamente (CEPAL, 2004).

También varía considerablemente la proporción de 
los recursos públicos destinados a la protección social 
o a la formación del capital humano. En el primer caso 
se trata de los recursos destinados al manejo de ries­
gos que, como la enfermedad, la vejez o la muerte, con­
llevan una incapacidad de generar ingresos temporaria 
o perm anentemente. En cambio, en el segundo caso, 
los recursos se destinan principalmente a la educación 
y a la salud, es decir, a crear las condiciones necesa­
rias para garantizar el acceso al mercado laboral. Los 
países pioneros en la creación de la seguridad social, 
que son también los que tienen transición demográfi­
ca avanzada (como Chile o Uruguay), destinan mayor 
proporción a la protección social que los países inter­
medios o tardíos. En esto influye también si los países 
procesaron reformas radicales o no en los años ochen­
ta  y noventa. Si lo hicieron (como Chile), aumentaron 
en mayor proporción los recursos destinados al capital 
hum ano m ientras que hubo países que no lo hicieron 
(como Uruguay).

Tercero, los países con la mayor participación 
laboral femenina (Guatemala, El Salvador, Bolivia, 
Ecuador, Paraguay y Nicaragua) tienen también la 
menor inversión social en general y en los servicios que 
facilitan el acceso al mercado laboral en particular (por



ejemplo, las guarderías y los programas para apoyar 
en las tareas escolares). Por el contrario, los países 
cuya inversión social supera los US$769 por persona, 
son los que tienen menor participación femenina en el 
mercado laboral (Schkolnik, 2004). Los países con baja 
participación del Estado en la inversión social “infor­
malizan” en mucho mayor grado la producción del 
bienestar. Esta queda así librada casi exclusivamente 
a la acción de las mujeres, las familias y las redes 
sociales de apoyo.

Cuarto, cuando los servicios públicos tienen impor­
tancia en la producción del bienestar, se da por senta­
do que las familias cuentan con al menos una persona 
adulta dedicada a los cuidados; alguien que puede 
dedicar muchas horas a hacer filas en el centro de 
salud, a colaborar con las tareas escolares o ir a las 
reuniones en la escuela. Usualmente, se asume que 
esta persona adulta es una mujer que se vuelve la 
“recolectora” de las transferencias y de los servicios de 
las distintas ventanillas del Estado (Schkolnik, 2004).

En toda la región, la infraestructura social desti­
nada a los cuidados es escasa (Martínez Franzoni y 
Camacho, 2006 y 2005). Predominan servicios vincu­
lados, bien a la seguridad social, bien al combate a la 
pobreza, ambos con limitaciones importantes, tanto en 
cobertura como en las circunstancias frente a las cua­
les se considera que la política social debe intervenir en 
el cuido. Sin desconocer su extraordinaria importancia, 
la seguridad social protege exclusivamente la materni­
dad y la lactancia de las trabajadoras contratadas de 
manera formal y durante un período corto de tiempo, 
pasado el cual, niños y niñas siguen demandando 
altos grados de atención. Las licencias varían entre 
las 12 semanas (por ejemplo El Salvador y Uruguay) 
y las 18 semanas (por ejemplo Chile) y se distinguen 
según repongan total o parcialmente los ingresos de 
las trabajadoras (Chile y El Salvador, respectivamente). 
Las medidas de combate a la pobreza consisten prin­
cipalmente en ofrecer guarderías, que buscan facilitar



la inserción laboral de las m ujeres pobres, pero tienen 
escasa cobertura y calidad (por ejemplo en Costa Rica 
y Uruguay).

Quinto, frente al vacío estatal, lo cierto es que 
m uchas com unidades se apoyan en las rem esas para 
generar oferta pública de servicios de salud  y educa­
ción. Para ello se basan  en el contacto  directo entre 
asociaciones de inm igrantes, por ejemplo en Estados 
Unidos hay organizaciones com unitarias latinoameri­
canas, entre ellas las salvadoreñas (Benavides, Ortiz, 
Silva y Vega, 2004). Las llam adas “rem esas colectivas” 
contribuyen generalm ente al financiam iento de infra­
estructu ra  así como al de obras de mejoramiento de 
barrios, construcción de escuelas y equipamiento de 
hospitales (OIT, 2005). Se tra ta  de u n a  “producción 
inédita de bienes públicos que se logra a  través de la 
migración laboral” (Sojo y Pérez Sáinz, 2002) y que tiene 
sus ventajas como la promoción del capital humano y 
su s desventajas como la exoneración del papel del 
Estado en la  asignación au torizada de los recursos. 
Si bien estas experiencias se h an  relevado en México 
y El Salvador, los estudios son a ú n  insuficientes para 
docum entar y com parar características, factores expli­
cativos e im portancia relativa en tre  países.

Como com binación de d istin tos factores relaciona­
dos con la producción del b ienestar en  América Latina, 
se h a  generado u n a  sociedad de tercios: u n a  parte acce­
de a  u n a  serie de coberturas de calidad cuyo financia­
m iento proviene principalm ente de las propias familias 
(mercantil) y la protección con que cuentan, muchas 
veces, se obtiene a  través de m ecanism os informales 
(agregamos, clientelares) del E stado. O tra parte de la 
población obtiene, de m anera  p recaria  e inestable, la 
protección social del Estado cuya calidad es media o 
baja. Y la  o tra  tercera parte  tiene condiciones de vida 
altam ente su je ta s  a  las relaciones familiares y comu­
nitarias. Para  esta  población, la  política social aporta, 
cuando lo hace, condiciones de vida mínimas y de 
m anera  efímera. El resultado es u n a  inclusión parcial



y estratificada con exclusión dura que se refleja en la 
brutal desigualdad existente en la región. (Andrenacci 
y Repetto, 2006). ¿De qué tamaño son esos tercios? 
¿Cuáles son las características de cada uno si los ana­
lizamos a partir de las relaciones que se establecen 
entre el manejo de los riesgos a través de la asignación 
autorizada de los recursos, a través del intercambio 
mercantil y a través del trabajo no remunerado?

Para abordar las políticas sociales, en el marco de 
los regímenes de bienestar, necesitamos determinar 
los grados de desmercantilización del bienestar que las 
políticas permiten. ¿En qué medida las personas son 
autónomas del mercado para lidiar con sus riesgos? ¿Y 
en qué medida el acceso de las mujeres a las políticas 
públicas es independiente de su papel de madres o 
esposas? ¿Sabemos algo sobre el acceso a los recursos 
públicos a través de las redes clientelares? Los indi­
cadores disponibles para medir estos asuntos son: el 
tamaño del Estado (a través de la proporción de per­
sonas ocupadas en el sector público), la proporción de 
empleados con seguridad social, la prioridad otorgada 
a la protección social en el marco del gasto público y 
el conocimiento que las personas tienen de las redes 
clientelares. En su conjunto, estos indicadores nos 
permiten reconstruir el papel de la política social en el 
marco del régimen de bienestar.

4. CONSTELACIONES DE PRÁCTICAS DE
ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS

Por más rápida que esta sea, cualquier revisión 
bibliográfica relativa a la situación de las familias, los 
mercados laborales y las políticas públicas en América 
Latina, da cuenta de un cúmulo importante de infor­
mación y de análisis. Sin embargo y en gran medida, 
producto de la especialización temática, las interrela­
ciones entre las distintas prácticas de asignación de los 
recursos están a menudo ausentes o insuficientemente 
presentes. Por ejemplo, los análisis del mercado laboral



no suelen considerar el trabajo no remunerado como 
trabajo. Por eso, el trabajo no rem unerado generalmente 
queda fuera de toda consideración, aunque un trabajo 
realizado en u n a  esfera determ inada esté teñido por el 
trabajo realizado en la otra. De igual manera, los estu­
dios sobre política pública, rara  vez abordan la familia 
como contraparte de los servicios públicos, y estos apa­
recen usualm ente desvinculados del consumo privado.

Son las investigadoras feministas quienes más 
frecuentem ente recurren  a los análisis integrados de 
las d istin tas prácticas de asignación de los recursos: 
¿cómo pensar la inserción laboral de las mujeres, por 
ejemplo, sin a  la vez considerar la organización de la 
familia y las condiciones de acceso, públicas y priva­
das, a  dichos m ercados? Estudios sobre la emigración 
y los m ercados laborales transnacionales, también son 
m ás proclives a  considerar múltiples prácticas, por 
ejemplo, a  v incular la inserción laboral y el intercambio 
m ercantil con las rem esas, por un  lado y con la organi­
zación de las fam ilias y las continuidades y permanen­
cias de la división sexual del trabajo, por el otro.

Si en los estud ios sobre migraciones frecuente­
m ente encontram os registro de las relaciones entre las 
familias, el E stado y el mercado, la literatura especiali­
zada en m ercados laborales y políticas públicas tiende 
a  enfocarse exclusivam ente en u n a  u otra práctica. Por 
ejemplo, en la lite ra tu ra  especializada se describen las 
situaciones de empleo y de desempleo, pero no de orga­
nización familiar ni de disponibilidad o no de las con­
diciones -púb licas o p rivadas- que faciliten el cuidado 
de lo s /a s  n iñ o s /a s  y d istribuya las responsabilidades 
m ás allá de las fam ilias y de las mujeres. Por lo mismo, 
el m ercado laboral tiende a  pensarse desde la oferta y 
no desde la dem anda ni desde los variados equilibrios 
que las familias construyen  entre el acceso a  los ingre­
sos y al trabajo  no rem unerado.

Tercero, las fam ilias han  sido un  foco de especial 
in terés en el Cono S u r y México y en menor medida, en 
América C entral y en  los países andinos. Los estudios



abordan las recomposiciones familiares, el impacto de 
la transición demográfica en el tamaño de las familias, 
los cambios en los papeles que cumplen los hombres y 
las mujeres así como en la división sexual del trabajo. 
Casi siempre se basan en las encuestas periódicas de 
hogares y no en instrumentos de medición propios. 
Estas encuestas son instrumentos fundamentales para 
conocer la realidad de los hogares a través del tiempo y 
de manera periódica. Sin embargo, su unidad de regis­
tro es el hogar y no la familia. Por eso, quedan fuera 
las relaciones de interdependencia económica y de cui­
dados que se dan entre personas de una misma familia 
que habitan distintos hogares (por ejemplo la hija que 
cotidianamente atiende y supervisa a su madre adulta 
mayor que vive en su propia casa). Estos datos ocultan 
o desdibujan las interacciones cotidianas que están 
detrás de la producción del bienestar, generado a tra­
vés de la distribución de los ingresos y del trabajo no 
remunerado, y desplegado por personas y recursos que 
no necesariamente coexisten bajo un mismo techo.

Para conocer la presencia de trabajo no remune­
rado contamos con encuestas o módulos de uso del 
tiempo. En América Latina alrededor de la mitad de los 
países ya las han llevado a cabo y han permitido cono­
cer las reparticiones de las tareas de cuido y de oficio 
doméstico según sexo e integrantes del hogar (Martínez 
Franzoni, 2005). Concretamente, estas mediciones 
muestran la altísima y casi exclusiva feminización del 
cuido de personas altamente cuidado-dependientes, 
como niños, niñas y adultos mayores, pero también de 
hombres adultos. Según las encuestas, los hombres 
jóvenes y los adultos no muestran mayor diferencia 
en cuanto al tiempo que dedican al cuido. En general, 
independientemente de su edad, cuentan con madres 
o esposas que asumen dicha responsabilidad, lo cual 
no ocurre en el caso de las mujeres.

Pero a la vez que estamos comenzando a conocer este 
alto grado de inercia en la distribución del trabajo dentro 
de los hogares, existe un gran vacío en el conocimiento



que tenemos acerca de aspectos normativos, muy rele­
vantes para abordar los regímenes de bienestar. Por 
ejemplo, ¿desearían las madres delegar las tareas de 
cuido de sus h ijos/as al mercado o a los servicios públi­
cos? En este sentido, el tema de la oferta de cuidados y 
de la relación entre las familias y las políticas públicas 
ha sido poco abordado, lo que m uestra que desde la 
investigación, se ha  dado también una “familiarización” 
del tema del cuido, aislándolo de las otras esferas.

Retomando a  Rudra (2005), para abordar los merca­
dos laborales, en el marco de los regímenes de bienes­
tar, debemos determ inar los grados de mercantilización 
de la fuerza de trabajo que estos alcanzan. Es decir ¿en 
qué medida los países ofrecen condiciones para que la 
población viva de sus ingresos? Para profundizar en el 
análisis empírico, necesitamos establecer las capaci­
dades nacionales de absorción de la fuerza de trabajo. 
En este sentido, algunos indicadores disponibles son 
el porcentaje de la población económicamente activa, 
la participación femenina en el mercado de trabajo, el 
desempleo y la importancia de las remesas. También 
están disponibles los datos relativos a la proporción del 
trabajo asalariado (relativamente formal y protegido) 
y la del trabajo independiente no calificado (informal, 
desprotegido y de bajos ingresos).

En segundo lugar y retomando a Esping-Andersen 
¿conllevan las ocupaciones la protección social? Y si lo 
hacen, esta protección social ¿depende estrictamente 
del nivel de los ingresos? ¿Hay un  manejo colectivo 
de los riesgos basado en otros criterios distintos al de 
la ocupación laboral como la dependencia económica, 
la necesidad o la pertenencia a  u n a  comunidad o un 
criterio de ciudadanía? En otras palabras, ¿en qué 
medida la protección social está desmercantilizada? 
Para abordar estos temas, hay ciertos indicadores dis­
ponibles tales como el tam año de la inversión social y 
la proporción destinada a  los sectores financiados con 
presupuestos públicos (como educación) o con contri­
buciones (seguridad social), entre otros.



En tercer lugar y retomando a O'Connor, Orloff y 
Shaver (1999) nos preguntamos ¿en qué medida la divi­
sión sexual del trabajo absorbe el manejo de los riesgos? 
¿Cómo se presenta esta absorción y en qué proporción? 
Estas autoras asumen la existencia de los mercados labo­
rales formales y de la política pública de algún tipo. En 
América Latina no podemos dar por sentado ninguna de 
las dos. En este escenario ¿en qué medida es familiarista 
el manejo de los riesgos? Los indicadores disponibles tie­
nen que ver con la presencia de la jefatura femenina, la 
reproducción o no del modelo de los hombres proveedo­
res y las mujeres cuidadoras, con la dedicación femenina 
a tiempo completo a las tareas del hogar, entre otros.

Como se ha mostrado a lo largo de este capítulo, 
una mirada condensada de la compleja y heterogénea 
realidad latinoamericana en materia de producción de 
bienestar, nos muestra importantes rasgos comunes 
de sus mercados laborales, familias y políticas socia­
les. Pero también resaltan las diferencias cualitativas 
que es necesario explorar con mayor detenimiento. Y si 
dentro de nuestra región hay marcados contrastes en 
la organización de los mercados laborales, las familias 
y la política pública, es de esperar que el conjunto de 
“seguros” disponibles contra los riesgos de vivir, es 
decir, los regímenes de bienestar, también varíen entre 
unos y otros países. ¿Hay, sin embargo, tantos regíme­
nes de bienestar como países? ¿O por el contrario es 
posible identificar patrones comunes entre países?

Explorar respuestas a estas preguntas requiere 
considerar las constelaciones de prácticas de asigna­
ción de los recursos antes que las relaciones entre 
unas y otras separadamente. El siguiente capítulo 
explora las diferencias entre las prácticas de asigna­
ción de recursos y las constelaciones o combinación 
de prácticas del bienestar al que dan lugar estas cons­
telaciones. Para ello se pasa de las valoraciones gene­
rales a un análisis empíricamente detallado, tanto de 
prácticas como de las constelaciones a que dan lugar 
en distintos conglomerados de países.
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CAPÍTULO 3
R egím enes de b ienestar a ctu a les  
en Am érica Latina

En el capítulo introductorio se fundamentó la nece­
sidad de entender mejor lo que ocurre con la transición 
social en América Latina. También se planteó la gran 
utilidad teórica, empírica y política de la noción de régi­
men de bienestar, para dar cuenta de dicha transición 
social. El capítulo 1 presentó una síntesis de los princi­
pales insumos conceptuales disponibles para abordar 
los regímenes de bienestar en general y los latinoame­
ricanos en particular. El capítulo 2 hizo un recuento 
de la situación actual en la región de los mercados 
laborales, las políticas públicas asociadas al bienes­
tar y de las familias. Este capítulo mostró además, 
que la evidencia empírica disponible es insuficiente 
para reconstruir el régimen de bienestar como tal. Se 
requiere entonces, un salto cualitativo en términos 
de información y de técnicas estadísticas utilizadas. 
Precisamente, de esto trata el presente capítulo.

A continuación resumo el enfoque teórico-metodo- 
lógico desde el cual se exploraron empíricamente los 
regímenes de bienestar latinoamericanos. Seguidamente, 
se explica la metodología a partir de un breve repaso de 
los indicadores previamente empleados en el estudio, así 
como una fundamentación y descripción de la batería de 
indicadores seleccionados y el tipo de análisis estadístico 
realizado. En tercer lugar, presento los principales hallaz­
gos, es decir, cuáles son los regímenes de bienestar exis­
tentes hoy en América Latina y cómo se caracterizan.



1. DIMENSIONES DE ANÁLISIS

Tres son las dimensiones que nos perm iten opera - 
cionalizar el régimen de bienestar en tanto constelación 
de prácticas de asignación de los recursos: m ercanti­
les, públicas y familiares. Estas se esquem atizan en el 
diagrama 3.1 y se explican a  continuación.

Lo primero que debemos determ inar es el grado de 
mercantilizaclón de la fuerza de trabajo alcanzado en un 
determinado régimen de bienestar. En América Latina, y 
a diferencia de Europa y de América del Norte, el acceso 
de las personas a  los mercados laborales formales no 
puede darse por sentado sino que, por el contrario, cons­
tituye u n  reto (Rudra, 2005). Interesa por eso determinar 
el grado en que, efectivamente, los países logran mercan - 
tilizar su  fuerza de trabajo. En esta  dimensión se refleja 
la capacidad del mercado laboral de proveer trabajo 
remunerado, así como la calidad de dicho trabajo, según 
la estabilidad socioeconómica, la protección social y otras 
garantías laborales. Empíricamente, se valora a través de 
los indicadores del tipo de acceso que se tiene al mercado 
laboral, como la relación asalariada o el trabajo por cuen­
ta  propia, la ocupación y el desempleo. En segundo lugar 
se valora a  través del tipo de acceso: con o sin protección 
social y con formas colectivas, individuales o mixtas de 
protección social; así como a los ingresos obtenidos en el 
país o a  través de la repatriación de recursos mediante 
remesas. Distinguimos adem ás entre población urbana 
y rural, dado que tienen condiciones diversas para el 
manejo de los riesgos: la población rural presenta mayor 
dependencia sobre la producción p ara  el autoconsumo y 
menor sobre los ingresos.

Una segunda dimensión es el grado de desmercantili- 
zación del bienestar, es decir, su  autonom ía con respecto 
al intercambio mercantil de los bienes y servicios, debido 
a la reasignación de los recursos que realizan las políticas 
públicas (Esping-Andersen, 1990). E sta reasignación de 
los recursos puede también ser realizada por las comuni­
dades y por la cooperación internacional, traducida o no



DIAGRAMA 3.1
R egím enes de bienestar: dim ensiones de an álisis

Grados de 
mercantilizacíón

XT

Fuente: Elaboración propia. 2007.

en una política pública. En este análisis interesa, por lo 
pronto, conocer el grado de desmercantilización del bien­
estar a partir de la valoración del acceso de la población a 
los servicios a través de la política pública por un lado, y 
del consumo privado, por el otro. Los indicadores relevan­
tes para ambos son la cobertura de los servicios, el gasto 
público y privado destinado a un mismo servicio básico 
como es el de salud, el peso relativo del consumo privado 
en general y los criterios de acceso a la inversión pública.

La tercera dimensión es el grado de desfamíliarí- 
zación del bienestar, es decir, la autonomía existente 
entre el acceso a los recursos y la disponibilidad del 
trabajo femenino no remunerado (Orloff, 1993)1. Dada

1 Todas las sociedades contemporáneas han estado apoyadas en 
una estructura ocupaclonal que “ordena" a la gente en forma



la ausencia  de los da tos relativos al uso  del tiempo que 
perm itan hacer com paraciones entre los países2, esta 
dim ensión se explora a  partir de algunas aproximado* 
nes em píricas, como la presencia de cónyuges mujeres 
sin trabajo rem unerado  (inversam ente asociado a los 
grados de desfamiliarización); la proporción de familias 
extensas (en las que se presupone grados de desfami­
liarización a  través de arreglos distintos a  los tradicio­
nales); y la p resencia  del servicio doméstico remune­
rado (el cual se p resum e desfam iliariza el bienestar al 
mercantilizarlo). Tam bién consideram os la regulación 
y efectiva p resenc ia  de in fraestructu ra  social de cuido 
como guarderías y licencias por m aternidad (que per­
m itirían m ayores grados de desfamiliarización).

En el cen tro  de las prácticas de asignación de los 
recursos, hay  p e rso n as en relación de interdepen­
dencia con o tras. E sta  relación de interdependencia 
usualm ente  tiene lugar en el m arco de las familias con­
form adas de d iversas m aneras. Es en  este marco que, 
bajo ciertas restricciones como el nivel socioeconómico 
o la división sexual del trabajo, se tom an decisiones 
con respecto a  qué recu rsos obtener m ediante distintas 
prácticas de asignación  de los m ismos.

En v ista  de las  extrem as desigualdades que hay en 
la región, es im portan te  considerar no sólo las prácticas 
de asignación de los recursos, sino tam bién los resul­
tados de e s tas  p rác ticas, visibles en las condiciones de

jerárquica así como, en un modelo de familia, más o menos 
constituido por varones proveedores y mujeres cuidadoras 
(Esping-Andersen, 1990; Lewis, 1993; Sainsbury, 1996 y 1999). 
La pregunta es: ¿en qué grado el bienestar deja de estar sujeto 
a la disponibilidad de mujeres dedicadas Uempo completo a la 
atención de otros integrantes de la familia?

2 En América Latina, el conocimiento y la medición del uso 
del tiempo a través de las encuestas de hogares es reciente. 
Existen mediciones de este tipo para menos de la mitad de los 
18 países considerados y además, las muestras e indicadores 
que ofrecen no son necesariamente comparables (Martínez 
Franzoni. 2005).



vida de la población. Por esto, finalmente se consideró 
el desempeño del régimen, independientemente del tipo 
de prácticas que se presenten, mercantiles o no, de las 
cuales, dicho desempeño es producto.

A partir de estas dimensiones, el análisis reconstru­
ye los regímenes de bienestar en tanto constelaciones de 
prácticas que asignan los recursos a través del mercado, 
de la división sexual del trabajo y del Estado (Esping- 
Andersen, 2000). Estas prácticas, sin embargo, no están 
en igualdad de condiciones, sino que coexisten bajo el 
predominio del intercambio mercantil: los ingresos defi­
nen, de manera fundamental, el acceso a los bienes y 
servicios aún cuando, para muchas personas, no sea la 
única práctica ni siquiera, la principal.

Lejos de construir interrelaciones armónicas y 
sinérgicas, los regímenes están teñidos de las tensiones 
entre las prácticas de asignación de los recursos, que 
aumentan cuanto más débiles son unas frente a las 
otras. Por ejemplo, si el intercambio mercantil del bien­
estar es limitado, el trabajo no remunerado aumenta 
y si la política pública no brinda ciertos servicios, la 
mercantilización y el trabajo no remunerado también 
aumentan. Entonces ¿qué ocurre cuando los mercados 
laborales no logran absorber y remunerar de manera 
adecuada a grandes contingentes de personas? ¿O qué 
ocurre cuando la política pública no cumple siquiera 
funciones básicas de protección ante las situaciones 
extremas? América Latina ofrece un escenario ideal 
para explorar respuestas a estas preguntas.

El equipo de investigación convocado paira este 
estudio construyó una base de datos con información 
relativa a los 18 pauses de la región -Brasil y todos los 
hispano-parlamtes salvo Cuba3-  correspondiente a los 
indicadores que permiten explorar cada una de las 
dimensiones del análisis. La base inicial de los datos

3 Debido a serias limitaciones en las estadísticas disponibles 
para la comparación con los restantes países.



reunió material relativo al período 1998-2003. El an á ­
lisis estadístico se enfoco en los datos m ás recientes, 
aquellos que estuvieran disponibles para  la máxima 
cantidad de países. En los casos con información de un  
único año, por ejemplo información electoral, que pue­
den estar sesgados (como en m ateria de gasto social), 
se recurrió a  los promedios de varios años.

¿Cómo agrupar a los países según los regímenes 
de b ienestar? El análisis estadístico de conglome­
rados perm itió identificar los grupos de países, en 
función de las prácticas de asignación de los recursos 
consideradas. Se tra ta  de u n a  técnica estadística, la 
que es ideal p a ra  el propósito de esta  investigación, 
porque perm itió identificar agrupam ientos inductiva­
mente, sin im poner a  los datos u n  agrupam iento pre­
concebido. Siendo el prim er estudio de este tipo, que 
busca  trascender el análisis del Estado a  partir de un 
análisis estadístico de conglomerados, las decisiones 
metodológicas tom adas fueron m últiples. A continua­
ción las explico.

2. METODOLOGÍA4

Para que la investigación empírica refleje adecuada­
mente los aspectos conceptuales relacionados con los 
regímenes de bienestar, debe hacerse sobre la base de 
un  análisis comparado entre los países. Hasta la fecha, 
mucho de lo que sabemos sobre América Latina en mate­
ria de bienestar se refiere, en realidad, a  los países del 
Cono Sur, ios cuales, junto con Brasil, encabezaron la 
construcción de la política social durante la mayor parte 
del siglo XX. En marcado contraste, desde esta literatura, 
se ha analizado mucho menos a los países de América 
Central, de los Andes y del resto de América del Sur. Es 
por eso imperativo que en el análisis de los regímenes de 
bienestar se incluya a las naciones menos estudiadas, las

4 El anexo metodológico al Anal del capítulo amplía esta sección.



cuales presentan tipos y constelaciones peculiares de los 
mercados laborales, las políticas públicas y las familias.

La pregunta es entonces cómo comparar 18 países 
latinoamericanos simultáneamente, analizando las 
interacciones entre los mercados laborales, las políticas 
públicas y las familias. La tarea requiere de un análisis 
estadístico. Adicionalmente, en términos de validez, es 
razonable recurrir a las estadísticas disponibles para la 
región y producidas por fuentes legitimadas, en cada 
uno de los aspectos a explorar empíricamente.

Antes de describir cuáles son los indicadores dispo­
nibles para el estudio de los regímenes de bienestar en 
América Latina, dos ejercicios son necesarios. El prime­
ro es valorar las fortalezas y debilidades de los indica­
dores empleados previamente por otros/as investigado­
res/as. Y segundo, explicitar cuáles de estos indicado­
res serían los ideales para este tipo de análisis, en caso 
de poder elegir. En tercer lugar, me aboco a describir y 
fundamentar los indicadores que fueron efectivamente 
utilizados para el análisis de los conglomerados, que se 
presenta en lo que resta del capítulo.

La revisión de los indicadores se centra en cuatro 
innovadores esfuerzos en el estudio de los regímenes 
de bienestar: el novedoso estudio de Esping-Andersen 
de 1990; el trabajo pionero de Filgueira (1998) sobre 
los Estados de bienestar en Latinoamérica antes de la 
crisis de los años ochenta y los estudios conducidos por 
Gough y Wood (2004) y Rudra (2005) sobre regímenes 
y Estados de bienestar, respectivamente, en países del 
Sur del planeta. Los cuatro estudios hacen importantes 
contribuciones empíricas, aunque también lidian con 
las limitaciones impuestas por los datos disponibles.

Como se muestra en el cuadro 3.1, los indicado­
res utilizados para medir la desmercantilización del 
bienestar refieren al gasto social y a la cobertura de 
los servicios, estos son mejores y más abundantes que 
los indicadores empleados para valorar empíricamente 
las restantes dimensiones. Esping-Andersen se enfoca 
en la protección social (pensiones, salud y seguro de



desempleo), utiliza fuentes prim arias que combinan la 
normativa existente con el gasto efectivamente realiza­
do y pone particular atención a los criterios de acceso 
a  los beneficios.

Sainsbury (1996) se enfoca tam bién en los criterios 
de acceso, aunque poniendo énfasis en los que son 
individuales (como el tener o no trabajo remunerado) 
o los familiares (como que el criterio de acceso sea la 
dependencia económica del cónyuge).

Quienes han  investigado los regím enes de bien­
estar en u n  gran núm ero de los países del Sur, estén 
estos en África, Asia o América Latina, h an  empleado 
medidas m ás sencillas para  su  estudio, en  particular, 
el gasto y la cobertura que, adem ás, están  disponibles 
para  la m ayoría de los países y son datos públicos. 
Este es el caso de Filgueira (1998), Gough (2004) y 
Rudra (2005).

En general, los estudios de la combinación de 
prácticas del b ienestar, no han  considerado la mer- 
cantilización de la fuerza laboral. Excepcionalmente, el 
trabajo de R udra (2005) considera la calidad del acceso 
al mercado laboral, valorándolo m ediante el número 
de convenciones de la Organización Internacional del 
Trabajo ratificadas en cada país. Se trata , sin  embar­
go, de u n  indicador débil, dado que en n u estra  región, 
u n a  cosa es la ratificación de u n  convenio y o tra  muy 
distinta, su  cumplimiento. También se h a  empleado el 
peso relativo de las rem esas como m edida aproximada 
a  la  im portancia de los mercados laborales transnacio­
nales. Dado que el acceso de las m ujeres al mercado 
laboral no puede darse por sentado, varias investiga­
doras fem inistas como Sainsbury (1999), consideran 
indicadores que van m ás allá del núm ero de personas 
que forman parte  del mercado laboral y reconstruyen 
así, m ás comprensivam ente, los rasgos distintivos de 
la  población económicamente activa, como por ejem­
plo, las brechas salariales entre los hom bres y las 
mujeres. Generalm ente, los indicadores relativos a la 
m ercantüización de la  fuerza laboral p lantean un  reto



analítico: evitar la medición simultánea de la mercanti- 
lización y la desmercantilización. Por ejemplo, mientras 
el empleo formal permite valorar los grados de la mer­
can tilización, la proporción de la población económica­
mente activa que cuenta con un seguro social, enfatiza 
los grados de desmercantilización.

Además, las investigadoras feministas han hecho 
contribuciones importantes para medir la familiarización

CUADRO 3.1
Indicadores usados para el agrupamiento 

de los regímenes de bienestar entre 
investigadores seleccionados

Mercantilización del bienestar

Segregación ocupacional y brechas salariales por género 
(O'Connor. OrlofT y Shaver)
Número acumulativo de convenciones de la OIT ratificadas por 
los países (Rudra)
Remesas como porcentaje del PIB (Gough)

Desmercantilización del bienestar

a) Gasto social
- Gasto social como porcentaje del PIB (Filgueira)
- Gasto público como porcentaje del total del gasto del gobierno 

(Rudra)
- Gasto público en educación, salud, vivienda, salarios y 

seguridad social (Rudra)
- Gasto per cáplta en educación (Rudra)
- Gasto en educación terciaria (profesional y universitaria) como 

porcentaje del PIB (Rudra)
- Gasto público en educación, salud y seguridad social como 

porcentaje del PIB (Gough)
- Flujos internacionales como porcentaje del PIB (Gough)
- Gasto privado en salud (Gough)
* Acceso a los servicios sociales a partir de criterios de

acceso individuales o familiares (por sectores y en su conjunto) 
(Sainsbury)

C ontinúcL..



CUADRO 3.1 (<continuación)

b) Servicios de salud*
índice de tasa de reemplazo durante las primeras 26 semanas 
de enfermedad; número de semanas en el empleo requeridas 
para calificar; número de semanas de espera para que el bene­
ficio sea pagado; número de semanas durante las cuales se 
mantiene un beneficio (medido por la cobertura de la población 
como porcentaje de la fuerza laboral) (Esping-Andersen) 
Porcentaje de n iños/as menores de 12 meses vacunados con­
tra el sarampión (Filgueira)
Porcentaje de niños/as entre 12 y 23 meses, vacunados, por ejemplo, 
contra el sarampión, la difteria y el tétano (Rudra)

c) Pensiones
índice de los beneficios mínimos de la pensión; los beneficios de 
la pensión estándar; el periodo de contribución y el monto del 
financiamiento de la cotización individual (Esping-Andersen) 
Cobertura como porcentajes de la población total y la 
económicamente activa (Filgueira)

d) Educación
Cobertura de la educación primaria y secundaria como 
porcentaje de n iños/as (Filgueira)

Fam iliarización del bienestar
- Participación laboral femenina (O'Connor. OrlofT y Shaver)
- Permisos de maternidad y paternidad (O'Connor, OrlofT 

y Shaver)
- Guarderías públicas y privadas (O'Connor, OrlofT y Shaver)

______________D esem peño en  el m anejo de riesgos _____

- Tasa de alfabetización de adultos (Rudra y Gough)
- Tasa de mortalidad infantil (Rudra)
- índice de desarrollo humano (Gough)
- índice de pobreza humana (Gough)
- Expectativas de vida (Gough)
- Brecha de pobreza (Gough)
- Derechos humanos (puntajes en libertad de expresión y 

libertades políticas y civiles) (Gough)

Fuentes: Esping-Andersen (1990); Filgueira (1998); Gough (2004): 
O'Connor, Orloff y Shaver (1999); Rudra (2005), Sainsbury (1996)

Esping-Andersen usa los mismos indicadores para los progra­
mas de desempleo.



del bienestar. Con respecto a los países de Europa y 
América del Norte, O'Connor, Orloff y Shaver (1999) 
estudian la participación laboral femenina y masculi­
na, teniendo en cuenta el tipo de familias -nucleares o 
extensas- al que pertenecen. Además de determinar el 
acceso de las mujeres al mercado laboral, estas inves­
tigadoras analizan el papel de la política pública en 
la creación de las condiciones necesarias para dicho 
acceso, concretamente, para que las mujeres dejen de 
ser responsables exclusivas del cuidado de los niños y 
las niñas. Algunos ejemplos de estas medidas son las 
licencias por maternidad (y en algunos casos por pater­
nidad), así como los centros de cuidado.

Finalmente, en Europa y América del Norte, los 
estudios sobre regímenes de bienestar dejan a un lado 
los balances relativos a las condiciones de vida de la 
población. Dada la relativa homogeneidad en las condi­
ciones de vida existente en esos países, estos estudios 
se enfocan más bien en los arreglos mercantiles, públi­
cos y familiares, antes que en el desempeño que estos 
arreglos tienen, por ejemplo, en cuanto a la mortalidad 
infantil u otros indicadores de resultado. Pero en una 
región como la latinoamericana, en la cual las condi­
ciones de vida son tan heterogéneas, es clave valorar 
las condiciones básicas de vida, como la alfabetización 
y la mortalidad por separado o los índices de calidad 
de vida, como el de desarrollo humano.

¿Qué tan adecuadas son estas mediciones para el 
análisis empírico de varias dimensiones de un régimen 
de bienestar? ¿Cómo se comparan las medidas dispo­
nibles con las deseables? Para determinar los grados 
de mercantilización, lo mejor sería establecer el acceso 
global a los mercados laborales (ya sean nacionales 
o internacionales, como se reflejan en las remesas), 
junto con los salarios y la distinción entre los empleos 
formales e informales. Para valorar los grados de des- 
mercantilización en los países del Sur sería deseable 
considerar la asignación colectiva de los recursos en el 
nivel comunitario, regional e internacional y no sólo el



nacional. Para la fam iliarización deberíam os de tener 
en cuenta el uso del tiempo, en particular las horas 
dedicadas al trabajo no rem unerado, tanto tareas 
domésticas como de cuidados, por parte  de los hom­
bres y las m ujeres (Martínez Franzoni, 2005). Además, 
dado que los países en estudio son extrem adam ente 
desiguales, sería deseable considerar, no sólo los pro­
medios, sino tam bién la m edida en que la población se 
aleja de dichos promedios.

Teniendo en cuen ta  los indicadores utilizados pre­
viamente, así como las opciones disponibles p ara  mejo­
rarlos, a  continuación discuto el conjunto de las medi­
ciones efectivamente em pleadas por nuestro  equipo 
de investigación. En térm inos de su s bases empíricas, 
nuestra  selección de indicadores tiene dos fortalezas: 
u n a  es la selección m ás comprensiva y sistemática 
para  cada u n a  de las tres dimensiones consideradas 
y la segunda descansa  en las fuentes públicas, fácil­
m ente disponibles y legítimas en las respectivas áreas 
de medición. Esto últim o facilita la réplica futura, los 
ajustes y las m ejoras del estudio, por parte de otros 
equipos de investigación.

Con el fln de considerar todas las alternativas, 
antes de seleccionar los indicadores, consolidamos pri­
mero los indicadores disponibles para  cada dimensión, 
según año y núm ero de países. Luego, con el objetivo 
de aum entar la probabilidad de recoger la información 
para los 18 países en estudio, utilizamos los datos de un 
período de seis años, de 1999 al 2004. La base inicial 
de los datos estuvo constituida por 37 variables y 100 
indicadores elaborados por prestigiosas instituciones 
como CEPAL, BID, Banco Mundial, OIT, UNESCO, OPS. 
CELS, INTERPOL-UNODC-ONU y el Latinobarómetro 
(ver anexos). Las redundancias fueron eliminadas selec­
cionando el mejor indicador para  cada una  de las 37 
variables. Luego, se eligieron para  el estudio los años 
m ás recientes con la  mayor cantidad de países posible. 
Finalmente 32 fueron los indicadores considerados en el 
análisis de los conglomerados.
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CUADRO 3 .2
R egím enes de bienestar en  Am érica Latina: 

dim ensiones, indicadores, fu en tes, año y  sign ificación  estad ística

Dimensiones Variable Fuente Año Sig. est.
Tasa neta de participación nivel nacional (15 a 64 años) BID 1999
Tasa de desempleo nacional BID 1999
PEA femenina (15 a 64 años) BID 1999
Trabajo infantil (entre 10 y 14 años) BID 1999

Mercantlilzaclón 
(N=l 1)

PEA ocupada asalariada CEPAL 2002 Si
Trabajadores independientes no caliñcados CEPAL 1999 Si
PIB por habitante (US$ 1995) CEPAL 2003 Si
Población nacional bajo línea de pobreza CEPAL 1999 Si
Coeficiente de GINI CEPAL 1999
Remesas como % del PIB BM 2003
Población rural CEPAL-CELADE 2000 Si
Gasto privado en salud OPS 2001
Matrícula educativa privada UNESCO 2001 Si
Consumo privado como % del consumo total CEPAL 2002
Población urbana ocupada en sector público CEPAL 2002 Si

Desmercantilización Gasto público en salud per cápita (US$ 1997) CEPAL 1999/01 Si
(N= 10) Gasto público en educación per cápita (US$ 1997) CEPAL 1999/01 Si

Gasto público social como % del PIB 1 / CEPAL 1999/01 Si
Gasto público social por habitante (US$ 1997) CEPAL 1999/01 Si
Gasto social dirigido a desarrollo humano CEPAL 1999/01
Empleados(as) con seguridad social BID 90s Si
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CUADRO 3.2 (con tinuación ) ID*

Dimensiones Variable Fuente Año Sig. est.

Familias urbanas extensas y compuestas Arriagadaa 1999 Sí
Mujeres activas de 15 a 34 años OIT 2003
Mujeres jefas de hogar
Flias. nucleares hiparen, c/ cónyuge s / trabajo

CEPAL 2002

Familiarización remunerado Arriagadab 2002 Sí
(N=9) Empleo urbano en servicio domestico CEPAL 2002

Creen que mujer debe estar en el hogar LAT1NOBAR. 2004
Población menor de 12 años CEPAL-CELADE 2000 Sí
Población mayor de 65 años CEPAL-CELADE 2000 Sí
Razón de dependencia (población 12 a 64 años) CEPAL-CELADE 2000 Sí

Tasa de mortalidad menores de 5 años UNICEF 2003 Sí
Homicidios por cada 100.000 habitantes PNUD 2001
Población con experiencia en delito LAT1NOBAR. 2004

Desempeño en manejo Indice de Desarrollo Humano relativo al Género PNUD 2002 Sí
de riesgos (N=8) Satisfacción con la democracia LATINOBAR. 2004

Satisfacción con la economía de mercado LATINOBAR. 2004
Poblac. carcelaria s / proceso o e/ libertad condicional PNUD 2000
Esperanza de vida escolar UNESCO 2001

Fuente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina; Juan  Diego Trejos con la asistencia de Luis 
Ángel Oviedo.

1 / No se incluyó en el análisis de los conglomerados debido a la alta correlación con el gasto público social por
V\»V>ltante.
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La relación entre los indicadores y las dimensiones 
es conceptual e hipotética antes que empírica y estadís­
tica. La presente reconstrucción de las relaciones entre 
los mercados laborales, las políticas públicas y las fami­
lias se establece a partir de los supuestos teóricos. En el 
futuro sería oportuno poner a prueba el modelo teórico 
a través de un análisis factorial, que demuestre empíri­
camente, si cada conjunto de indicadores efectivamente 
corresponde a cada una de las tres dimensiones concep­
tuales. Los indicadores seleccionados para medir cada 
dimensión se presentan en el cuadro 3.2.

El cuadro 3.3 resume las relaciones esperadas -direc­
tas e indirectas- entre los indicadores y las dimensiones. 
Por ejemplo, cuanto más alto es el desempleo, más baja 
será la mercantilización de la fuerza laboral (correlación 
inversa). Sin embargo, cuanto más alto es el gasto social, 
mayor es la desmercantilización (correlación directa).

Para medir el grado de mercantilización del bienes­
tar, se utilizaron once indicadores que permiten deter­
minar el grado en que los mercados laborales nacio­
nales absorben y proporcionan trabajo asalariado, así 
como el grado en que remuneran la fuerza laboral. 
Estos aspectos fueron medidos según: la participación 
en el mercado laboral (correlación directa), la parti­
cipación femenina en el mercado laboral (correlación 
directa), la participación infantil en la fuerza laboral 
(correlación inversa) y el desempleo (correlación direc­
ta). La capacidad para proporcionar trabajo asalariado 
fue medida según la presencia de la población ocupada 
asalariada (correlación directa) y del trabajo indepen­
diente no calificado (correlación inversa).

La proporción de los trabajadores/as informales 
no calificados provee una aproximación empírica al 
autoempleo, es decir, se valora la transformación de 
los hogares en unidades productivas como una forma 
de compensar la insuficiente generación de trabajo 
remunerado formal. Los salarios son medidos en tér­
minos del producto bruto per cápíta (relación directa), 
la desigualdad en el ingreso es medida mediante el



CUADRO 3.3
Regímenes de bienestar en América Latina: 
dim ensiones, indicadores y  relación entre 

dim ensiones e indicadores directas e indirectas

D im en sión V ariable
Relación 

con la 
dimensión

M ercantilización

• Tasa ne ta  de participación nivel 
nacional (15 a 64  años)

• T asa de desem pleo nacional
• PEA fem enina (15 a  64 años)
• Trabajo infantil (entre 10 y 14 años)
• PEA ocupada asa la riad a
• T rabajadores independientes no 

calificados
• PIB por hab itan te  (US$ 1995)
• Población nacional bajo línea de 

pobreza
• Coeficiente de GIN1
• Rem esas como % del PIB
• Población ru ra l

Directa

Inversa
Directa
Inversa
Directa

Directa
Directa

Inversa
Inversa
Inversa
Control

D esm ercantilización

• G asto privado en  sa lud
• M atrícula educativa privada
• C onsum o privado como % del 

consum o total
• Población u rb an a  ocupada en 

sector público
• G asto público en  sa lud  per 

cáp lta  (US$ 1997)
• G asto público en  educación per 

cáp ita  (US$ 1997)
• Gasto público social (per cápita)
• G asto público social como % del 

PIB
• G asto  social dirigido a  desarrollo 

hum ano
• Empleados(as) con seguridad social

Inversa
Inversa

Inversa

Directa

Directa

Directa
Directa

Directa
Directa

Directa

• Fam ilias u rb a n a s  ex tensas y Inversa
com puestas

• Mujeres activas de 15 a 34 años Directa
• Je fa tu ra  fem enina Control
• Filas, nucleares hiparen, c /

Desfam illarización cónyuge s /  trabajo rem unerado Inversa
• Empleo urbano en servicio doméstico Directa
• Población m enor de 12 años Control
• Población m ayor de 65 años Control
* Razón de dependencia (población

12 a  64 años) Inversa



coeficiente de Gini (relación inversa), el acceso a los 
ingresos mediante la población bajo la línea de pobreza 
(relación inversa) y las remesas (relación inversa). Las 
remesas permiten además aprehender la emigración 
y la incapacidad del mercado para absorber la fuerza 
laboral. Además, los hogares rurales constituyen una 
variable de control para la proporción de hogares que 
podrían producir bienes de manera no mercantil.

Para establecer el grado de desmercantilización, 
consideramos nueve indicadores relativos a la cober­
tura y al gasto -público y privado-. Para determinar 
el papel de los servicios privados tomamos en cuenta 
los gastos en salud, la matrícula en educación privada 
y el consumo privado total de bienes y servicios. Para 
determinar el papel de los servicios públicos, incluimos 
la proporción de empleados públicos en la población 
económicamente activa, la proporción de la población 
asalariada con seguridad social y una batería de indi­
cadores relativos al gasto (social por habitante; social 
como porcentaje del PIB; por habitante en educación y 
salud). Los indicadores del gasto y la matrícula privada 
se relacionan inversamente con la desmercantilización: 
cuanto más alto lo primero, menor lo segundo. Por 
el contrario, los indicadores relativos a la inversión 
pública se relacionan directamente: a mayor inversión, 
también mayor desmercantilización.

Para valorar el grado de desfamiliarización con­
sideramos ocho indicadores. Dos indicadores son la 
proporción de familias extensas y compuestas y la 
proporción de las familias nucleares con cónyuges sin 
trabajo remunerado. Ambos tienen relación inversa 
con la desfamiliarización. Otros dos indicadores son 
la proporción de mujeres económicamente activas en 
edad reproductiva y la presencia del servicio domés­
tico en los hogares, simbas directamente relacionadas 
con la desfamiliarización. Además, consideramos la 
presencia de niños /as menores de 12 años y de per­
sonas adultas mayores de 65 años en las familias y la 
relación entre las personas económicamente dependientes



e independientes, en tanto  variables de control de la 
cantidad y del tipo de dem anda de cuidados existentes.

Finalmente, el desem peño del b ienestar, como una 
capacidad para  el manejo de los riesgos, puede ser el 
resultado de varias com binaciones de prácticas del 
bienestar. Para determinarlo se seleccionaron cuatro 
indicadores. El primero, la m ortalidad infantil, refleja 
la educación, en particular fem enina y la infraestruc­
tu ra  pública asociada a  la salubridad  y al agua pota­
ble. En general, la valoración del desem peño del bien­
estar, permite un  acercamiento al desarrollo humano. 
También consideramos la esperanza de vida escolar, 
es decir, el promedio de años alcanzados en educa­
ción. El índice de desarrollo hum ano relativo al género 
perm ite establecer la brecha en térm inos de desarrollo 
hum ano a  partir del ingreso, la  salud  y la educación. 
Finalm ente, la tasa  de homicidios perm ite determinar 
el grado en que se encuentra am enazada la propia inte­
gridad física de las personas, condición necesaria para 
cualquier manejo que se haga de los riesgos.

Una vez identificados todos los indicadores necesa­
rios, llevamos a  cabo el análisis de los conglomerados. 
E sta  técnica identifica a  los grupos de países que son 
relativam ente homogéneos cuando se com paran con 
otros grupos. Si la clasificación es exitosa, los países 
dentro del conglomerado serán m uy similares entre sí 
y los países ubicados en distintos conglomerados serán 
muy distintos entre sí. E sta  técnica estadística es ideal 
p a ra  el propósito de este libro, en la m edida en que per­
mite identificar a  los grupos inductivam ente, sin impo­
ner ideas preconcebidas a  los datos. Una vez que se ha 
realizado el agrupam iento, la teoría y la interpretación 
pueden ser reintroducidas p ara  el análisis5.

Una vez identificados los conglomerados, deter­
m inam os las variables estadísticam ente significativas 
para  dicha identificación. Las variables que no eran

5 Por mayor detalle de este aspecto, ver el anexo metodológico.



significativas al 5% no fueron consideradas relevantes 
para la identificación y comprensión de cada grupo de 
países. La única excepción fue la importancia relativa 
de las remesas, las cuales fueron consideradas con 
una significación estadística menor al 10%. El análisis 
fue completado con la revisión de los valores promedio 
de cada variable significativa.

La siguiente sección desarrolla los resultados que 
arrojó el análisis de los conglomerados.

3. HALLAZGOS

Tres fueron los tipos de régimen de bienestar iden­
tificados en la región latinoamericana. En el primero 
de ellos se ubican Argentina y Chile. En el segundo 
se encuentran Brasil, Costa Rica, México Panamá y 
Uruguay. Y en el tercero se ubican los siguientes paí­
ses: Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Perú, 
República Dominicana, Venezuela, Bolivia, Honduras, 
Nicaragua y Paraguay. Debido a rasgos que se explican 
a continuación, el primero es un régimen estatal-pro- 
ductivista; el segundo estatal-proteccionista; el tercero 
informal-familiarista.

Los dos primeros conglomerados presentan dife­
rencias de grado en materia de mercantilización y 
familiarización así como diferencias cualitativas en tér­
minos de desmercantilización. A su vez, entre estos dos 
conglomerados y el tercero, hay diferencias radicales, 
tanto de grado como cualitativas. De grado, por ejem­
plo, en la efectividad de los respectivos mercados labo­
rales para absorber la fuerza de trabajo. Y en términos 
cualitativos, por ejemplo, en que sean principalmente 
expulsores o atrayentes de la población trabajadora.

Los países que conforman el tercer conglomera­
do comparten entre sí, menores grados de mercan­
tilización de la fuerza de trabajo, escasos grados de 
desmercantilización y altos grados de familiarización 
del bienestar. Las diferencias que se presentan entre 
los países son de grado. Aparecen claramente dos



subgrupos de países: Bolivia, H onduras, Nicaragua 
y Paraguay, por u n  lado y los re s ta n te s  países por el 
otro. Dado que se tra ta  adem ás de los pa íses menos 
estudiados de la región, en este  traba jo  considera­
mos ambos subgrupos a los que segu idam ente  se les 
nom bra como conglomerado 3 (reun iendo  a  Colombia, 
Ecuador, El Salvador, G uatem ala, Perú  y República 
Dominicana) y conglomerado 4 (incluye a  Bolivia, 
Honduras, Nicaragua y Paraguay).

El diagrama 3.2 representa los tres conglomerados 
identificados con la variación de grado encontrada den­
tro de los países que conforman el tercer conglomerado.

DIAGRAMA 3 .2
R egím enes de bienestar en  A m érica Latina: 

conglom erados de países id en tificad os

Brasil
Costa Rica
Panam á
México
Uruguay
Chile
Argentina

Ecuador
El Salvador
Guatemala
Colombia
Venezuela
Perú
Rep. Dominicana

Honduras
Nicaragua
Bolivia
Paraguay



El diagrama se interpreta de la columna izquierda 
hacia la derecha. Las líneas horizontales denotan la 
distancia entre los países pertenecientes a un mismo 
conglomerado; las verticales representan los conglome­
rados que convergen cuando se incorporan los países 
progresivamente disímiles. Cuanto más corta es la línea 
horizontal previa a la línea que une a los países, mayor 
es la homogeneidad del conglomerado identificado. El 
conglomerado que comprende a Brasil, Costa Rica, 
Panamá, México y Uruguay es el más heterogéneo de los 
cuatro. El conglomerado integrado por Argentina y Chile 
es mucho más homogéneo, aunque no tanto como el 
siguiente. Precisamente, dentro de este tercer conglome­
rado se distinguen dos subgrupos, uno que comprende 
a Ecuador, El Salvador, Venezuela, Perú, Guatemala, 
Colombia y República Dominicana (subgrupo 3a) y 
otro que comprende a Bolivia, Nicaragua, Paraguay y 
Honduras (subgrupo 3b).

La proximidad geográfica no define a ninguno de 
los conglomerados. Vale decir que la posición geográ­
fica y geopolítica, así como las relaciones entre los 
vecinos, puede influir pero no es condición necesaria 
para identificar las similitudes en las prácticas de la 
producción del bienestar. Si bien puede parecer obvia, 
esta constatación es importante, por lo frecuente que 
es la comparación entre los países a partir de la sola 
proximidad geográfica. Generalmente se da por senta­
do que dicha comparación es relevante, por criterios 
que, con frecuencia, permanecen implícitos. Así por 
ejemplo, Costa Rica suele compararse con el resto de 
América Central, Uruguay con el resto del Cono Sur o 
los países andinos entre sí. Si bien, las comparaciones 
regionales son útiles, este trabajo ofrece criterios explí­
citos que justifican la comparación de países dentro o 
entre los regímenes de bienestar.

¿Por qué quedaron los países agrupados en cada 
uno de los conglomerados? Más concretamente, ¿qué 
indicadores fueron estadísticamente significativos para 
su conformación? Como se muestra en el cuadro 3.4,



CUADRO 3.4
Regímenes de bienestar en América Latina: dimensiones, indicadores, 

significación estadística y valores según conglomerados

Dlmen- Variable SigniCIc. Congl. 1 Congl. 2
Conglomerado 3

Total
sión estad. 1/ Subgrupo 3a Subgrupo 3b

Tasa neta de participación nivel nacional (15 a 
64 años) (0.467) 62.90 64.23 67.63 66.61 65,93

c Tasa de desempleo nacional (0.267) 12,00 7.14 7.87 4.13 7.29
•o PGA femenina (15 a 64 años) 10.781) 38,80 36.82 38.80 38,58 38.20
Ñ O Trabajo infantil (entre 10 y 14 años) (0.073) 0,65 5.20 14.93 17.98 11.32
3 II 
ou

PEA ocupada asalariada 0.000 73.54 66.04 50.22 43.69 55.75
Trabajadores independientes no calificados 0.001 16.10 21.34 33.83 34.30 28.49
PIB por habitante (US$ 1995) 0,000 6326.07 4243.40 2080.26 928.77 2897,00us Población nacional bajo línea de pobreza 0,000 22.70 28.86 53,46 67,70 46.37
Coeficiente de GINI 0.441 0.55 0.57 0.53 0.54 0.54
Remesas como % del PIB (0.104) 0.10 1.05 6.63 6.52 4.33
Población rural 0.031 11.45 26.50 34.47 44.33 31.89
Gasto privado en salud (0.845) 45.52 48.92 50.46 44.29 48.11

e
2y

Matrícula educativa privada 0.011 36.10 13.46 25.66 28.49 24,06
Consumo privado como % del consumo total (0.765) 83.40 83.18 86.08 86.02 84.96(0N Población urbana ocupada en sector público 0.009 16.11 14,10 8,70 7.63 10.79

s  ¿ Gasto público en salud per cápita (US$ 1997) 0,000 272.00 177,00 43,43 25.75 102,00
5 tio Z u

Gasto público en educación per cápita (US$ 
1997) 0,000 311.50 195.20 77,43 52.25 130,56

i Gasto público social per cápita 0.000 1293,00 885.60 202,57 117.25 482.31
ti)a Gasto público social como % del PIB 2/ 0.005 18.80 19.16 8,53 12.40 13.48

Gasto social dirigido a desarrollo humano (0.170) 29.38 25.81 23,65 31.64 26.66
Empleadoras) con seguridad social 0.000 5 6 .4 6 59.28 29.54 20.97 38.89 |
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C U A D R O  3.4 (continuaciónJ

Dim en­
sión V ariable Signific. 

estad . 1/ Congl. 1 Congl. 2 C<mglomerado3 T otal

Familias urbanas extensas y compuestas 0.017 17.65 19.42 29.20 28.10 24,96
c Mujeres activas de 15 a 34 años (0.903) 42,72 48.45 48.36 46.32 47.30
s Jefatura femenina (0.409) 22.50 27.60 28.00 30.00 27.72
(0

00
Filas, nucleares hiparen, c/ cónyuge s/ 

trabajo remunerado 0.001 51,55 46,54 40.59 38.50 42.99
Empleo urbano en servicio doméstico (0.272) 6.25 6.80 4.31 5.68 5.52

1 Población menor de 12 años 0.001 24.46 26.11 30,82 36.08 29.97
<L> Población mayor de 65 años 0.029 8.43 6.68 4.53 3.50 5.33
Q Razón de dependencia (población 12 a 

64 años) 0.007 49.05 48.87 55.02 65.58 54.99

Tasa de mortalidad menores de 5 años 0.028 14.50 22.20 31.57 43.50 29.72
Homicidios por cada 100.000 habitantes (0.202) 6.35 9.96 31.07 56,43 28.10

V II
o.-0 5

Indice de Desarrollo Humano relativo al 
Género 0.000 0.84 0.80 0.72 0.68 0.75

S oí B «7 o0 C loe Poblac. carcelaria s / proceso o en libertad 
condicional (0.684) 47.80 48.44 58.69 59.50 54.81

D E Esperanza de vida escolar (0.163) 12.22 11.31 10.09 9.90 10.63

Fuente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina; Juan Diego Trejos con la asistencia de Luis 
Ángel Oviedo.

1 / Entre paréntesis indicadores que no fueron estadísticamente significativos al 5%.
2/ Este y el siguiente indicador de gasto presentan una correlación de 0,80 por lo que se usaron alternativamente pero — 

no en forma simultánea. w

Segunda parte • H
allazgos



de los 32 indicadores considerados p a ra  explorar cada 
u n a  de las tres dim ensiones de análisis, 19 fueron 
estadísticam ente significativos p a ra  distinguir entre 
conglomerados. A continuación describo los principa­
les hallazgos p a ra  cada u n a  de las dim ensiones. Para 
ello dentro del tercer conglom erado distingo entre dos 
subgrupos (3- y 3b).

3.1  M ercan tilización  de l b ien es ta r

Para esta  categoría, cinco indicadores fueron encon­
trados estadísticam ente significativos: la proporción de 
la población económ icam ente activa asalariada; los 
trabajadores independientes no calificados; el produc­
to bruto por habitante; la  población bajo la  línea de 
pobreza y u n a  de las variables de control, la proporción 
de la población rural. Los prim eros dos indicadores 
miden el grado de formalización de la fuerza de trabajo 
y los restan tes, la rem uneración y su  distribución. Las 
rem esas fueron estadísticam ente significativas al 11% 
y cuatro  indicadores no fueron estadísticam ente signi­
ficativos: la  ta sa  n e ta  de participación laboral, el des­
empleo, la población fem enina económ icam ente activa 
y la  proporción del trabajo infantil.

Los valores prom edio m uestran  la efectividad de los 
m ercados laborales p ara  incorporar y rem unerar su 
fuerza de trabajo, el valor m ás alto se encuen tra  en el 
conglomerado 1 y el m ás bajo en el conglomerado 3.

Los países del conglomerado 1 (Argentina y Chile) 
m uestran la mayor formalización de la fuerza de traba­
jo: la población ocupada asalariada alcanza el 73,54% 
mientras que la independiente no calificada constituye un 
16,19%. Además en este conglomerado encontramos tam­
bién los mayores niveles de ingreso: u n  22,7% de la pobla­
ción bajo la línea de pobreza recibe m ás de US.$6.000 por 
persona al año, lo que en el contexto latinoamericano, es 
una proporción baja. Lo contrario ocurre en los países 
que conforman el tercer conglomerado. En promedio.



quienes tienen trabajo asalariado son alrededor de un 
20% menos que en el conglomerado 1 (50,22% y 43,69% 
en los subgrupos 3a y 3b, respectivamente), mientras que 
quienes trabajan por su cuenta en tareas no calificadas 
son menos de la mitad que en el conglomerado 1 (33,80% 
y 34,30%, respectivamente). En promedio, el ingreso 
anual por habitante en el conglomerado 3 no supera la 
tercera parte del ingreso por persona del conglomerado 1 
(US$2.080 y US$928,77, respectivamente).

En los países del conglomerado 2, (en el cual está 
incluido Costa Rica) encontramos que las dos terceras 
partes de la población ocupada tienen trabajo asalaria­
do (66,23%) mientras que un 22,34% tiene trabajo inde­
pendiente no calificado. El ingreso anual por habitante 
es entre el doble y cuatro veces y media más del encon­
trado en el conglomerado 3, según se trate del subgrupo 
3a o 3b, aunque un tercio menor que en el conglomerado 
1. Sin embargo, en el conglomerado 2 la población bajo 
la línea de pobreza representa en promedio un 28,86%, 
solo apenas por encima del conglomerado, y alrededor 
de la mitad del conglomerado 3 (en el cual se encuen­
tran, entre otros, Ecuador y Nicaragua).

Las remesas como indicador, y por tanto la mercan- 
tilización transnacional de la fuerza de trabajo, es esta­
dísticamente menos significativa (10,4%) que los res­
tantes indicadores (5%). Teniendo presente esta menor 
significación, las remesas aumentan sistemáticamente 
cuando pasamos del conglomerado 1 (0,10% del PIB) al 
2 (1,05% del PIB) y aún más cuando pasamos al conglo­
merado 3 (representan más del 6% del PIB).

Los primeros dos conglomerados son predominan­
temente urbanos (cerca del 90% y el 75% de la pobla­
ción respectivamente), mientras que el conglomerado 3 
es predominantemente rural (al menos un tercio de la 
población).

En general los países en los conglomerados 1 y 2 
tienen mayores capacidades para absorber su respec­
tiva fuerza de trabajo y para hacerlo de manera asa­
lariada. La principal diferencia tiene que ver con los



niveles de ingreso an u a l por persona. La población de 
los países que conform an el conglom erado 3 recurre, 
en mayor proporción, al autoem pleo y a  los mercados 
laborales transnacionales. Sin em bargo, con una pro­
porción de en tre  el 16% y el 20% de lo s /a s  trabajado- 
re s /a s  independientes no calificados/as, los mercados 
laborales de los conglom erados 1 y 2 tam bién proveen 
insuficiente trabajo  formal por lo que m uchas perso­
nas deben recurrir al autoem pleo. Por eso, aunque 
hay diferencias considerables en tre  conglomerados, en 
términos de m ercantilización de la fuerza de trabajo, 
los tres p resen tan  u n a  tendencia a  su  informalización. 
Como veremos luego, esta  noción de informalidad no 
alude, sin  embargo, sólo al m ercado laboral propia­
mente dicho, sino al desvanecim iento de los límites 
entre las lógicas de la asignación de los diferentes 
recursos -m ercantiles, fam iliares y  colectivos-.

Finalm ente, es destacable que la  distribución del 
ingreso no diferencie a  los conglom erados. En los tres 
conglomerados encontram os países con a lta  desigual­
dad. Por ejemplo, en el conglomerado 2 se encuentra 
Brasil, con la m ayor desigualdad del ingreso de toda 
la región, pero tam bién Costa Rica y Uruguay con 
la m enor. Los países del conglom erado 3 muestran 
desigualdades m edias y a ltas y los dos países del 
conglomerado 1 tienen a lta  desigualdad en el ingreso. 
Carecemos entonces de evidencia em pírica para  mos­
trar que es posible ubicarse en los conglomerados 1 y 
3 teniendo a  la  vez, bajos niveles de desigualdad. Esto 
no es sorprendente en los países del conglomerado 3, 
históricam ente excluyentes, pero sí sorprende el com­
portam iento del conglomerado 1, dado que an tes de la 
crisis económ ica de los años ochenta, tan to  Argentina 
como Chile tuvieron u n  régim en universalista-estratifi­
cado (Filgueira, 1998).

El ubicarse en  el conglomerado 2 es u n a  condición 
necesaria, pero totalm ente insuficiente, p a ra  encontrar 
niveles bajos en  la desigualdad. Si se quisiera expli­
car la  desigualdad del ingreso y no la del régimen de



bienestar, debería ser distinto, tanto el conjunto de 
variables a considerar como el modelo estadístico a 
realizar6. Esto explica porqué el coeficiente de Gini, que 
precisamente mide la distribución del ingreso, no fue 
estadísticamente significativo para la conformación de 
los conglomerados.

3.2Desmercantilización del bienestar

Siete indicadores fueron encontrados estadísti­
camente significativos: la cobertura de la educación 
privada, los/as trabajadores/as asalariados/as con 
seguridad social, los/as funcionarios/as públicos/as, 
así como los cuatro indicadores de la inversión social 
(el gasto social, el gasto social como porcentaje del 
producto interno bruto, el gasto en salud y educación). 
Dos indicadores no fueron estadísticamente significa­
tivos: el gasto privado en salud y el consumo privado, 
ambos relativamente homogéneos entre los países.

Primero, veamos qué ocurre con la política pública. 
¿En qué medida está desvinculado el bienestar del “bol­
sillo”, es decir, del intercambio mercantil? Si considera­
mos la proporción de la PEA ocupada en el sector públi­
co, el Estado es más grande en el primer conglomerado 
(16,11%) y menor en el segundo (14,10%). La inversión 
pública es consistentemente más alta en el conglomera­
do 1 que en el 2, ya sea que consideremos el gasto social 
per cápita en general por año (US$1.293 y US$865,60) 
o el gasto en educación (US$311,5 y US$195,2) o en 
salud (US$272 y US$177) para cada conglomerado 
respectivamente. Sin embargo, la prioridad fiscal de la 
política social (es decir, su relación con el PIB), es leve­
mente mayor en el conglomerado 2 que en el 1 (19,16% 
y 18,80% respectivamente). Por su parte, la proporción 
del trabajo asalariado con seguridad social es más alta

6 En este caso lo adecuado sería utilizar la regresión múltiple y 
no el análisis de conglomerados.



en el conglomerado 2 (casi 60%) que en el conglomerado 
1 (56,46%).

Dentro del conglomerado 2, México m uestra resul­
tados diversos. Por u n  lado, el país presenta resultados 
consistentes con los restantes países del conglomerado 
en materia de empleo público (11,2%), de trabajado­
res /a s  con seguridad social (52,5%) y de matrícula 
en la educación privada (12,5%). Por otro lado, el país 
m uestra menor gasto social que el resto de los países del 
conglomerado (US $456 dedicado a program as sociales, 
en contraste con US $885,6 como promedio del respec­
tivo conglomerado). Estos resultados le ubican éntrelos 
conglomerados 2 y 3 e incluso, el esfuerzo fiscal realiza­
do en política social presenta valores m ás bajos que en 
algunos países del conglomerado 3 (9,8% en compara­
ción con el promedio de 19,16% del conglomerado 2).

La m atrícu la  privada varía considerablemente entre 
los conglom erados 1 (36,10%) y 2 (13,40%). Este es el 
único indicador que ubica a  estos conglomerados en 
extrem os opuestos. El conglomerado 1 tiene el por­
centaje m ás alto de m atrícula privada mientras que el 
2 tiene el m ás bajo de los tres. Sugiere que el conglo­
m erado 2 tiene servicios educativos m ás extendidos y 
universales que el conglomerado 1, donde prevalecen 
los servicios focalizados y donde u n a  mayor proporción 
de la población depende de los servicios privados.

En el conglomerado 3 la proporción de la pobladón 
económ icam ente activa en el sector publico (8,7% y 
7,63% en los subgrupos a  y b, respectivamente) es la 
m itad o m enos que la que encontram os en los conglo­
m erados 1 y 2. Además, el porcentaje de trabajo asa­
lariado con seguridad social es bastante  bajo (29,54% 
y 20,97% en los subgrupos a  y b, respectivamente). El 
gasto público tam bién es consistentem ente menor en el 
conglomerado 3 que en los conglomerados 1 y 2. Cuando 
se considera el gasto social total, este alcanza US$202 y 
US$117 en cada subgrupo. En el mismo conglomerado, 
el gasto en educación es de US$77,43 en el subgrupo a 
y US$52,25 en  el subgrupo b y en salud, el gasto es de



US$43,43 y US$25,75 para el subgrupo a y b respec­
tivamente. Sin embargo, el esfuerzo fiscal en el gasto 
social es mayor en el subgrupo 3b que en el 3a (12,40% 
y 8,53%, respectivamente) reflejando esto que Nicaragua 
y Bolivia dedican a los programas sociales, un porcen­
taje alto de su pequeño producto interno bruto (13,2% 
en Nicaragua y 17,9% en Bolivia). Con la excepción de 
Colombia (con 13,6%), estos porcentajes son considera­
blemente más altos que en otros países del subgrupo 3a, 
en el cual la mayoría de los países dedican menos del 
10% del producto bruto interno a los programas socia­
les. Es de resaltar que aunque en el conglomerado 3, la 
población tenga niveles de ingreso mucho menores que 
en los otros conglomerados, entre el 25,66% y el 28,49% 
de la población recurre a la educación privada.

En general, la desmercantilización del bienestar es 
mayor en los conglomerados 1 y 2 y comparados entre 
sí, esta es mayor en el conglomerado 1 que en el 2, 
excepto en materia de educación y de seguridad social. 
En el 1, el alto porcentaje de matrícula en la educación 
privada sugiere un mayor peso de los servicios públicos 
focalizados. Además, hay una mayor proporción de tra­
bajo asalariado con seguridad social en el conglomera­
do 2 que en el 1, junto con el cual también varía el tipo 
de seguridad social existente en uno y otro conjunto 
de países, más individualizado en el primer caso y más 
colectivo en el segundo. Con la excepción de México, 
todos los países del conglomerado 2 han promovido 
transformaciones estructurales en sus economías con 
cierta reticencia, lo cual se ha reflejado en el tipo de 
reformas introducidas en sus respectivos sistemas de 
seguridad social (concretamente en pensiones y en el 
caso de Costa Rica, también en salud). Estos países 
han mantenido los sistemas organizados en torno a los 
fondos colectivos y no individuales.

Pareciera que los países del conglomerado 2 tienen 
una mayor presencia de la protección social organizada 
colectivamente -por lo tanto estratificada según ocu­
paciones-, mientras que los del conglomerado 1 tienen



mayor presencia de la protección social individual. La 
desmercantilización es por lo tanto m ás favorable a la 
población pobre -por ingresos- en los países del con­
glomerado 1 y m ás pro-trabajo formal -y por lo tanto 
más favorable a los sectores medios- en los países del 
conglomerado 2. En cualquier caso, la desmercantili­
zación está definida por dos principales criterios que 
orientan la asignación de los recursos: la necesidad y 
la contribución realizada por el trabajado asalariado.

En el conglomerado 3 y comparado con los conglo­
merados 1 y 2, la desmercantilización es muy baja. El 
acceso a la educación privada es más alta que en el 
conglomerado 2 aunque menor que en el conglomerado 
1. A la vez, el trabajo asalariado con seguridad social 
alcanza a una pequeña proporción de personas. Dado 
que la mayoría de estos países privatizaron sus siste­
mas de seguridad social, hay una fuerte presencia de 
la protección social relacionada al trabajo, de carácter 
individual, aunque sin el nivel de cobertura alcanzado 
por los países del conglomerado 1.

3 .3  D esfam iliarización

Para esta categoría cinco indicadores fueron esta­
dísticamente significativos: familias extensas y com­
puestas; familias nucleares en las cuales las esposas 
o compañeras dedican el tiempo completo al trabajo 
no remunerado y tres variables de control -pobla­
ción menor de 12; población mayor de 65 años y tasa 
de dependencia entre las personas generadoras de 
ingresos y la población cuidado-dependiente-. Tres 
indicadores no fueron estadísticamente significativos: 
las mujeres económicamente activas en edad repro­
ductiva; las m ujeres jefas de hogar y la presencia del 
servicio doméstico.

Las familias extensas y compuestas tienen menor 
presencia en el conglomerado 1 (17,65%) que en el 2 
(19,42%) y la mayor en el conglomerado 3 (29,20% y 
28,10% en los subgrupos 3a y 3b, respectivamente).



En los tres conglomerados hay una presencia con­
siderable de las mujeres dedicadas a tiempo completo 
a las tareas del hogar. Sin embargo, el modelo tradi­
cional de familia -integrado por un hombre proveedor 
de ingresos y una mujer cuidadora- tiene mayor pre­
valencia en los conglomerados 1 y 2 que en el 3. Así 
lo indica la proporción de familias tradicionales en las 
que las compañeras o cónyuges se dedican al trabajo 
no remunerado a tiempo completo, la cual es mayor en 
los conglomerados 1 (51,55%) y 2 (46,54%) que en el 
conglomerado 3 (40,59 y 38,50%).

La reducción de la mortalidad infantil, el aumento 
de la esperanza de vida y el consiguiente envejecimiento 
poblacional7 es mayor en el conglomerado 1, algo menos 
en el segundo e incipiente en el tercero. Hay dos y media 
veces más personas mayores de 65 años en las fami­
lias o en la población de los países del conglomerado 1 
que en las del 3 (8,43% y 3,5%, respectivamente). Por 
el contrario, los niños y las niñas menores de 12 años 
constituyen un 30% o más en el conglomerado 3 pero se 
reducen a un cuarto de la población en el conglomerado 
1 (24,46%) y en el 2 (26,11%). La razón de dependencia 
es por lo tanto mayor y está compuesta por una pro­
porción mayor de gente joven en el conglomerado 3 y 
menor, con una mayor presencia de personas adultas 
mayores, en el conglomerado 1. Esto sugiere una mayor 
dependencia de trabajo no remunerado en el conglome­
rado 3 que en el 1 y el 2. Pareciera que hay una mayor 
demanda de cuido en aquellos conglomerados en los 
cuales hay menor presencia de familias nucleares con 
división sexual del trabajo tradicional, pero mayor pre­
sencia de familias extensas y compuestas.

En general, vemos altos grados de familiariza- 
ción en los tres conglomerados. Sin embargo, en los

7 Tendencias que. en su conjunto, se conocen como “transición 
demográfica", la cual en América Latina puede haberse com­
pletado (como en Uruguay), ser avanzada (como en Costa Rica), 
o incipiente (como en Honduras).



conglom erados 1 y 2, las familias nucleares tienen un 
papel m ás im portante, m ien tras que en el conglomera* 
do 3 son las fam ilias ex tensas y com puestas. Mientras 
que en los conglom erados 1 y 2 las familias experi­
m entan  m enos presión de m iem bros dependientes, 
en el conglom erado 3 hay u n a  m ayor proporción de 
personas dependientes por cada persona generadora 
de ingresos, así como, en promedio, m enores niveles de 
ingreso que en  los restan tes conglomerados.

3 ,4  D esem peño

Dos indicadores fueron estadísticam ente signifi­
cativos p a ra  e s ta  categoría: la m ortalidad infantil y el 
índice de desarrollo  hum ano de género. Dos indicado­
res no fueron estadísticam ente significativos: homici­
dios y esperanza  de vida escolar.

Las variaciones en la m ortalidad infantil son muy 
m arcadas en tre  los conglom erados 1 (14,50 por mil) y
2 (22,20 por mil) así como en el mismo conglomerado
3 (31,57 por mil y  43 ,50  por mil, respectivamente para 
cada subgrupo). Como fue explicado previamente, este 
indicador es m uy útil como m edida resum en del desa­
rrollo hum ano , dado  que refleja los niveles educativos 
-e n  particu lar el de la m adre-, así como la infraestruc­
tu ra  pública de saneam ien to  y agua potable. En térmi­
nos de desigualdad  de género, el índice m uestra la bre­
cha existente en m ateria  de desarrollo hum ano entre 
hom bres y m ujeres y m u estra  que esta  es menor en los 
conglom erados 1 y 2 (0,84 y 0,80 respectivamente) que 
en el conglom erado 3 (0,72 y 0,68 en los subgrupos 3a 
y 3b, respectivam ente).

4 . INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS

A partir del aná lis is  estadístico, ¿qué podemos decir 
de cada uno  de los tres conglomerados identificados? 
Los hallazgos fu n d am en tan  que todos los regímenes 
latinoam ericanos son, en alguna medida, informales,



en tanto una proporción de la población no puede, en 
ninguno de los tres conglomerados, lidiar razonable­
mente con los riesgos sociales a partir de las lógicas 
claramente diferenciadas entre el intercambio mer­
cantil, las relaciones familiares y la política pública. 
Por el contrario, existe un grado de indistinción de las 
prácticas de asignación de los recursos que, adaptan­
do la noción empleada por Gough (2004), llamaremos 
informalización del bienestar.

Por lo tanto, una proporción variable de la pobla­
ción, en alguna medida, depende de los arreglos fami­
liares y comunitarios para asumir las prácticas cuyas 
lógicas corresponden a los mercados, en particular 
laborales, o a los Estados -locales o nacionales-. Es 
cierto que lidiamos con la debilidad, que se explicó 
más arriba, de los indicadores que permiten valorar el 
papel de las comunidades en la producción del bien­
estar. Sin embargo, la combinación de los indicadores 
disponibles con el conocimiento previamente existente 
sobre los mercados laborales, las políticas públicas, la 
emigración y la organización de las familias, permiten 
fundamentar esta afirmación.

En los conglomerados 1 y 2 las políticas públicas 
son centrales. En el primero estas se enfocan princi­
palmente en la formación del capital humano. De lo 
que se trata es de que la población tenga las condicio­
nes necesarias para asegurarse ingresos que le permi­
tan acceder a los servicios privados de educación y de 
salud. Pueden por lo tanto considerarse como políticas 
con una orientación productivista, es decir, que bus­
can mejorar las condiciones de la fuerza laboral para 
que esta participe del mercado laboral. En el segundo 
conglomerado, las políticas públicas enfatizan sobre la 
protección social a partir de las contribuciones asocia­
das a las ocupaciones, en particular, en los sectores 
formales de la economía.

A pesar de la presencia de la política pública, en 
ambos conglomerados, un amplio conjunto de la pobla­
ción carece de un acceso satisfactorio a los servicios



públicos. Estos países son por eso tan  estatales como 
informales. A la hora de definir cómo llamarles, se tuvo 
en cuenta el criterio de Barrientos (2004), quien señala 
que el orden de las etiquetas pone énfasis en la lógica 
relativa predominante de la asignación de los recursos. 
Partimos de lo siguiente: en las economías de mercado, 
el intercambio mercantil siempre será el dominante. 
En tanto constante no necesita reflejarse en la etique­
ta  que, más bien, debe nom brar las variaciones entre 
los regímenes. Cuando las políticas públicas enfatizan 
sobre la formación del capital hum ano, como en Chile 
y Argentina, y existe un  menor énfasis en la desmer- 
cantilización de la protección de los riesgos -clara­
mente la seguridad social-, estamos ante un régimen 
de bienestar estatal-productivista. En este régimen, el 
Estado interviene en aquellas áreas que el mercado no 
resuelve o para aquella parte de la población, para la 
cual, el intercambio mercantil no es suficiente.

En cambio, cuando las políticas enfatizan la pro­
tección social, como en Brasil, Costa Rica, México, 
Uruguay y Panamá, estam os ante un  régimen de bien­
estar estatal-proteccionista. El Estado, en este caso, 
interviene aún en áreas que podrían tener el predo­
minio del mercado -como la seguridad social- y para 
aquella población que no necesariamente se encuentra 
en condiciones de pobreza, como los sectores medios.

¿Cómo es que México, u n  país que ha promovi­
do reformas liberales en diversas áreas de la política 
pública se califica como un  régimen estatal-proteccio­
nista? La respuesta radica en dos factores: primero, 
la inercia de algunas políticas (como la presencia rela­
tivamente alta de funcionarios/as públicos/as o de 
em pleados/as con seguridad social); segundo, el que la 
unidad de análisis en la que nos estamos enfocando no 
es el Estado sino el régimen. Si en cambio nos centrá­
ramos en los cambios en los paradigmas de la política, 
en aquellos que han  orientado las reformas recientes, 
México posiblemente se encuentre m ás cerca de Chile 
que de Uruguay. Sin embargo, este no es el caso al



analizar la constelación de prácticas de asignación de 
los recursos.

Con respecto a las maneras de nombrar cada uno 
de los tres regímenes de bienestar, hay quienes han 
sugerido que se pone demasiado énfasis en el Estado, 
a pesar de que nuestro interés sea nombrar el régimen. 
El contra argumento ha sido el siguiente: lo caracterís­
tico del régimen de bienestar en dos de los conglome­
rados es justamente la presencia relativamente impor­
tante del Estado, que no es tal en el tercero. Y no se 
trata de un mero asunto de etiquetas. Por el contrario, 
la presencia o no de los Estados con alta capacidad 
de redistribución de los recursos tiene serias implica­
ciones, tanto para el diseño de los programas sociales 
como para los resultados que estos alcanzan. En gene­
ral, los programas sociales presuponen, aunque no 
necesariamente explicitan, cierto tipo de contrapresta­
ción familiar en forma de tiempo, así como cierto tipo 
de modelos de familias y de mercados laborales.

Una segunda observación es que la noción de “pro- 
ductivista” y “proteccionista” podrían dar lugar a una 
falsa idea: que el productivismo es positivo y el protec­
cionismo es negativo. Estos signos de más y de menos 
se desprenderían del paradigma del "libre" mercado 
que ha sido dominante en las últimas dos décadas en 
América Latina y que se ha prescripto como el camino 
a seguir. Este paradigma pregona como empíricamen­
te evidente lo que no es sino un acto de fe: que las 
economías abiertas son mejores para la estabilidad, el 
crecimiento y la distribución de los recursos, que las 
economías que protegen su producción (idea que con­
venientemente olvida el sistemático proteccionismo de 
los sectores estratégicos que se hace en los países del 
Norte del planeta).

En el marco de este libro, el carácter “productivis- 
ta” alude a una búsqueda del Estado por ser funcional 
a las demandas del mercado y, en todo caso, por com­
pensar sus deficiencias. Por eso en este tipo de régimen 
de bienestar, el sector privado es el protagonista de la



política social, la que se financia privadam ente desde 
el “ bolsillo” de cada persona, y los recursos públicos 
tienen un  papel com plem entario, principalm ente des­
tinado a  financiar servicios básicos p ara  la población 
cuyo “bolsillo” no perm ite el acceso privado. El carác­
ter proteccionista, alude a  la existencia de u n as áreas 
de la vida social que están  bajo la “protección”, como 
su  nombre lo indica, del Estado, porque se considera 
deseable sacarlas o al m enos reducir su  dependencia 
del intercambio m ercantil, no sólo en el financiamien- 
to, sino tam bién en la  prestación de los servicios. En 
u n  caso predom ina el paradigm a del E stado subsidia­
rio; en el otro u n  E stado m enos reform ado o reformado 
de m aneras m ás heterodoxas, y que m antiene vigente 
rasgos intervencionistas propios del modelo de sustitu­
ción de im portaciones.

El tercer conglomerado m uestra  u n  gran peso de 
las prácticas inform ales en la producción del bienestar: 
como lo argum entan  Gough y Wood (2004), la  mayoría 
de la población depende sólo de los arreglos familiares 
y com unitarios, en  el m arco de los m ercados labora­
les y de las políticas públicas excluyentes. Como lo 
m uestra  la proporción de lo s /a s  traba jadores/as inde­
pendientes no calificados/as y el peso relativo de las 
rem esas en el producto  interno b ru to  promedio de los 
respectivos conglom erados (subgrupos 3a y 3b), el 
ám bito dom éstico es central, porque transforma a 
los hogares en un idades productivas y busca com­
pensar la falta de empleo a  través de la  emigración y 
de las rem esas. Como lo m ostraré con ejemplos más 
adelante (capítulo 5), en estos países existe una gran 
proporción de fam ilias de escasos recursos que aporta 
trabajo com unitario no rem unerado, para  acceder a 
servicios en á reas  que podría esperarse fueran una 
responsabilidad de los gobiernos locales y Jo centra­
les, como la construcción  de las escuelas e incluso su 
adm inistración. En el mejor de los casos son contra­
parte  de la asignación autorizada de los recursos que 
hace el Estado, au n q u e  sólo u n a  pequeña parte de la



población accede a las transferencias y a  los servicios 
públicos, organizados en program as inestab les y de 
escaso alcance, en un  escenario de g ran  dificultad de 
mercantilización de la fuerza de trabajo .

Estam os ante un  régimen de b ienestar Jamiliaris- 
ta que p resen ta  diferencias de grado. Por u n  lado se 
encuentran  G uatem ala, Ecuador, El Salvador, Perú, 
Colombia y Venezuela. Por otro lado están  Bolivia, 
Honduras, N icaragua y Paraguay. E stos países cons­
tituyen u n a  variante altamente Jamiliarista  del mismo 
régimen. El Estado tiene muy escasas capacidades y las 
organizaciones internacionales tienen u n  mayor papel. 
Como ya se argum entó, la diferencia en tre am bos con­
glomerados de países no es cualitativa sino de grado.

El d iagram a 3.3 p resen ta  el m apa  de América 
Latina con la distribución de los países según  el régi­
men de b ienestar, haciendo la d istinción  de grado 
existente en tre  los países con régim en de b ienestar 
familiarista.

Com parado con otros regím enes, en el régimen 
estatal-productivista el acceso al m ercado laboral y a 
los ingresos es máximo, y tiene u n a  fuerza de trabajo 
con máxim a calificación (siempre en térm inos relativos 
a los restan tes  regímenes). Quiere decir que estos países 
logran m ercantilizar su  fuerza de trabajo m ás y de mejor 
m anera que aquellos ubicados en los otros conglomera­
dos. La protección de los riesgos como la vejez está  a lta ­
mente su jeta  al poder adquisitivo de las personas, como 
lo está la formación del capital hum ano desde la inver­
sión en salud  y educación. Además, la política pública 
desm ercantiliza la formación del capital hum ano  a tra ­
vés de la garantía de la educación básica y el acceso a 
los servicios de salud, en particular, en tre aquella parte 
de la población que no puede com prarlos privadam ente. 
Así la inversión social por habitan te es m áxim a aunque 
principalm ente dirigida a esta población.

En el régimen estatal-proteccionista el acceso a los 
ingresos a través del mercado laboral es m enor que en el 
primero pero mayor que en los res tan tes  subgrupos del



DIAGRAMA 3 .3
R egím enes de b ien estar  en  A m érica Latina: tipos que 

arroja el a n á lis is  de lo s conglom erados

Fuente: E laboración  propia.

c o n g lo m e ra d o  3 . La p ro te c c ió n  so c ia l y  la  form ación del 
c a p ita l  h u m a n o  s o n  m á x im a s  y co n  a lto  grado  de des- 
m e rc a n ti l iz a c ió n  a u n q u e  e s ta  s e a . com o b ien  lo señala 
F ilg u e ira  (1 9 9 8 ), e s tra t if ic a d a . V ale d ec ir  que  los riesgos



como la vejez y la incapacidad son financiados colec­
tivamente en mayor medida en este que en el régimen 
estatal-productivista pero como la cobertura está fuerte­
mente vinculada a la inserción laboral de las personas, 
esta es a la que vez extendida y estratificada. La for­
mación del capital humano muestra, en este régimen, 
una presencia del mercado comparativamente menor 
y no necesariamente estratificado en lo formal, aunque 
su calidad presente brechas con la educación privada. 
Además, en el régimen estatal-proteccionista el Estado 
interviene en la prestación directa de los servicios en 
mayor medida que en el estatal-productivista.

Aunque comparativamente mucho menos que en el 
régimen de bienestar familiarista, los regímenes esta­
tal-proteccionista y estatal-productivista tienen amplios 
contingentes de población desprotegida, tanto del mer­
cado laboral como de la política pública. Por eso, ambos 
son también informales: en el marco de las familias y 
de las redes sociales de apoyo, las personas despliegan 
múltiples estrategias para llenar los vacíos que dejan 
tanto su capacidad de satisfacer privadamente el acceso 
a los bienes y los servicios, como la propia participación 
estatal. En ambos casos también, el trabajo femenino 
no remunerado a tiempo completo, realiza un importan­
te aporte a la producción del bienestar. Alrededor de la 
mitad de las mujeres cónyuges se dedica al trabajo no 
remunerado. El que tantas mujeres no tengan que recu­
rrir a los segundos ingresos está correlacionado con la 
efectividad de ambos regímenes. La mayor participación 
laboral femenina se encuentra en los sectores con altos 
ingresos y niveles educativos (reflejando los cambios 
culturales) y en sectores de bajos ingresos y niveles edu­
cativos bajos (reflejo de las necesidades económicas).

Con excepción de México, los países con un régimen 
estatal-proteccionista han realizado ajustes económicos 
reticentes (Thorp, 1998), ya sea que se trate de países 
con industrialización temprana (como Brasil y Uruguay) 
o no (como Costa Rica) y que tengan puntos de parti­
da de relativa homogeneidad social (como Uruguay y



Costa Rica) o no (como Brasil). La confluencia de Brasil 
y México por u n  lado, y de U ruguay y Costa Rica por el 
otro, corroboran que este régimen es el m ás heterogéneo 
de los cuatro: combina países que en  la época dora­
da tuvieron universalismo estratificado (Costa Rica y 
Uruguay) con países que fueron duales (Brasil y México) 
(Filgueira, 1998). La distribución del ingreso es alta­
mente desigual en los países del régimen estatal-pro- 
ductivista y muy heterogéneo en el estatal-proteccionis- 
ta. Este último incluye a  Brasil, el país m ás desigual del 
m undo y a  Uruguay y Costa Rica, los m enos desiguales 
de la región.

El régimen familiarista tiene u n a  capacidad mínima 
para  absorber y rem unerar adecuadam ente su fuerza 
de trabajo. Los países de este conglomerado muestran 
el peor escenario: no son exitosos en mercantilizar el 
trabajo al mismo tiempo que la protección social y la 
formación del capital hum ano están  desmercantiliza- 
dos de m anera  mínima o interm edia. Por ejemplo, en 
m ateria educativa, la m ercantilización es la segunda 
m ás a lta  después del régimen estatal-productivista pero 
los salarios son los m ás bajos. Esto quiere decir que en 
el régim en familiarista la población depende, en mayor 
m edida, de los ingresos y adem ás tiene muchas más 
dificultades para  obtenerlos que en otros regímenes.

E n los países con régim en fam iliarista más de la 
m itad de la población está  en condiciones de pobre­
za. S us políticas públicas son débiles en términos del 
gasto, la cobertu ra  y los resultados. La mortalidad 
infantil a n te s  de los 5 años es m ayor a  40 por mil, lo 
que refleja u n a  in fraestructu ra  pública deficiente en 
aspectos ta les como el saneam iento  y el agua potable. 
Los m ercados laborales nacionales son altamente inefi­
cientes p a ra  absorber la m ano de obra y las remunera­
ciones son  bajas. La producción del bienestar descansa 
en el traba jo  no rem unerado femenino, en las familias 
y las com unidades, en m ucho m ayor medida que en los 
regím enes anteriores. Hay u n a  a lta  proporción de fami­
lias con los papeles asignados por género modificados,



ya sea en hogares con doble proveedor o con jefaturas 
femeninas. Esto no quiere decir que la división sexual 
del trabajo sea menor que en otros regímenes, sino por 
el contrario esta es mayor, dado que hay una sobrede­
manda del trabajo femenino, tanto remunerado como 
no remunerado.

Entre los países con régimen familiarista, hay 
algunos que calificamos como altamente familiarista: 
en estos, cerca de 7 de cada 10 personas viven en 
condiciones de pobreza. Siguiendo la tendencia, en 
estos países la demanda de servicios públicos es aún 
mayor aunque el gasto, la cobertura y los resultados 
alcanzados son menores. Si en este régimen en general 
la intervención pública es tímida, en el subgrupo alta­
mente familiarista es prácticamente inexistente para la 
gran mayoría de la población.

Con algunas excepciones como Ecuador y 
Venezuela, los países con un régimen familiarista, 
se industrializaron tardíamente y ajustaron radical­
mente sus economías. Si antes del ajuste económico 
eran socialmente heterogéneos, continuaron siéndolo 
después. Una de las consecuencias visibles es la pro­
porción de cónyuges que trabajan remuneradamente, 
esta refleja las estrategias familiares desplegadas para 
compensar la escasa remuneración del trabajo y la 
escasa o nula intervención pública. Esto sucede aquí 
en mayor medida que en los regímenes estatal-produc- 
tivista y proteccionista, el trabajo remunerado de las 
mujeres viene acompañado de extensas jornadas de 
trabajo no remunerado, dado que es máxima la reali­
zación simultánea de tareas de generación de ingresos 
y de provisión de cuidados.

Ambos subgrupos de países presentan resultados 
pobres en términos socioeconómicos y de equidad de 
género, ya sea que valoremos los ingresos, el desarro­
llo humano, la mortalidad infantil o la pobreza. Sin 
embargo, la distribución de los ingresos en estos países 
no es necesariamente más desigual que en países con 
otros regímenes de bienestar.



E n  té rm in o s  g e n e ra le s , los re g ím e n e s  estatal- 
pro tecc ion ista  y  es ta ta l-p ro d u c tiu is ta , a lcan zan  altos 
g rad o s  de d e sm e rc a n tiliz a c ió n  de la  fu e rza  de trabajo. 
Por el c o n tra r io , el Ja m ilia ris ta  a lc a n z a  e scaso s  o muy 
e sc a so s  n iv e les  de d e sm e rc a n tiliz a c ió n . En estos dos 
ú ltim o s e sc e n a rio s , los m e rc a d o s  la b o ra le s  transnacio­
n a le s  tie n e n  u n  p ap e l c e n tra l.

E n  el rég im en  esta ta l-p ro d u c tiu is ta  les va bien a los 
pob res  pero , los no  p o b re s  d e p e n d e n  principalm en­
te del m e rc ad o . U n am p lio  c o n ju n to  de  la población 
q u ed a  en  el m edio , e n tre  p ro g ra m a s  focalizados por un 
lado y e sc a so  p o d er ad q u is itiv o , p o r el o tro . El régimen 
esta ta l-pro tecc ion ista  a lc a n z a  a  los n o  p o b re s  pero de 
m a n e ra  e s tra tif ic a d a , en  fu n c ió n  de  la  form alidad o 
in fo rm alid ad  del trab a jo  y la s  o c u p a c io n e s . El régimen 
fa m ilia r is ta  tie n e  u n a  e s c a s a  desm ercantilización . 
C u an to  m á s  in fo rm al es el rég im en , m a y o r es el papel 
de las  e n tid a d e s  no  e s ta ta le s , ta n to  lo c a le s  com o inter­
n ac io n a le s , q u e  a su m e n  a lg ú n  g ra d o  de  asignación 
a u to riz a d a  de los re c u rso s , que  c o m p e n se  la  ausencia 
o in su fic ien c ia  de  la s  p o líticas p ú b lic a s .

La d esfam ilia rizac ió n  es en  g e n e ra l b a ja  y predomi­
n a  la tra d ic io n a l d iv isión  sex u a l del tra b a jo  en tre  hom­
b re s  y m u je re s . El trab a jo  no  re m u n e ra d o  femenino 
tiene  u n  p a p e l c e n tra l. C u a n d o  los c u id a d o s  dejan de 
te n e r  p e rs o n a s  c e n tra lm e n te  d e d ic a d a s , o instituciones 
que las  re e m p la c e n , las  p e rs o n a s  cu idado-dependien­
tes su fre n  la s  c o n se c u e n c ia s .

S in  em bargo , h ay  v ariac io n es  e n tre  los regíme­
nes. C u a n to  m á s  inform al es el rég im en , mayor es la 
d e m a n d a  del trab a jo  no re m u n e ra d o , porque mayor 
es la c o m p en sa c ió n  de las “fallas" que  las  familias en 
genera l y la s  m u je re s  en  p a r tic u la r  d eb en  desplegar. Los 
reg ím enes esta ta l-productiu ista  y estatal-proteccionista 
m u e s tra n  u n  m ay o r peso  relativo del m odelo de familia 
trad ic iona l. El rég im en  Jam ilia ris ta , por s u  parte , mues­
tra  m ayor peso  rela tivo  de las  fam ilias con presencia de 
cónyuges con  tra b a jo  re m u n e rad o , ju n to  con familias 
ex ten sa s  o c o m p u e s ta s . Los re su lta d o s  sug ieren  que, en



general, los cambios en el modelo de familia se deben 
más a la necesidad económica que a los cambios en 
las normas culturales. Se trata de un aspecto que se 
explora en mayor profundidad en el siguiente capítulo, 
cuando se caracterizan los mundos del bienestar en los 
países seleccionados dentro de cada régimen.

Más allá del modelo de familia, en los regímenes 
estatal-productivista y estatal-proteccionista, las fami­
lias y las comunidades tienen un mayor apoyo de los 
mercados laborales y de los programas del Estado. 
Este no es el caso del régimen familiarista, en el cual 
las familias están básicamente, por su cuenta, hacien­
do frente al manejo de los riesgos.

En general, los países con un régimen estatal 
muestran distintos caminos en términos de la política 
pública, con distintas implicaciones del papel jugado 
por el intercambio mercantil y por la división sexual 
del trabajo, las cuales deben ser abordadas con mayor 
profundidad. Los países con un régimen familiarista, 
por su parte, enfrentan el reto de expandir la asigna­
ción de los recursos a partir de las prácticas que tras­
ciendan el ámbito doméstico y comunitario.

En términos del desempeño de cada régimen, hay 
una mayor efectividad en los regímenes estatales que 
en el familiarista. La mortalidad infantil, la esperanza 
de vida, la esperanza de vida escolar son tres indica­
dores de la estructura de los riesgos que muestran 
dramáticas diferencias entre los regímenes.

5. IMPLICACIONES

La propuesta teórico-metodológica presentada en 
este capítulo trasciende la política pública porque 
permite aprehenderla simultáneamente junto a las 
dinámicas de los mercados laborales y de las familias. 
Lo hace además posible para el conjunto de la región. 
Tanto el enfoque como el número de los casos a los que 
este se aplica constituyen una innovación con respecto 
a los estudios previos.



Claro e stá  que lidiam os con las limitaciones 
im puestas por los datos disponibles. Por eso, tanto 
la línea de investigación como los resultados que esta 
arroja, al m irar la región en su  conjunto, ofrece datos 
que son a  la vez reveladores y provisorios. Tenemos 
m ucho cam ino que an d ar en cuan to  a  la calidad de los 
datos, que perm itan de m anera  efectiva aprehender las 
d istin tas lógicas de la asignación de los recursos. Las 
lim itaciones no son a leatorias en tre  las prácticas de la 
asignación de los recursos sino que se concentran en el 
papel del trabajo  no rem unerado  en la producción del 
b ienestar, concretam ente en el ám bito doméstico.

A ún así, es preferible hacer el esfuerzo por con­
siderar el trabajo  no rem unerado. Aunque el análisis 
p resen tado  no sea  óptimo, sí es m ás sensible a la 
com binación de la estratificación socioeconómica y del 
género que los estud ios previam ente realizados sobre 
regím enes de b ienestar en la región. Además, solo 
incorporando el ám bito dom éstico en el análisis es 
posible poner c laram ente en evidencia la misma nece­
sidad  de m ejorar las estad ísticas disponibles.

Tam bién sería  deseable aprehender las relaciones 
com un itarias que operan como extensiones del ámbito 
dom éstico (cuando se tra ta  de trabajo  no remunerado) 
y  de la  asignación colectiva de los recursos (como se 
reflejan en  la  recolección de los recursos para generar 
los b ienes y servicios com unes como la construcción 
de u n a  escuela  o la con tra tación  de maestras). Cuanto 
m ás débil es la red istribución  que hace el Estado, más 
relevante es contabilizar e s tas  o tras prácticas que son 
tam bién  m an e ras  de red istribu ir los recursos.

Dado que nos in teresa  m irar de manera compara­
tiva 18 países latinoam ericanos, el reto de mejorarlas 
estad ísticas disponibles, difícilmente será resuelto en el 
corto plazo. M ientras tanto , hab ría  al menos dos líneas 
de trabajo . La prim era, y a  partir del ambicioso “barrido" 
de las estad ísticas disponibles que hicimos en este capí­
tulo, los fu tu ro s estud ios podrían encontrar maneras de 
m ejorar la  utilización de aproximaciones empíricas a las



distintas dimensiones y subdimensiones de las prác­
ticas de asignación de los recursos. La segunda tarea 
sería promover que las actuales mediciones del uso del 
tiempo vayan dando lugar a estratégicos indicadores 
estandarizados, aunque estos sean pocos. Al igual que 
en todos los países contamos con los datos relativos a 
los ingresos y a la inversión social por habitante, sería 
muy útil conocer las horas por habitante destinadas al 
trabajo remunerado, para mencionar solo un ejemplo.

Trascendiendo los aspectos teórico-metodológicos, 
los hallazgos presentados en este capítulo fundamentan 
que los actuales regímenes de bienestar latinoamerica­
nos comparten un importante rasgo común: son en gran 
medida informales. Esta informalidad no está dada por 
los aspectos referidos solamente a los mercados labora­
les. Por el contrario, se alude al desdibujo existente entre 
las lógicas de asignación de los recursos que las moder­
nas sociedades de mercado deberían, teóricamente, dife­
renciar claramente: los mercados laborales, las familias 
y la política pública. A la luz de los mercados laborales 
ineficientes y de las políticas públicas débiles o inexis­
tentes en materia de redistribución de los recursos, en 
nuestra región, los arreglos familiares amplían su ámbito 
de acción y promueven mayores grados de indistinción 
entre las prácticas de la producción del bienestar.

Al mismo tiempo, los tres regímenes de bienestar 
identificados varían considerablemente entre sí, tanto 
por la importancia relativa de los arreglos familiares 
y comunitarios, como por las interacciones que estos 
tienen con los mercados laborales y con las políticas 
públicas. Ciertamente, en dos de los tres regímenes 
existe una importante generación de capacidades para 
el manejo de los riesgos que tiene lugar a través de las 
políticas públicas. En un caso, estas políticas ponen el 
énfasis en la productividad laboral mientras que en el 
otro enfatiza en la protección social, dando lugar a los 
regímenes estatal-productivlsta y estatal-proteccionista, 
respectivamente. Se tratan estos de variaciones de los 
regímenes estatales informales. Por el contrario, en el



tercer régimen, en m ateria de asignación de los recur­
sos, las políticas públicas son inestables y escasísimas. 
Se constituye así u n  tercer régimen informal-familiaris- 
ta  caracterizado por u n a  m arcada exigencia hacia las 
familias. Este familiarismo es cualitativam ente distinto 
al que existe en los países de Europa y de América del 
Norte. Allí el familiarismo alude a  u n a  situación más 
específica: se tra ta  de países en los cuales se espera que 
las familias asum an  las responsabilidades del cuidado 
casi exclusivamente. Es el caso de la E uropa mediterrá­
nea donde en m ateria de cuido, la im portancia relativa 
del Estado y de los mercados es escasa  frente al papel 
de las familias. E stos países se diferencian de otros en 
los cuales u n a  mayor proporción del cuidado se traslada 
al mercado (como en EEUU), o se traslada a  programas 
sociales públicos (como en Suecia). En América Latina 
estam os ante u n a  noción m ucho m ás am plia de fami- 
liarización: se espera que las familias no sólo asuman 
la responsabilidad del cuidado, sino que además se 
transform en en unidades productivas y  en redes de 
protección social, precisam ente frente a  la debilidad o 
el desvanecimiento de las fronteras entre unas y otras 
prácticas de asignación de los recursos.

Tanto el rasgo de informalización como la diferen­
ciación entre los regím enes tienen im portantes implica­
ciones para  la efectividad en la práctica de asignación 
de ios recursos sobre la cual, los países pueden tener 
mayor control e incidencia en las restan tes prácticas: la 
política pública. E stas  implicaciones son de dos tipos. 
Por un  lado, u n a  adecuada com prensión del régimen 
de bienestar en  el que se inserta  u n a  política dada, per­
mitiría m ejorar el diseño de la política en cuestión. Por 
otro lado, sería  deseable que esta, adem ás de propo­
nerse objetivos concretos tales como el aum ento de la 
cobertura o la  m ejora de la calidad de u n  determinado 
servicio, se p ropusiera  m oldear el régimen de bienestar 
en el que directa o indirectam ente, p a ra  efectos de una 
mayor o m enor inform alidad y de u n  mayor o menor 
familiarismo, e stá  interviniendo.



En un caso, el régimen de bienestar constituye el 
“ambiente” de las políticas y programas específicos 
que es necesario tener en cuenta. ¿Cómo? En tanto 
entorno que condicionará las posibilidades de alcanzar 
objetivos y resultados esperados. En el segundo caso 
el régimen de bienestar constituye, en sí mismo, lo que 
se quiere moldear. Permite reincorporar en el debate 
público nociones acerca de las arquitecturas del bien­
estar deseables y posibles.

En cualquiera de los dos casos, los regímenes de 
bienestar identificados y el marco teórico-metodológico 
en el que se basa la clasificación propuesta, permiten 
darle un lugar a los entornos en el cambio y la direc­
ción de las políticas públicas. Si la imitación tiene lugar 
entre países con regímenes de bienestar distintos, esta 
tendrá que ser altamente selectiva y capaz de adaptar 
los instrumentos de política adoptados. Aunque al 
decirlo suene a sentido común, lo cierto es que quienes 
formulan y definen la política pública, frecuentemen­
te ignoran las complejas interrelaciones entre estas 
herramientas y la estructura social -concretamen­
te, la organización de las familias y de los mercados 
laborales-. Y cuanto mayor la especialización técnica, 
menos probable es que el régimen -en tanto categoría 
analítica de nivel meso- se considere como el entorno 
de programas específicos. Las transferencias econó­
micas condicionadas son un buen ejemplo: el progra­
ma “Guatemala Solidaria” trata de replicar medidas 
implementadas bajo el programa “Chile Solidario", en 
ausencia de la organización de las familias y la oferta 
de servicios públicos existentes en el país “proveedor” 
de lecciones de política. ¿Cuántas transformaciones y 
adaptaciones es preciso hacer para que un programa 
considerado exitoso para ciertas condiciones de mer- 
cantilización, desmercantilización y familiarización, 
logre serlo en otro con tan diferentes características?

Más allá de este ejemplo, en América Latina en 
general, los puentes entre el análisis y el diseño de 
políticas son débiles e insuficientes. Bajo la propuesta



teórico-metodológica p resentada en este capítulo, los 
regímenes de b ienestar constituyen “filtros” capaces de 
facilitar la adaptación de políticas m ediante la mode- 
lización de interrelaciones y resultados esperados. Si 
el análisis previo h a  sido convincente en m ostrar que 
la política social está  profundam ente embebida en el 
régimen en tan to  constelaciones de prácticas de asig­
nación de los recursos, estará  contribuyendo a fortale­
cer esta  relación.

ANEXO METODOLÓGICO

1. F uentes e  in d icadores

A diferencia de otras técnicas de análisis estadístico, 
el de conglomerados requiere que todas las variables 
tengan datos p ara  todos los casos. Cuando no es así, 
se requiere elim inar la variable o, en su  defecto, el caso. 
Las decisiones que tomamos estuvieron marcadas por 
el interés de no excluir países. ¿Qué nos hubiera apor­
tado u n  agrupam iento m ás completo en cuanto a las 
variables, pero restringido a los países generalmente 
m ás estudiados de la región que son, a  su  vez, los que 
disponen de las mejores fuentes de información?

El análisis es sincrónico, de u n  momento en el tiem­
po. Los datos se recogieron para  el período 1999-2004 
para  luego seleccionar el año para  el cual se dispusiera 
de información p a ra  el máximo núm ero de países. Las 
fuentes fueron las instituciones especializadas más 
prestigiosas en  cada  u n a  de las dimensiones: CEPAL, 
BID, Banco M undial, OIT, UNESCO, OPS, CELADE, 
CELS, INTERPOL-UNODC-ONU. y Latinobarómetro.

Para el período y  las variables seleccionadas, se con­
solidó toda la información disponible para luego valorar 
la  cobertura de cada indicador según años y países. La 
base inicial com prendió 37 variables y 101 indicadores 
que se p resen ta  en este anexo en el cuadro A.3.1. El alto 
núm ero de indicadores no fue un  objetivo en sí mismo, 
sino u n a  m anera  de asegurarnos utilizar aquellos que



fueran los más adecuados para operacionalizar las 
dimensiones, y que a la vez estuvieran disponibles para 
todos los países considerados.

El segundo paso fue depurar la base de datos al 
seleccionar el mejor indicador para cada variable, y el 
mejor año para cada indicador. Buscamos la mayor 
representatividad de los indicadores (por ejemplo, 
nacional y no sólo urbano), así como disponibilidad 
para la mayor cantidad de países, precisamente porque 
como mencioné al principio del capítulo, el análisis de 
los conglomerados no admite vacíos de información. 
Además, dado que el gasto público tiene un com­
portamiento sensible al ciclo electoral, promediamos 
dos años espaciados por dos años (1999 y 2001). 
Finalmente las variables de percepción fueron elimina­
das porque carecían de significación estadística pero 
también porque carecemos de análisis previos que nos 
ayuden a entender la relación de estos indicadores 
con aquellos relativos a las prácticas. Los indicado­
res seleccionados fueron 32. El detalle de los criterios 
empleados está en el recuadro A. 1.

Además de la selección de los indicadores, algunas 
variables fueron eliminadas por falta de disponibili­
dad empírica: tres para las cuales faltaban datos para 
más de un país (jornadas femeninas de tiempo parcial, 
voluntarias e involuntarias); dos que no mostraron 
capacidad de discriminación entre países (legislación 
que regula licencias por maternidad y guarderías) y una 
para la cual faltaba información relativa a un país pero 
carecíamos de criterios que permitieran extrapolar el 
dato de otro (flexibilidad laboral en el caso de Panamá). 
Finalmente buscamos evitar alta correlación entre indi­
cadores pertenecientes a una misma dimensión, lo cual 
en el análisis de los conglomerados, equivale a ponde­
rar el indicador dándole mayor peso del que en reali­
dad tiene. Las excepciones fueron correlaciones entre 
algunos de los indicadores de gasto social. A modo de 
ejemplo, el gasto público en educación tiene una alta 
correlación con el gasto público social pero quisimos



RECUADRO A.1
C riterios para la  se lecc ió n  de lo s  indicadores

1) La selección  del indicador para cada variable se  hizo según:

Se contara con información para el mayor número posible de 
países
Fueran los más representativos del conjunto de la población 
Tuvieran mayor correlación bivariada entre sí 
Procedieran de la fuente más confiable

Además:
Se eliminaron indicadores para los cuales se carecían de datos 
correspondientes a 3 ó 4 países (“mujeres que trabajan menos 
de 30 horas de manera involuntaria”; “mujeres que trabajan 
menos de 30 horas de manera voluntaria”; y “horas trabajadas 
por las mujeres con respecto a los hombres")

Cuando sólo faltó el dato correspondiente a un país:
Y se contó con criterio experto: se completó con un país com­
parable (tres casos)
Y se contó con acceso a la fuente: se estimó el dato (un caso)
Y no se contó con criterio experto, el indicador se eliminó (dos 
casos)

La aplicación de estos criterios implicó eliminar dos variables: fle­
xibilidad laboral y PEA femenina a tiempo parcial

2) Selección  del año para cada indicador

El más reciente para el cual se contara con la mayor cantidad 
de datos según país
Cuando no se tenía información de un país para el año selec­
cionado se consideró el año más próximo a este; en los que 
había ambigüedad de dirección se eligió el más reciente.

incluir am bos porque el indicador sectorial (por ejemplo 
educación) nos h ab la  de la composición, mientras que el 
social incluye sectores de política como las pensiones.

A lgunas de e s tas  decisiones debilitaron el acerca- 
m iento a  la  d im ensión de la familiarización e incluso 
de la  división sexual del trabajo dentro de la familia.



Concretamente, la información sobre jornadas de 
tiempo parcial femenina, voluntarias e involuntarias, 
es sumamente útil para acercarnos a estrategias con­
ciliatorias entre trabajo remunerado y no remunerado 
(cuando son voluntarias), distinto a cuando lo impone 
el mercado laboral (cuando son involuntarias). Sin 
embargo para usar este dato hubiéramos tenido que 
eliminar tres países. Los indicadores de legislación de 
licencias por maternidad y guarderías habrían sido 
utilizadas si hubiéramos tenido los datos del gasto 
social que nos permitieran triangular dichos datos y 
así controlar la brecha entre la legislación y su aplica­
ción. Lamentablemente, en la región no se cuenta con 
dicha información.

Además, extrapolamos información con respecto 
a tres variables para las cuales carecíamos de datos 
en un pads. Concretamente, el dato de Nicaragua con 
respecto a la “proporción de empleados con seguridad 
social” se empleó para Honduras; el dato de Argentina 
del 2000, previa crisis económica, con respecto a las 
“remesas como porcentaje del PIB” se empleó para 
Chile; y en Nicaragua, se usó el dato de Honduras 
relativo a la “esperanza de vida escolar”. Estas extrapo­
laciones no constituyen un problema dado que se trata 
de tres observaciones en una matriz de datos con 594 
observaciones (33 indicadores para 18 países).

El consolidado de variables e indicadores seleccio­
nados se presenta en el cuadro A.3.1.

2. Relación entre dimensiones e indicadores

La dimensión de mercantilización del bienestar se 
apoya en los indicadores relativos a la cantidad y calidad 
de la incorporación de la población en el mercado labo­
ral. En términos de cantidad consideramos la tasa neta 
de participación y la tasa de desempleo, como indicado­
res de absorción de fuerza de trabajo. Además, el indi­
cador de la población femenina económicamente activa 
permite valorar la mayor o menor presión de la fuerza de



trabajo sobre el m ercado laboral. La radiografía no esta­
ría completa si no tuviéram os en cuenta las remesas, en 
tanto indicador del grado en que la población que habita 
en cada país accede a  los recursos monetarios a través 
de los m ercados laborales transnacionales.

En térm inos de calidad consideram os la población 
económicamente activa asa la riada  y la independiente 
no calificada, como acercam ientos a  la formalidad e 
informalidad, a  la protección y desprotección social, 
respectivam ente. Tam bién consideram os el producto 
interno b ru to  por h ab itan te  y la  proporción bajo la 
línea de pobreza, am bos acercam ientos al nivel y sufi­
ciencia de los ingresos de la población. El coeficiente de 
Gini, en este contexto, perm ite acercarse a  la distribu­
ción, m ás o m enos concentrada, de los ingresos.

Finalm ente, incluim os el indicador de la población 
rural dado que la dependencia del intercambio mer­
cantil está  fuertem ente condicionada por la mayor o 
m enor presencia de la  producción para el autoconsu- 
mo, m ayor en el medio ru ra l que en el urbano.

Operacionalizamos el grado de desmercantilización 
a  través de dos tipos de indicadores: presencia de la 
política pública y de las com pras privadas, directa a 
inversam ente relacionadas con la dependencia del inter­
cambio m ercantil. E ntre  los primeros consideramos la 
población ocupada en el sector público; tres indicadores 
del gasto por hab itan te  (en salud, educación y social)8; y 
la proporción del gasto destinado al desarrollo humano 
(educación y salud) la cual permite u n a  comparación 
con el destinado a  la  protección de los riesgos (como 
pensiones o transferencias por incapacidades).

8 Además consideramos el gasto público social como proporción del
PIB como indicador del esfuerzo flscal, altamente correlacionado 
con el gasto social por habitante. Los conglomerados fueron los 
mismos usando uno y otro indicador. Optamos por considerar el 
gasto social por habitante para contar con una medida similar a 
la de la inversión sectorial y porque en términos de la asignación 
de recursos, para la población es más relevante la Inversión en 
términos absolutos que su relación con el PIB.



¿En qué medida la población está protegida de los 
riesgos sin directa dependencia en el mercado privado? 
Para acercarnos a esta pregunta consideramos los/ 
as empleados/as que cuentan con seguridad social. 
Finalmente, para acercarnos a las frecuentes brechas 
entre el acceso formal y el acceso real a los recursos del 
Estado, incluimos un indicador “no tradicional” relati­
vo al conocimiento de las redes clientelares.

Entre los indicadores relativos a las compras privadas 
consideramos los tres disponibles: gasto privado en salud, 
matrícula educativa privada (índice de matrícula privada 
a nivel primario, secundario y universitario) y consumo 
privado como porcentaje del consumo total en el país.

La dimensión de familiarización es la más difícil de 
operacionalizar a través de los indicadores disponibles. 
Lo más importante era valorar el peso relativo del tra­
bajo no remunerado, especialmente el femenino, en el 
manejo de los riesgos. ¿Cómo hacerlo ante la carencia 
de indicadores de uso del tiempo? Lo hicimos a tra­
vés de dos aproximaciones: la presencia de familias 
nucleares biparentales con cónyuges dedicadas al tra­
bajo no remunerado, y la presencia de familias urba­
nas extensas o compuestas en las que se presume, hay 
mayor cantidad de personas adultas que participan de 
dicho trabajo. Dada la ausencia de mediciones sobre la 
división sexual del trabajo incluimos el índice de desa­
rrollo humano relativo al género9.

En segundo lugar buscamos acercarnos al grado 
de exigencia que tienen las familias para mercantilizar 
un mayor número de integrantes como una manera de 
compensar la insuficiente o inestable remuneración del 
trabajo de la población adulta. Para ello consideramos 
la presencia de niños/as entre 10 y 14 años insertos 
en el mercado laboral.

9 Un indicador que no consideramos es la presencia relativa de 
Jefatura femenina. Permite acercarnos al doble papel de las 
mujeres como proveedoras de cuidados y de ingresos. Esperamos 
incluirla en una revisión final de los conglomerados.



CUADRO A.3.1
Regímenes de bienestar en América Latina: indicadores considerados y seleccionados según 

dimensiones, fuente, años recientes y número de países disponibles

Dimen­
siones Variables Indicadores (en porcentajes salvo coeficientes) Fuente Años

recientes
Países 
c/dato 
al<l año

1 PEA Tasa neta de participación zona urbana OIT 2000 - 2003 17
Tasa neta de participación a nivel nacional BID 1999 - 2001 18
Población ocupada entre 15 y 64 años BID 1999 - 2001 18

2 PEA asalariada PEA urbana ocupada asalariada CEPAL 2000 - 2003 18
PEA rural ocupada asalariada CEPAL 2000 - 2003 16
PEA ocupada asalariada ponderada por zona rural/urbana Contruída 2002 18

3 Desempleo Tasa de desempleo nacional BID 1999 - 2001 18
Tasa de desempleo urbano CEPAL 2000 - 2002 18

G Tasa de desempleo urbano OIT 2000- 2003 16
•o Tasa de subutUizaclón urbana CEPAL 1999 - 2003 18
n Tasa de subutlllzación urbana OIT 1999 - 2003 18¿i 4 PEA femenina Tasa neta de participación femenina urbana (15 o más años) CEPAL 2000 - 2002 18
g Tasa neta de participación femenina (15 a 64 años) BID 1999 - 2001 18
1 PEA que son mujeres (15 a 64 años) BID 1999 - 2001 18os Mujeres con trabajo rem. menor a 30 hs involuntariamente BID 1999 • 2001 15

5 División sexual Horas trabajadas mujeres sobre horas trabajadas hombres BID 1999 - 2001 15
del trabajo Creen que la mujer debe de estar en hogar y hombre en

trabajo Latlnobarómctro 2004 18
6 PEA sector Porcentaje ocupados urbanos en sector público CEPAL 2000 - 2002 18

público Porcentaje ocupados rurales en sector público CEPAL 2000 - 2002 16
Tasa de empleo público nacional (15 a 64 años) BID 1999 - 2003 13

7 PEA cotizante Población asalariada urbana cotizantes OIT 2000 - 2003 14
seguridad Proporción de empleados con seguridad social BID 1999 - 2001 15
social Proporción de asalariados con seguridad soclal+D98 BID 1999 • 2001
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Dimen­
siones Variables Indicadores (en porcentajes salvo coeficientes) Fuente Años

recientes
Países 
c/dato 

al<l año
8 Flexibilidad Indice resumen de encienda en MT BID 1999 - 2001 14

labored Indice de flexibilidad laboral de Lora Lora 1985 - 1999 18
9 PEA en Porcentaje ocupados urbanos en act. de baja product. CEPAL 2000 • 2002 17

actividades Porcentaje ocupados urbanos en el sector informal OITa 2000 - 2003 17
c informales Trabajadores Independientes no calificados CEPAL 1999 - 2003 18

o Trabajadores independientes en sector informal OIT 1999 - 2003 17
a i 10 PIB per cápita P1B por habitante en US$ de 1995 CEPAL 2000 - 2003 18

PIB por habitante en PPP CEPAL 2000 - 2003 18
c PIB por habitante en US dólares corrientes BM 2000 - 2001 18
U PIB por habitante en US dólares constantes del 2000 BM 2000 - 2001 18
Os 11 Ingresos Población bajo línea de pobreza BM 1998 • 2003 18

Población bajo linea de pobreza CEPAL 2000 - 2003 18
12 Concent, ingresos Coeficiente de Glnl BM 1997 - 2000 10
13 Rem. desde el ext. Remesas como porcentaje del P1B+D103 CEPAL 2000 - 2003 18
14 ProjQr a produc.

p/ aulocons. Población rural BM 2000 - 2003 17
15 Casto privado Gasto privado en salud OPS 1995 • 1999 18

c en salud Gasto privado en salud como porcentaje del PIB BM 1997 - 2002 18
2 Gasto en salud per cápita (US $ corrientes) BM 1997 - 2002 18
g 16 Gasto privado Gasto privado en educación OECD 2001 6

en educación Matrícula privada en preprimarla UNESCO 2000 • 2001 18
°  § Matrícula privada en primaria UNESCO 2000 • 2001 18

o Matrícula privada en secundarla UNESCO 2000 - 2001 18
og Matricula privada en educación (25% prim; 25% sec.:

50% tere.) Contruída 2001 18
17 Consumo priv. Consumo privado como % del consumo Anal total CEPAL 2000 - 2001 18

Continúa ,
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D im en­
siones

Variables In d icad o res  (en p o rcen ta jes  salvo coefic ien tes) F u en te
Años

re c ie n tes
Países 
c /d a to  

al<I año

18 G a s to  p ú b lic o T o ta l O P S 1 9 9 5  - 1 9 9 9 18
e n  s a lu d C o m o  p o r c e n ta je  d e l PIB BM 1 9 9 7  - 2 0 0 2 18

C o m o  p o rc e n ta je  d e l PIB CEPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 18

C o m o  p o r c e n ta je  d e l g a s to  p ú b lic o CEPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 18
P e r  c a p i ta  (U SS d e  1997 ) CEPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 18

19 G a s to  p ú b lic o C o m o  p o rc e n ta je  d e l PIB CEPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 17

e n  e d u c a c ió n C o m o  p o r c e n ta je  d e l g a s to  p ú b lic o CEPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 18
•o P e r c a p i ta  (U S $  d e  1997 ) C EPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 18

P o r e s tu d i a n t e  (% d e l PIB p e r  c á p i ta ) BM 2 0 0 0  - 2 0 0 1 15
C/) ~ P o r e s tu d i a n t e  e n  p r im a r ia  (% d e l PIB p e r  c a p i ta ) BM 2 0 0 0  - 2 0 0 1 16

Ó  = P o r e s tu d i a n t e  e n  s e c u n d a r ia  (% d e l PIB p e r  c á p i ta ) BM 2 0 0 0  - 2 0 0 1 16
O P o r e s t u d i a n t e  e n  te rc ia r ia  (% d e l PIB p e r  c á p i ta ) BM 2 0 0 0  - 2 0 0 1 14
O 2 0 C o n s u m o  so c ia l C o m o  p o rc e n ta je  d e l PIB C EPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 18
“ C o m o  p o r c e n ta je  d e l g a s to  p ú b lic o C EPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 18

P e r c á p i ta  (U S  8  d e  1997 ) C EPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 18
21 C rite r io s G a s to  s o c ia l  d ir ig id o  a  d e s a r r o l lo  h u m a n o C EPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 1 18

a s ig n a c ió n P e rc e p c ió n  d e  c o r ru p c ió n  e n  s e rv ic io s  d e  s a lu d TI 2 0 0 4 10
g a s to  so c ia l P e rc e p c ió n  d e  c o r ru p c ió n  e n  s e rv ic io s  d e  e d u c a c ió n TI 2 0 0 4 10

P e rc e p c ió n  d e  c o r ru p c ió n  e n  s e rv ic io s  p ú b lic o s TI 2 0 0 4 10
C o n o c im ie n to  d e  r e d e s  c l ie n te l l s ta s L a t in o b a ró m c tr o 2 0 0 4 18

22 T ra b a jo  in fa n til T a s a  d e  e m p le o  e n t r e  10 y  14 a ñ o s BID 1 9 9 9  - 2 0 0 1 18
C 23 F a m ilia s
o e x te n s a s  y

c o m p u e s ta s P o r c e n ta je  d e  fa m il ia s  u r b a n a s  e x te n s a s  y  c o m p u e s t a s A rra ig a d a 1 9 9 7  - 1 9 9 9 17
c5 2 4 PEA  e n  se rv ic io P o r c e n ta je  d e  e m p le o  u r b a n o  e n  s e rv ic io  d o m é s t ic o C EPA L 2 0 0 0  - 2 0 0 2 18

d o m é s t ic o P o rcen ta je  de  em pico  u rb a n o  en  servicio dom éstico OIT 2 0 0 0  - 2003 16
ca 25 L icencias p o r

m ate rn id a d Indice d u rac ., poblac. m eta , flnanclam . y reposición sala ria l Legislación V igente 18
26 G u a rd e ría s ín d ice  pob lac . m e ta , c rite rio  cleg., c o b e r tu ra  y  flnanc lam . Legislación V igente 18
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Dimea*
siones Variables Indicadores (en porcentajes salvo coeficientes) Fuente Años recientes Ftíscsdoio

iklmo

27 Cónyuge sin % de familias nucleares biparentales con cónyuge sin
trabajo remun. trabajo Arraigada 1998 - 2002 18

'O 28 PEA femenina a
0

1
tiempo parcial Mujeres que trabajan menos de 30 hs voluntariamente BID 1999 - 2001 14

29 PEA femenina
en edad Mujeres activas de 15 a 34 años OIT 1999 - 2003 18

c reproductiva Tasa neta de participación femenina urbana (15 a 34 años) CEPAL 2000 - 2002 18
£ 30 Jefatura femenin. Proporción de mujeres jefas CEPAL 1999-2004 18

31 Demanda de Grupos de edad (menores de 12 y mayores de 65 años) CELADE 2000 - 2005 18
cuidados Razón de dependencia CELADE 2000 - 2005 18

32 Vida saludable Esperanza de vida al nacer BM 1997 - 2002 18
Tasa de mortalidad menores de 5 años UNICEF 2002 - 2003 18
Tasa de mortalidad infantil BM 1997 - 2002 18

33 Capital humano Esperanza de vida escolar UNESCO 2000 - 2001 17
Tasa de analfabetismo adulto UNESCO 2000 - 2001 18

O Porcentaje Jóvenes 15 a 19 años que completan primarla 0 más CEPAL 2000 - 2001 18
a?C Años promedio de educación PEA urbana de 15 0 más años CEPAL 2000 - 2001 18
a
G 10 
§ SiV (/)

34 Consumo Años promedio de educación PEA rural de 15 0 más años CEPAL 2000 - 2001 15
35 suficiente Población con necesidades básicas insatisfechas (NB1) Países 1998 - 2005 17

índice de Desarrollo Humano según Género PNUD 2004 18
•C índice de Desarrollo Humano (IDH) PNUD 2000 • 2003 18
1 - 0 36 Seguridad Homicidios cada 100.000 habitantes OMS 2001 14
5 ciudadana Homicidios cada 100.000 habitantes In terpol- UNODC-ONU 1994-2001 18
s Población con experiencia de delito Latlnobarómetro 2004 18

Q Protección de Tasa de personas presas cada 100.000 habitantes Carranza 2004 17
derechos Tasa de personas presas cada 100.000 habitantes CELS 1999-2002 18

Personas sin proceso, detenidas 0 en libertad condicional CELS 1999-2002 18
Hacinamiento CELS 1999-2002 18

37 Satisfacción con Satisfacción con la economía de mercado Latlnobarómetro 2004 18
las lnstltuc. Satisfacción con la democracia Latlnobarómetro 2004 18

Segunda parle • H
allazgos 
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“enlace sencillo” se basa en la distancia mínima o la regla 
del vecino más próximo. Los primeros dos objetos con­
glomerados son aquellos que tienen la menor distancia 
entre sí. La siguiente distancia más corta se identifica, ya 
sea que el tercer objeto se agrupe con los dos primeros o 
que se forme un nuevo conglomerado de dos objetos. En 
cada etapa, la distancia entre dos conglomerados es la 
distancia entre sus dos puntos más próximos.

Para identificar los conglomerados usamos un 
criterio conservador, es decir, requerimos que las dis­
tancias entre países al interior de cada conglomerado 
fueran las mínimas. Por eso, y a  partir de los hallazgos 
que expliqué en el capítulo 3, nos detuvimos en cuatro 
conglomerados.

Luego de identificar los conglomerados, determina­
mos cuáles variables fueron estadísticamente significa­
tivas (al 5%* 12) para conformar los conglomerados. Las 
restantes no fueron relevantes para discriminar entre 
países a partir de los respectivos regímenes de bienes­
tar. Completamos el análisis con la determinación de 
los valores promedio asumidos por todas las variables 
estadísticamente significativas. El resto es la interpre­
tación de los resultados.

las medias para todas las variables y luego, para cada objeto, 
se calcula la distancia euclidiana cuadrada para las medias de 
los integrantes del grupo.

12 Quiere decir en el 95% de los casos el resultado no puede 
deberse al azar.



CAPÍTULO 4  
Trayectorias h istó rica s

El análisis empírico de los regímenes de bienes­
tar se ha enfocado en los grados de mercantilización, 
desmercantilización y desfamiliarización alcanzados a 
nivel nacional. Dado que el momento actual está nece­
sariamente moldeado por trayectorias históricas, este 
capítulo presenta una muy apretada caracterización 
histórico-social de los regímenes de bienestar, siempre 
en función de las principales prácticas de asignación 
de los recursos.

Ello requiere pasar de una mirada comparativa y 
general de los 18 países, a un  análisis más detallado de 
algunos pocos casos emblemáticos. Por eso, este capí­
tulo y el siguiente se enfocan en cuatro países pertene­
cientes a cada uno de los tres regímenes de bienestar 
identificados en el capítulo previo.

Dentro del régimen estatal-productivista Chile era 
una elección evidente. Durante el proceso de ajuste 
de las economías latinoamericanas, las instituciones 
financieras internacionales lo promovieron como un 
modelo de buenas prácticas que se debía seguir13.

Dentro del régimen estatal-proteccionista, el más 
heterogéneo de los regímenes de bienestar, la elec­
ción fue Costa Rica, país además, insuficientemente

13 Es decir u n a  experiencia a  imitar, “una  suerte de arquetipo que, 
por su s  virtudes y perfección, se indica como camino a seguir”. 
Este uso  de modelos h a  sido "una práctica típica... especialmen­
te por parte de los organismos internacionales... Dicha práctica 
no tiene fines descriptivos sino normativos y prescriptivos, es 
decir, políticos”. (Lo Vuolo y Goldberg, 2006:15).



considerado en los estud ios com parativos m ás allá de 
América Central.

Si bien Chile y C osta Rica frecuentem ente se com* 
paran  debido a  su  alto  grado de desarrollo humano, 
tam bién se señalan  su s  m arcadas diferencias en cuan­
to a  ritmos y rasgos de las reform as: aceleradas y más 
ortodoxas en Chile; g raduales y heterodoxas en Costa 
Rica; liberal en Chile y con “tonos socialdem ócratas” en 
Costa Rica (Filgueira, 2007:21).

Entre los once países con u n  régimen informal 
familiarista, d istribuidos a  lo largo de la toda la 
región, hemos seleccionado a  Ecuador y a  Nicaragua, 
uno andino y otro centroam ericano respectivamente, 
emblemáticos de d istin tos grados de familiarismo den­
tro del mismo régimen. Ecuador es uno de los países 
latinoam ericanos con m ayor proporción de población 
indígena, luego de Bolivia, G uatem ala y Perú (Yashar, 
2005). A diferencia de estos y otros países que actual­
m ente tienen u n  régim en fam iliarista, Ecuador tiene 
u n  pasado que reg istra  u n a  relativa incorporación de 
dem andas sociales, dram áticam ente  interrumpida por 
la crisis económ ica de fines de los noventa. Nicaragua 
es uno de los pa íses m ás pobres de América Latina. Se 
destaca por haber vivido u n a  revolución que, durante 
los ochenta, promovió desde el gobierno, cambios radi­
cales en las p rác ticas de asignación de los recursos.

Como lo m u estra  el cuadro  4.1 los cuatro países 
p resen tan  m arcadas diferencias en tres indicadores de 
resultado que carac terizan  las condiciones sociales: la 
m ortalidad infantil, la  pobreza y la  desigualdad. Chile y 
Costa Rica tienen u n  desem peño sim ilar en cuanto a los 
dos primeros; no así en cuan to  a  la  desigualdad que es 
m ucho m ás a lta  en  Chile que en Costa Rica. Ecuador y 
Nicaragua tienen sim ilares niveles de pobreza aunque 
la m ortalidad infantil y  la  desigualdad, es aún más alta 
en N icaragua que en  Ecuador. Dos indicadores adicio­
nales nos perm iten  re lacionar el desempeño social con 
el entorno económ ico y político: la  satisfacción con la 
dem ocracia y con la  econom ía de mercado. Tanto con



una como con la otra, la satisfacción de la población 
es considerablemente más alta en Chile y Costa Rica 
que en Ecuador y Nicaragua. En cuanto a la democra­
cia, las diferencias entre Chile y Costa Rica son leves, 
a favor de Costa Rica. La satisfacción con la economía 
de mercado, sin embargo, es superior en Chile (37,9%) 
que en Costa Rica (29,5%).

CUADRO 4.1
Desempeño de cuatro países pertenecientes 

a cada régimen de bienestar

Indicador Chile Costa
Rica Ecuador Nicaragua

Tasa de mortali­
dad menores de 
5 años (2003)

9.0 10,0 27,0 38.0

Población bajo 
línea de pobreza 
nac. (%) (1999)

21.7 20,3 63.5 69.9

Desigualdad de 
ingresos (Gini) 
(1999)

0.56 0,47 0.52 0.58

Satisfacción con la 
democracia (2004) 42.0 47.4 13.8 20,4

Población 
satisfecha con 
economía de 
mercado (2004)

37.9 29,5 11.1 16.3

Puente: UNICEF (2003), CEPAL (1999) y Latinobarómetro (2004).

Si bien no es posible establecer una relación causal 
entre las condiciones sociales y la satisfacción con los 
arreglos políticos y económicos, sí podemos observar 
un alto grado de asociación que fortalece la tesis inicial 
planteada en este trabajo: la importancia de comprender 
mejor la transición social, no sólo en su alta interrela­
ción con la democracia y la transformación económica.



¿Cómo relacionar las prácticas de asignación de 
recursos pasadas y presentes? Tres son los conceptos 
que ofrecen claves para comprender las prácticas actúa- 
les de asignación de los recursos: herencia, coyuntura 
crítica y legados históricos (Collier y Collier, 1991). La 
herencia alude al período de modernización económica 
y al establecimiento de la política social que tuvo lugar 
en el siglo pasado, entre las décadas de los veinte y cua­
renta, según haya sido su  tiempo: temprana (como en 
Chile o Ecuador), tardía (como en Nicaragua) o rápida 
(como en Costa Rica). Muchos de los rasgos actuales de 
la relación entre mercados laborales, políticas públicas 
y ámbito doméstico, surgen en ese momento de la mano 
de procesos de urbanización, diferenciación institucio­
nal y desarrollo de los sistemas políticos, a los que dio 
lugar la modernización económica.

La coyuntura crítica se refiere a un período histó­
rico definido, en el que tienen lugar cambios signifi­
cativos y que a  su vez, producen un  conjunto de lega­
dos (Collier y Collier, 2002). “Las coyunturas críticas 
aumentan la probabilidad de que los países quieran 
seguir caminos particulares de desarrollo... tienen ese 
efecto porque se dirigen a  la formación de instituciones 
que tienden hacia la permanencia y eso no se puede 
transformar fácilmente”. (Mahoney, 2001: 114). En tér­
minos del bienestar, la más reciente coyuntura crítica 
tuvo lugar en los ochenta, con diferencias en el inicio 
y en el final. Estas sociedades vivieron picos de con­
flicto, tanto distributivos -vinculados al manejo de los 
riesgos en el marco del ajuste de las economías- como 
en las reglas del juego político que permitieran abor­
dar dichos conflictos. Así la transición económica y la 
transición política estuvieron entonces, como siguen 
estando aún hoy, altam ente interrelacionadas y pro­
vocando profundas transformaciones sociales, a cuya 
mejor comprensión busca contribuir este estudio.

Finalmente, el legado histórico alude a la secuencia 
de eventos, relaciones y dinámicas de cambio que se 
concretizan como producto de una coyuntura crítica 
(Collier y Collier, 1991). Otra manera de referirse a estos



legados es como “fin de una época” en tanto “cierre de 
un período caracterizado por el agotamiento de actores, 
relaciones e ideologías que imprimieron a la historia 
particular de una sociedad una dirección y un sentido” 
(Torres-Rivas, 1998:95). Cuando se produce el “fin de 
una época” se está ante el fin de un legado y frente al 
inicio de una nueva coyuntura crítica.

Como gran telón de fondo de este análisis, enfocado 
en la dinámica de la distribución de los recursos, en los 
cuatro países seleccionados, destaca la consolidación de 
un nuevo modelo de acumulación. Con particularida­
des, este nuevo modelo refleja el pasaje de la sustitución 
de importaciones alcanzada en distintos grados y con 
variado éxito, hacia la promoción de las exportaciones, 
la liberalización de las economías y la atracción de la 
inversión extranjera. Este tránsito ha tenido lugar con 
distintos ritmos: muy rápido en Chile, algo más gra­
dual en Costa Rica y radical e inestable en Ecuador y 
Nicaragua. Paralelamente, excepto en Costa Rica, donde 
no se produjo interrupción democrática durante el perío­
do de crisis, los nuevos procesos de acumulación han 
provocado también, cambios políticos. Las transiciones 
democráticas han conllevado la aparición de nuevos 
actores sociales que canalizan demandéis de mejores 
condiciones de vida y ejercen presión sobre el sistema 
político. Estas demandas, directa e indirectamente están 
relacionadas con las transformaciones económicas y polí­
ticas del período. También son evidentes las transforma­
ciones sociales, así lo testifican los profundos cambios en 
la organización de las familias y en sus relaciones con los 
mercados laborales y con las políticas públicas.

A continuación se caracterizan cada uno de los 
cuatro países seleccionados, desde el punto de vista de 
las principales continuidades y transformaciones que 
han tenido lugar en las prácticas de asignación de los 
recursos. Se trata  de discernir herencias, coyunturas 
críticas y legados históricos en cada uno de los países. 
Estas, primero, proveen claves para interpretar los 
mundos del bienestar que coexisten hoy en cada país



(capítulo 5). Segundo, constituyen el telón de fondo de 
los legados, y por tan to , conocer las herencias ayuda a 
d iscern ir los lím ites y posibilidades de transform ar los 
regím enes del b ienestar actuales (capítulo 6).

A continuación se p resen ta  u n a  radiografía histó­
rica de los cuatro  países seleccionados. Si bien, este 
capítu lo  difícilmente haga  ju stic ia  a  la  complejidad de 
las respectivas realidades, sí b rin d a rá  u n  acercamiento 
radiográfico a  las principales continuidades y rupturas 
que h a n  tenido lugar en torno a  las prácticas de asig­
nación  de los recursos.

1. COSTARICA

De acuerdo al análisis presen tado  en el capítulo 
previo, C osta Rica pertenece al régimen de bienestar 
estatal-proteccionista, es decir, u n  régimen con alta 
p resencia  del E stado en el m anejo colectivo de los ries­
gos, con relativa formalización de la  fuerza de trabajo y 
con u n  a lta  presencia  de fam ilias llam adas “nucleares", 
es decir, in tegradas por personas adultas, hijos e hijas 
pequeños(as) o jóvenes.

El diseño actual de la política pública responde 
básicam ente a  la arqu itec tu ra  del momento previo a 
las reform as, con com ponentes de individualización del 
financiam iento y los beneficios, que todavía actúan de 
m anera  com plem entaria y son  relativamente pequeños. 
C osta Rica ocupa el cuarto  lugar en cuanto a  desarrollo 
h u m an o  en  América Latina. Al igual que Chile, es parte de 
u n  régim en de b ienestar en el que la  política pública tiene 
u n  im portante papel en  la vida de millones de personas, 
tan to  a  través de la prestación de servicios públicos como 
de la regulación de los servicios privados. A diferencia de 
Chile, en  C osta Rica la prestación pública de servicios 
tiene m ayor protagonism o frente a  la  privada: mientras 
que en promedio, en el 2003, u n a  persona chilena obtenía 
sim ilar can tidad  de recursos en  servicios sociales públicos 
que los que gastaba  en servicios privados, en Costa Rica, 
el gasto  privado era  solo del 0,3% del servicio público. En



Costa Rica la importancia del gasto público es además 
muy alta entre los sectores medios y el componente soli­
dario está presente en la salud y las pensiones.

La expectativa sobre el manejo colectivo de los ries­
gos es también alta, como se ha reflejado en la resisten­
cia a las reformas pro mercado. En el 2007 esta resis­
tencia alcanzó su máxima expresión en un referéndum 
para decidir la suerte de un tratado de libre comercio 
con los Estados Unidos, que elimina los monopolios del 
Estado a través de la apertura de los mercados de las 
telecomunicaciones, electricidad y seguros.

1.1 Herencia: éxito y  vulnerabilidad

La incorporación de las demandas sociales y labora­
les alcanzó su momento crítico en la década de los cua­
renta: una coalición de socialcristianos, comunistas y la 
iglesia católica lideró dicha incorporación que se tradujo 
en dos grandes piezas legislativas, el código de trabajo y 
las garantías sociales. La reacción oligárquica se reflejó 
en el fraude electoral de 1946 y en la guerra civil de 1948, 
en la que aquella inédita coalición se enfrentó con un 
movimiento liderado por José Figueres. Este movimiento 
era apoyado por los sectores dominantes de la oligarquía, 
molestos con la reforma social, pero también aglutinó a 
sectores medios y a pequeños y medianos empresarios. 
Fue precisamente este movimiento el que ganó la con­
tienda, aunque en lugar de revertir las reformas sociales, 
las complementó con un vuelco en el papel del Estado 
hacia una mayor intervención económica.

A partir de 1950 y hasta 1970, el país vivió una 
“época dorada” (Solís, 1992) reflejada en un creci­
miento económico sostenido y en una economía cre­
cientemente diversificada, además, esta época estuvo 
caracterizada por una ampliación de la participación 
del Estado en el mejoramiento de las condiciones de 
vida de la población y por un régimen político basado 
en un sistema competitivo de partidos (Booth, 1989; 
Rovira, 2000). Así mismo, se produjo un acelerado



desarrollo social. El país logró co n stru ir u n  avanzado 
Estado social en u n  contexto de relativo subdesarrollo 
(Sandbrook, Edelm an, Heller, Teichm an, 2006), el cual 
dependía del sector privado y de la intervención pública 
directa en  á reas estratégicas como la banca, la infra­
estructu ra , los beneficios sociales, la  energía y la pro­
ducción de bienes (Mesa-Lago, 2000). Los resultados 
en el desem peño fueron sobresalien tes: hacia finales 
de los años setenta, la reducción en la proporción de 
la población viviendo en condiciones de pobreza había 
sido im presionante como tam bién lo hab ía  sido la dis­
tribución de los ingresos, el descenso  de la mortalidad 
infantil y el aum ento  de la esperanza  de vida.

El crecimiento económico se apoyó en dos estra­
tegias básicam ente: las exportaciones tradicionales de 
café y banano  y el impulso estatal a  la industrialización 
m ediante el proceso de sustitución de importaciones. 
E sta  ú ltim a promovió u n a  transición en la economía del 
país, pasando  de u n a  puram ente ru ra l hacia otra que 
daba prioridad a  las actividades secundarias y terciarias. 
Hacia fines de los se ten ta  tam bién, la  estrategia moder- 
nizadora hab ía  dado lugar a  u n a  red de comunicación 
nacional e internacional constitu ida por dos principales 
puertos (en el Atlántico y el Pacífico), aeropuerto e infra­
estru c tu ra  en telecom unicaciones que conectaba al país 
con el m undo  y le facilitaba u n a  extensa variedad de 
financiam iento y servicios comerciales.

E ntre  1958 y 1962, el 70% de la inversión pública 
se dirigió hacia  la  energía y el transporte , mientras que 
un  25% a  la  política social (Solís, 1992). Esta última 
se m anifestó en u n a  ex tensa y compleja red de institu­
ciones que con su s  servicios, alcanzó a  la mayoría de 
la población, en particu lar la  ru ra l y aquella en condi­
ciones de pobreza. La inversión social se enfocó en la 
universalización de la educación prim aria  y secundaria, 
así como en  la am pliación del acceso a  los servicios 
de salud , producto  de la com binación de los servicios 
del seguro social con los program as no contributivos. 
Tam bién la  inversión social incluyó la ampliación de la



cobertura de las pensiones, la creación de subsidios a 
la vivienda y la ejecución de programas de combate a 
la pobreza que preceden, en casi 10 años, a los fondos 
de emergencia creados en distintos países de América 
Latina con posterioridad a la crisis de los ochenta 
(Trejos, 1993).

La inversión pública dio importantes frutos. Entre 
1950 y 1980 la mortalidad infantil disminuyó de 87 a 
29 por cada 1000 habitantes, mientras que la expec­
tativa de vida pasó de 56 a 73 años (Rosero-Bixby y 
Caamaño, 1984). El seguro social mejoró su cobertura 
del 21% en 1949 al 51% en 1971. El empleo público 
aumentó de 1700 en 1950 a 40.000 en 1962 y 70.000 
en 1974. Además la institucionalidad pública contri­
buyó a disminuir la brecha urbano-rural y a crear un 
sentido de pertenencia nacional (Sandbrook, Edelman, 
Heller, y Teichman, 2006).

Como resultado de estas transformaciones, se 
produjo una expansión cuantitativa de los estratos 
socio-ocupacionales medios, una amplia movilidad 
intergeneracional y una importancia cualitativa de las 
clases medias. La ampliación de “...las oportunidades 
de empleo, educación y de atención de la salud que se 
le ofrecieron a numerosísimos grupos del conjunto de 
la sociedad, fueron rasgos principales de la dirección de 
este estilo... modernizados mesocrático e incluyente.” 
(Rovira, 2004:5).

El éxito de las décadas previas arrastró una con­
siderable vulnerabilidad. En los años setenta, en el 
marco de la crisis económica mundial, el ritmo de la 
inversión extranjera fue gradualmente disminuyendo. 
El país recurrió cada vez más al endeudamiento exter­
no, principalmente procedente de la banca comercial 
con tasas de interés variable (Rovira, 1987). La fuerte 
caída en los precios del café afectó considerablemente 
los ingresos del país y junto con el alza de los precios 
del petróleo impactó negativamente en la balanza de 
pagos del país. El resultado fue una crisis financiera, 
que si bien se desencadenó por estos factores, tenía



ra íces en  la s  lim itac io n es  del m odelo  de exportación 
agríco la que  h a b ía  serv ido  al p a ís  d u ra n te  m ucho  tiem­
po (Rojas, 1981). H acia  fina les  de los s e te n ta , la crisis 
ex te rn a  p rovocó  u n a  c ris is  in te rn a : el E s ta d o  se había 
ex tend ido  ta n to  que  d e m a n d a b a  u n a  g ra n  can tidad  de 
recu rso s , a h í la  edificación  es tu v o  en  riesgo  de desmo­
ro n a rse . E n  efecto, la  “ed ad  de o ro ” lleg ab a  a  su  final, 
com o lo m en c io n ó  u n  a n a l is ta  fue “el final de la fiesta" 
(Feinberg, 1984; tra d u c c ió n  prop ia).

1 .2  C o y u n tu r a  c r í t i c a : l ib e r a l i z a c ió n  “a  la  t ic a ”

A p rin c ip io s  de los o ch en ta , la  s itu a c ió n  económica 
e ra  frágil y C o s ta  R ica se e n c o n tra b a  ba jo  u n a  crecien­
te p re s ió n  in te rn a c io n a l p a ra  ro m p er con  el pasado y 
p rom over re fo rm a s  de m ercad o  (C lark , 2001). Entre 
1978 y 1982 el PIB h a b ía  caído  en  u n  16%; el creci­
m ien to  económ ico  p a s a b a  del 6.2%  (prom edio de las 
tre s  d é c a d a s  an te rio re s ) a  u n  -3% e n tre  1980 y 1982: 
por su  p a r te  la  in flación  a u m e n ta b a  de u n  promedio de 
m enos del 8% e n tre  1976 y 1979, a  u n  82% en 1982. 
A in icios de la  d éca d a  de los o c h e n ta , el déficit fiscal 
e ra  del 14% del PIB y el d esem pleo , históricam ente 
por debajo  del 5%, s u p e ra b a  el 9% . Com o resultado, 
la b a se  socia l de seg u rid ad  fue rá p id a m e n te  desmo­
ro n á n d o se  y e x ten so s  sec to re s  m ed ios se encontra­
ron  re p e n tin a m e n te  em p o b rec id o s (C éspedes, 1984: 
Rovira, 1987; Solís, 1992).

C on el d e sc o n te n to  h a c ia  el gob ierno  de Carazo 
(1 978 -1982) com o telón de fondo, en  1982 el Partido 
L iberación  N acional (PLN) ganó  con  u n  apoyo electoral 
a p la s ta n te  y  ob tuvo  33 de los 57  esca lio s  legislativos 
(Rovira, 1987). El p re s id e n te  M onge p u d o  gobernar con 
u n  m a n d a to  ap o y ad o  en  lo e lec to ra l y en  lo legislativo 
pero  ta m b ié n  p ro d u jo  u n  a ce rcam ien to  con la oposición 
y conso lidó  u n  s is te m a  b ip a r t id is ta  que  se m antuvo en 
pie h a s ta  la s  e lecciones n a c io n a le s  del 2002.

La s itu a c ió n  geopolítica  de la  reg ión  fue determinan­
te p a ra  ex p lica r la  rap idez  con  que  C o sta  Rica superó



la crisis económica (Solís, 1992). Centroamérica estaba 
sumergida en conflictos armados, tanto en Guatemala 
como en El Salvador y Nicaragua. Estos, y en parti­
cular la revolución sandinista, colocaron a Costa Rica 
en una posición privilegiada de cara a los intereses 
de Estados Unidos en la región. Fue en ese contexto 
que Costa Rica recibió fondos de cooperación y cré­
dito internacional de una magnitud sin precedentes. 
Estados Unidos buscó que el país se aliara en la guerra 
contra Nicaragua, a lo cual Costa Rica respondió con 
una política formalmente neutral aunque relativamen­
te permisiva en la realidad.

USAID, el FMI y la banca privada condicionaron 
la ayuda a la liberalización económica (Rovira, 1984). 
Promovieron el desmantelamiento del Estado empre­
sario, las reformas en los servicios e instituciones 
públicas, el establecimiento de la banca privada y la 
creación de las instituciones privadas o semi-públicas 
en forma paralela a las altamente debilitadas entidades 
públicas. “La escala de ayuda de los Estados Unidos 
así como la manera de desembolsar esa ayuda estaba 
atada al cumplimiento de las reformas específicas, en 
donde de sobremanera se fortalecían aquellos sectores 
de la elite que simpatizaban con el neoliberalismo y 
se consideraban hostiles al modelo socialdemócrata" 
(Sandbrook, Edelman, Heller y Teichman, 2006). De 
esta manera, la crisis económica cambió las relaciones 
de poder dentro del país a favor de una visión pro aper­
tura. De manera que las mismas condiciones geopolí­
ticas que le dieron a Costa Rica una ventaja, hicieron 
al país altamente dependiente de la ayuda exterior y 
de la política de Estados Unidos, con el agravante de 
que, después de que la estabilización se logró y el pico 
del conflicto centroamericano se resolvió, la asistencia 
financiera comenzó a retirarse.

Paralelamente, actores políticos y económicos fun­
damentales se dividieron, apoyando o adversando las 
reformas económicas. Aunque los primeros se hicieron 
cada vez más importantes y más fuertes. Las protestas



so cia les  de la  p r im e ra  m ita d  de los o c h e n ta  involu­
c ra ro n  só lo  a  p e q u e ñ o s  g ru p o s  de p e rso n a s . Durante 
ese perío d o  se  d e sm a n te la ro n  los s in d ic a to s  del sector 
p rivado  y los del se c to r  p ú b lico  se  d e b ilita ro n  (CEPAS, 
1990). A ún  as í, la  lib e ra lizac ió n  eco n ó m ica  prometía 
se r le n ta : h a b ía  que  d e s m a n te la r  u n  a p a ra to  institu­
c ional ex ito so  y con  g ra n  apoyo  p o p u la r .

1 .3  L e g a d o s :  te n s io n e s  e n t r e  d ir e c c io n e s  
y  r i tm o s  d e  c a m b io

El p r in c ip a l legado de la c r is is  de los ochenta fue 
el cam b io  d e  d irecc ión  del m odelo  de desarrollo, que 
p asó  de u n  es tilo  de d e m o c ra c ia  so c ia l a  u n a  adop­
ción se lec tiv a  del llam ad o  “C o n se n so  de Washington", 
c a ra c te r iz a d a  p o r la a tra c c ió n  de in v e rs ió n  extranjera, 
la lib e ra lizac ió n  com erc ia l y la  p ro m o c ió n  de las expor­
ta c io n e s  (Rovira, 2000). El cam b io  fue u n  híbrido: se 
m a n tu v ie ro n  la  m ay o ría  de la s  in s ti tu c io n e s  existentes 
y se c re a ro n  n u e v a s . El d e sm a n te la m ie n to  de lo viejo 
fue m á s  g ra d u a l q u e  la c rea c ió n  de la s  instituciones 
p ro p ia s  del m odelo  de p ro m o ció n  de la s  exportaciones, 
la  que  fue s is te m á tic a  y m u y  rá p id a . H acia  finales de 
los n o v e n ta  la  n u e v a  in s ti tu c io n a lid a d  e s ta b a  creada. 
M ien tra s  la  c a rg a  im p o sitiv a  p a r a  f in a n c ia r  lo viejo y lo 
nu ev o , d e sd e  1990, se h a  m a n te n id o  en  u n  promedio 
del 13% del PIB, C o sta  R ica s ig u e  s ien d o  uno de los 
p a íse s  de la  reg ión  en  los q u e  la  pob lación  tiene más 
e x p e c ta tiv a s  a c e rc a  de los se rv ic io s púb licos pero es 
ta m b ié n  u n o  de los q u e  rec ibe  m e n o s  recu rsos.

¿Q ué ocu rre  en  térm inos de m ercantilización, desmer- 
can tilizac ió n  y fam iliarizac ión  del riesgo  en  Costa Rica?

1.3.1 M ercantilización  con crecien te  desigua ldad

E n tre  1994 y el 2 0 0 3  C o sta  R ica tuvo, junto con 
Chile, el p ro m ed io  de crec im ien to  económ ico más alto 
de A m érica  L a tin a  (4.3%). El valor to ta l de las exporta­
c io n es  creció  c o n s id e ra b lem en te  p a sa n d o  de US$1.676



millones en 1991 a US$5.277 millones en el 2002. 
Además estas dejaron de concentrarse en el café y el 
banano, por el contrario se diversificaron. Hacia el año 
2000 el país exportaba más de 3.000 productos de los 
cuales solamente 7 representaban el 53% del valor total 
de las exportaciones (piña, textiles, banano, café, medi­
cinas y equipo médico) (PROCOMER, 2001). La diversi­
ficación productiva dio lugar a un crecimiento sostenido 
del PIB por habitante (ver gráfico 4.1), sin embargo, las 
exportaciones están altamente concentradas en pocas 
empresas: en el 2002 solo el 2% (1.745) de las empre­
sas exportaban y, de esas, 600 concentraban el 98% del 
total de las exportaciones (PROCOMER, 2003).

GRÁFICO 4.1
C osta Rica: evolu ción  del PIB por habitante y  de 
distribución del ingreso y  la pobreza, 1990-2005

A lo largo de la década, la concentración en la dis­
tribución del ingreso se ha acentuado (ver gráfico 4.1). 
Después de Uruguay, Costa Rica continúa teniendo la 
distribución del ingreso más equitativa de la región.



S in  em b arg o , la  te n d e n c ia  e s  p re o c u p a n te  po rq u e  el 
r itm o  de  c o n c e n tra c ió n  e s  el m ay o r de A m érica  Central: 
en  1997  el co e fic ien te  d e  G in i e s ta b a  e n tre  0 .3 7  y 0.39 
pero  p a r a  1999 h a b ía  s u p e ra d o  el 0 .4 0  y en  el 2001 
a lcan zó  s u  p u n to  m á x im o  co n  0 .4 4 . A u n q u e  en  el 2004 
y 2 0 0 5  ba jó  lig e ra m e n te , no  h a  v u e lto  a  u b ic a rse  por 
d e jad o  del 0 .4 0  (E s ta d o  d e  la  N ación , 2005). Además, 
si c o n s id e ra m o s  ú n ic a m e n te  la  d is tr ib u c ió n  prim aria, 
el coeficien te  de G ini p a s ó  de 0 .3 7  en  1988 a  0 .48  en el 
2 0 0 4  (Trejos, 2 0 0 6 ). P a ra le la m e n te , la  p o b lac ió n  bajo la 
lín ea  de  p o b re z a  se  r e d u jo  c o n s id e ra b le m e n te  a  m edia­
d o s de los n o v e n ta  p e ro , d e sd e  e n to n c e s , se m antiene 
c o n s ta n te  en  to rn o  a l 20%  de la  p o b lac ió n . E s to  quiere 
d ec ir  q u e  es  c o n s ta n te  e n  té rm in o s  re la tiv o s  y creciente 
en  té rm in o s  a b s o lu to s .

La c o n c e n tra c ió n  de l in g reso  y el es tancam ien to  
de la p o b re z a  re f le ja n  p o la rizac ió n  de la es tru c tu ra  
o c u p a c io n a l e in s u f ic ie n te  g e n e ra c ió n  de em pleo for­
m a l. Se c re a n  m e n o s  em p le o s  fo rm ales  de m uy alta 
c a lid a d  m ie n tra s  q u e  a p a re c e  u n a  m ay o r can tid ad  de 
em p le o s  in fo rm a le s  y  d e  e s c a s a  c a lid a d  (Pérez Sáinz, 
A n d rad e -E ek h o ff; B a s to s  y  H e rra d o ra , 2004). Aunque 
los em p le o s  fo rm a le s  s o n  m á s  de la  m itad , es mayor 
el c re c im ie n to  de los e m p le o s  in fo rm a le s  (6.7%  y 5.3% 
del to ta l de e m p le o s  c re a d o s , re sp ec tiv am en te ). En el 
2 0 0 3 , el d e se m p le o  fu e  de  6 .3% , el m ay o r porcentaje 
de la s  ú l t im a s  d o s  d é c a d a s  y la  su b u tiliz a c ió n  de la 
fu e rza  de  tra b a jo  del 15% , c o m p a ra d o  con  u n  10% en 
1990. D ado  q u e  la s  e x p o rta c io n e s  no  trad ic iona les son 
g e n e ra lm e n te  in te n s iv a s  e n  cap ita l, n i e s ta s  n i el turis­
m o h a n  c o m p e n sa d o  la  g ra n  c a n tid a d  de em pleos perdi­
d o s  en  la a g r ic u l tu r a  tra d ic io n a l, d e d ic a d a  al cultivo de 
g ra n o s  b á s ic o s  co m o  m a íz  y frijoles. A dem ás, el empleo 
p ú b lico  d ism in u y ó  del 17% en  1990 al 14% en  el 2003.

Del lado  de  la o fe rta  d e  trab a jo , u n a  im portan te  carac­
te r ís tic a  del m e rc a d o  la b o ra l co s ta rr icen se  es la absorción 
de u n a  sign ifica tiva  c a n t id a d  de población  nicaragüense 
a l ta m e n te  c o n c e n tra d a  en  trab a jo s  no  calificados en la 
a g r ic u ltu ra , la  c o n s tru c c ió n  y el servicio dom éstico. Una



segunda característica ha sido el aumento sostenido de 
la incorporación femenina al mercado de trabajo, con 
una tasa de participación que, entre 1995 y el 2006, pasó 
del 32% al 41% (Estado de la Nación, 2007).

1.3.2 Políticas sociales: servicios universales 
devaluados y bajo presión de reforma

Los salarios se han mantenido estancados y el 
poder adquisitivo de las familias no ha logrado recu­
perar el nivel previo a la crisis económica. Sin embar­
go, dicha pérdida es parcialmente compensada por el 
ingreso social que obtienen en forma de transferencias 
y, más aún, de servicios.

A lo largo del período, la inversión pública social pasó 
del 14.5% en 1990 al 18.2% del PIB en 2002. En térmi­
nos absolutos, la inversión social por habitante también 
continuó creciendo (ver gráfico 4.2), aunque sin recupe­
rar los niveles previos a la crisis económica (Estado de la 
Nación, 2004). La composición sectorial cambió, con un 
crecimiento en los rubros destinados a la educación y 
a las pensiones mientras que se experimenta una caída 
en la salud. La inversión pública en educación pasó del 
3.8% en 1990 al 5.9% en 2003, ligeramente por debajo 
del 6% establecido en la Constitución Política. La edu­
cación básica pasó de representar el 55% del total de 
dicha inversión en 1990 al 70% en 2003 y el aumento 
de la matrícula universitaria fue en gran medida absor­
bido por las instituciones privadas que aumentaron 
de 8 a 50. Si bien los recursos destinados al combate 
a la pobreza fueron considerables (alrededor del 1.5% 
del producto interno bruto solo a  través del Fondo de 
Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, FODESAF), 
la mayor parte de los recursos a los que accedieron las 
personas pobres de acuerdo con el ingreso, provinieron 
de los programas universales, particularmente de la 
inversión en educación.

La educación fue una prioridad, entre 1990 y el 
2003 aumentó el personal y el número de escuelas.



Actualmente el 90% de los niños y adolescentes matri­
culados, en la educación prim aria y secundaria asisten 
a  escuelas públicas. Sin embargo, se evidencia un serio 
problema de deserción escolar, sólo 3 de cada 10 estu­
diantes term inan la educación secundaria (Estado de la 
Nación, 2004). La vivienda social se expandió a una tasa 
anual de 4%, virtualm ente la m isma tasa  del crecimien­
to de los hogares. Los bonos de vivienda fueron un sub­
sidio im portante p a ra  la expansión de las soluciones de 
vivienda, aunque en gran medida el programa se utilizó 
de m anera clientelista (Estado de la Nación, 2004).

GRÁFICO 4 .2
C osta  R ica: e v o lu c ió n  d e l g a sto  p ú b lico  socia l 

p or h a b ita n te , 1 9 9 0 -2 0 0 4

A pesar de que formalmente los programas uni­
versales se m antuvieron, decayó su  calidad y la opor­
tunidad  de acceso. La “emigración” de la clase media 
hacia el sector privado, en lo que a  servicios de salud 
y educación se refiere, refleja las dificultades en el 
acceso y calidad de los servicios. La salida se evidencia



incluso en los servicios de salud que forman parte de 
la seguridad social obligatoria para trabajadores/as 
asalariados/as y por cuenta propia. Un porcentaje de 
los que cotizan contribuye con los servicios públicos, 
pero también contrata servicios privados y, en muchos 
casos, hace co-pagos ilegales para, por ejemplo, acor­
tar tiempos de espera (Martínez Franzoni y Mesa-Lago, 
2003; Martínez Franzoni, 2005). De manera que las 
instituciones de bienestar social no han sobrevivido 
intactas a la reforma económica (Sandbrook, Edelman, 
Heller y Teichman, 2006).

De hecho, desde 1990 se promovieron reformas 
importantes en materia social que pueden considerarse 
“híbridas”: reflejaron los esfuerzos, solo parcialmente 
exitosos, por aumentar la presencia del mercado en los 
servicios sociales. Por ejemplo, en pensiones, se creó un 
pilar de ahorro individual obligatorio para la población 
asalariada. Este es, sin embargo, pequeño con respecto 
al pilar de capitalización colectiva, incluye participa­
ción empresarial, y a diferencia de lo ocurrido en otros 
países, no implicó un mayor aporte a la seguridad 
social, sino que se financió a partir de contribuciones 
ya existentes (Martínez Franzoni, 2007). En salud, la 
reforma incorporó nuevos instrumentos de gestión y 
abrió camino a las empresas privadas dándoles una 
mayor presencia en la prestación de servicios de salud 
de la seguridad social. Sin embargo, la mayor parte de 
los servicios continúan prestándose en forma pública y 
varios de los privados pertenecen a la economía social 
(Martínez Franzoni y Mesa-Lago, 2003).

Costa Rica tiene la mayor esperanza de vida de 
América Latina (78.6 años) y la segunda tasa de mor­
talidad infantil más baja de la región (después de Cuba 
e igual que Chile), 10 por cada 1000 niños/as nacidos/ 
as vivos/as). La caída de la matrícula secundaria que 
se produjo en los años ochenta ha sido parcialmente 
superada, para lograr una cobertura del 60%, similar 
a la que existía antes de la crisis económica. Aún así, 
solo 3.6 de cada 10 estudiantes terminan la educación



s e c u n d a r ia  (E s ta d o  d e  la  N ación , 2004). Las pensiones 
c o n tr ib u tiv a s  c u b re n  a  m e n o s  de la m ita d  de la pobla­
c ión  e c o n ó m ic a m e n te  a c tiv a . E n  g en e ra l, a  la  población 
le va  m u y  b ie n  e n  té rm in o s  de  la s  c o n d ic io n es  de vida 
que  re fle jan  in v e rs ió n  d e  la rg o  p lazo  (com o la esp e ran ­
za  de vida) pero  n o  ta n  b ie n  en  a q u e lla s  q u e  reflejan la 
in v e rs ió n  soc ia l a c tu a l  (com o la  ed u cac ió n ).

1 .3 .3  F am ilias: a rreg lo s c a m b ia n te s  con  
serv ic io s p ú b lic o s  inercia les

El p r in c ip a l le g ad o  d e  la  c o y u n tu ra  c rítica  fue la 
c re c ie n te  in c o rp o ra c ió n  d e  la s  m u je re s  al m ercado  de 
tra b a jo . Por lo ta n to ,  e x is te  u n a  c re c ie n te  cantidad 
de m u je re s  q u e , e n  d is t in to s  tip o s  de h o g a re s , reparten 
s u  tiem p o  e n tre  la s  jo r n a d a s  de tra b a jo  rem unerado, 
de o ficios d o m é s tic o s  y  d e  cu id o .

A d ife re n c ia  de  lo s o tro s  tre s  p a íse s  en  los cuales la 
p o b la c ió n  e s p e ra  p o co  de l E s ta d o , la  pob lac ió n  costa­
r r ic e n se , p e se  a  la s  m ú ltip le s  c r ít ic a s  en  s u  funciona­
m ie n to , h a  m a n te n id o  a l ta s  e x p e c ta tiv a s  so b re  el papel 
del E s ta d o  e n  la  a s ig n a c ió n  de los re c u rso s . Si en  1988 
el 70%  de la  p o b la c ió n  e s ta b a  en  c o n tra  de privatizar 
la  s e g u r id a d  so c ia l y  el 60%  de p riv a tiza r  la  prestación 
de s u s  se rv ic io s , h a c ia  f in e s  de  los a ñ o s  90  e s ta  opinión 
se  m a n te n ía  e in c lu s o  h a b ía  a u m e n ta d o  alrededor del 
10% (G arita , 2 0 0 3 ).

Si b ie n  el E s ta d o , a  tra v é s  de los p ro g ram a s  socia­
les, e s tá  m u y  p r e s e n te  e n  la  v id a  de  los sec to re s  medios 
y  b a jo s , d e sd e  el p u n to  de  v is ta  de la s  transform acio­
n e s  d e  la s  fa m ilia s , s u s  se rv ic io s  p la n te a n  tres  limi­
ta c io n e s . P rim e ro , c o n t in ú a n  e s ta n d o  principalm ente 
d ir ig id o s  a  u n  m o d e lo  d e  fam ilia  en  la c u a l los hombres 
p ro v e e n  in g re so s  y  la s  m u je re s  c u id a d o s . Así se refleja, 
p o r  e jem p lo , e n  lo s  h o ra r io s  de  a te n c ió n  de las insti­
tu c io n e s  q u e  o fre c e n  se rv ic io s  de s a lu d  básicam en te  y. 
m á s  en  g e n e ra l, e n  la  e x p e c ta tiv a  de c o n ta r  con una 
p e r s o n a  a d u l ta  d e d ic a d a  tiem p o  co m ple to  a  gestionar 
la s  t r a n s f e r e n c ia s  y  se rv ic io s  p ú b lic o s  (por ejemplo,



participando en reuniones escolares o llevando a niños 
y niñas a la consulta médica durante el horario labo­
ral). Se refleja también en una presencia mínima de 
los servicios de cuido, especialmente infantil, que com­
pensen la salida de las mujeres del hogar. Un tercer 
elemento es la pérdida de calidad y oportunidad en 
los servicios públicos que ha tenido lugar durante la 
última década, lo cual conlleva procesos de mercanti- 
lización pero también de refamiliarización, que aún no 
han sido suficientemente estudiados.

2 . CHILE

De acuerdo al análisis presentado en el capítulo 
previo, Chile tiene un régimen de bienestar estatal- 
productivista: alta formalidad del mercado laboral, alto 
grado del mercado en la resolución de los problemas y 
centralidad del Estado en la creación de capacidades 
bajo criterios de necesidad, generalmente acompañada 
de familias nucleares.

Chile es el segundo país con mayor desarrollo 
humano de América Latina. El diseño actual de la polí­
tica pública responde básicamente, a la arquitectura 
de la dictadura militar de los años ochenta, con una 
ampliación de componentes solidarios introducida a lo 
largo de los cuatro gobiernos democráticos sucedidos 
desde 1990. Después de haber experimentado una pro­
funda transformación social y económica, el mercado 
tiene hoy un papel central y el bienestar está altamente 
sujeto al poder adquisitivo individual. Sin embargo, a 
diferencia de países con régimen de bienestar familia- 
rista como Ecuador o Nicaragua, en Chile el Estado 
redistribuye una importante cantidad de recursos: de 
acuerdo a los datos de cuentas nacionales, en prome­
dio, una persona chilena gasta en servicios sociales 
privados lo mismo que recibe a través de los servicios 
públicos. Incluso, en los últimos años esta relación ha 
venido cambiando a favor del gasto público, es decir, 
se ha venido dando una mayor desmercantilización:



m ientras en  1998 el gasto privado en servicios sociales 
que invertía u n a  persona promedio era  m ás de una vez 
y m edia que el gasto público social (1,7), en el 2003 
ambos m ontos e ran  iguales (1,0). Los recursos públi­
cos se destinan  principalm ente a  la población de esca­
sos recursos y, en contraste  con lo que ocurre en Costa 
Rica, la población tiene escasas expectativas sobre el 
m anejo colectivo de los riesgos por parte del Estado.

2.1  H erencia: tem pran os in tervencionism os

La política social fue establecida tempranamente 
en el país, de la  m ano con el modelo de industrializa­
ción basado  en  la sustitución  de importaciones y en 
el m arco del E stado de compromiso que se extendió 
desde principios del siglo h a s ta  1973 y que conllevó un 
significativo conjunto de políticas sociales (Raczynski, 
2002). E ran  los años de auge de la “cuestión social". 
En este contexto, en 1924 el Congreso Nacional aprobó 
u n  conjunto  de leyes sociales, producto de las iniciati­
vas previam ente p resen tadas, tan to  por conservadores 
como liberales. Así se legalizaron los sindicatos y se 
sen taron  las bases para  el desarrollo de las institucio­
nes de b ienestar (Valenzuela, 2006a). Esta legislación 
se diseñó e im plem ento bajo u n  paradigma de protec­
ción colectiva de la salud, m aternidad, invalidez y vejez, 
como u n a  aspiración p ara  la m ayoría de la población.

Así, desde la segunda década del siglo pasado la 
política social chilena creó u n a  legislación que buscó 
in tegrar y a tender las crecientes demandas sociales. 
El diseño y centralidad de la política pública dio ori­
gen a  u n  m anejo de riesgos con coberturas parciales y 
fuertem ente estratificadas según las ocupaciones. Los 
beneficios estuvieron destinados a  u n a  familia integra­
da  por u n  hom bre proveedor con empleo permanente 
de tiem po com pleto y u n a  m ujer, m adre dedicada a la 
casa  y al cuidado del esposo e h ijo s/as -modelo con 
respecto  al cual, ya en ese momento, quedaban fuera 
u n  tercio de las familias (Tironi, Valenzuela y Scully.



2006)-. Al mismo tiempo, la política pública tenía 
componentes de solidaridad y redistribución entre per­
sonas y familias. En ese período el Estado financiaba, 
gestionaba y prestaba servicios (Raczynski, 2002).

Hacia 1970, Chile contaba con una asignación 
colectiva pública de los recursos que seguía patrones 
propios de la Europa continental y mostraba a la vez, 
una amplia cobertura y segmentación de los servicios 
(Tironi, 2003). Por un lado, el 84% de la población entre 
6 y 14 años se encontraba matriculada en la educación 
básica; el 80% de los nacimientos contaba con atención 
profesional en el momento del parto y una proporción 
similar de niños y niñas menores de 6 años accedían a 
programas de control y alimentación complementaria. 
A la vez, “la matrícula en educación secundaria era del 
38% de los jóvenes entre 15 y 18 años... La población 
activa afiliada al sistema de previsión social alcanzaba 
el 70%, aunque sólo cerca de un 50% cotizaba regular­
mente. El gasto social en educación básica y salud era 
progresivo, no así el de vivienda, previsión social, educa­
ción media y universitaria.” (Raczynski, 2002:126).

Entre 1970 y 1973 Chile se transformó en un ejem­
plo de vía democrática al socialismo. Durante ese corto 
período, el gobierno buscó profundizar la intervención 
del Estado en el manejo y garantía del bienestar a tra­
vés de medidas tales como la distribución de tierras, el 
control de los salarios (que se diluyó ante el aumento 
de la inflación) y el aumento del gasto social que supe­
ró el 25% del PIB comparado con el promedio de la 
década previa (19%) -con la consecuente expansión del 
déficit fiscal- (Arellano en Mesa-Lago, 2000).

Así, el Estado se convirtió en el actor principal de 
la economía chilena, de su regulación, producción, 
asignación de los recursos y resolución de los conflic­
tos. Cerca de 461 empresas fueron intervenidas por 
el gobierno, el cual, al finalizar 1973, controlaba, sin 
considerar al sector agrícola, cerca del 39% del PIB en 
comparación con solo el 14% en 1965. La nacionali­
zación de la industria del cobre, la aceleración de la



reforma agrsiria y la intervención de los bancos, incre­
mentó en u n  70% el control del Estado en la inversión 
total (Mesa-Lago, 2000). Sin embargo, en el marco de 
los severos conflictos políticos entre sectores empresa­
riales y trabajadores, así como la escasez de bienes y 
servicios esenciales, se precipitó el derrocamiento del 
gobierno democrático, por parte de las fuerzas arma­
das, que fueron a  su  vez, apoyadas por los sectores 
conservadores y el gobierno de Estados Unidos.

2 .2  C oyuntura  crítica : de l intervencionism o  
a  la  lib era liza c ió n

El 11 de septiembre de 1973 tuvo lugar un golpe 
militar, se diluyó el Congreso Nacional y  se transfirieron 
sus potestades a  u n a  ju n ta  militar que estuvo al frente 
del país entre 1973 y 1989. E sta ju n ta  estuvo integra­
da por cuatro com andantes de las fuerzas armadas y 
fue liderada por Augusto Pinochet. Entre sus primeras 
m edidas destacan  la prohibición de los partidos políticos 
de oposición, el cierre de los sindicatos, las federaciones 
obreras y las asociaciones profesionales, la intervención 
de las universidades, el control de los medios de comu­
nicación y la restricción de las principales libertades 
civiles, con acciones como el toque de queda. Miles de 
personas fueron asesinadas o encarceladas.

Sin contrapesos, el nuevo gobierno llevó a cabo una 
transform ación económica y social radical. La crisis 
económica iniciada duran te  el gobierno de Allende se 
atribuía, a  la creciente presencia estatal en la econo­
mía. En contraposición con el carácter mixto, regulado 
y proteccionista de aquella economía, a partir de 1974 
las reform as promovieron u n  mercado libre y abierto 
(Mesa-Lago, 2000). E stas m edidas fueron conducidas 
por u n  equipo económico de Chicago Boys14 que, con

14 En tanto seguidores de las enseñanzas del economista y profe­
sor de la Universidad de Chicago Milton Friedman.



mínimos cambios, estuvieron al frente de la economía 
chilena durante casi una década.

Este equipo modificó el papel del Estado en la eco­
nomía. Por un lado, eliminó las políticas distributivas 
impulsadas durante el gobierno socialista. Por ejemplo, 
se devolvieron las tierras cultivables que habían sido 
expropiadas mediante la reforma agraria. Por otro lado, 
con la excepción de la producción del cobre, se priva- 
tizaron prácticamente todos los activos del Estado15. 
Las entidades de planificación económica del gobier­
no, Ministerio de Economía, Oficina de Planificación 
Nacional (ODEPLAN) y la Corporación de Fomento para 
la Producción (CORFO) redujeron su intervención, 
pasando a tener un papel secundario coherente con el 
enfoque a favor del “libre” juego del mercado.

En segundo lugar, se transformó el modelo de 
crecimiento económico, pasando de la sustitución de 
importaciones a la liberalización del comercio exterior y 
a la diversificación y promoción de las exportaciones. El 
sector privado se volvió el principal agente de desarrollo 
y aunque la retórica era la reducción del Estado, en los 
hechos se reorientó su apoyo hacia el sector exportador.

Con una economía reorientada hacia la promoción 
de las exportaciones y un Estado reducido en sus fun­
ciones, los servicios sociales también sufrieron cambios 
radicales. Concretamente, se produjeron recortes gene­
ralizados en la inversión y el Estado se especializó en 
programas sociales focalizados en la población pobre. 
Además se incrementó la participación del sector privado 
en el financiamiento y la prestación de servicios socia­
les. Se estableció una red social compensatoria dirigida 
a las familias en condiciones de pobreza extrema y se 
reorganizaron los servicios de salud y educación, dando 
prioridad a los niveles de menor complejidad (educación 
básica y salud primaria). Como complemento de las

15 Los recursos del cobre eran una fuente de flnanclamlento del 
presupuesto de las fuerzas armadas (French Davis, 1999).



políticas de idealización y privatización, los programas 
sociales se descentralizaron y municipalizaron, así como 
se incorporaron m ecanism os de mercado en la asigna­
ción de los recursos. En lugar de financiar la oferta de 
los servicios, se comenzó a  subsidiar la demanda (por 
ejemplo m ediante vouchers para la compra de servicios 
educativos privados). Finalm ente, se creó un  sistema de 
pensiones de capitalización individual administrado por 
operadoras privadas y u n  sistem a privado de salud para 
las familias con capacidad de pago (Raczynski, 2002)16.

La d ictadura  m ilitar revolucionó el modelo social 
y económico que h a s ta  ese momento había buscado 
em ular a  la E uropa continental, a  la vez que lo reem­
plazó por otro, ne tam ente  liberal, que tenía a  Estados 
Unidos como principal referente (Tironi, 2005). Este 
cambio de paradigm a dio lugar a u n a  sociedad dina- 
m izada por la com petencia y el manejo, principalmente 
individual y m ercantil de los riesgos, desplazando el 
m anejo colectivo previo.

Desde el pun to  de vista macroeconómico, la expe­
riencia chilena fue exitosa: entre 1986 y 1990 la eco­
nom ía creció a  u n  promedio anual del 6.5% y a un

16 En pensiones “La reforma provisional que fue positiva en varios 
sentidos... no se tradujo en un incremento significativo en el 
porcentaje de la fuerza de trabajo añilada que cotizaba regular­
mente al sistema, sino que aumentó los costos administrativos y 
después de las expectativas iniciales altas, arrojó dudas sobre el 
mejoramiento en el valor futuro de las pensiones (que dependía 
del comportamiento del mercado de capitales) y sobre el mundo 
de los recursos que el Estado debería destinar para cubrir la 
pensión mínima garantizada y el pago de las pensiones asisten- 
ciales” (Raczynski, 2002:127-8). Además, los fondos de ahorro 
individual impidieron la añrmación positiva, concretamente 
hacia las mujeres: dado que las mujeres viven en promedio más 
que los hombres, a igual monto total de cotización a lo largo de la 
vida, menor pensión. Esto introduce una discriminación porque, 
por ejemplo, ignora que la esperanza de vida no está solo defini­
da por el sexo de las personas. Así, por ejemplo, mujeres pobres 
con esperanza de vida por debajo del promedio de las mujeres 
que habitan en el país, estarían subsidiando las pensiones de 
hombres de ingresos medios-altos con una esperanza de vida por 
encima del promedio de los hombres del país.



promedio del 8.5% entre 1991 y 1993, ya bajo el nuevo 
gobierno democrático. El “milagro chileno” se reflejó 
en un ingreso anual por habitante que aumentó de 
US$2.520 en 1980 a US$3.000 en 1990.

Sin embargo, los hogares bajo la línea de pobreza 
pasaron del 17% en 1970 al 39% en 1990. En ese año, 
la indigencia fue del 14%, cercano al porcentaje total 
de la pobreza existente veinte años atrás. Se reflejó en 
la caída de los salarios: durante 19 años, entre 1970 y 
1989, los salarios tuvieron un crecimiento casi nulo a 
partir de los ajustes unilateralmente definidos (Bravo,
2003), dado que solo de manera muy lenta se fue per­
mitiendo la organización colectiva y sindical. La pobre­
za también fue producto del aumento del desempleo, el 
cual solo se revirtió a fines de los ochenta, a partir de 
la combinación de programas estatales dirigidos a com­
batirlo así como del crecimiento económico.

Para hacer frente a las necesidades más apremian­
tes, los sectores populares recurrieron a las estrategias 
familiares como la incorporación de las mujeres y los 
jóvenes al mercado laboral y a iniciativas grupales 
como los comedores populares (Raczynski, 2002). A 
las estrategias de sobrevivencia se sumaron las orga­
nizaciones comunales, las organizaciones no guberna­
mentales y las distintas expresiones del llamado tercer 
sector, orientadas a buscar soluciones colectivas frente 
a las situaciones sociales concretas. Durante la década 
de los noventa, muchas de estas iniciativas se arti­
cularían con los propios programas sociales estatales 
(Raczynski, 2002).

Mientras la sociedad de mercado se profundizaba, 
integrando a unos y excluyendo a muchos, “los indica­
dores de desarrollo humano (mortalidad infantil, espe­
ranza de vida al nacer, alfabetismo y nivel de escolari­
dad de la población) continuaron mejorando, gracias 
a la existencia de los programas sociales de amplia 
cobertura y larga data que inculcaron en la población, 
el derecho y la importancia de acceder a estos progra­
mas, pese al deterioro en la calidad (infraestructura.



sueldo  del p e rso n a l, in su m o s , etc.) al que se vieron 
som etidos y a  la  e levación  en  el costo  d irecto  para  el 
u su a rio , de a lg u n o s  de los servicios (sa lud  principal­
m ente)" (R aczynski, 2 0 0 2 : 127).

E n 1988, u n  re fe ré n d u m  en el que el gobierno mili­
ta r  perdió, m arcó  el p rin c ip io  del fin de la d ic ta d u ra 17. 
C om enzó as í u n a  com ple ja  tran s ic ió n  dem ocrática 
m a rc a d a  por la reco n fig u rac ió n  de las  relaciones polí­
ticas  en genera l, ta n to  e n tre  civiles y m ilitares como 
e n tre  las d is tin ta s  co rr ie n te s  ideológicas expresadas 
por los p a rtid o s  po líticos. En d ic iem bre  de 1989 se 
ce leb raron  las  e lecc iones leg islativas y en  m arzo de 
1990 se reab rió  el C ongreso  N acional. Las elecciones 
n ac io n a le s  de 1989 llevaron  al gobierno  a u n a  coali­
ción de c en tro -izq u ie rd a  d en o m in ad a  “C oncertación de 
P a rtid o s  por la D em o crac ia” (C oncertación), integrada 
por los d e m ó c ra ta -c r is tia n o s  y los so c ia lis ta s  y liderada 
por Patricio  Aylwin (M esa-Lago, 2000). H abía term ina­
do u n a  de las  d ic ta d u ra s  m ás c ru d a s  de las que tuvie­
ron  luga r en  e sa  época , en  A m érica L atina.

2 .3  L e g a d o s :  t r a n s ic ió n  d e m o c r á t ic a  y  
l ib e r a l is m o  s o c ia l  r e c u p e r a d o 18 *

“M ás a llá  d e l o p tim ism o  o de l p e s im ism o , s e  p u ed en  
d is tin g u ir  cu a tro  l ín e a s  d e  in terpre tac ión  d e  e so s  años: 
la s  q u e  p o n e n  el a c e n to  en  la s  c o n tin u id a d e s  p erversa s  
d e l p erío d o  au to rita rio ; la s  q u e  a n a liza n  b á s ic a m e n te  su s  
lim itac iones, e s p e c ia lm e n te  d e  índo le  política; las que 
p o n e n  d e  re lieve  los do lo res  y  a n g u s tia s  q u e  h a  traído 
consigo  el e s fu e r z o  m o d e rn iza d o r  d e  los 90; y , por último, 
a q u e lla  q u e  no c a n s a  d e  so rp re n d e rse , con u n a  m irada  
un  ta n to  m a ra v illa d a , d e  los e fe c to s  d e  los cam b ios en 
e s to s  tie m p o s ."  (Tironi, 2003:25).

17 El referéndum  fue convocado en 1988 para adm itir o rechazar 
el régimen del general Pinochet. Dado que la respuesta fue 
negativa, Pinochet no pudo p resen tar su candidatura a las 
elecciones presidenciales de 1989.

18 La noción de “liberalism o social” para  caracterizar la situación
chilena ac tu a l fue tom ada de De Laire (2005).



La actual arquitectura del bienestar en Chile es 
producto de la dictadura militar y de las sucesivas 
transformaciones introducidas desde 1990, en demo­
cracia y bajo los gobiernos de la Concertación. “Una de 
las áreas de consenso fundamental... tiene que ver con 
el mantenimiento de un modelo de desarrollo económi­
co -al cual se subordina la política social- y la inviola­
bilidad de los derechos de la propiedad, al tiempo que 
existe consenso parcial en torno a los temas ligados al 
intervencionismo estatal, la redistribución y las políti­
cas para combatir la pobreza.” (Castiglioni, 2006:83). 
En ese marco los cambios fueron graduales y no 
estructurales19 (Raczynski, 2002; Castiglioni, 2006).

Entre los legados de la coyuntura crítica destaca la 
precariedad de la restablecida institucionalidad demo­
crática20. Las elites políticas buscaron reducir la incer­
tidumbre frente a la fragilidad democrática, privilegian­
do los acuerdos a la confrontación (Tironi, 2003). Así, 
la administración Aylwin (1990-1994) y la oposición de 
derecha alcanzaron importantes acuerdos en materia 
tributaria y laboral. Esta política tuvo implicaciones 
para el abordaje del conflicto distributivo, reflejándose 
en el tipo y ritmo de las reformas laborales y sociales 
llevadas a cabo (Fernández, 2006; Raczynski, 2006).

Así, el retorno de la democracia consolidó el modelo 
socioeconómico instaurado bajo la dictadura militar, 
pero le dio una mayor legitimidad social (Tironi, 2003). 
Además, a medida que la transición política avanzó, se

19 Las reformas estructurales son las que afectan el diseño de los 
programas en el nivel de los principios o de los instrumentos de 
la política. Como lo señala Castiglioni, son aquellas que “impli­
can cambios significativos en la provisión de servicios, reglas de 
elegibilidad, niveles de beneficios, la redeflnición de los roles del 
Estado y el mercado y el tipo de política social que se implemen- 
ta (por ejemplo, sustituyendo un sistema de tipo universal por 
uno basado en la focalizaclón)." (Castiglioni, 2006:77).

20 Uno de sus indicadores fue el amplio espacio político ocupado 
por las fuerzas armadas, después de la transición democrática, 
expresado en senadores vitalicios designados por estas.



fueron  in tro d u c ie n d o  refo rm as que  a u m e n ta ro n  los gra­
dos de d esm erc an tiliz a c ió n  en  la ed ucación , la salud y 
las  p ensiones . E n  a te n c ió n  a  la p reca ried ad  democrática 
inicial y a  la b ú s q u e d a  de los a c u e rd o s  que permitieran 
la g obernab ilidad , la s  m ed id as  fueron  prim ero  tímidas 
y luego m ás  c o n tu n d e n te s , a u n q u e  siem pre  dentro de 
la s  reglas b á s ic a s , e n  p a rtic u la r , las macroeconómicas, 
defin idas d u ra n te  la  c o y u n tu ra  crítica .

V eam os en  m ay o r de ta lle  qué  ocu rrió  en términos 
de m e rc an tiliza c ió n , d e sm erc an tiliz a c ió n  y familiariza- 
ción del b ie n e s ta r  e n  C hile.

2.3.1 M ercantilización: a ltos ingresos por habitante 
m u y d e s ig u a lm e n te  repartidos

El in g reso  a n u a l  por h a b ita n te , que e ra  de US$2.625 
en  1990, h a c ia  m e d ia d o s  de los n o v en ta  era  de casi 
U S $ 5 .0 0 0  p o r h a b i ta n te ,  la p ro d u c tiv id ad  laboral 
h a b ía  a u m e n ta d o  a  u n  p rom ed io  a n u a l del 4,1% y el 
em pleo  y  los s a la r io s  rea le s  h a b ía n  crecido  a  u n  prome­
dio a n u a l  del 2 ,6%  y de 4,8%  resp ec tiv am en te  (Drake 
y J a k s ic , 1999). C o m p arad o  con  el estancamiento 
ex p e rim e n ta d o  d u ra n te  los 19 añ o s  previos y aunque 
m o stró  d ife re n c ia s  im p o rta n te s  se g ú n  los niveles de 
calificación , el a u m e n to  en  los sa la rio s  fue m uy signi­
ficativo (Bravo, 2003).

El gráfico  4 .3  m u e s tr a  el co m p o rtam ien to  del PIB. 
de la  p o b reza  y d e  la  d e s ig u a ld ad . M ien tras  el ingreso 
por h a b i ta n te  a u m e n tó  de m a n e ra  so sten id a , la reduc­
ción de la p o b re z a  fue n o tab le : p asó  del 40% en 1987 a 
m en o s del 30%  c in co  añ o s  d e sp u é s  en  1992; menos del 
20% en  1998 y a l 16% en  el 2003 . Pese a  la estabilidad 
y al c rec im ien to  económ ico , la  d e s ig u a ld ad  se mantuvo 
c o n s ta n te , ta l com o lo re g is tra n  los coeficientes de Gini 
de 0 .5 5  en  1990 , 0 .5 6  en  el 2 0 0 0  y 0 .55  en el 2003.

La p e rm a n e n c ia  de la d es ig u a ld ad  e s tá  asociada a 
varios fac to re s . E n tre  e s to s  el desem pleo ; este ha con­
tin u a d o  s ie n d o  a lto , a lc a n z a n d o  los dos dígitos en algu­
n o s a ñ o s . La a l ta  in e s ta b ilid a d  del trab a jo  asalariado.



especialmente en el nivel educativo medio bajo y bajo, 
es un segundo factor explicativo (Raczynski, 2006). 
Tercero, resulta del efecto estratiñcador de las políticas 
sociales, al establecer estas una clara diferencia entre 
quienes pueden (y por lo tanto deben) acceder a  los 
servicios a través del mercado y quienes no pueden y 
por lo tanto, acceden a los servicios públicos.

GRÁFICO 4 .3
Chile: E volución d el PIB por hab itan te y  de  

distribución d el ingreso y  la  pobreza, 19 9 0 -2 0 0 5

Fuente: CEPAL, 2007.

Al igual que en la región en su conjunto, destaca el 
continuo incremento de la participación femenina en el 
mercado laboral, que pasó del 28% en 1992 al 36% en 
el 2002. Aún así, esta presencia es considerablemente 
menor que en varios de los países latinoamericanos, 
donde esta supera el 50%. Como lo señalamos en los 
capítulos 2 y 3, a  excepción de Uruguay, en América 
Latina la PEA femenina es mayor en países con menor 
desarrollo humano, como por ejemplo en El Salvador, 
Perú o Bolivia (todos con régimen de bienestar infor- 
mal-familiarista).



2.3 .2  A signación  colectiva d e  los recursos: continuidad 
y m a yo r so lidaridad

"La h e g e m o n ía  d e  la s  p o s ic io n e s  id eo ló g ica s  que pro­
m u e v e n  u n a  a c e n tu a d a  p r e s e n c ia  d e l m erca d o  en  la 
p ro v is ió n  d e  los se rv ic io s  so c ia le s  h a n  lle v a d o  a l m anten­
im ien to  y . e n  a lg u n o s  c a so s , a  la re fo rm a  m o d era d a  de 
la po lítica  so c ia l."  (C astiglioni, 2006 :84).

Los cam b io s  lab o ra les  y socia les se orientaron a 
“perfecc ionar el m odelo h e red a d o  del gobierno militar, 
p ro c u ra n d o  al m ism o  tiem po no  sólo red u c ir  los crecien­
tes n iveles de p o b reza  y d es ig u a ld ad  im perantes, sino 
tam b ién  m e jo ra r los niveles de acceso  y la  calidad de los 
servicios so c ia le s” (Castiglioni, 2006:69). D urante la pri­
m era  a d m in is tra c ió n  dem o crá tica  (Aylwin 1990-1994) 
se fo rta lecieron  las  funciones de p lanificación y regula­
ción p ú b lica , en  p a r tic u la r  en  m a te r ia  laboral. Por ejem­
plo, se e s ta b le c ie ro n  p ac to s  socia les p a ra  regular los 
m ercad o s  la b o ra le s  a  p a rtir  de u n  reestablecim iento de 
los d e rec h o s  de los s in d ic a to s  y tra b a ja d o re s21. Por otro 
lado, d e n tro  del m arco  del p a rad ig m a  residual previo, 
a u m e n tó  c o n s id e ra b le m e n te  la inversión  y la densidad 
de las m e d id a s , e sp ec ia lm en te  de aq u e lla s  destinadas a 
la p ob lac ión  m á s  pobre  (Arellano, 2004).

D u ra n te  el período  se p ro d u jo  u n  considerable 
a u m e n to  del g a s to  socia l por h a b ita n te : este  se vio casi 
d u p licad o . D esag reg án d o lo  por sec to re s , el gasto social 
por h a b i ta n te  a u m e n tó  en  todos m en o s  en vivienda (ver 
el g ráfico  4 .4 ). E n  e d u ca c ió n , por ejem plo, durante el 
p rim er q u in q u e n io  de los n o v en ta , el gasto  creció en un 
53%  en  té rm in o s  re a le s  (A rellano, 2004).

El g a s to  so c ia l (en p a r tic u la r  los subsidios mone­
ta rios) se  c a ra c te r iz ó  por su  progresiv idad  (Arellano.
2004). La p o lític a  socia l se  o rien tó  h ac ia  el desarrollo del 
c ap ita l h u m a n o , p rin c ip a lm e n te  m ed ian te  la inversión

21 Incluyó la regulación de las condiciones laborales mínimas} 
p ro tecciones co n tra  los despidos.



en educación y salud. “La asignación de recursos al 
sector educación por parte del Estado y por las familias 
no solo fue muy importante sino que fue creciente. Los 
recursos públicos fueron asignados con un claro cri­
terio de progres ivi dad, favoreciendo principalmente a 
los niños de hogares de menores ingresos. Esto se tra­
dujo en aumentos de cobertura, en menor repitencia y 
deserción y en mayor permanencia en la escuela duran­
te una jornada extendida. Al mismo tiempo, las rentas 
de los docentes se elevaron marcadamente, superando 
la situación de abandono y de desinterés por ingresar 
a la carrera docente que se había generado en los años 
80” (Arellano, 2004:23).

Gráfico 4 .4
Chile: E volución del gasto  público so cia l 

por habitante, 1990-2003

Fuente: CEPAL, 2007.

En salud, el Plan de Acceso Universal y Garantías 
Explícitas de Salud (AUGE) fue una de las reformas 
de mayor envergadura. Esta tuvo lugar durante la 
administración de Lagos (2000-2006) y se propuso



g a ra n tiz a r  la  a te n c ió n  de u n  c o n ju n to  de patologías, 
en tre  to d a s  la s  p e rs o n a s  b e n e fic ia r la s  del sistema 
de sa lu d , fu e ra  p ú b lico  (a tra v é s  del Fondo Nacional 
de S a lu d , FONASA) o p riv ad o  (ISAPRES). Este plan 
com enzó a  o p e ra r  en  el 2 0 0 2  con  tre s  enferm edades, se 
h a  ex tend ido  g ra d u a lm e n te  y a lc a n z a rá  57 patologías 
en el 200 7  (C astig lion i. 2006). E n  e s te  y otros casos, 
varios de los c o m p o n e n te s  so lid a rio s  no  fueron apro­
bados. S in  em b arg o , se p u e d e  h a b la r  de u n a  tendencia 
a  am o rtig u a r a lg u n o s  de los e fec to s  m á s  regresivos e 
inequ ita tivos  de la s  re fo rm a s  de la  d é c a d a  previa.

La d e sc e n tra liz a c ió n  y la  p riv a tizac ió n , sin  embar­
go, a te n ta n  d ire c ta m e n te  c o n tra  el acceso  a los servi­
cios u n iv e rsa le s  de sa lu d , v iv ienda  y educación. Las 
d e s ig u a ld a d e s  en  el em pleo  y los in g reso s  continuaron 
tra s la d á n d o se  a  los seg u ro s  de s a lu d  y vejez: la pérdida 
tem poral o p e rm a n e n te  del em pleo  a te n ta  directamente 
c o n tra  la  a te n c ió n  m éd ica , e sp e c ia lm e n te  en el trata­
m ien to  de se g u n d o  y te rce r nivel y c o n tra  el acceso 
a  u n a  p e n s ió n  c o n trib u tiv a , c o m p le ta m en te  sujeta al 
nivel de in g re so s  (PNUD, 2000). Bajo el régimen de 
cap ita lizac ió n  ind iv id u a l, u n a  im p o rta n te  parte de la 
pob lación  no  h a  co n so lid ad o  ni co n so lid a rá  derechos: 
“U na p ro p o rc ió n  im p o rta n te  de los afiliados... no apa­
recen  com o c o tiz a n te s . O tro s  no  van  a  lograr cumplir 
los 20 a ñ o s  p a r a  a lc a n z a r  la g a ra n t ía  e s ta ta l de la pen­
sión  m ín im a. Y po r ú ltim o , h ay  q u ie n e s  cum pliéndolos 
20 añ o s  no  te n d rá n  los a h o rro s  n e c e sa rio s  para dicho 
objetivo.” (PNUD, 2000:43).

La d e s ig u a ld a d  se ex p re sa  en  o tra s  á rea s  de la vida 
co tid ian a , com o la v iv ienda, la  segregación  urbana, 
la in se g u rid a d , el acceso  a  serv ic ios m unicipales y el 
tiem po d e s tin a d o  a tra s la d o s , e sp e ra s  p a ra  trámites y 
c o n su lta s  m é d icas .

En el b a lan ce , las b re c h a s  d ism inuyeron  en áreas 
en las cu a le s  el pa ís  h a  ten ido  políticas públicas de 
am plia  co b e rtu ra : ed u cac ió n  básica : control y atención 
de e m b a ra z a d a s ; con tro l y en treg a  de alim entos a niños 
m enores de se is  años; y su b sid io s  p a ra  adquisición de



vivienda social (Raczynski, 2006). Las “nuevas brechas” 
se vinculan a diferencias en la calidad de los bienes y 
servicios a los que acceden los estratos más altos y más 
bajos, tales como la calidad y el tamaño de la vivienda, 
la calidad de la educación y la calidad de los servicios de 
salud (Raczynski, 2006).

2.3.3 Familias y comunidades: haciendo frente a la 
reducción del Estado

Muchos de los cambios registrados en las familias 
durante el período, reflejan procesos de larga duración. 
Por ejemplo, los hogares biparentales tradicionales 
disminuyen al incrementarse los hogares con parejas 
convivientes y de personas solas; las familias tienen 
cada vez menos hijos/as; la proporción de niños/as 
que nacen fuera del matrimonio ha aumentado y supe­
ra actualmente la mitad de todos los nacimientos; y las 
mujeres continúan integrándose cada vez al mercado 
laboral (Tironi y otros, 2006).

Pese a los esfuerzos por fortalecer la presencia de la 
política social en la vida de los chilenos y las chilenas, 
“desde fines de los años 70 se ha producido un retiro 
del Estado como instancia de protección y promoción 
social, y una transferencia creciente de esa labor al 
mercado. Esto ha significado una recarga extraordi­
naria para la familia, que ha tenido que salir al ruedo 
para acoger a aquellos que no logran integrarse al 
mercado, y para contener a los que no consiguen per­
manecer establemente en él o fracasan en el intento.” 
(Tironi, Valenzuela y Scully, 2006:20).

Simultáneamente, ha tenido lugar en la sociedad 
chilena un cambio cultural ya que como producto del 
proceso de modernización económica y social, ahora 
“los individuos esperan poco del gobierno y de la acción 
colectiva organizada: confían más bien en el esfuerzo 
propio -aunque ello vaya acompañado de una mayor 
dosis de riesgo- e invierten por ello fuertemente en “el 
capital humano”, vía la educación...” (Tironi y otros.



2003:19). E sta  individualización de la vida social ha 
estado acom pañada de sentim ientos de aislamiento, 
soledad, au senc ia  de sentido y angustia  ante la erosión 
de los vínculos com unitarios (Tironi y otros, 2003).

Las redes de las relaciones sociales se han ido res­
tringiendo cada  vez m ás a  los círculos de los familiares 
y amigos. Pero dada  la persisten te  desigualdad, coexis­
ten al m enos tres países diferentes: “el de los integra­
dos, el de los que logran integrarse vicaria o subor­
dinadam ente, y  el de los excluidos” (Garretón, 2000), 
cada uno  de los cuales vive la familia y su  inserción en 
el m ercado de m aneras radicalm ente diferentes y, con 
frecuencia, carecen de todo referente común.

3. ECUADOR

“En Ecuador la vida cotidiana es muy Inestable. No tienes 
crédito seguro, las instituciones se  caen. Hay un entorno 
de incertidumbre generalizado..." (Herrera, 2006)

De acuerdo  al análisis presentado en el capítulo 
previo, E cuador tiene un  régimen de bienestar infor- 
m al-fam iliarista: a lta  informalidad del mercado laboral 
y centralidad del m ercado laboral transnacional, debi­
lidad del E stado  en la creación de capacidades y mayor 
presencia relativa de familias extensas.

Ecuador ocupa el 12° lugar en m ateria de desarrollo 
hum ano en América Latina. Ilustra u n  régimen de bien­
estar que com bina un  paradigm a individual y mercantil 
del m anejo del bienestar, u n a  realidad que difícilmen­
te permite alcanzarlo y un  pasado no tan lejano en el 
que la población tenía mayores expectativas acerca del 
manejo colectivo de los riesgos. Lo anterior porque en el 
pasado, el E stado hizo efectivamente esfuerzos por aten­
der las dem andas sociales. Si bien estuvieron segmen­
tados y claram ente diferenciados según las regiones, la 
etnia y  la clase social, el éxito primero bananero y luego 
petrolero se  reflejó en u na  multiplicidad de programas 
públicos y  estuvo acom pañado por una  expansión en el



reconocimiento de los derechos. El modelo desarrollista 
y la modernización truncada que este alcanzó, produ­
jeron una arquitectura del bienestar caracterizada por 
altas expectativas con respecto al papel del Estado, así 
como accesos clientelares diferenciados según la rela­
ción de la población con el poder político. Cuando este 
llegó a su fin, lo hizo de manera abrupta, dejándole a la 
población pocas opciones más que aquellas altamente 
familiarizadas, para salir adelante. Y desde entonces, la 
inestabilidad política no ha hecho sino agudizar y ser 
agudizada por las difíciles condiciones sociales.

3.1 Herencia: integración “desde arriba**

En Ecuador la crisis del régimen oligárquico ocurri­
da en la década del treinta, dio lugar a una incorpora­
ción "desde arriba” de las demandas sociales y labora­
les en la arena política, de quienes hasta entonces, no 
podían votar: la población analfabeta, afroecuatoriana 
e indígena. Al igual que en toda América Latina, la 
incorporación de quienes no habían sido escuchados 
puso en cuestión al régimen oligárquico (De la Torre, 
2006). Pero a diferencia de otros países de la región, a 
partir de 1934, la transformación se produjo por la vía 
institucional, con la llegada al poder del movimiento 
liderado por José María Velasco.

Desde el gobierno, las elites promovieron un pro­
yecto de asimilación de la población indígena basado 
en la idea que la educación modificaría los comporta­
mientos. Se promovió una ideología nacional del mes­
tizaje que impulsaba la incorporación “desde arriba” 
de la población indígena, sin necesariamente reconocer 
las diferencias culturales (Clark, 2000). Este modelo, 
caracterizado como nacional-popular y estatista, pro­
movió un progresivo reconocimiento de los derechos 
para la población indígena, de espacios paira la partici­
pación de sus organizaciones y de acceso a los recur­
sos públicos que perduró hasta fines de los setenta e 
inicios de los ochenta (Tanaka, 2006).



D urante esa  década, Ecuador experimentó una 
notoria estabilidad económica y política, basada en 
la exportación de banano al inicio y luego de petró­
leo. La política económica apuntó  a  la sustitución de 
importaciones y al aum ento del consum o del mercado 
doméstico. La bonanza económica permitió que una 
política desarrollista y planificadora incluyera a los 
sectores populares y a lterara la e stru c tu ra  del poder en 
manos de los terratenientes (en la sierra) y agro-expor­
tadores (en la costa) representados respectivamente 
por dos partidos históricos, el liberal y el conservador 
(Vásconez, Córdoba y Muñoz, 2005). En contrapunto 
con la h isto ria  posterior, entre 1948 y 1961 existió 
competencia electoral, legitimidad constitucional y 
alternancia en el poder entre varios partidos y líderes 
políticos (Martz, 1997; Conaghan y Espinal, 1990). 
E sta situación estuvo alternada por gobiernos militares 
reform istas22 (1963-1973 y 1972-1979). Básicamente 
continuaron con la política pública desarrollista pero 
aum entaron  considerablem ente la inversión social que 
fue característica de todo el periodo (Clark, 2000).

De la m ano del auge petrolero, se impulsaron polí­
ticas públicas diversas, en particu lar de subsidio al 
sector industria l y de expansión de los servicios socia­
les de educación, salud y vivienda (Clark, 2000). Estas 
políticas fueron producto de presiones provenientes de 
distintos sectores de la sociedad y conllevaron un dise­
ño de acciones contra dem anda, m uchas veces disper­
sas y sin  criterios de selección. Con distintos alcances, 
la reforma agraria  se realizó en 1964 y 1973 y estuvo 
acom pañada de program as de salud, educación, segu­
ridad social e infraestructura. Con esta  se promovió el 
derrum bam iento de la hacienda tradicional y de todo 
u n  sistem a de dominación étnica (Conaghan y Malloy, 
1994) así como contribuyó a  un  gran desarrollo de las

22 Los sectores que habían sido favorecidos por el velasquis- 
mo contrastaban con aquellos que denunciaban el creciente 
malestar social y que fueron liderados por estos militares.



organizaciones sociales, en particular las indígenas23, 
a través de asociaciones, cooperativas y organizaciones 
de mujeres, entre otras, especialmente en el nivel local 
(Clark, 2000).

Los programas expandieron la presencia de una asig­
nación colectiva de los recursos en la población previa­
mente excluida, especialmente la rural e indígena de los 
Andes (Barsky en Yashar, 2005). Aumentó el número de 
escuelas primarias y la matrícula primaria, disminuyó la 
mortalidad infantil, se controlaron enfermedades infec­
ciosas, se facilitó el acceso a las clínicas, en suma, las 
condiciones de salud mejoraron durante esos años (Jara 
en Conaghan, 2005). Aunque las brechas urbano-rura­
les perduraron y la calidad de los servicios fue muchas 
veces deficiente debido a la falta de insumos (como libros 
o medicinas), el período marcó claramente una transfor­
mación que pasó de la ausencia a la presencia del Estado 
en la vida de la población rural del país.

La riqueza petrolera permitió al Estado atender 
demandas sociales tales como la construcción de 
infraestructura, la electrificación, el transporte, la 
salud y la educación. Producto de la expansión de la 
política pública, hacia mediados de los años setenta, 
la población ecuatoriana había aumentado 10 años su 
esperanza de vida; la tasa de mortalidad infantil había 
disminuido en un 40% y la cobertura de la educación 
primaria había alcanzado prácticamente a todos los 
niños y las niñas del país (Clark, 2000). En términos 
de la estructura social, los cambios económicos favo­
recieron la consolidación de un nuevo empresariado y 
la expansión de los sectores medios.

Pero la buena época pronto llegó a su fin. Para 
1975 los precios del petróleo se habían estabilizado,

23 La población indígena se integró al proyecto modernizador en 
tanto campesinos. Paradójicamente, el incentivo a la creación de 
organizaciones de base comunitaria fortaleció las comunidades, 
en tanto eran las reconocidas legalmente para demandar acceso 
a los recursos como la tierra o el crédito (Conaghan, 2005).



la inversión pública -en  particu lar los subsidios a la 
in d u stria - a  m enudo se financió con endeudamiento 
externo (Clark, 2000), y pronto se generó el desequili­
brio macroeconómico que en la década de los ochenta 
colocó a  E cuador bajo la  supervisión de los organismos 
internacionales, dando inicio a  u n a  coyuntura crítica, 
de la cual, es discutible que el país haya salido.

3 ,2  C oyu n tu ra  crítica : desm oronam ien to  
y  p e rp le jid a d

El pasaje  del modelo de sustitución  de importacio­
nes a  uno  de apertu ra  y promoción de las exportacio­
nes tuvo lugar a ñnes de los ochenta y este fue radical. 
Desde el fin del auge petrolero que fue de la mano del 
a juste  e stru c tu ra l, desde 1982 la economía ecuatoriana 
estaba  experim entando cam bios im portantes (Coraggio 
y otros, 2001). Sin embargo, las divisas petroleras pos­
pusieron  la  crisis fiscal y fue recientemente, en 1999, 
cuando m ostró su  peor cara  (Vásconez, Córdoba y 
Muñoz, 2005). Ju n to  con el fenómeno del Niño, la cri­
sis llevó a  u n  descontrol de factores macroeconómicos 
como el déficit fiscal y la inflación (Vásconez, Córdoba 
y Muñoz, 2005 e ILDIS, 2003). Las altas tasas de 
desem pleo, la  expansión del sector informal, el cierre 
de fábricas, la dism inución de los salarios reales y la 
creciente desigualdad  golpearon con enorme violencia 
a  los sectores medios y bajos (Clark, 2000) generando 
adem ás, u n  acelerado aum ento en la concentración de 
la riqueza (Acosta, 2005).

El viraje en las condiciones económicas y sociales 
fue acom pañado  de u n a  generalizada perplejidad ciu­
dadana . No e ra  para  m enos, en sólo cuatro años, entre 
1995 y el 2000, el producto interno bruto por habitan­
te se redujo  en  m ás del 30%, dando lugar a uno délos 
em pobrecim ientos m ás acelerados de América Latina. 
El desem pleo, el subem pleo, la caída de la inversión 
social, el aum en to  de la desigualdad y de la pobreza, 
las d en u n c ias  de corrupción y la pérdida de confianza



en el rumbo del país, impulsaron el movimiento migra­
torio más fuerte de la historia ecuatoriana, la “estampi­
da migratoria” (Ramírez Gallegos y Ramírez, 2005).

Esta situación fue paralela a una ampliación de 
la participación ciudadana. En 1986, el movimiento 
indígena se había unificado en la Confederación de 
Nacionalidades Indígenas de Ecuador (CONAIE)24. 
Cuando la inversión pública se paralizó, estas organi­
zaciones se movilizaron y reclamaron conjuntamente 
con los sindicatos del sector público (Clark, 2000). En 
1990 hicieron frente a la privatización de la seguridad 
social y en 1994 renegociaron una ley de reforma agra­
ria. Dado que la reforma constitucional de 1994 rompió 
el monopolio de la representación de los partidos polí­
ticos, en 1996 el movimiento Pachakutik ingresó en la 
arena político-partidaria y ganó 7 de cada 10 contien­
das de las que participó (Conaghan, 2005). Finalmente, 
en gran medida debido a la presencia del movimiento 
indígena, una nueva reforma constitucional de 1998 
avanzó en el reconocimiento de los derechos de esta 
población, históricamente excluida (Tanaka, 2006).

Pero la extraordinaria participación de los actores 
no tradicionales, en particular del movimiento indíge­
na, no fue el único rasgo sobresaliente de la coyuntura 
crítica. También lo fue la presencia de los partidos 
frágiles con débiles lealtades25 (Conaghan, 2003). Se 
produjeron fragmentaciones y divisiones de un sistema 
político hasta entonces relativamente estable. Además, 
en sólo nueve años (entre 1996 y 2005), Ecuador tuvo

24 Permitió dar un salto cualitativo al agrupar a las dos grandes 
organizaciones regionales, la Confederación de Nacionalidades 
Indígenas de la Amazonia Ecuatoriana (CONFENAIE) y la 
Ecuador Runacupanac Riccharimui o despertar de los indíge­
nas ecuatorianos (ECUARUNARI).

25 El país tiene cuatro principales partidos, los cuales, desde 
1984 se han alternado el poder: Social Cristiano. Roldosista 
Ecuatoriano. Izquierda Democrática y Democracia Popular 
(Tanaka. 2006).



tres p residen tes electos y n inguno completó su período 
constitucional dado que abdicaron  o fueron derroca­
dos26. Desde la  calle, a  través de manifestaciones y/o 
del retiro del apoyo del Congreso, uno  tras  otro cedieron 
su  lugar a  otro líder carism ático que poco tiempo des­
pués corrió la m ism a suerte . Pero tal vez, precisamente 
por su  propia  fragilidad, la recuperación democrática 
conllevó u n a  am pliación de la participación político- 
partidaria  y de la  sociedad civil, la cual se reflejó en el 
ingreso a  la  a re n a  pública de nuevos actores.

Este escenario  de am pliación de demandas y de 
débil instituc ionalidad  hizo del cambio del modelo 
económico, u n  proceso m uy traum ático. Después de 
varias décadas de articulación entre  los sectores popu­
lares y  la política pública, la conflictividad social llevó 
a  enfren tam ien tos en tre  au toridades y organizaciones, 
principalm ente indígenas, trabajadores y estudiantes. 
M ientras el gobierno defendía in tereses de los grupos 
económ icam ente m ás poderosos, la participación déla 
sociedad civil fue m ás allá de lo esperado. En el 2000, 
líderes y m iem bros de la CONAIE ju n to  con los milita­
res de rangos m edios, tom aron el Congreso y provoca­
ron la  ca ída  del presiden te  Jam il M ahuad, quien fue 
reem plazado po r G ustavo Noboa, el que a su vez, tres 
años d esp u és , cayó p a ra  dar lugar a  Lucio Gutiérrez 
que llegó a l poder con el apoyo de Pachakutik, estuvo 
dos años en  el gobierno y luego tuvo que exiliarse, que­
dando en  su  lugar el entonces vicepresidente Alfredo 
Palacio (De la  Torre, 2006). Paradójicamente estos 
p residen tes fueron  apoyados y derrocados, de manera 
directa  o ind irecta , por las organizaciones sociales.

¿Ha llegado la coyuntura crítica a  su  fin? Muchos 
analistas consideran que no. La inestabilidad económica 
y política persiste, como producto de los cambios enu­
m erados m ás arriba, pero hay en el país, nuevos arreglos

26 Bucharam en 1997, Mahuad en el 2000 y Gutiérrez en el 2005; 
ninguno de los tres logró terminar su respectivo mandato.



establecidos que influyen fuertemente en el manejo de los 
riesgos y que se sintetizan a continuación.

3.3 Legados: participación colectiva y  búsqueda
de salidas individuales

En los últimos años, el país se ha  caracterizado 
por el desencuentro entre la explosiva participación 
ciudadana y sus demandas societies por un lado, y el 
ajuste de la economía, por el otro. Esta tensión ha teni­
do costos altos para la institucionalidad democrática: 
entre 1996 y el 2001 el país tuvo el nivel más bajo de 
confianza en las instituciones democráticas como el 
Congreso y los partidos políticos (Tanaka, 2006), pero 
también de desencanto y pérdida de confianza en el 
país en general. La principal expectativa de la pobla­
ción ecuatoriana parece ser la discontinuidad política 
y de las políticas (Vásconez, Córdoba y Muñoz, 2005). 
No faltan razones: la inestabilidad ha sido transversal 
a las distintas prácticas de asignación de los recursos 
en el país. Frente a esta, una respuesta fundamental 
ha sido la salida de miles de personas del país.

¿Qué ocurre en términos de mercantilización, des- 
mercantilización y familiarización?

3.3.1 Mercantilización transnacional: 
la explosión de la “salida”

En Ecuador los bajísimos ingresos reflejan el 
impacto de la crisis económica de fines de los noventa, 
que afectó tanto a los sectores medios como a los de 
bajos ingresos. Además de la caída del poder adquisiti­
vo, la crisis aceleró la quiebra de pequeñas empresas y 
los respectivos despidos (ILDIS, 2003). En los dos últi­
mos años de la década, el ingreso por habitante había 
caído en un 9% y la pobreza y la indigencia aumentado 
en un 50% (Coraggio y otros, 2001). A comienzos de 
este siglo, el país experimentó una ligera recuperación 
reflejada en un aumento del producto interno bruto y



en la dem anda de los bienes y servicios. Pero la recu­
peración fue frágil, las rem esas y el alza en los precios 
del petróleo son los principales responsables exógenos 
de dinam izar la econom ía (ILDIS, 2002).

El mercado laboral ecuatoriano se caracteriza por 
la precarización, la informalidad y la segmentación. La 
proporción de trab a jad o res /a s  asa la riados/as es poco 
m ás de la m itad y u n  tercio de la población ocupada 
desem peña un  trabajo  independiente no calificado. No 
se crea empleo formal, aum en ta  m ás el empleo informal 
y este es el que define la p au ta  en los vaivenes del des­
empleo y del subem pleo (Martínez, 2006). Entre enero 
de 1998 y julio del 2003, el trabajo informal creció del 
29% al 33%; la afiliación al Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social (IESS) y con contrato permanente 
cayó del 52% al 42%, y la  población con contratos tem­
porales y sin afiliación a  la  seguridad social aumentó 
del 16% al 21% (Vásconez, 2005). Existe un  desempleo 
por encim a del 10%, pero lo que prim a es un  50% de 
subem pleo (Jácom e, 2006).

La población fem enina económicamente activa 
entre  15 y 64 años es la  m ás alta  de los cuatro países 
considerados (40.3%). Las m ujeres tienen u n a  máxima 
presencia asa la riada  en  general y en particular, en el 
sector público. Paralelam ente a  u n a  reducción de la 
b recha  en los niveles educativos entre los hombres y 
las m ujeres, la  b rech a  en los ingresos, es decir el retor­
no educativo, h a  aum entado  (Ponce y Martínez, 2005). 
A ctualm ente se ub ica  en u n  nivel intermedio, menor 
que Chile, au n q u e  m ayor que Costa Rica y Nicaragua.

¿Cómo la población hace frente a  los cambios y a 
la inestabilidad? B ásicam ente con la elasticidad en el 
trabajo de las m ujeres y con la movilidad del trabajo de 
los hom bres y las m ujeres. Una parte importante de los 
ingresos ac tuales depende del mercado laboral trans- 
nacional. Si bien, la  emigración ecuatoriana es de larga 
data , tuvo u n  pico a  finales de los noventa (Carrillo,
2005). A partir de 1998, 12 de cada 100 ecuatorianos/ 
as em igraron del pa ís (Herrera, 2006) y en sólo 5 años,



entre el 2000 y el 2005 em igraron  m ás de u n  m illón de 
personas (Acosta, 2005). La em igración se convirtió  as í 
en la principal válvula de escape  a  la c ris is  económ ica, 
se acentuó con la dolarización y, de hecho , al igual que 
en El Salvador (aunque com plem entado  por la s  d iv isas 
petroleras) las rem esas h icieron posible la  do larización  
(Acosta, 2005).

Las rem esas ap o rtan  d ivisas equ iv a len tes  al c o n ­
junto de las exportaciones de café, cacao , b a n a n a s , 
atún y pescado. Un m illón de p e rso n as, es decir, el 
14% de la población a d u lta  las recibe. A lcanzan  u n  
promedio m ensual de U S$175 a  U S$150 por hogar, 
según los estudios y se co n cen tra  en los h o g ares  que 
obtienen, a partir de o tras  fuen tes de ing resos, u n  p ro ­
medio de US$500 m en su a les . E s ta s  re m e sa s  se  d e s ti­
nan principalm ente al consum o  básico , c o n s tru cc ió n  o 
mantenimiento de la vivienda, a rtícu lo s  del hogar, e d u ­
cación, pago de en d eu d am ien to  p a ra  el viaje y acceso  a 
productos previam ente considerados com o su n tu a r io s  
(FOMIN y FLACSO en Carrillo, 2005).

Con el aum ento  de la población em igrante cam bió 
también su perfil y su  destino. Si an tes  e ra  principal­
mente rural, se volvió igualm ente u rban a ; si an tes  era 
principalmente m asculina, aho ra  se d istribuye en sim ilar 
proporción entre hom bres y m ujeres; si an tes  las m ujeres 
generalmente em igraban para  reencontrar a  su s  pare ­
jas, ahora tam bién son las prim eras en em igrar, incluso 
dejando en el país a  su s  h ijo s /a s  de m an era  tem poral, 
ellas son activas generadoras de rem esas. Si an tes  eran 
principalmente personas de escasos recu rsos, ah o ra  los 
emigrantes diversificaron su  com posición socio-econó­
mica. Si antes el principal destino era  E stados Unidos, 
ahora incluye fuertem ente a  Italia y a E spaña.

3.3.2 Familias: presión  y  recomposición

Frente al retiro  del E stado  y las “fallas” del m ercado, 
el manejo de los riesgos h a  sido crecien tem ente familia- 
rista. Una parte  im portan te  de la población, en tre  la que



se va y la  q u e  se  qu ed a , h a  fren ad o  el vertig inoso dete­
rioro de la s  co n d ic iones  soc ia les  con  la s  rem esas, las 
cu a les  p e rm ite n  o al m en o s facilitan , m ay o res  grados de 
m ercan tilizac ió n  del b ie n e s ta r . Las fam ilias funcionan 
com o “u n id a d e s  de s u s te n ta c ió n ” de los p rocesos migra­
torios, p u e s  fac to res  com o los re c u rso s  disponibles, la 
e s tru c tu ra  fam iliar y la e ta p a  en  q u e  e s ta  se encuentra, 
influyen en  la  fo rm a y en  las  e s tra te g ia s  que asum e la 
em igración  (V aldivieso, 2001 :101 ).

M ás a llá  del p ro b lem a  la b o ra l, o tro s  so n  los facto­
res  que in c id e n  fu e r te m e n te  en  la  d ec isió n  de emigrar 
(A costa, 2 0 0 5 : ILDIS, 2003). E n  u n  escen a rio  de ines­
ta b ilid ad  p o lític a , p sico lóg ica  y soc ia l, el país  se tornó 
u n  e sc e n a rio  poco  a tra c tiv o  e in se g u ro  p a ra  desarrollar 
p ro y ec to s  de  v ida . La p o b lac ió n  ex p erim en tó  la crisis 
“com o u n a  d rá s t ic a  re d u c c ió n  del m arco  de oportu­
n id a d e s  p a r a  la  p ro d u cc ió n  de los p la n e s  de vida... 
Y com o u n  e sp a c io  p a ra  la  in n o v a c ió n  de estrategias 
fam ilia res  p a r a  la  re p ro d u c c ió n  soc ia l y de subsis­
te n c ia ” (ILDIS, 2003 :9 ). La em ig rac ió n  p asó  de ser un 
p royecto  in d iv id u a l, a  c o n v e rtirse  en  u n a  estrategia de 
su p e rv iv e n c ia  colectiva.

Los ca m b io s  a so c ia d o s  a  la in se rc ió n  laboral de las 
m u je re s  y a  la  em igrac ión  de h o m b re s  y m ujeres, tienen 
efectos im p o r ta n te s  en  la  o rgan izac ión  de las familias 
que solo se  e s tá n  co m en zan d o  a  a b o rd a r. Sabemos que 
la d in á m ic a  m ig ra to ria  c re a  u n a  o p o rtu n id ad  de cambio 
en  los p a p e le s  a s ig n a d o s  por género  tradicionales: en un 
66%  de los h o g a re s , so n  la s  m u je re s  qu ienes reciben las 
re m e sa s  y q u ie n e s  fre c u e n te m e n te  las acom pañan con 
su  p rop io  tra b a jo  re m u n e ra d o . S ab em o s que la dinámi­
ca  m ig ra to r ia  h a  a u m e n ta d o  el trab a jo  femenino consi­
d e ra b le m e n te : la  m ayor p a r te  del trab a jo  doméstico y de 
c u id a d o s  q u e  se de ja  a trá s ,  se re p a r te  en tre  otras muje­
re s  de la  fam ilia ; los n u ev o s  p ap e les  de generación de 
in g re so s  co n llev an  al d e sem p e ñ o  s im ultáneo  de tareas 
fu e ra  y  d e n tro  del hogar; y los p ap e les  de género tradi­
c io n a les  tie n d e n  a  re s ta b le c e rse  c u a n d o  se produce la 
re u n if ic a c ió n  fam iliar (C astello , 2006; H errera, 2006).



Entre las familias afectadas por la emigración, hay 
consenso de que esta trae mejoras en las condiciones 
económicas, a la vez que consideran que todo lo dem ás 
es negativo y que la emigración no debería de existir 
(Castello, 2006). Estas familias se distinguen entre 
las que tienen vínculos transnacionales relativamente 
consolidados (en términos de rem esas, comunicación 
y visitas periódicas) frente a las que tienen u n a  alta 
inestabilidad en estos vínculos y las que están  en 
proceso de reuniñcación. Dada la alta proporción de 
emigrantes, estas dinámicas tienen un  alcance general 
en la sociedad: mal que bien, todas las personas son 
protagonistas directas o indirectas de esta situación 
(Herrera, 2004b en Prieto, 2005).

Pero no todas las familias con personas emigrantes 
reciben remesas. Quienes las reciben suelen tener una 
percepción más positiva de la emigración. Quienes no, 
las relacionan con la descomposición familiar y social. 
Para las primeras, las remesas tienen un  valor sentim en­
tal además del monetario; m uestran que las/los fami­
liares que emigraron no les olvidan (Herrera y Martínez, 
2002). Para las segundas, los efectos de las remesas solo 
se ven cuando se invierten a nivel colectivo, al invertir­
se en servicios comunales. Si bien no es una regla, hay 
experiencias de utilización colectiva, por ejemplo se regis­
tran casos en que las remesas han contribuido a tender 
el alambrado eléctrico, a construir el alcantarillado, mer­
cados e iglesias y a  embellecer la ciudad.

La emigración es una  dinámica fuertemente fami­
liar, no comunitaria, y con frecuencia produce com­
petencia entre las familias de emigrantes, por ejem­
plo, por el cuido de las casas de lo s/as emigrantes 
(Martínez, 2006). Hay excepciones como la asociación 
Rumiñahui que surgió en Madrid y que reúne a  unos 
200 miembros de Quito. E sta asociación ofrece servi­
cios de apoyo fundam entales para la comunicación, 
la autoayuda y el cuidado de n iños/as para hacer los 
deberes escolares, adem ás hace incidencia política 
en materia migratoria a  ambos lados del Atlántico



(Castello, 2006). Sin embargo, su  papel en la asigna­
ción colectiva de los recursos es pu n tu a l e incluso, la 
organización se financia con la venta de servicios y no 
con las propias rem esas. Tampoco hay  u n a  política 
pública que canalice las rem esas hacia  objetivos pro­
ductivos o distributivos. Para que tenga sentido el uso 
productivo de las rem esas, es necesario crear condicio­
nes: “los cam pesinos no serán  econom istas pero saben 
lo que les conviene...” (Martínez, 2006). Sin embargo, 
en esta  m ateria, hay un  vacío del E stado y una  relativa 
presencia de las ONG y de organism os multilaterales 
como el Banco Mundial.

3.3.3 Política social: de poco a casi nada

El país experim enta u n a  transición  demográfica 
plena, con u n  descenso de la m ortalidad y la fecundi­
dad, que se reflejan en u n  increm ento del peso relativo 
de los jóvenes adultos y todavía ligeramente, de las 
personas ad u ltas  mayores (Egüez, 2005). Tiene por 
delante el bono demográfico aunque, lejos de aprove­
charlo, lo e stá  exportando. La asignación colectiva de 
los recursos enfrenta serias lim itaciones en la oferta 
aunque tam bién en la dem anda, y de hecho, el des­
encuentro  en tre  las crecientes necesidades sociales y 
la resp u esta  gubernam ental ha  estado en el centro de 
las débiles lealtades electorales, efímeras identidades 
partidarias y la  a lta  inestabilidad institucional.

Del lado de la oferta, si bien en los años noventa 
hubo u n a  recuperación de la inversión social por habi­
tante, enseguida volvió a  caer (ver gráfico 4.5). Además, 
en com paración con la situación previa a  la coyuntu­
ra  crítica, el Estado redujo su  participación. Al 2003 
Ecuador invertía por persona US$131 por año, menos 
incluso que Bolivia y Paraguay, países del subgrupo más 
informalizado con regímenes familiaristas, como se des­
cribió en el capítulo previo. El gasto actual es progresivo 
y pro-pobres: los servicios universales en los hechos, 
aunque no necesariam ente en el papel, redujeron su 
presencia. Los program as focalizados aumentaron su



presencia pero son completamente insuficientes para 
frenar el empobrecimiento y atender tanto las numero­
sas demandas sociales históricas como las producidas 
recientemente por la crisis (León, 2003).

GRÁFICO 4 .5
Ecuador: evolución del gasto público social 

por habitante, 1990-2004
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Fuente: CEPAL, 2007.

Entre los principales programas focalizados desta­
can dos: el Bono de Desarrollo Humano (BDH, inicial­
mente Bono Solidario) y el Programa de Alimentación 
y Nutrición (PANN 2000). Los principales programas 
universales son el Programa de Maternidad Gratuita y 
Atención Infantil (producto de una ley de 1994 refor­
mada en 1998) y el Aseguramiento (a través de la Ley 
de Seguridad Social que reemplazó a  la previa Ley de 
Seguro Social Obligatorio) (León, 2005), además del 
subsidio al gas que tiene actualmente mayor cobertura 
en los sectores medios que en los bajos. Como se ana­
liza en el capítulo siguiente, existen serios problemas



de cobertu ra  y, sobre todo, en el caso de los programas 
focalizados, existe un  alto grado de clientelismo en el 
acceso a  los servicios.

Del lado de la dem anda, hay  dos factores importan­
tes de m encionar. Por u n  lado, la crisis económica y los 
recortes fiscales h an  incidido en la abstención o limi­
tación p a ra  utilizar los servicios públicos (Vásconez, 
2005). Por ejemplo, existe la escuela, pero la matrícu­
la escolar se ve afectada porque la familia no puede 
pagar el transporte . Por otro lado, el desencanto con el 
E stado perjudica la percepción que tiene la población 
de los servicios públicos. E specialistas consideran que, 
en  m uchos casos, tan to  en m ateria  educativa como en 
salud , hay  m ás servicios que funcionan adecuadamen­
te que los que percibe la población. “Hay la idea de que 
pagar 5 dólares por u n a  visita al médico hará que el 
servicio sea  necesariam ente m ejor...” (Herrera, 2006).

4. NICARAGUA

“La rea lid a d  e s  qu e  la s le y e s  sólo está n  en un papel, 
p a ra  los qu e  gobiernan  y  p a ra  la ca p a  social que está 
arriba la s  le y e s  no existen . Violentan las leyes y  las 
cárceles e s tá n  llenas d e  gen te  pobre, mientras ellos se 
roban  m illones d e  dó la res  y  s e  van  tranquilamente y ni 
los siguen , ni los b u s c a n ...” (persona entrevistada, en 
Renzi y  Kruijt, 1997:125)

De acuerdo al análisis presentado en el capítulo 
previo, al igual que E cuador, Nicaragua pertenece a 
u n  régim en de b ienestar informal-familiarista, solo 
que p resen ta  carac terísticas de este régimen en mayor 
grado: m ayor inform alidad del mercado laboral y cen- 
tra lidad  del m ercado laboral transnacional, mayor 
debilidad del E stado  en la creación de capacidades y 
m ayor p resencia  relativa de familias extensas.

E n 1979, la revolución sand in ista  derrocó la dinas­
tía  de los Som oza que hab ía  gobernado el país desde 
los años tre in ta . G ran  p a rte  del período sandinista 
estuvo dom inado por las prioridades de la guerra y



salvo el breve período inicial, la población carece de 
experiencia con un Estado generador de oportunida­
des. Los cambios introducidos en el marco de la tran­
sición democrática iniciada paira unos en 1979 y para 
otros en 1990, son hasta ahora, demasiado tímidos 
para haber comenzado a transformar esta situación: 
Nicaragua en materia de desarrollo hum ano está en el 
179 lugar de los 18 países de América Latina. Forma 
parte de un régimen de bienestar, en el cual el Estado 
tiene realmente poco que ofrecer en términos del mane­
jo colectivo de los riesgos y lo poco de esto, lo hace a 
través de las redes clientelares. Los mercados labora­
les son altamente inestables, precarios e informales y 
la economía campesina, todavía presente, no permite 
resolver las necesidades básicas de la población. Es a 
través de la emigración que tanto quienes se quedan 
como quienes se van, intentan generar suficientes 
recursos para sobrevivir. La familiarización del bienes­
tar es, por lo tanto, muy alta.

4.1 Herencia: modernización y  exclusión

En la década de 1930 en Nicaragua, como en 
el resto de la región centroamericana, los sectores 
populares demandaron tierra y derechos. Pero con el 
apoyo directo o indirecto de Estados Unidos, la repre­
sión no se hizo esperar: la guerrilla y su principal 
líder, Augusto Sandino, fueron aplastados y el partido 
Liberal, liderado por Anastasio Somoza, se convirtió en 
el vehículo político de la ocupación norteamericana27. 
Los Somoza, primero el padre, luego el hijo, estuvieron 
en el poder hasta fines de los años setenta. Su dinas­
tía fue política, pero también económica. De hecho, 
la ampliación de sus negocios hacia áreas como las 
finanzas y la construcción, agudizó las tensiones con

27 Los dos partidos tradicionales, fundados en el siglo XIX eran 
el Conservador (originario de Granada) y el Liberal (originario 
de León).



las familias em presarias tradicionales y tuvo un papel 
determinante en la coyuntura crítica, que comenzó a 
fines de la década de los setenta.

Dos décadas antes de esta  coyuntura crítica, en 
los años 50, tuvo lugar la modernización económica 
del país, reflejada en la diversificación de la estructura 
productiva y agr oexportador a. En poco más de una 
década, la superficie dedicada al cultivo del algodón 
creció 5 veces y hacia fines de los sesenta, Nicaragua 
daba cuenta  de casi el 40% de todas las exportacio­
nes regionales de carne (Vilas, 1988). La moderniza­
ción supuso  program as de reparto de tierras que, sin 
embargo, tuvieron un  alcance m uy limitado y funciona­
ron como u n  instrum ento para  poner a  producir tierras 
marginales, de las que posteriorm ente los campesinos 
fueron desposeídos (Vilas, 1988). Al perder importan­
cia económica de producción de cultivos tradicionales 
como el maíz, el cam pesinado que se había dedicado a 
dichos cultivos, se convertía en trabajador/a  asalaria- 
do /a  o em igraba en busca de tierras sin cultivar. Así, la 
llamada “frontera agrícola” cum plía un  papel similar, 
de válvula de escape, al que tiene hoy la emigración 
(Vilas, 1988): uno y otro mecanismo aliviana la presión 
social generada por la escasez de ingresos.

¿Qué hacía  la población frente a  una estrate­
gia m odernizadora conducida por la coerción de un 
gobierno au toritario? La política social era marginal: 
el E stado era  principalm ente represivo y las capaci­
dades organizativas de la sociedad civil eran escasas 
para  hacerle  frente. En m arcado contraste con El 
Salvador y G uatem ala, “El movimiento campesino 
fue m uy débil y circunscrito  al departamento de 
M atagalpa; el movimiento obrero, en una  sociedad con 
un pro letariado  reducido y con altos niveles de empleo 
estacional, e ra  tam bién débil. De hecho, varias de las 
m ás im portan tes organizaciones populares surgieron 
d irectam ente  como parte  del proyecto revolucionario 
del FSLN, en  las postrim erías de la lucha antisomo* 
c is ta ...” (Vilas, 1988:51).



Hacia fines de la década de los setenta, los resulta­
dos de una estrategia modernizadora excluyente eran 
contundentes: el analfabetismo alcanzaba a  la mitad de 
la población mayor de 7 años; sólo un  tercio de la pobla­
ción urbana y el 5% de la población rural tenía acceso al 
agua potable; menos de la tercera parte de la población 
tenía acceso al saneamiento; 120 de cada 1000 nacidos 
vivos morían antes de cumplir el año y el 2% de las 
empresas agrícolas concentraban el 48% de la tierra 
cultivable (Renzi y Kruijt, 1997). Como si todo esto fuera 
poco, Nicaragua fue víctima de desastres detonados por 
eventos naturales entre los que sobresale el terremoto 
de 1972 que dejó a Managua en ruinas y cuyo manejo 
aceleró la coyuntura crítica que se inició en 1979 con 
la toma del poder por parte del Frente Sandinista de 
Liberación Nacional (FSLN). Por un  lado, el terremoto 
profundizó las condiciones de pobreza y exclusión social 
de la mayoría de la población; por otro lado, acentuó 
el conflicto de intereses entre las familias tradicionales 
más importantes y un gobierno que quería todos los 
negocios para Somoza y sus (pocos) amigos. Desde el 
punto de vista de las prácticas de asignación de los 
recursos, el conflicto por el papel del Estado, tanto hacia 
abajo como hacia arriba, ayudó a crear las condiciones 
para la amplía coalición de sectores y de actores empre­
sariales y sociales, de izquierda, de centro e incluso de 
centro-derecha, que apoyaron la insurrección, el exilio 
de Somoza y la toma del poder por parte del FSLN.

4.2 Coyuntura crítica: guerra y  redistribución

La dictadura en Nicaragua finalizó con el triunfo de 
la revolución sandinista en 1979 y su  propuesta de una 
organización social socialista, con u n a  economía mixta. 
La revolución generó una reacción de la derecha nica­
ragüense apoyada por el gobierno de Estados Unidos 
y desencadenó una guerra entre el sandinismo, ya en 
el gobierno, y la guerrilla contrarrevolucionaria. Esta 
finalizó en 1990 con la celebración de las elecciones y



el triunfo de Violeta Chamorro, candidata  presidencial 
de la Unión Nacional Opositora (UNO)28. Allí terminó la 
coyuntura crítica y se dio paso a  los legados que son 
los que hoy definen las prácticas de asignación de los 
recursos y los distintos m undos que existen en el país, 
en térm inos del manejo de los riesgos.

En este período, Nicaragua tuvo en el gobierno a la 
izquierda, precisam ente duran te  la década en la que, en 
el resto de la  región, la crisis económica aumentaba el 
apoyo social y político a  la estabilización y al ajuste de 
las econom ías. El gobierno buscó transformar profun­
dam ente el Estado increm entando su  papel distributi­
vo, inicialm ente dándole a  la vez un  lugar importante 
a  la iniciativa privada aunque posteriormente, con la 
agudización del conflicto, ya no. El gobierno del FSLN 
afrontaba este reto con dos pesadas cargas: una relati­
va a los legados de Somoza, era la deuda por habitante 
m ás alta  de América Latina, com binada con una enorme 
fuga de capitales que descapitalizó completamente el 
sistem a bancario nicaragüense. En segundo lugar, el 
bloqueo político y económico de Estados Unidos le hacía 
imposible acceder al crédito a  través de los organismos 
financieros internacionales (Vickers, 1990).

A ún así, du ran te  la  prim era m itad de la década 
de los ochenta, las transform aciones en la asignación 
colectiva de los recursos fueron enorm es y el ajuste de 
la  econom ía fue pospuesto h as ta  198829 * (Vilas, 1990). 
S im ultáneam ente, u n  promedio del 20% del producto 
in terno b ru to  se destinó a  la inversión pública, princi­
palm ente a  servicios básicos de agua potable, electrici­
dad, educación  y salud  (Renzi y Kruijt, 1997), así como

28 Coalición lniclalmente de catorce y posteriormente de trece 
partidos de oposición que incluyó a las fuerzas tradicionales 
de centro e incluso de izquierda, como el Partido Comunista de 
Nicaragua.

29 En este año el gobierno sandinista puso en marcha, entre otras 
medidas, la liberalización de los precios, las restricciones cre­
diticias y las devaluaciones sucesivas.



a crédito y tierra (Vilas, 1990). Con estas medidas, la 
institucionalidad pública logró beneñciar a  sectores 
muy amplios de la población (Vilas, 1990). “Los reajus­
tes salariales, la reducción de los alquileres urbanos 
y de la renta agraria, el establecimiento de controles 
de precios al consumidor y los subsidios al consumo, 
junto a una ampliación de la cobertura de los servicios 
de salud y de educación, posibilitaron la expansión 
del consumo y el mejoramiento de los ingresos reales 
y de las condiciones de vida de sectores amplios de la 
población.” (Vilas, 1994:264)30.

En segundo lugar, la reforma agraria distribuyó dos 
millones de manzanas a 85.000 familias campesinas 
(Renzi y Kruijt, 1997). Fue una de las m ás avanzadas en 
América Latina en tanto asumió que los hombres y las 
mujeres tenían iguales derechos de acceso a  la tierra31. 
Esta reforma “atacó al latifundio improductivo y al ausen­
tismo; amplió el acceso de los productores pequeños a la 
tierra, impulsó la cooperativización y creó un  Área de 
Propiedad Estatal (APP)... El acceso del campesinado al 
crédito mejoró sustancialmente. Los pequeños producto­
res pasaron de representar el 10% del crédito bancario 
en 1977, a 31% en 1985” (Vilas, 1994:269). La reforma 
entregó tierras a dos terceras partes de las familias cam­
pesinas que antes no tenían, o que tenían insuficiente 
cantidad, o que carecían de títulos de propiedad.

En tercer lugar, los controles en los precios de los 
alimentos diseñados para mejorar el ingreso y la capa­
cidad de consumo en las ciudades, promovieron un  
aumento del autoconsumo de los productores rurales 
y presiones en el abastecimiento. En 1982 se inició el

30 En educación hubo además una campaña nacional de alfa- 
beUzación y en salud se crearon brigadas para la prestación 
de servicios. En 1980 la Cruzada Nacional de Alfabetización 
redujo el analfabetismo al 13% (Renzi y Kruijt, 1997).

31 En la práctica, sin embargo, sólo el 8% de las personas 
beneficiadas por la reforma agraria fueron mujeres (Tinoco y 
Agurto. 2003).



racionam iento físico de p roductos por habitante y este 
se fue am pliando h a s ta  ab a rca r u n a  gran cantidad de 
productos (Vilas, 1994).

En la segunda m itad  de los ochenta, sin embargo, 
la ampliación del papel del E stado  en el manejo de los 
riesgos se hizo crecien tem ente  insostenible. Por un 
lado, la econom ía se con tra ía  y por otro, la guerra32 
consum ía crecientes recu rsos destinados a la defensa 
(en 1984 u n  25% del p roducto  in terno bruto) (Renziy 
Kruijt, 1997). El déficit fiscal alcanzó los niveles más 
altos de la  h isto ria  del país, producto  de la guerra, del 
bloqueo económico norteam ericano  y por la propia ges­
tión del gobierno (García Huidobro, 2004). El resultado 
no se hizo esperar: la  expansión  de los servicios bási­
cos prim eros se estancó  y luego retrocedió.

Ante u n a  hiperinflación de m ás del 33.000%, en 
1988 el gobierno lanzó u n  program a de ajuste califica­
do como draconiano  por la propia CEPAL. En un año, 
estas m edidas redu jeron  la hiperinflación a 1.700% e 
hicieron que el déficit fiscal p a sa ra  del 25% al 5% del 
producto in terno b ru to  (Vilas, 1990). Jun to  con la gue­
rra , estas m edidas tuvieron enorm es costos sociales. 
El a juste  aceleró “el colapso de los servicios básicos de 
sa lud  y educación y revirtió grandes conquistas socia­
les de los años iniciales de la revolución, eliminó el 
racionam iento físico de los productos de primera nece­
sidad -q u e  g aran tizaba  u n  acceso seguro para todo el 
m undo- por el racionam iento  de mercado y los precios 
altos sólo accesib les a  los m ás ricos y endeudó hasta el 
tué tano  a  los cam pesinos” (Vilas, 1990:199).

Hacia fines de los años ochenta, el limitado acceso a 
los recursos ponía a  la  m ayoría de la población en una 
situación desesperada. El consum o se había contraído, 
el endeudam iento  de la  población campesina era muy 
alto y se hab ía  producido u n a  caída estrepitosa de los

32 Se trató de dos administraciones estadounidenses, la de Ronald 
Reagan y la de George Bush padre.



salarios33 *. Durante 1988, el consumo de leche se había 
reducido a la mitad y había desabastecimiento de pro­
ductos básicos. Las enfermedades como la malaria y la 
tuberculosis se habían extendido considerablemente y 
en los primeros tres meses del año 1989, la mortalidad 
infantil era el doble a la existente tan sólo un año suites.
Y esto no era todo: había miles de personas muertas, 
heridas y mutiladas; centenares de miles se movilizaban 
al servicio militar, a los campamentos de reasentamien­
tos o huían de los ataques hacia las ciudades. La infra­
estructura de todo tipo estaba destruida (Vilas, 1990). 
Para muchos, la reelección del FSLN “aparejaba que 
todo iba a seguir siendo igual: ... la vida cara, la falta de 
empleo, las penurias cotidianas” (Vilas, 1990:201).

Y como si todo lo anterior fuera poco, el acceso a 
los recursos por parte de la población mostraba claros 
contrastes. En efecto, “el enriquecimiento injustificado 
de un vecino funcionario;... la falta de libros de texto 
en las escuelas mientras se imprimían miles de ejem­
plares de novelas, testimonios y discursos de los diri­
gentes; el transporte público calamitoso junto al auto 
con aire acondicionado del director.... Muchos de estos 
aspectos no fueron inventados por los sandinistas: 
constituyen parte consustancial del prebendalismo 
(favoritismol tradicional del Estado y el ejercicio del 
poder en este tipo de sociedades. Pero los sandinistas 
hicieron poco por eliminarlo y en muchos casos contri­
buyeron a reproducirlo...” (Vilas, 1990:200).

Y además del hambre, la  guerra, la falta de casi 
todo y la percepción de inequidad, el sandinismo llevó 
a cabo una campaña política festiva en cuyo marco 
regalaba prendas de vestir, juguetes y emblemas traí­
dos de Estados Unidos. En ese marco, el vestido blanco 
de Violeta Chamorro pudo m ás que las banderas rojas 
y negras de Daniel Ortega (Páez Montalbán, 1990)

33 Considerando como año base 1980, el nivel del salario real
había caído a 29.2 en 1988, a 6,5 en junio de 1989 y a 1 en 
diciembre de ese mismo año.



Ante el desconcierto general de propios y ajenos, en 
las elecciones de 1990 la  UNO derrotó al FSLN en unas 
elecciones nacionales en las que participó el 87,5% del 
padrón electoral34. El h am b re  y la  guerra, más que las 
ideologías, hab ían  sido decisivas a  la  hora de votar35.

4 .3  L egados h is tó r ico s: ra c io n a lid a d e s  en disputa

La transic ión  dem ocrática  estuvo fuertemente 
influida por la negociación entre las cúpulas de dos 
partidos: el Partido Liberal Constitucionalista (PLC) 
de derecha, en el gobierno y el FSLN en la oposición 
(Ortega Hegg, 2002). El sistem a de partidos estaba 
aparentem ente dividido, pero en los hechos, operaba 
en base a los pactos que ponía m ás de un  trapo sucio 
“debajo de la alfom bra”, incluyendo abusos y corrup­
ción. Por eso, acom pañando  al divorcio entre el sistema 
político y la sociedad civil surgieron múltiples expre­
siones no partidarias , en particu lar, organizaciones 
no gubernam entales (ONG) (Terán y Quezada, 1999). 
E stas prom ovieron la  negociación y la incidencia en 
las políticas púb licas y desarrollaron una  interlocu­
ción nacional a  nom bre de u n  conjunto heterogéneo

34 La UNO obtuvo más del 50% de los votos y el FSLN un impor­
tante pero Insuficiente 40%.

35 En 1984 habían tenido lugar las elecciones en las que el FSLN 
había obtenido el 67% de los votos y en cuya contienda, el prin­
cipal grupo opositor había decidido no participar (Vilas. 1990). 
En las elecciones de 1990 en cambio, la oposición al sandinis- 
mo ganó en 7 de las 9 regiones electorales. 11 de las 17 cabece­
ras departamentales y 108 de 143 municipios. Además obtuvo 
mayoría parlamentaria, la que no era suficiente para cambiar 
la constitución política que estaba vigente y desmontar las 
principales instituciones creadas por la revolución: Ejército 
Popular Sandinista, Ministerio del Interior, reforma agraria, 
autonomía de la costa atlántica, participación de organizacio­
nes de la sociedad civil en la formulación de políticas, etc. Sin 
embargo, en 1990. Vilas afirmaba que era posible reorientar el 
rumbo de las instituciones a partir de las reformas legales de 
menor orden, como efectivamente ocurrió.



de sectores, lamentablemente, ante un  Estado débil 
para responder a sus demandas. Además, el acceso a  
los recursos públicos continuó estando principalmente 
sujeto a los criterios informales, personalistas y clien- 
teüstas (Vilas, 1994).

Según el PNUD la consolidación del Estado de dere­
cho y el fortalecimiento de las instituciones y poderes 
del Estado se encuentra aún pendiente (PNUD, 2003). 
El legado principal no es solo la reforma económica 
“minimalista o neoliberal” sino una mezcla de “racio­
nalidades en disputa” que tiñen la reorganización 
del Estado: “...mientras la racionalidad tecnocrática 
afirma la necesidad del equilibrio fiscal, y ello se pro­
cura fundamentalmente por medio de la reducción del 
gasto, alimentando así prácticas de exclusión y dis­
criminación social..., las racionalidades derivadas de 
los acuerdos de paz y el proceso de democratización 
intentan, alternativamente, crear medios de inclusión 
social y mecanismos institucionales y normativos espe­
cialmente necesarios para la resolución pacífica de los 
conflictos generados por la crisis.” (Sojo, 2000: 23).

¿Qué ocurre en términos de mercantilización, des- 
mercantilización y familiarización?

4.3.1 Mercantilización transnacionalizada: 
las salidas temporarias

Con la derrota electoral del sandinismo en 1990, se 
inició un programa de estabilización y ajuste, similar a 
los llevados a cabo en los demás países de la región, aun­
que en una economía totalmente en ruinas (Saldomando 
y Neira en Sojo, 2000). El objetivo fue restablecer equili­
brios macroeconómicos y hacer de la iniciativa privada, el 
motor de la economía. Entre 1994 y el 2000, la corrección 
de los desequilibrios tuvo lugar junto con un crecimiento 
de la economía y una reducción de la deuda externa (ver 
gráfico 4.6). Durante ese período, la pobreza se redujo 
aunque la desigualdad se mantuvo constante, con un 
coeficiente de Gini altamente desigual (0,58). A fines de



los noventa, la caída de los precios del café y los factores 
internos desaceleraron el crecimiento. En el balance, la 
economía nicaragüense es m uy precaria: el país tiene un 
abultado déficit fiscal y la  dem anda de ingresos públicos 
supera en un  50% al PIB. Así, en 1998 el país fue habi­
litado para recibir recursos en el marco de la iniciativa 
para  Países Pobres m uy Endeudados (PPME o HIPC por 
su s siglas en inglés) (PNUD, 2002).

GRÁFICO 4 .6
N icaragua: e v o lu c ió n  d e l PIB por h ab itan te  y de 
d is tr ib u c ió n  d e l in g r e so  y  la  pobreza . 1990-2005
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F u e n te :  CEPAL, 2007.

E ntre  1993 y 1999 el PIB por habitante tuvo una 
len ta  recuperación, luego estancam iento y de nuevo 
recuperación. M ientras tan to , la pobreza se redujo, 
del 70% (aproxim adam ente) a  un  porcentaje por enci­
m a del 60%, m ientras que la desigualdad se mantuvo 
constan te  con u n  coeficiente de Gini ligeramente por 
debajo de 0,60.

E n  térm inos del empleo y  a  diferencia del resto de 
Am érica Central, la ag ricu ltu ra  continúa siendo su 
principal generador. “La e s tru c tu ra  actual de cultivos 
agrícolas en N icaragua se asem eja a  la estructura de



cultivos imperante en la  subregión en la  década de 
los cincuenta y sesenta: agroexportación b asad a  en 
los cultivos del café, la caña  y el banano y producción 
para el consumo interno: maíz, fríjol y arroz.” (García 
Huidobro, 2004:10). Desapareció sí la producción de 
algodón que en los sesen ta  y setenta  m odernizó la 
economía a partir de las relaciones de trabajo  a sa la ­
riadas y aplicación de m oderna tecnología. La crisis de 
la agricultura tradicional no fue reem plazada por u n a  
diversificación de productos. El sector, principal fuente 
de empleo, está en u n a  aguda crisis, tan to  por la falta 
de diversificación como por la caída de los precios de 
los productos tradicionales y el escaso crecim iento de 
las exportaciones (García Huidobro, 2004).

Entre 1993 y 1996 se llevó a cabo el Plan de 
Reconversión Ocupacional y el Plan de Movilidad 
Laboral, ambos financiados con recursos de la AID y 
del presupuesto público. Estos otorgaron a las per­
sonas una indemnización cuyo monto estuvo sujeto 
a la antigüedad en el empleo y la categoría ocupacio­
nal (Renzi y Kruijt, 1997). Así, se promovió que los 
recursos obtenidos por indemnización se volcaran a  la 
generación de alternativas productivas de autoempleo. 
Pero en el marco de la crisis económica y la falta de 
experiencia, apoyo técnico y crédito, miles de trabaja­
dores no lograron m antenerse como cuentapropistas y 
debieron reinsertarse como asalariados, m ayoritaria- 
mente subempleados y en condiciones de extrem a pre­
cariedad (Tinoco y Agurto, 2003). Como resultado, dos 
de cada cuatro personas entre 14 y 23 años está  des­
empleada, 60 de cada 100 tienen empleos informales y 
entre quienes tienen empleo, la mitad está  subem plea­
da y el 43% desem peña trabajos no calificados.

Combinando los distintos problemas, en el 2001, 
el 34% de la población económicamente activa nicara­
güense tenía problemas de empleo, fueran estos de des­
empleo o subempleo, visible o invisible (Trejos, 2004). Y 
como si todo esto fuera poco, entre 1991 y 1999 el poder 
de compra del salario real promedio se redujo en un



los noventa, la caída de los precios del café y los factores 
internos desaceleraron el crecimiento. En el balance, la 
economía nicaragüense es muy precaria: el país tiene un 
abultado déficit fiscal y la demanda de ingresos públicos 
supera en un 50% al PIB. Así, en 1998 el país fue habi­
litado para recibir recursos en el marco de la iniciativa 
para Países Pobres muy Endeudados (PPME o HIPC por 
sus siglas en inglés) (PNUD, 2002).

GRÁFICO 4 .6
Nicaragua: evo lu ción  del PIB por habitante y  de 
distribución  del ingreso  y  la  pobreza. 1990-2005

Entre 1993 y 1999 el PIB por habitante tuvo una 
lenta recuperación, luego estancamiento y de nuevo 
recuperación. Mientras tanto, la pobreza se redujo, 
del 70% (aproximadamente) a un  porcentaje por enci­
m a del 60%, mientras que la desigualdad se mantuvo 
constante con un coeficiente de Gini ligeramente por 
debajo de 0,60.

En términos del empleo y a  diferencia del resto de 
América Central, la agricultura continúa siendo su 
principal generador. “La estructu ra  actual de cultivos 
agrícolas en Nicaragua se asem eja a la estructura de



cultivos imperante en la subregión en la década de 
los cincuenta y sesenta: agroexportación basada  en 
los cultivos del café, la caña y el banano y producción 
para el consumo interno: maíz, fríjol y arroz.” (García 
Huidobro, 2004:10). Desapareció sí la producción de 
algodón que en los sesenta y setenta modernizó la 
economía a partir de las relaciones de trabajo a sa la ­
riadas y aplicación de moderna tecnología. La crisis de 
la agricultura tradicional no fue reemplazada por u n a  
diversificación de productos. El sector, principal fuente 
de empleo, está en una aguda crisis, tanto por la falta 
de diversificación como por la caída de los precios de 
los productos tradicionales y el escaso crecimiento de 
las exportaciones (García Huidobro, 2004).

Entre 1993 y 1996 se llevó a cabo el Plan de 
Reconversión Ocupacional y el Plan de Movilidad 
Laboral, ambos financiados con recursos de la AID y 
del presupuesto público. Estos otorgaron a las per­
sonas una indemnización cuyo monto estuvo sujeto 
a la antigüedad en el empleo y la categoría ocupacio­
nal (Renzi y Kruijt, 1997). Así, se promovió que los 
recursos obtenidos por indemnización se volcaran a  la 
generación de alternativas productivas de autoempleo. 
Pero en el marco de la crisis económica y la falta de 
experiencia, apoyo técnico y crédito, miles de traba ja­
dores no lograron m antenerse como cuentapropistas y 
debieron reinsertarse como asalariados, mayoritaria- 
mente subempleados y en condiciones de extrem a pre­
cariedad (Tinoco y Agurto, 2003). Como resultado, dos 
de cada cuatro personas entre 14 y 23 años está  des­
empleada, 60 de cada 100 tienen empleos informales y 
entre quienes tienen empleo, la mitad está subem plea­
da y el 43% desempeña trabajos no calificados.

Combinando los distintos problemas, en el 2001, 
el 34% de la población económicamente activa nicara­
güense tenía problemas de empleo, fueran estos de des­
empleo o subempleo, visible o invisible (Trejos, 2004). Y 
como si todo esto fuera poco, entre 1991 y 1999 el poder 
de compra del salario real promedio se redujo en un



43%, es decir, u n a  reducción del 6% anual y de manera 
más acentuada en trabajadores/as por cuenta propia 
(Trejos, 2004). Si en 1991 el salario m ensual promedio 
permitía com prar 1.44 canastas alimentarias; en 1999 
este era  insuficiente para  com prar u n a  (Vargas, s/d).

En este escenario ¿cómo no ver en la emigración 
u na  alternativa? De cada 100 nicaragüenses, 12 se 
encuen tran  fuera del país. Desempleo, subempleo y 
caída del salario real se han  com pensado con reme­
sas, principalm ente procedentes de Estados Unidos y 
Costa Rica. Al igual que en El Salvador, las remesas 
sostienen, de u n  lado, la economía familiar, y del otro, 
a  los sectores financieros y a  la economía nacional. 
Una familia que recibe rem esas destina, en promedio, 
el 75% de las rem esas a  la alim entación, el 12% a la 
sa lud  y educación y el 9% a  las inversiones y en parti­
cular, a  la ampliación y reparación de la vivienda. Para 
la  economía, las rem esas n icaragüenses son compara­
bles a  las salvadoreñas porque perm iten estabilidad de 
precios, dolarización y u n  nivel m anejable del desem­
pleo. Según el Banco Centred de Nicaragua, las reme­
sas rep resen tan  u n  15% del producto interno bruto y 
financian casi la m itad del déficit en  la cuenta corriente 
en la ba lanza  de pagos (García Huidobro, 2004). ¿Qué 
constelación de actores puede transform ar una situa­
ción que genera  tan tos dividendos?

4.3.2 Política social: pocos recursos 
y mínimos servicios

Uno de los legados de la coyuntura crítica fue un 
amplia brecha entre las necesidades sociales y la ofer­
ta  pública, producto de u na  m uy lenta evolución de la 
inversión social, acen tuada por el rápido crecimiento de 
la población: entre 1989 y 1999 la población aumentó en 
m ás de u n  millón -pasó  de 3,6 a  5 millones de personas- 
y adem ás, la m itad de la población es menor de 17 años. 
En el m arco de la transición política y para hacer frente 
a  estas necesidades, en el 2000 se diseñó la Estrategia



Reforzada de Crecim iento Económ ico y Reducción de 
Pobreza (ERCERP) b asad a  en tre s  pilares: crecim iento 
económico, m ejoram iento del cap ita l hu m an o  y u n a  red 
de protección social.

En té rm in o s  de la red  de p ro tección  social, el 
Estado d e s tin a  US$61 al año  p o r p erso n a . N icaragua 
continúa s ien d o  uno  de los p a íse s  con m enor inversión 
pública de to d a  A m érica L atina. E s cierto  que d u ra n te  
gran parte  de la década de los noven ta , por cad a  50 
dólares que invirtió  el E stado , la  cooperación  in te rn a ­
cional invirtió  40 dólares, p rin c ip a lm en te  destin ad o s 
a la educación , la sa lu d  y al a g u a  po tab le . A ún así, el 
resultado h a  sido claro: a  m ás de q u ince  añ o s de fin a­
lizada la g u e rra , la  inversión p úb lica , y en  p a rticu la r la 
social, no h a n  logrado a ú n  co m p en sa r  los d años que 
esta dejó y que se vieron ag ravados por los d e sa s tre s  
detonados por eventos n a tu ra le s  com o el h u ra c á n  
Mitch en 1997. Y las p e rsp ec tiv as  de a u m e n ta r  la 
inversión social no son a len tad o ra s : el pa ís  e s tá  en  
quiebra y los objetivos de red u cc ió n  del gasto  público, 
contraídos con  el Fondo M onetario  In ternac ional (FMI) 
en el 2002, im plicaron  u n a  reducc ión  del gasto  público  
acom pañado de u n  au m en to  del g asto  social dirigido a  
la reducción de la pobreza y u n  a u m e n to  de los ing re ­
sos trib u ta rio s  (G arcía H uidobro, 2004).

A esto se agrega la in estab ilid ad  de la inversión  
social. Así lo m u e stra  el gráfico 4 .7 . A com ienzos de 
los noventa tuvo lugar u n a  caída , seg u id a  del e s ta n ­
camiento, m ejora y caída n u ev am en te  de la inversión  
hasta 1998, cu an d o  aum en tó  co n sid erab lem en te  la 
inversión social p a ra  volver a  cae r al año  sigu ien te . 
D esagregando según  los sec to res de la  política social, 
estas variaciones se rep rodu jeron  de m a n e ra  sim ilar en  
salud, vivienda y seguridad  social.

Los recu rsos disponibles, nac ionales y de la coope­
ración in ternacional, com enzaron a  cana lizarse  a  través 
del Fondo de Inversión de E m ergencia  Social (FISE) 
y se ejecutaron  descen tra lizadam en te  (por ejemplo el 
de las escuelas), con participación  com unitaria , y en



coordinación entre las instituciones del gobierno (Renzi 
y Kruijt, 1997). Los principales beneficiarios/as fueron 
la población desmovilizada, repatriada, refugiada y en 
condiciones de pobreza extrema. Los recursos se desti­
naron principalmente a  la educación, la salud y al agua 
potable. Además, se crearon plazas de trabajo temporal 
en la construcción de obras públicas y se intercambió 
trabajo por alimentos, comida, ropa, atención médica y 
m ateriales para  vivienda36.

GRÁFICO 4 .7
Nicaragua: e v o lu c ió n  d el gasto  público  social 

por h a b ita n te . 1 9 9 0 -2 0 0 4

F u en te: CEPAL, 2007 .

En el 2000 se creó u n  program a de transferen­
cias en dinero condicionadas a la permanencia de 
n iñ o s /a s  en el s is tem a educativo, así como al acceso 
a  servicios de sa lud , denom inada la Red de Protección 
Social (RPS) (Tinoco y Agurto, 2003). El programa se

36 Fue el programa Trabajo por alimentos que tenía un antece­
dente en el Programa de Empleo Comunitario que cambiaba 
trabajo por comida en el escenario del Huracán Mitch y en el 
programa Alimentos por Trabajo, que se lanzó en el 2002 para 
hacer frente a la crisis del café.



dirigió a personas en condiciones de extrem a pobreza 
ubicadas en las zonas con buen acceso a  escuelas y 
centros de salud.

En síntesis, la asignación colectiva de los recursos 
se ha dirigido a  la población en condiciones de extrema 
pobreza, a partir de los recursos externos inestables y 
mediante las débiles capacidades estatales.

4.3.3 Familiarización a través de la extensión: 
las ‘‘familias acordeón”

La población nicaragüense tiene mejores condicio­
nes de vida hoy que al inicio de la coyuntura crítica en 
términos de esperanza de vida y alfabetización, mucho 
mejor en términos de los beneficios derivados de la 
eliminación de la hiperinflación, pero mucho peores 
en términos de ingresos por habitante y básicamente 
igual en términos del acceso a los servicios públicos 
(PNUD, 2002; Renzi y Kruijt, 1997). La situación es 
también peor en términos de perspectivas de cambio: 
no se avecina una nueva coyuntura crítica sino el alto 
costo en trabajo remunerado y no rem unerado de las 
personas en las prácticas actuales de asignación de los 
recursos. Nicaragua refleja un conflicto, por la asigna­
ción autorizada de los recursos, similar al que dio ori­
gen a la crisis del régimen oligárquico, con una  falta de 
incorporación de los sectores subalternos, aunque con 
un menú distinto al que tenían u nas décadas atrás, en 
particular, debido a la emigración y a  las remesas.

La guerra desmovilizó fuerza de trabajo masculina 
en los frentes de guerra, y feminizó la fuerza de traba­
jo, especialmente la rural. Cuando terminó la guerra y 
el servicio militar se eliminó, se produjo el regreso de 
los hombres a los hogares y el desplazamiento de las 
mujeres de sus puestos de trabajo (Vilas, 1994). Pero las 
mujeres nicaragüenses participan ahora de las estrate­
gias de generación de ingresos a  la par de los hombres 
y constituyen la mitad de la población emigrante. Las 
personas con mayor capacidad de trabajo, educación y



audacia emigran para  sostener a  quienes se quedan en 
el país. La im portancia de Costa Rica como país fron­
terizo promueve dinám icas m igratorias específicas que 
facilitan la salida y en trada  transitoria. A Costa Rica le 
sigue en importancia como destino, Estados Unidos. 
Estas dinámicas son tanto  m asculinas como femeninas. 
De allí su  impacto en la reorganización de las familias.

El tipo de migración, en gran  medida temporal 
e igualm ente fem enina y m asculina , conllevó una 
ampliación en el tam año de las familias. Los niños, 
n iñas y jóvenes, m uchas veces, perm anecen con sus 
abuelas, m ientras que su s  padres y m adres viven unos 
m eses o años en Costa Rica y envían dinero a  las fami­
lias en Nicaragua. En el país existe u n a  alta  proporción 
de fam ilias extensas. El motivo principal es la reduc­
ción de los costos para  hacer frente a  los problemas 
económicos. Las familias funcionan como “familias 
acordeones”: se ju n ta n  y se separan  según dispongan 
o no de recursos (Agurto y Guido, 2001).

5. EN SÍNTESIS: REGÍMENES DE BIENESTAR
CONSTRUIDOS EN LA LARGA DURACIÓN

Los cuatro  países p resen tan  condiciones de vida y 
arreglos sociales m arcadam ente distintos. Por un lado 
están  Chile y Costa Rica, con u n a  alta esperanza de 
vida, u n a  baja  m ortalidad infantil e importante cober­
tu ra  sanitaria , por m encionar algunos indicadores 
clave, que los ubican entre  los países de mayor desa­
rrollo hum ano de la región. Ambos tienen mercados 
laborales predom inantem ente formales y asalariados y 
son m ás receptores que expulsores de fuerza de traba­
jo. Se diferencian sin em bargo en que Chile liberalizó 
su  régim en al m ercantilizar el manejo de los riesgos 
y concentrar su  política social en la formación de 
capital hum ano por parte  de la población de menores 
recursos. Costa Rica en cambio, m uestra una mayor 
perm anencia de su  política social enfocada a  la protec­
ción colectiva de los riesgos. Ambos países atraviesan



momentos conflictivos con respecto a la dirección que 
deben tener los cambios. En Chile se experimentan 
presiones hacia mayores grados de desmercatilización; 
en Costa Rica hacia mayores grados de mercantiliza- 
ción del bienestar.

Uno y otro escenario son complejos, aunque deci­
didamente con prácticas de asignación de los recursos 
mucho más diferenciadas entre m ercado, Estado y 
familias, que en Ecuador y Nicaragua. Estos últimos 
dos países se encuentran entre los de m enor desarrollo 
humano de la región, con mayor transnacionalización 
de su fuerza de trabajo, con menor presencia de la 
política social y con mayores exigencias hacia las fami­
lias. En ambos casos además, los program as sociales 
son escasos y dispersos. Una diferencia notoria entre 
ambos países es, sin embargo, la mayor experiencia 
en política social redistribuidora en Ecuador que en 
Nicaragua. En Nicaragua la mayoría de la población 
básicamente carece de experiencia en el acceso a  
los servicios sociales, universales o focalizados. En 
Ecuador en cambio, la población sí tiene u n  pasado de 
mayor presencia estatal que, aunque parcial, segmen­
tado y también clientelar, constituye u n  referente con 
el cual comparar las actuales estrategias familiares de 
sobrevivencia.

Es precisamente en el ámbito doméstico donde se 
observan los rasgos distintivos de los regímenes de 
bienestar latinoamericanos. En los cuatro países, el 
ámbito doméstico compensa las “fallas” en otras prác­
ticas de asignación de los recursos. Sin embargo, las 
presiones sobre las familias y la división sexual del 
trabajo, varían considerablemente según la capacidad 
de los mercados laborales de absorber la fuerza de tra ­
bajo y de su remuneración relativamente buena. Chile 
y Costa Rica se distinguen de Nicaragua y Ecuador 
porque el empleo asalariado fue y sigue siendo una  
realidad que se extiende a u n a  gran proporción de la 
población. Además, las presiones son distintas según 
la respuesta de los mercados laborales ineficientes.



ya sea el desempleo (como en Chile) o el autoempieo 
(como en Nicaragua).

También los países difieren según el régimen de 
bienestar sea  estatal o no y el tipo de política social 
con que se cuente. Chile y Costa Rica tienen regímenes 
estatales de bienestar. Sin embargo, en términos rela­
tivos, Chile se caracteriza por promover redes sociales 
com pensatorias para  quienes tienen necesidad. En 
Costa Rica en cambio, destaca la presencia de las 
redes universales que, aunque con problemas de cali­
dad y de oportunidad en los servicios, están disponi­
bles y generan u n  considerable ingreso social, incluso 
para  los sectores medios. Ecuador y Nicaragua tienen 
un  régimen de bienestar no esta ta l sino informal; hay 
u n a  retórica de política social com pensatoria que, sin 
embargo, no se contradice con la realidad. Allí, las 
familias despliegan m últiples estrategias: amplían el 
núm ero de personas económ icam ente activas; amplían 
las jo rnadas laborales y emigran p ara  obtener mejores 
ingresos. Sólo de esta  m anera  puede la población de 
estos países lidiar con la prom esa de que los mercados 
todo lo resuelven, y u n a  realidad de imposibilidad de 
contar con ingresos mínimos p a ra  comprar bienes y 
servicios.

Siendo los países latinoam ericanos tan desigua­
les, cabe sin  embargo preguntarnos ¿qué mundos 
del b ienestar coexisten dentro de cada régimen? En 
condiciones de a lta  desigualdad, explorar respuestas 
a  esta  p regun ta  implica necesariam ente diferenciar 
los hogares y las familias según su  división sexual del 
trabajo y su s  condiciones socioeconómicas, a partir 
de las cuales las familias hacen u n  manejo mercantil, 
autorizado o no rem unerado de los riesgos. A esto se 
aboca el próximo capítulo.



CAPITULO 5 
Mundos del b ien esta r

En los países latinoamericanos coexisten realidades 
contrastantes. Hasta ahora los estudios sobre los regí­
menes de bienestar se han basado en promedios nacio­
nales, tanto en cuanto a grados de mercantilización 
de la fuerza de trabajo, como a desmercantilización y 
desfamiliarización del bienestar. Esto es correcto si el 
énfasis está en el régimen de la política pública o social 
que opera como tal para un  país en su conjunto.

Sin embargo, para el propósito de estudiar una 
región tan desigual como lo es América Latina, la inte­
racción entre las familias, los mercados y los Estados 
es un imperativo, pues esta relación varía conside­
rablemente dentro de cada uno de los regímenes. Al 
igual que las compras privadas, los servicios públicos 
y el trabajo no remunerado se combinan de distintas 
maneras entre regímenes, también lo hacen dentro de 
cada régimen, según la ubicación de las personas en la 
estructura social. Hay quienes tienen múltiples opcio­
nes para el manejo de los riesgos y quienes tienen muy 
pocas. Hay quienes casi todo lo resuelven a través de 
las compras privadas, es decir, en el mercado, y quie­
nes principalmente dependen del ámbito doméstico. 
Cuanto mayor es la desigualdad, más relevante es 
hacer estas distinciones. Estas tienen lugar dentro de 
un mismo régimen de bienestar y, presumiblemente, 
varían entre ellos.

En segundo lugar, el mirar dentro del régimen de 
bienestar nos permite conocer la realidad de las perso­
nas ubicadas en los distintos lugares de la estructura



social. Sabemos que en América Latina, la desigualdad 
se extiende a la m anera en que efectivamente y más 
allá del papel, se aplica la política pública. Por ejem­
plo, u n a  política formularse como universal pero que 
en los hechos su  cobertura sea mínima; o decirse que 
es para toda la población pero que en los hechos acce­
dan a ella sólo los amigos del partido en el gobierno. 
En otras palabras, como dice la sabiduría popular, en 
nuestra  región, “entre el dicho y el hecho hay mucho 
trecho”. Por eso, el conocer la operación del régimen 
desde las familias nos perm ite reconstruir los regíme­
nes desde las prácticas sociales concretas. Son estas 
prácticas las que dan lugar a  los mundos del bienestar. 
Cada m undo se distingue por un  manejo propio de la 
incertidumbre.

La reconstrucción de los m undos del bienestar, 
al igual que la de los regím enes, requiere tener en 
cuen ta  la ubicación de las personas en la estructu­
ra  socioeconómica y la división sexual del trabajo 
presente en los hogares. La combinación de ambos 
criterios da lugar a los “tipos sociofamiliares" a par­
tir de los cuales es posible identificar las prácticas 
de asignación de los recursos existentes. Esperamos 
encontrar m enos m undos que tipos sociofamiliares: 
hogares con jefa tu ra  profesional o no precarizada y 
con división del trabajo  no tradicional, pueden ser 
parte  de un  m ismo m undo del bienestar debido a 
su  acceso a u n  m ercado laboral formal, al acceso a 
los servicios privados de la educación pero servicios 
públicos de pensiones, y a  la presencia del servicio 
dom éstico o no. En sum a, estos hogares pueden 
com partir grados de m ercantilización, desmercantili- 
zación y desfam iliarización.

La caracterización para  cada país nos indica la 
proporción y el tipo de hogares que son más depen­
dientes del régimen de bienestar al que pertenecen y, 
por lo tanto, el grado en que se diferencian más entre 
los hogares de los otros regímenes. Es de esperar que 
en Chile, Costa Rica, Ecuador o Nicaragua, una muy



pequeña parte de la población viva de forma parecida 
y, por ejemplo, compre y se hospitalice en Estados 
Unidos. El régimen de bienestar no es relevante para 
explicar cómo viven estas personas. Sin embargo, la 
mayoría de la población forma parte de unos mundos 
del bienestar que sí reflejan los arreglos sociales pro­
pios de cada país, sean estos mercantiles, familiares 
o estatales. El análisis de los conglomerados, en este 
caso de hogares, permite caracterizar las constela­
ciones de las distintas prácticas de asignación de los 
recursos de los hogares.

Tres son las preguntas para las cuales exploramos 
respuestas: ¿cómo son los mundos del bienestar que 
coexisten dentro de cada régimen? ¿Para cuáles m un­
dos hay una diferencia de vivir bajo uno u  otro régimen 
de bienestar? ¿Cómo podría la política pública incidir 
en la arquitectura de estos mundos para así transfor­
mar el régimen de bienestar?

A continuación se explica la metodología utilizada 
para la caracterización de los mundos del bienestar 
encontrados en cada uno de los países seleccionados, 
seguida de los hallazgos y los ejemplos concretos del 
tipo de análisis relevante para la formación de políticas 
públicas. En este capítulo, al igual que en el capítulo 
3, pongo similar énfasis en la metodología así como en 
los hallazgos y sus implicaciones para la formación de 
políticas. Esto porque interesa contribuir a promover 
el debate en torno a los diseños de investigación, fuen­
tes y técnicas de procesamiento de los datos. Como se 
verá a continuación, la propuesta teórico-metodológica 
puede mejorarse, tanto como pueden mejorarse las 
fuentes a partir de las cuales se reconstruyeron los 
mundos del bienestar.

1. METODOLOGÍA

La metodología comprende dos principales momen­
tos: la definición de las categorías de análisis y el pro­
cesamiento de los datos.



1.1 Las ca te g o r ía s  ocupacionaíes

Hay diversas m aneras de establecer empíricamen­
te la estratificación socioeconómica. Evitamos hacerlo 
a partir de los ingresos dado que constituyen uno de 
los principales indicadores del manejo de los riesgos. 
También evitamos aquellas medidas de distribución del 
ingreso, como deciles o quintiles, porque aluden a la 
ubicación relativa de las personas con respecto a otras 
en su respectivo país. Para comparar ubicaciones entre 
países pertenecientes a los distintos regímenes de bien­
estar, necesitam os distinciones sustantivas que puedan 
hacerse con criterios similares para las distintas reali­
dades nacionales. Ese criterio es la ocupación, dado que 
la mercantilización de los riesgos está directamente aso­
ciada a  los ingresos que provienen de las ocupaciones.

Para establecer empíricamente las ocupaciones hay 
varias alternativas. En Costa Rica hay más de un ante­
cedente en m ateria de estratificación social, podemos 
encontrar especialistas dedicados/as al tema. En el 
Instituto de Investigaciones Sociales de la Universidad 
de Costa Rica dicha línea de trabajo ha sido desarrollada 
por Carlos Castro y Ana Lucía Gutiérrez; hay otra línea 
de trabajo desde PROCESOS37 por Florisabel Rodríguez. 
Existe u n a  tercera categorización que interesa de manera 
particular por su  enfoque y porque previamente ha sido 
aplicada a  tres países centroamericanos -no sólo a Costa 
Rica sino tam bién a  Guatemala y a  El Salvador. Esta 
categorización es desarrollada por Pérez Sáinz, Andrade- 
Eekhoff, Bastos y Herradora (2004). Ellos emplean un 
enfoque teóricamente ecléctico que combina el interés 
marxista por la propiedad de los medios de producción, 
con un  análisis de otras dimensiones como la educación 
y la ocupación, m ás propio del enfoque weberiano. Este 
eclecticismo permite aprehender la distribución de los

37 PROCESOS es un centro de investigación, asesoría, capaci­
tación y promoción para el desarrollo de la democracia en 
América Central y el Caribe.



recursos y los patrones de consumo. Para efectos de esta 
investigación se optó por trabajar en base a una  adapta­
ción de esta última categorización.

La tipología distingue entre grandes propietarios, 
trabajadores profesionalizados, trabajadores no preca- 
rizados, pequeños propietarios y trabajadores vulnera­
bles. Se espera entonces que los grandes propietarios 
y profesionales tengan máximos grados de mercantili- 
zación del manejo de los riesgos; que los trabajadores 
no precarizados y los pequeños propietarios presenten 
una combinación de mercantilización y familiarización 
altamente variable entre los países según su régimen de 
bienestar; y que los trabajadores/as vulnerables tengan 
una máxima familiarización del manejo de los riesgos, 
aunque también se espera que esta sea variable entre 
los países, según el régimen de bienestar en el que se 
ubiquen. El cuadro 5.1 detalla las categorías junto con 
los criterios empleados para su construcción.

Dado que la división sexual del trabajo define y 
condiciona las jefaturas femeninas y las m asculinas de 
maneras cualitativamente distintas, los estudios con 
perspectiva de género argum entan que la m era consi­
deración estadística esconde esas diferencias cualitati­
vas. La crítica es compartida aunque se hace la d istin­
ción de manera meramente descriptiva y se incorpora 
analíticamente de m anera seguida, al caracterizar la 
presencia relativa de la jefatura femenina según los 
mundos del bienestar.

1.2 La división sexual de l trabajo en los hogares

La mirada feminista cuestiona toda consideración 
de las familias o de los hogares como unidades indi­
ferenciadas, al margen de las relaciones de poder, en 
particular, de la división sexual del trabajo, en torno a 
la cual están organizadas. El trabajo no rem unerado es 
una manera de manejar los riesgos que está asim étri­
camente repartida entre los hom bres y las mujeres. Los 
hogares que cuentan con mujeres dedicadas tiempo



Cuadro 5.1
Estructura socio-ocupacionalv según nivel, categoría, criterio y grupo socio ocupacional

Nivel Categoría socio- 
ocupacional a partir de: Criterio Grupo socio-ocupacional

Alto Gran propiedad Capitalistas y sus administradores Gran propiedad
Administración de grandes empresas

Medio
alto

Trabajo
profesionalizado

Acumulación de capital humano 
permite inserción en posiciones 

intermedias de procesos laborales

En el sector público 
En el sector privado 
Independiente

Medio Trabajo no 
precarizado

Relaciones laborales reguladas, 
aunque no tengan gran cantidad 

de capital humano

Asalariado público no precario 

Asalariado privado no precario

Medio
bajo

Pequeña
propiedad

Son propietarios de medios de 
producción o independientes 

(autoempleo)

Propiedad de empresas pequeñas 
Cuenta propia agrícola 
Cuenta propia rural 
Cuenta propia urbano

Bajo Trabajo
vulnerable

Sus relaciones laborales se 
caracterizan por la desregulación

Asalariado precario no agrícola
Asalariado precario agrícola 
Empleo o servicio doméstico 
Trabajo no remunerado

Fuente: Adaptación a partir de Pérez Sainz y otros (2004), en colaboración con Juan Diego Trejos y Luis 
Angel Oviedo.
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completo al trabajo de la casa, tendrán un manejo de 
los riesgos evidentemente distinto a los hogares en los 
que no. ¿Cómo se organizan las familias, en qué medida 
hay personas adultas dedicadas al trabajo no remune­
rado y en qué medida la distribución del trabajo entre 
hombres y mujeres reproduce o cuestiona el patrón del 
hombre proveedor y de la mujer cuidadora?

El principal antecedente es la categorización de 
Barbara Haas (2005) enfocada en los países europeos, 
la cual no sólo considera las jornadas de trabajo remu­
nerado (parcial o completa) sino también la división del 
trabajo no remunerado entre hombres y mujeres. El 
análisis aborda no sólo la conducta individual sino tam­
bién la distribución del trabajo en los hogares. Valora 
además la importancia de explorar otros factores como 
el nivel socioeconómico de las parejas, el nivel educativo 
y su bienestar, en la división del trabajo remunerado y 
no remunerado. Por eso pone el acento en la división 
entre el trabajo remunerado y el no remunerado en el 
seno de las parejas, antes que en la incorporación de las 
mujeres al mercado de trabajo. Concretamente, propone 
una tipología de “tipos ideales”, útil para identificar la 
división sexual del trabajo en la pareja.

Para adaptar las categorías de familias propues­
tas por Haas a América Latina, eliminamos los dos 
modelos que considera utópicos, de carrera universal 
y reverso; mantuvimos los modelos tradicional (hom­
bre proveedor y mujer cuidadora) y modificado (ambos 
son proveedores de ingresos); y agregamos un modelo 
que está muy extendido en la región; el unificado, en 
el que una misma persona, simultáneamente provee 
ingresos y cuidados (si hay hijos/as generalmente es 
la mujer). Como segunda adaptación, consideramos 
a todos los integrantes del hogar, no sólo a la pareja, 
aunque sí reconstruimos la división sexual del traba­
jo en el hogar a partir de quien ejerce la jefatura del 
hogar y su pareja. El cuadro 5.2 m uestra los tipos 
propuestos por Haas y la adaptación que hicimos en 
este estudio.



Cuadro 5.2
División sexual del trabajo en los hogares según categorías

Haas considera 
hogares con: Distribución de papeles Esta investigación 

considera hogares con:

Proveedor
tradicional

El esposo o cónyuge tiene trabajo remunerado tiempo completo; la 
mujer no tiene trabajo remunerado y es la responsable del trabajo no 
remunerado y del cuidado de los hijos.

Proveedor tradicional

Proveedor
modificado

El esposo o cónyuge tiene trabajo remunerado de tiempo completo; la 
esposa tiene un trabajo de tiempo parcial y es responsable del trabajo 
no remunerado y del cuidado de los hijos.

Proveedor parcialmente 
modificado

Carrera
universal

Ambas partes tienen trabajos a tiempo completo que prevalecen sobre 
el cuidado de los/as hijos/as. El trabajo remunerado se unlversaliza 
aunque no necesariamente el de los cuidados, este permanece a cargo 
de la mujer.

Proveedor modificado

Igualitario Hombre y mujer están empleados remuneradamente con horas redu­
cidas y ambos comparten el trabajo no remunerado de manera pari­
taria.

-

Reverso

La mujer trabaja tiempo completo mientras que el hombre trabaja 
tiempo parcial o no lo hace del todo. En este modelo, sólo una persona 
es responsable del cuido y el trabajo doméstico y. al contrario del 
modelo tradicional, es el hombre quien asume principalmente estas 
labores.

-

No se considera Una sola persona desempeña simultáneamente papeles de proveedora 
y cuidadora; si hay hijos/as esta persona es usualmente una mujer.

Proveedor / cuidadora 
unificado

Fuente: elaboración propia a partir de Barbara Haas (2005).
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La división sexual del trabajo, en tre  quienes se 
consideran jefes/as del hogar y en tre  quienes se con­
sideran cónyuges, es independiente de que las parejas 
se encuentren ubicadas en hogares nucleares, exten­
sos o compuestos (Arriagada, 2002)38. Consideram os 
dos opciones. Una fue distinguir en tre  los hogares 
nucleares y no nucleares para cada  uno  de los cuatro  
modelos considerados (tradicional, tradicional m odi­
ficado, modificado y unificado). E ra estadísticam ente 
inviable porque al agregar la distinción entre ocupa­
ciones, el número de casos por celda era insuficiente. 
Otra opción era ignorar el tipo de familia y en su  lugar, 
considerar el tamaño de la familia como parte de la 
caracterización de cómo m anejan los riesgos los d istin ­
tos tipos de hogar. Esta es la opción que se tomó.

1.3 Los tipos sociofam iliares

Dado que el manejo de los riesgos refleja ciertas 
relaciones mercantiles y no m ercantiles sim ultánea­
mente, construimos una única variable combinando 
ambas. Para una misma ocupación nos preguntam os 
¿en qué medida la organización familiar hace u n a  
diferencia en términos de la ubicación del hogar en los 
distintos mundos del bienestar?

El que los cambios en la organización familiar varíen la 
ubicación de los hogares en los m undos depende de varios 
factores, como la calidad de las remuneraciones (por ejem­
plo, puede ocurrir que el segundo ingreso agregue tan 
poco que no haga una diferencia), o el grado de mercan- 
tilización del manejo de los riesgos (dado que la presencia 
del trabajo femenino no rem unerado puede evitar la

38 La distinción entre familias nucleares (biparentales o uniparen- 
tales) y extensas o compuestas (según los restantes miembros 
sean familiares o no), ha sido ampliamente estudiada por esta 
autora (Arriagada. 2002). Por todo su aporte al conocimiento 
de las familias, no considera la división sexual del trabajo en 
los distintos tipos de familia.



mercantilización de la atención de numerosos riesgos o, 
sin evitarlo, reducir considerablemente sus costos)39.

En térm inos em píricos lo que hicimos fue crear 
u n a  variable identificando, a  la vez, la ocupación del/a 
je fe /a  de hogar y la organización familiar. Por ejem­
plo, u n a  jefatura profesional, con u na  división sexual 
del trabajo tradicional, modificada, tradicional-modi- 
ficada o unificada. Al com binar las cuatro categorías 
ocupacionales y las cuatro  relativas a la organización 
familiar, obtuvim os dieciséis categorías en las que hay 
je fe /a  ocupado /a  y u n a  m ás en la que no lo /a  hay. A 
esta  nueva variable le llamamos, por ahora y por falta 
de m ejor nom bre, “tipos sociofamiliares”.

1 .4  E l m anejo d e  lo s riesgos

Para conocer el manejo de los riesgos, idealmente 
el análisis debería com binar las encuestas de ingreso y 
gasto así como las de uso del tiempo. En su  conjunto, 
estas encuestas proveen detalles sobre los ingresos, los 
gastos privados, la inversión pública y la distribución del 
tiempo. Lam entablem ente, solo algunos países cuentan 
con la prim era y  de m anera esporádica. La segunda es 
u n  instrum ento sólo recientem ente aplicado en América 
Latina, h asta  ahora, en  m enos de la mitad de los países 
de la región y con u n a  diversidad de criterios metodo­
lógicos que, en m uchos casos, dificulta el análisis com­
parativo (Martínez Franzoni, 2005). Alternativamente, 
cabría  diseñar u n  instrum ento propio, sin embargo, 
los recursos que exige la realización de este tipo de 
encuestas, en cada  país, son mayores a los disponibles 
p a ra  tales efectos. Al aplicar y explorar el rendimiento 
analítico del enfoque propuesto a  partir de las fuentes

39 El dinero que un ama de casa ahorra o deja de gastar a través 
de su trabajo ha sido estimado en países como Canadá entorno 
a un salario profesional de primer ingreso al mercado laboral, 
y es una estimación que valdría la pena hacer para los países 
latinoamericanos.



ya existentes, se crean condiciones para futuras réplicas 
y ajustes, incluyendo creación de fuentes.

Así, la reconstrucción de los m undos se basa en 
las encuestas de hogares. En Chile fue la encuesta de 
Caracterización Socio-Económica Nacional (CASEN) del 
año 2003; en Costa Rica la Encuesta Nacional de Hogares 
de Propósitos Múltiples (ENHPM) del 2004; en Ecuador 
la Encuesta de Empleo, Desempleo y Subempleo en el 
Área Urbana y Rural de Ecuador (ENEMDUR) del 2001; 
y en Nicaragua la Encuesta de Hogares de Propósitos 
Múltiples (EHPM) del 2001. Dado que necesariamente 
debíamos recurrir a las encuestas de hogares, una vez 
identificadas las fuentes, determinamos los indicadores 
disponibles para cada una de las tres dimensiones de 
análisis empleadas a  lo largo del trabajo: mercantiliza- 
ción, desmercantilización y familiarización del bienes­
tar. Como veremos, estas encuestas presentan algunas 
fortalezas e importantes limitaciones para aprehender el 
manejo de los riesgos40 *.

El cuadro 5.3 sintetiza las dimensiones e indicado­
res disponibles para valorar los m undos del bienestar 
en cada país. El grado de mercantilización depende de 
varios factores, incluyendo los salarios aunque tam ­
bién el patrimonio familiar, los ahorros y la capacidad 
de endeudamiento del hogar. Las encuestas hacen 
una medición de los ingresos del hogar que permite 
estimar los ingresos por persona, adem ás permiten

40 Adlclonalmente. las encuestas de hogares se enfocan en hoga­
res y no en familias. Por eso la unidad de observación es el 
hogar, es la unidad de asignación de los recursos, en la que 
confluyen las relaciones de interdependencia mediadas o no 
por el parentesco, lo cual vuelve el análisis más amplio. A la 
vez, las encuestas dejan por fuera las prácticas de asignación 
de los recursos, que siendo familiares, trascienden al hogar. 
Por ejemplo, la hija (que vive en su propio hogar) que todas 
las semanas recoge a su madre para comprar medicinas o 
llevarla al médico, asigna horas de trabajo no remunerado a 
una integrante de la familia que no es parte del hogar. Estas 
relaciones de interdependencia quedan fuera de la medición de 
las encuestas de hogares.



u n  acercam iento a  la  capacidad  de intercam biar mer­
cantilm ente, a n te s  que al intercam bio mercantil que 
efectivamente realizan  los hogares, el cual está sujeto 
adem ás a las dim ensiones norm ativas y culturales 
que m oldean la s  visiones de lo deseable41.

El grado de desmercantilización se establece a par­
tir de los principales program as públicos. Se deberían 
adem ás considerar aquellos mecanismos no estatales 
de distribución, tan to  a  nivel local como internacional, 
que lam entablem ente no se encuentran registrados en 
las encuestas de hogares y que necesitan valorarse a 
través de otro tipo de instrum entos.

El grado de Jamiliarización requiere considerar el 
uso del tiempo, tan to  aquel destinado al trabajo remu­
nerado como al no rem unerado42, fundam ental para el 
manejo de los riesgos. De acuerdo a  las encuestas de 
uso del tiempo (EUT) entre las actividades no remune­
radas, deberíam os de distinguir entre aquellas direc­
tam ente involucradas en la producción del bienestar 
(producen bienes y servicios en el ámbito de la familia 
propiam ente dicha) y actividades orientadas a  la arti­
culación de las p rácticas de asignación de los recursos. 
Dado que las encuestas de este tipo no existen para los 
cuatro países considerados, exploramos esta dimen­
sión a partir de los indicadores indirectos (“proxy”). 
También sería deseable considerar el papel de las 
redes com unitarias (como las asociaciones formales o 
informales de vecinos/as) y las múltiples relaciones de

41 Para ver hasta que punto la mercantllización efectiva tiene 
lugar en aspectos centrales de la vida de las personas, como la 
valoración del ejercicio de la maternidad, ver Martínez Franzonl 
y Ramírez (2006).

42 No se trata del tiempo “libre", el cual, como lo muestran las 
investigadoras feministas, es marginal en el conjunto de las 
actividades remuneradas y no remuneradas. Por eso. las 
encuestas de uso del tiempo determinan las distintas cate­
gorías de las actividades en las que tanto hombres y mujeres 
reparten sus horas, entre ellas están las destinadas al ocio y a 
la recreación, que sí corresponden al “tiempo libre”.



Cuadro 5 .3
C riterios para recon stru ir lo s m undos del b ien estar dentro de cada p aís

V ariab les d e co n tro l

D im en sió n  para 
reco n stru ir  p rá ctica s  
d e  a sig n a c ió n  d e lo s  

reciursos

T ipo d e in d ica d o r In d icad or M anejo r e la tiv o  
d e l r ie sg o

T
ip

o 
so

ci
of

am
ili

ar

Estratificación 
socioeconómica a 
partir de la 
ocupación de jefe/ 
a del hogar

Estratificación de 
género a partir de 
la división sexual 
del trabajo en el 
hogar

Mercantilización del 
manejo de los riesgos

Acceso a ingresos y 
calidad del acceso a 
través del tipo de 
trabajo (precarizado 
o no)

Ingresos, remesas 
y peso relativo en 
total de ingresos 
Hogares sin 
ingresos

Desmercan tilización 
del manejo de los 
riegos

Acceso a servicios 
públicos de educación 
y salud

Consumo privado

Pensión y 
subsidios y peso 
relativo en total de 
ingresos del hogar

Población en 
condiciones de 
pobreza extrema

Asistencia a 
escuela primaria 
y secundaria.

Desfamiliarlzación del 
manejo de los riesgos

Disponibilidad y 
demanda de trabajo 
no remunerado

Jefatura femenina; 
mujeres dedicadas 
a las tareas del 
hogar; tamaño del 
hogar; tamaño de 
la demanda de 
cuidados

Fuente: Elaboración propia. M
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intercam bio que tienen lugar en  este ámbito, que tam­
poco forman parte de las encuestas de hogares.

El cuadro 5.4 p resen ta  los indicadores disponibles 
o construidos a  partir de las respectivas encuestas 
de hogares. Si bien estos son limitados, permiten dis­
crim inar la predom inancia relativa de los ingresos (y 
el m anejo m ercantil de los riesgos), la presencia del 
Estado (y por lo tan to  de la asignación autorizada de 
los recursos) y el trabajo  no rem unerado (y por lo tanto 
la familiarización del m anejo de los riesgos). Al igual 
que en el análisis de los países, la dimensión que pre­
sen ta  m ayores desafíos es la relativa al trabajo feme­
nino no rem unerado. Los indicadores empleados son 
indicadores indirectos o aproximaciones empíricas.

Determinamos el grado de mercantilización de los 
riesgos a  partir de los ingresos, tanto por habitante como 
por los niveles de pobreza crítica, las remesas (tanto si 
se reciben o no, como el porcentaje de ingresos del 
hogar que estas representan) y la población rural como 
una suerte de variable de control (en tanto esperaríamos 
que, debido a la producción para  el autoconsumo, la 
dependencia del intercam bio mercantil sea mayor en los 
hogares urbanos que en los hogares rurales)43.

Determ inam os la desmercantilización a partir del 
acceso a  los subsidios y pensiones (relación directa­
m ente proporcional) y a  la  educación privada (inversa­
mente proporcional al grado de desmercantilización). 
El indicador de acceso a  las pensiones tiene la dificul­
tad de que puede tra ta rse  de sistem as de capitalización 
individual (plena m ercantilización, como en Chile) o 
colectiva (con u n  grado de desmercantilización como 
en Costa Rica). Por eso la  interpretación de este indi­
cador varía en cada caso.

La precisión con que cada país establece el acceso 
a  los subsidios es variable. En Chile la información es

43 Es un indicador, que en el caso de Costa Rica, presenta proble­
mas dado que quedan registrados como rurales los hogares que 
en realidad se ubican en áreas recientemente urbanizadas.



CUADRO 5 .4
In d ica d o res d isp o n ib les para e l a n á lis is  d e  la  p ro d u cc ió n  d e l b ie n e sta r  p or p a ís  y  s ig n ific a c ió n  e s ta d ís tic a

Ind icadores segú n  d im en sio n es C hile C osta  R ica E cuador N icaragua
2 0 0 3 2 0 0 4 2 0 0 1 2 0 0 1

Mercantilización
Ingresos Sí Sí Sí Sí
Hogares en pobreza extrema (%) Sí Sí Sí Sí
Población que recibe remesas (%) ND ND Sí ND
Peso relativo de las remesas en el total de ingresos (%) ND ND Sí ND
Relación entre ingresos v gastos (razón) Sí Sí ND Sí
Desmercantilización
Población de 7 a 12 años que asiste a centro privado (%) Sí Sí ND Sí
Población de 13 a 18 años que asiste a centro privado (%) Sí Sí ND Sí
Población de 7 a 12 años que no asiste a la escuela í%) Sí Sí Sí Sí
Población de 13 a 18 años que no asiste al colegio (%) Sí Sí Sí Sí
Población de 65 años o más que recibe pensión (%) Sí Sí Sí ND
Peso relativo de las pensiones en el total de ingresos (%) Sí Sí Sí ND
Hogares que reciben subsidios (%) Sí Sí Sí ND
Peso relativo de los subsidios en el total de ingresos (%) Sí Sí Sí ND
Desfamiliarización
Hogares sin presencia de amas de casa a tiempo completo Sí Sí Sí Sí
Personas que requieren cuidados por ama de casa (menores 
de 12 años y mayores de 65) Sí Sí Sí Sí
Tamaño (promedio de miembros por hogar) Sí Sí Sí Sí

Puente: Elaboración propia con colaboración de Luis Ángel Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.

Segunda parte • H
allazgos



mayor y m ás precisa que en los restantes países. Dado 
que en Costa Rica hay u n a  gran cantidad de programas 
que ofrecen servicios y no transferencias, la presencia 
del Estado está subestim ada. Concretamente, en el 
caso chileno se registran los ingresos por asignaciones 
familiares, pensiones de asistencia, subsidios a las 
m adres, por enfermedad, por deficiencias mentales y 
por agua potable y cesantía, entre otros. A cada subsi­
dio se im puta un  valor predefinido. En Costa Rica por 
el contrario, se pregunta si recibió ayudas del Instituto 
Mixto de Ayuda Social (IMAS) y /o  el Bono de la Vivienda 
así como la cantidad recibida. Algo parecido ocurre en 
Ecuador donde se p regun ta  si recibió el Bono Solidario y 
cuánto dinero recibió. La diferencia es que en Ecuador, 
si bien puede haber tam bién una  subestimación, la 
red de program as sociales que entregan servicios y no 
transferencias, así como las “ventanillas” de acceso a 
transferencias es m enor que en Costa Rica.

Determ inam os el grado de familiarización a  partir 
de la presencia de las am as de casa  en el hogar, del 
tam año del hogar, del núm ero  de miembros del hogar 
que tienen m ayor d em an d a  de cuidados (menores de 
12 años y m ayores de 65 años), así como de la jefatura 
fem enina que tom am os como indicador de doble papel 
de proveedora de ingresos y de cuidados, a la vez indi­
cador de desfam iliarización del m anejo de los riesgos44. 
Sólo Costa Rica y E cuado r h an  incorporado el uso del 
tiempo en al m enos u n a  encuesta  de hogares. Por eso 
exploramos la desfamiliarización  a  partir de las aproxi­
m aciones que perm iten  valorar la disponibilidad del 
trabajo no rem unerado  así como su  dem anda.

Finalm ente, p a ra  explorar el desempeño  que los 
hogares logran a  través de u n a s  u  otras prácticas de 
producción del b ien esta r, consideram os la deserción 
escolar como indicador. Como variable de control se

44 La interpretación del indicador de la jefatura femenina requie­
re de mayor profundizaclón a partir de estudios cualitativos 
posteriores.



encuentra la presencia de la población indígena (sólo 
registrada en Ecuador).

En el balance, la disponibilidad de la información 
en Chile y Costa Rica es adecuada y sólo se carece 
de información relativa a las remesas. En Ecuador y 
Nicaragua las encuestas brindan insuficiente informa­
ción, problema que se acentúa aún  más en el caso de 
Nicaragua.

1.5 Análisis de conglom erados

El procesamiento se hizo de m anera similar al rea­
lizado para reconstruir los regímenes de bienestar en 
la sección 2 del capítulo 4, aunque en este caso, se 
trabajó con las cuatro bases de datos independientes, 
una para cada país.

En los cuatro casos, al agrupar los hogares según 
las prácticas de asignación de los recursos, estos se 
agruparon en tres grandes conglomerados.

2. HALLAZGOS

A continuación se describen los m undos identifica­
dos y las prácticas de asignación de los recursos que 
los caracterizan.

2.1 Radiografía de los m undos

¿Cuáles fueron los principales m undos identifi­
cados y en qué medida se diferencian estos entre los 
regímenes de bienestar? El análisis de los conglomera­
dos identificó tres mundos cuyo manejo de los riesgos 
los hace alta, media o escasam ente dependientes del 
régimen de bienestar al que pertenecen45. El resultado 
se presenta en el cuadro 5.5.

45 En los cuatro países se identificaron tres conglomerados de 
hogares, a pesar de que el procesamiento se hizo de manera 
independiente a partir de las respectivas bases de datos.



CUADRO 5.5
Peso relativo de cada mundo 

según dependencia al régimen de bienestar

Hogares, en  porcentajes según país

Peso relativo de 
cada mundo 
del bienestar

Costa Rica Chile Ecuador Nicaragua

Baja 10 10 13 3

Media 38 22 29 18

Alta 52 68 58 79

Fuente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina; Luis 
Ángel Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.

En Costa Rica, la organización de los tres mundos 
muestra la menor jerarquía de los cuatro países, con 
menor porcentaje de hogares con alta dependencia y con 
dependencia intermedia, respectivamente. En Nicaragua 
dicha organización es la m ás jerárquica, seguida de Chile, 
con una  máxima proporción de hogares en el mundo de 
alta dependencia al régimen. En Ecuador, la organización 
de los tres m undos es menos jerárquica que en Chile 
aunque mayor que en Costa Rica.

El cuadro 5.6 m uestra  la composición de cada uno 
de los m undos según los países.

En Costa Rica, sim ilar a  Chile, en el mundo menos 
dependiente al régim en de bienestar, hay hogares con 
jefatura profesional y con organización no tradicional 
(con doble proveedor/a de ingresos). Diferente a  Chile, 
en el mundo con dependencia media al régimen de 
bienestar, se encuentran , adem ás de profesionales con 
organización tradicional, pequeñas/os propietarios/as, 
trabajadores/as no precarizados/as y vulnerables, 
con organización familiar no tradicional. En el mundo 
altam ente dependiente al régimen se encuentran hoga­
res cuya jefa tura  tiene u n a  pequeña propiedad y una



C U A D R O  5.6
Tipos sociofaxniliares que integran cada m undo según e l país 

(de acuerdo a lo s resu ltados del an á lisis de lo s conglom erados)

D ep en d en cia  v 
a l rég im en  dé  

b ien esta r

P a ís V  -

C h ile C osta  R ica E cuador N icaragua

Baja Profesional con organización familiar 
no tradicional

Profesional con cualquier organización 
familiar

Media

Profesional con organización tradicional - -
Pequeña propiedad con organización no tradicional

- Trabajo no precarizado con organización familiar no tradicional

- Trabajo vulnerable con organización familiar 
no tradicional

Alta

Pequeña propiedad con organización tradicional
Trabajo no precari- 
zado con cualquier 

organización familiar
Trabajo no precarizado con organización tradicional

Trabajo vulnerable 
con cualquier 

organización familiar
Trabajo vulnerable con organización 

tradicional
Trabajo vulnerable 

con cualquier 
organización familiar

Fuente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina; Luis Angel Oviedo a partir de las respectivas encues­
tas de hogares.
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organización del trabajo tradicional entre hombres y 
m ujeres, algunos hogares con je fa tu ra  no precarizada 
y la m ayoría de los hogares con trabajo  vulnerable, 
aunque no todos.

Los hogares que conform an cada  m undo, se dife­
rencian en tre  sí según los niveles de ingresos; acceso 
a  las políticas públicas -e n  particu lar a  subsidios y 
a  educación prim aria  y secundaria-; su  ubicación en 
zonas u rb an a s  o rurales; y la can tidad  de personas 
in tegrantes del hogar que requieren cuidados. A dife­
rencia de Chile, la  presencia de las am as de casa pre­
sen ta  considerables diferencias entre los mundos: es 
mayor cu an to  m enores son los ingresos del hogar.

En Chile, en el m undo m enos dependiente al régi­
m en de b ienesta r se encuen tran  hogares con jefatu­
ra  profesional y u n a  organización no tradicional. En 
el m undo m edianam ente dependiente al régimen se 
en cu en tran  hogares con jefa tu ra  profesional y organi­
zación fam iliar tradicional y con je fa tu ra  de pequeño/a 
p ro p ie ta rio /a  y  con organización del trabajo no tradi­
cional. En el m undo  altam ente dependiente al régimen 
de b ienestar se en cu en tran  hogares cuya jefatura tiene 
u n a  p eq u eñ a  propiedad y u n a  organización del trabajo 
tradicional, y  con je fa tu ra  no precarizada y vulnerable, 
independientem ente de su  organización familiar.

Los hogares que conform an cada  mundo, se dife­
rencian  en tre  sí según  el nivel de ingresos que recibe 
cada persona; el acceso a  las políticas públicas -en 
particu lar a  subsid ios y a  educación prim aria y secun­
daria-; su  ubicación en zonas u rb an as o rurales; y 
la can tidad  de personas que requieren cuidados. La 
presencia de las am as de casa, que frecuentemente se 
asocia con el nivel de ingresos (es decir, que a menor 
nivel de ingresos m ayor presencia), en Chile no es rele­
vante p a ra  d istingu ir los diferentes mundos.

En E cuador , el m undo escasam ente  dependiente 
al régim en a g ru p a  a  todos los hogares profesionales. 
En los dos re s ta n te s  m undos, la  organización familiar 
es m ás im p o rtan te  que la ocupación para  definir la



ubicación de los hogares: el m undo con dependencia 
media agrupa a los hogares no precarizados, pequeños 
propietarios e incluso aquellos con trabajo vulnerable 
(lo cual sólo ocurre adem ás en Costa Rica), siempre 
que su organización familiar no sea  tradicional. El 
mundo con alta dependencia al régimen agrupa a  los 
pequeños propietarios, a  los hogares con trabajo no 
precarizado y vulnerable con una  organización fami­
liar tradicional.

Los hogares que conforman cada m undo en 
Ecuador, se diferencian según la jefatura sea femenina 
o no, por el tamaño del hogar, por el núm ero de inte­
grantes del hogar, por la presencia de am a de casa  o 
no y por el promedio de los miembros que requieren de 
cuidados. Si bien contamos con información relativa a  
la política social, ni las transferencias en dinero, ni el 
acceso a las pensiones (y su importancia relativa en los 
ingresos del hogar) ni la educación privada son rele­
vantes para dar lugar a  los conglomerados de hogares, 
como sí lo son los indicadores de la mercantilización y 
la desfamiliarización.

En Nicaragua, en el mundo escasam ente depen­
diente al régimen de bienestar se encuentran los 
hogares profesionales y con organización familiar no 
tradicional. En el mundo cuya dependencia al régimen 
es media, se encuentran los hogares con jefatura no 
precarizada y ejercida por pequeño/a propietario/a 
con una organización familiar no tradicional. En el 
mundo con alta dependencia al régimen se encuentran 
los hogares con jefatura ejercida por u n  pequeño/a 
propietario/a y con trabajo no precarizado así como 
con organización familiar tradicional, y con trabajo 
vulnerable, independientemente de cuál sea su orga­
nización familiar.

Los hogares que conforman cada m undo en 
Nicaragua se diferencian según los ingresos; la  relación 
entre los ingresos y el gasto; la presencia de la pobreza 
extrema o no; la asistencia a  centros educativos pri­
vados primarios o secundarios; la ubicación en zonas



rurales; y la dem anda de cuidados en el hogar. Es sin 
embargo, de los cuatro  países, para  el que se carece de 
la mayor cantidad de datos.

2 .2  M ercan tilizac ión  d e l b ien esta r

E sta dim ensión com prende los indicadores rela­
tivos a  los ingresos tom ados de los datos del merca­
do laboral nacional (concretamente los ingresos y la 
pobreza extrema) y transnacional (ingresos y remesas 
así como el peso relativo de las rem esas en el total de 
los ingresos del hogar). La relación entre los ingresos 
y los gastos explora cu án  “al día” viven los hogares en 
térm inos de la relación entre los ingresos y el consumo, 
independientem ente de la procedencia de los ingresos. 
Dada la ausencia  de cierta información en varias de 
las encuestas de hogares utilizadas, el cuadro 5.7 se 
enfoca en el indicador m ás importante para valorar la 
m ercantilización de la fuerza de trabajo y su  capacidad 
para  m ercantilizar el m anejo de los riesgos: el ingreso 
por persona.

CUADRO 5.7
Mercantilización del manejo de los riesgos 

según ingreso por persona 
-por país y por mundo, en US$-

Países
Mundos según dependencia 

al régimen
Baja Media Alta

Costa Rica 452 234 104
Chile 727 483 166
Ecuador 174 80 53
Nicaragua 334 108 51

Nota: Estadísticamente significativo al 5%.
Fuente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina; Luis 
Ángel Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.



Los ingresos por habitante d iferencian con c la r id a d  los 
mundos del bienestar según los regím enes: son m a y o re s  
en Chile, seguidos de Costa Rica, E cuador y N icaragua . 
Por ejemplo, entre los hogares de ba ja  d ep en d e n c ia  al 
régimen de bienestar, el ingreso por p erso n a  en C h ile  era  
cuatro veces m ás que en Ecuador. Algo sim ilar o cu rre  
con el m undo cuya dependencia al régim en es m edia . 
En ese m undo, en Chile, el ingreso e ra  el doble q u e  en 
Costa Rica, cuatro  veces m ás que en  N icaragua y 6 veces 
más que en  Ecuador. En el m undo  con a lta  d ep en d en c ia  
al régimen de bienestar, los ingresos chilenos e ra n  poco 
más que u n a  vez y media que en C osta  Rica, p e ro  tres  
veces m ás que en Nicaragua y E cuador.

Si com param os las b rech as  de ing resos  e n t re  los 
mundos den tro  de cada país, e n co n tram o s  q u e  la 
razón en tre  el m undo  con m ayores y m en o re s  in g re ­
sos en Chile y C osta Rica es de 4 ,3 7  y 4 ,34  v e c e s46: 
en Ecuador se reduce a 3 ,28 veces (co n s is ten te  con  
una crisis económ ica que afectó d u ra m e n te  a  todos 
los estra tos sociales) y en N icaragua es de 6 ,5 4  veces. 
Es decir que en N icaragua, no sólo es m áx im a la  p ro ­
porción de hogares en el m u n d o  cu y a  d e p e n d e n c ia  
al régimen es alta , sino que o b tien e  u n a  p ro p o rc ió n  
mucho m ayor del ingreso nac ional, y con esos e s c a so s  
recursos debe resolver, a través del m ercado , u n  ran g o  
de riesgos m ucho  mayor que en  C hile o C osta  R ica.

Además del nivel de ingresos, es im p o rtan te  c o n s i­
derar su fuen te , nacional o tra n sn a c io n a l. La s e g u n d a  
remite a la s  rem esas, cuya im p o rtan c ia  es m en o r en  
Chile (0,2% del PIB) y C osta R ica (1,8%), m ás g ra n d e  
en Ecuador (5,7%) y enorm e en N icarag u a  (10,7% ). En 
Ecuador, por ejemplo, las re m e sa s  su p e ra n  el g asto  
social (Acosta, 2005).

La e n c u e s ta  de hogares no  p re s e n ta  in fo rm ación  
sobre la d is tr ib u c ió n  de las re m e sa s  en  N icaragua . E n

46 Esto es la razón entre el m undo de mayor y de menor ingreso 
de cada país. En Chile, por ejemplo, es la razón entre US$452 
y US$104.



Ecuador, el análisis de los conglomerados muestra 
que estas se d istribuyen entre los m undos de mane­
ra similar, como tam bién es similar la proporción 
del ingreso total de los hogares que representan (en 
promedio, un  40%). Es consistente con los estudios 
previos, que llam an la atención acerca de la altísima 
im portancia que tienen las rem esas en las familias 
de sectores medios en Ecuador: m ás de la mitad del 
total de las rem esas son recibidas por familias de este 
estrato  m ientras que el 26% pertenecen a los estratos 
bajos (Acosta, 2005)47.

Los estudios sobre el uso de las rem esas recibidas 
en las regiones con mayor cantidad de emigrantes 
m uestran  que estas son destinadas a la alimenta­
ción, salud, vestim enta, educación, gastos de viaje y, 
raram ente, en inversión (Herrera y Martínez, 2002). 
A las familias de m ayores ingresos les posibilitan el 
acceso a los servicios básicos privados de salud y 
educación que com pensan la ausencia y deficiencia 
de los servicios públicos. A las familias de los sectores 
populares, aunque  no les permite salir de la pobreza, 
las rem esas sí les perm iten mejorar sus condiciones 
de vida, por ejemplo, accediendo a la canasta básica 
de alim entos.

2 .3  D esm ercan tilización  d e l b ienestar

A continuación se consideran dos tipos de indica­
dores: primero, los relativos al consumo privado de los 
hogares, inversam ente relacionados con la desmercan­
tilización (a mayor acceso privado, menor desmercanti­
lización); segundo, los relativos a  la inversión pública, 
directam ente relacionados con la desmercantilización 
(a mayor inversión, mayor desmercantilización).

47 Tener cuenta que el dato refiere al volumen de las remesas y 
no a la cantidad de personas que envían o que reciben remesas 
según los estratos.



2.3.1 El consumo privado

Para los indicadores de consumo privado contamos 
con información relativa al acceso a la educación pri­
maria y a la educación secundaria, en tres de los cuatro 
países. Se trata de indicadores muy reveladores, dado 
que el acceso a la educación privada entre  las familias 
de escasos ingresos m uestra  la m agnitud del esfuerzo 
de mercantilización que realizan los hogares frente a 
las deficiencias o ausencia de los servicios públicos 
(cuadro 5.8). En Chile, Nicaragua y Costa Rica la m er­
cantilización es mayor en educación secundaria  que en 
educación primaria, especialmente en los m undos cuya 
dependencia al régimen de bienestar es m edia y alta. En 
otras palabras, a menor ingreso promedio por persona, 
mayor mercantilización en el acceso a  los servicios.

CUADRO 5.8
Mercantilización del manejo de los riesgos 

según el acceso a la educación privada, 
países y mundos 
-en porcentajes-

Asistencia a 
educación privada Países

Mundos según dependencia 
al régim en de bienestar
B^ja Media Alta

Costa Rica 31 12 4
Primaria ChUe 30 15 2

Nicaragua 40 19 9
Costa Rica 31 17 8

Secundarla Chile 28 17 2
Nicaragua 38 37 20

Nota: Estadísticamente significativo al 5%.

Puente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina; Luis 
Ángel Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.

En Nicaragua, entre los hogares cuyo ingreso 
mensual es de US$50 por persona (mundo de alta



dependencia al régimen de bienestar), el 9% asiste a 
las escuelas privadas y el 20% a los colegios de nivel 
secundario. En Chile y C osta Rica, estos hogares en 
cambio, a  pesar de contar con ingresos mensuales de 
US$166 y de US$104 por persona, respectivamente, 
el acceso a la educación privada de nivel primario es 
menos de la m itad que en Nicaragua. La brecha es aún 
mayor en la educación secundaria: solo el 2% y el 8% 
de los hogares chilenos y costarricenses pertenecientes 
a  este m undo recurren a  la educación privada, en com­
paración al 20% en Nicaragua.

En el m undo cuya dependencia del régimen es 
media, las diferencias en tre  los países no son tantas 
en educación prim aria, pero sí son significativas en la 
educación secundaria. En Nicaragua, con un ingreso 
m ensual por persona de US$108, el 37% de los hoga­
res envía a  su s  h ijo s /a s  a colegios privados. En cam­
bio, con ingresos m ensuales por habitante de US$483 
y US$234 en Chile y Costa Rica respectivamente, sólo 
lo hace el 17% de los hogares.

Finalm ente, en el m undo  de baja dependencia al 
régimen ocurre lo que e ra  de esperar: el comportamien­
to es sim ilar entre los países, independientemente del 
régimen de b ienestar al que pertenecen.

Los países tam bién se diferencian en cuanto al 
acceso a  la  educación, ya sea  pública o privada (ver 
cuadro 5.9). En el nivel prim ario, los dos países con 
régimen esta ta l tienen m uy pocos hogares con jóvenes 
fuera del sistem a educativo. Los dos países con régi­
men de b ienestar fam iliarista  tienen más niños y niñas 
fuera del sistem a educativo. En todos los casos, el des­
empeño de los países es sim ilar según los mundos y las 
diferencias no tienen  significación estadística.

Lo m ism o ocurre en  la secundaria  tanto en Ecuador 
como en Nicaragua: tienen  la máxima cantidad de 
jóvenes fuera del sistem a educativo y, si bien varían 
entre los m undos, la diferencia no es significativa 
estad ísticam ente  como sí lo es en Chile y Costa Rica. 
Sin em bargo, en Chile destaca  la menor proporción de



jóvenes fuera del s is te m a  e d u c a t iv o ,  m ie n tra s  que en  
Costa Rica destaca la m a y o r.

CUADRO 5 .9
Acceso a la educación, segú n  p a íse s  y mundos 

-en  p o rcen ta jes-

No asisten a la 
educación P aíses

M u n d o s  seg ú n  dep en d en c ia  
d e l r é g im e n  de  b ien es ta r
B a ja Media Alta

Primaria 
(de 7 a 12 años)

Costa Rica 0 2 2
Chile 1 1 1
Ecuador 2 4 4
Nicaragua 3 1 1 10

Secundaria 
(de 13 a 18 años)

Costa Rica* 8 21 30
Chile * 4 7 12
Ecuador 10 32 29
Nicaragua 17 21 36

Nota: Estadísticamente significativo al 5%  (*).

Fuente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina: Luis 
Ángel Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.

Los problem as de c o b e r tu ra  e n  la  ed u cac ió n  s e c u n ­
daria en Costa Rica so n  la  h e re n c ia  de la con tracc ió n  
de la inversión púb lica  d u r a n te  la  d é c a d a  de los o c h e n ­
ta. Si bien la inversión  y la  c o b e r tu r a  se h a n  venido 
recuperando, aú n  e s tá  le jos d e  te n e r  u n  desem peño  
acorde a o tras d im en sio n es  del b ie n e s ta r  en el país. En 
Chile, el principal p ro b lem a  de  la  ed u ca c ió n  púb lica  es 
la brecha de calidad con la  e d u c a c ió n  p riv ad a  (Riesco, 
2005). La ex tendida c o b e r tu ra , e n  cam bio, refleja los 
esfuerzos realizados, en  p a r t ic u la r ,  d esde  el 2 0 0 0 48.

48 Una modificación constitucional estableció doce años de esco­
laridad obligatoria que se b u sca  hacer efectiva a través del Plan 
de Escolaridad Completa, el p rogram a Liceo para  Todos y la 
Ley de Subvención Pro Retención Escolar dirigida a los estable­
cimientos que reclutan estu d ian te s  pertenecientes al programa



La cobertura de la educación secundaria en Ecuador 
se vio seriam ente afectada por la crisis económica de 
finales de los noventa. En ese momento, las dificulta­
des económicas, aún  en sectores medios, provocaron 
una  disminución de la m atrícula escolar (incluso en 
el nivel primario) tanto por su  costo, como por el des­
plazamiento de jóvenes entre 12 y 17 años al mercado 
laboral (Vásconez, 2005).

Además de un  problema concreto de cobertura y cali­
dad educativa pública, existe una  percepción generalizada 
en Ecuador de que los servicios privados son mejores que 
los públicos. De allí que se haga tal esfuerzo por acceder a 
la educación privada, que sea uno de los últimos servicios 
que se dejan de pagar cuando la situación económica de 
los hogares así lo impone, y que indique tan claramente lo 
que en sociología se llama “movilidad social descendente” 
en la estructura social (Renzi y Kruijt, 1997).

2.3.2 La inversión pública

En general, contam os con información relativa a 
las transferencias en dinero y en particular, con la 
relativa a las pensiones. Las transferencias en dinero 
son fundam entales para  com pensar la pérdida o la 
ausencia de los ingresos an te  distin tas situaciones que 
van desde el embarazo h as ta  la pobreza o discapacidad 
(ver cuadro 5.10). Estas transferencias conllevan dos 
grandes tipos de motivaciones: las relacionadas con las 
interrupciones laborales debido a  situaciones diversas 
como enferm edad o embarazo, generalmente entre los 
trabajadores y trabajadoras asalariadas formales, y 
entre los focalizados, crecientem ente dirigidos a las 
llam adas transferencias condicionadas.

Chile Solidario (Castiglioni. 2006). Estas medidas dirigidas a 
mejorar la cobertura, se complementan con otras más recien­
tes destinadas a mejorar la calidad como la Jornada Escolar 
Completa en los centros educativos municipales y particulares 
subvencionados (Castiglioni, 2006).



Las transferencias condicionadas consisten en 
subsidios a la demanda por medio de las transferen­
cias monetarias directas para que las familias mejoren 
su capacidad de consumo en el corto plazo, y de capital 
humano susceptible de generar ingresos en el mediano 
plazo. Como requisito para otorgar estos servicios, se 
requiere una contraprestación de parte de la población 
beneficiarla, concretamente en m ateria de formación 
de capital humano. Por ejemplo, se pide a cambio 
que las hijas o los hijos de las familias beneficiarías 
asistan a clases o tengan su  cuadro de vacunación al 
día. Son programas centralizados en su  diseño, pero 
que requieren de apoyo local para  su ejecución49. Los 
programas de transferencias condicionadas se vienen 
implementando en América Latina desde finales de 
la década de los años noventa. Entre ellos se cuen­
tan el Programa de Educación, Salud y Alimentación 
(PROGRESA) de México (así se llamaba inicialmen­
te, luego cambió de nombre a  Oportunidades), el 
Programa Nacional de Bolsa Escola y el Programa 
de Erradicagáo do Trabalho Infantil (PETI) de Brasil, 
Familias en Acción (FA) de Colombia, el Programa de 
Asignación Familiar (PRAF) de Honduras, el Program 
of Advancement through Health and Education (PATH) 
de Jamaica y en Nicaragua la Red de Protección Social 
(RPS) (Rawlings y Rubio, 2003).

Las encuestas analizadas em plean d istin tos cri­
terios en el registro de los subsidios: m ás exhaustiva 
en Chile que en Costa Rica y Ecuador e inexistente 
en Nicaragua. E sta situación  es m ás problem ática 
para dar cuenta del acceso a los subsid ios de los 
hogares costarricenses que de los ecuatorianos, dado

49 Por eso, la operación de estos programas requiere de desarrollo 
de tecnologías de la información para el registro de la población 
y el otorgamiento de los beneficios. La centralidad de la selec­
ción de los beneficíanoslas) y el seguimiento al cumplimiento 
de los requisitos implica que, en general, estos programas con­
llevan costos de administración relativamente altos.



que en C osta Rica existe u n a  mayor cantidad de pro­
gram as que conllevan transferenc ias en dinero que 
los que la en cu esta  reg istra . Además en Costa Rica 
u n a  gran  can tidad  de program as prestan  servicios 
y no transferenc ias en  dinero, aunque esto ocurre 
tam bién en Chile.

En térm inos de transferencias condicionadas, lo 
que ocurre en Chile es m uy útil para  percibir la diferen­
cia entre la complejidad institucional, la movilización 
de recursos y las expectativas sobre la contribución 
de las familias y de las comunidades, especialmente 
en com paración con los program as existentes en los 
países con régimen familiarista.

CUADRO 5.10
Acceso a subsidios según países y mundos 

-en  porcentajes-

Acceso a subsidios Países
Mundos según 

dependencia del régimen 
de bienestar

Baja Media Alta

Porcentaje de hogares
Costa Rica 0 1 9
Chile* 22 31 53
Ecuador 4 19 21

Proporción del ingreso 
de los hogares

Costa Rica** 0 10 29
Chile** 0 1 4
Ecuador 12 13 14

Nota: Estadísticamente significativo al 5% (*) o al 10% (**).

Fuente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina; Luis 
Ángel Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.

En efecto, de los cuatro países, Chile es el que 
registra el m ayor acceso a  los subsidios en cualquiera 
de los m undos y el único en el que la diferencia en el 
acceso a los subsid ios es estadísticam ente significativa 
entre los m undos. S us subsidios se otorgan frente a



diversas situaciones como em barazo , n ú m ero  de hijos 
e hijas o desempleo. C uen ta  ad e m á s  con tra n s fe re n ­
cias condicionadas al acceso de los servicios de e d u c a ­
ción y salud en el m arco del p ro g ram a  Chile Solidario, 
estas sí, dirigidas a la población  en  condic iones de 
pobreza. El program a Puente es e jecu tado  por el Fondo 
de Solidaridad e Inversión Social (FOSIS) en con ju n to  
con los municipios (Program a Chile Solidario, 2002)50. 
Otros subsidios m onetarios dirig idos a  la población  en 
condiciones de pobreza son: Ú nico Fam iliar (SUF), p a ra  
todos los niños y n iñas m enores de 18 años; de A gua 
Potable (SAP) que perm ite cu b rir  el 100% de la c u e n ­
ta hasta los 15 m etros cúbicos de consum o  m en su a l; 
Pensión Asistencial de Vejez (PASIS), p a ra  todos los 
mayores de 65 años y Pensión A sistencial de Invalidez 
(PASIS) para quienes co rresponda.

A Chile le sigue E cuador, p a ís  en  el que la d ife­
rencia en el acceso a los su b s id io s  no es, s in  e m b a r­
go, estadísticam ente significativa p a ra  d is tin g u ir  los 
mundos del b ienestar. Los su b s id io s  reg is trad o s  en  la 
encuesta son p rincipalm ente dos: el su b sid io  al gas 
y el Bono de Desarrollo H um ano  (BDH), in ic ia lm en te  
Bono Solidario. El BDH es u n  p ro g ram a  dirigido a 
madres pobres, personas d isc a p a c ita d a s  y p e rso n a s  
de la tercera edad. A m ediados del 2003 , este  su b sid io  
se rediseñó para  enfocarse en  las  p e rso n as  p e r te n e ­
cientes a los quintiles de m en o res  ingresos iden tifi­
cados por el S istem a de Selección de B eneficiarios de 
los Program as Sociales (SELBEN), m ás de u n  m illón 
de personas. Además, incorporó  u n  condicionam ien to

50 Trabajan con las familias duran te  24 meses (en los primeros 
seis de manera intensiva y los restan tes 18 meses son de 
monltoreo). La intervención conlleva servicios y transferencias 
monetarias, denominado "aporte solidario", que se otorga a las 
mujeres jefas de hogar o bien a la pareja del jefe de familia, este 
se va reduciendo a medida que se avanza en el programa hasta 
llegar a un "bono de egreso" que se otorga una  vez finalizado el 
programa, durante los siguientes tres años.



de la entrega de 15 dólares m ensuales a  las madres, 
para  servicios de sa lu d  y educación51.

D urante los prim eros años, el programa sólo imple­
mento m ecanism os de control del condicionamiento 
en algunos casos piloto (León, 2005). De acuerdo al 
Instituto Nacional de Estadísticas (INEC) la cobertura 
de este program a es mayor en áreas rurales que urba­
nas, y en poblaciones indígena (27.7%) y afroecuato- 
riana ya sea m estiza o blanca (13%) (León, 2005). Si 
consideram os el promedio, estos datos coinciden con 
los que obtuvimos en el acceso a  los subsidios por 
parte de los hogares que conforman el mundo alta­
mente dependiente al régimen de bienestar (21.1%). Si 
bien, el impacto del bono no ha sido aún evaluado en 
tanto transferencia directa entregada a  las madres, sig­
nificó un  apoyo económico para las mujeres. Entre los 
resultados analizados están  la reducción de la pobreza 
extrema, de la desigualdad entre pobres e incrementos 
potenciales en la m atrícula  y el acceso a  la salud. Para 
algunos, el bono tuvo u n  efecto desincentivador de la 
inserción laboral, sin embargo, esta relación depende 
de las decisiones familiares y de la presión para entrar 
en u n  mercado laboral precario (Vásconez, 2005).

En Costa Rica, los subsidios registrados son sólo 
los asignados por parte  de dos de las instituciones res­
ponsables del com bate a  la pobreza, el Instituto Mixto 
de Ayuda Social (IMAS) y el Banco Nacional Hipotecario 
de la Vivienda (BANHVI). El primero entrega distintas 
transferencias a fam ilias en condiciones de pobreza y 
el segundo, el bono de la vivienda. Deja por fuera otros 
subsidios como las licencias por maternidad de carác­
ter universal, o el subsidio para cuidadoras de pacien­
tes en fase terminal (para aseguradas), entre otros.

En Nicaragua la encuesta del 2001 no registra el 
acceso a los subsidios. Sabemos sin embargo, que el país

51 Concretamente, a la matrícula y asistencia escolar de hljos/as 
entre 6 y 15 años y a chequeos de salud periódicos de menores 
de 5 años.



tiene un programa de transferencias en dinero, en el 
marco del programa Red de Protección Social (RPS). Este 
consiste en transferencias a las familias condicionadas 
a medidas vinculadas al ingreso y a  la permanencia de 
niños y niñas en el sistema educativo, así como al acce­
so a los servicios de salud. La definición de los servicios 
básicos es realmente básica: en salud se dirige a  las 
mujeres embarazadas y a  los n iños/as menores de 3 
años; y en educación, prioriza a  n iños/as pobres de entre 
6 y 13 años matriculados/as entre lero. y 4to. grado 
de la escuela primaria. La transferencia educativa es de 
US$17 cada 2 meses por familia y de US$20 en m ate­
riales por niño/a cada año. El centro educativo recibe 
US$0.7 por estudiante cada 2 meses. En salud, la trans­
ferencia es de US$34 por familia cada 2 meses. Dado que 
el país tiene un serio problema de oferta de servicios, el 
programa prioriza la población en condiciones de pobreza 
crítica pero con buen acceso a las escuelas y a  los centros 
de salud. La evaluación de este programa m uestra resul­
tados positivos en tres dimensiones: matrícula y asis­
tencia educativa; controles de salud; y consumo privado 
de los hogares. Las evaluaciones m uestran que si bien 
los centros educativos que no fueron parte del programa 
también experimentaron cambios positivos, el RPS tuvo 
un efecto neto favorable (es decir que en estos centros el 
aumento fue mayor que en los centros que no estuvieron 
expuestos al programa).

Si observamos la proporción del ingreso de los 
hogares que representan los subsidios, en Chile consti­
tuyen una mínima proporción del total de los ingresos. 
La estimación debería ser muy confiable dado que es 
la propia CASEN la que a partir del tipo de subsidio, 
le imputa el monto establecido por las respectivas ins­
tituciones. La escasa proporción en los ingresos del 
hogar es resultado de los montos de los subsidios, pero 
también de los altos ingresos relativos de los hogares.

En Ecuador, en cambio, los subsidios representan 
una proporción de los ingresos de los hogares relativa­
mente alta y homogénea entre los m undos (entre 12%



y 14%), lo cual es consistente con una menor focaliza* 
ción de los subsidios (como en el caso del gas, al cual 
acceden sectores de ingresos medios).

En Costa Rica la importancia relativa de los subsidios 
es mayor que en Ecuador y mucho mayor que en Chile. Se 
diferencia claramente entre mundos, lo cual es consisten­
te con que se registran los subsidios focalizados, es decir, 
dirigidos a la población en condiciones de pobreza52.

En cuanto al acceso a  las pensiones contamos con 
información para tres de los cuatro países y no existen 
diferencias estadísticamente significativas entre los 
mundos.

CUADRO 5.11
Acceso a las pensiones por vejez entre personas 

de 65 años y más, según países y mundos 
-en porcentajes-

Acceso a pensiones Países

Mundos según 
dependencia del régimen 

de bienestar
Baja Media Alta

Porcentaje de hogares
Costa Rica 51 46 24
Chile 67 55 57
Ecuador 35 12 21

Proporción del ingreso 
de los hogares

Costa Rica 22 37 46
Chile 11 9 17
Ecuador 24 26 28

Nota: No estadísticamente significativo.
Fuente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina; Luis 
Ángel Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.

52 El porcentaje de los hogares que reciben transferencias en dos 
de los tres mundos podrían estar reflejando las llamadas "fil­
traciones” de subsidios a estratos de mayores ingresos, espe­
cialmente documentada para el bono de la vivienda (Estado de 
la Nación. 2004).



En Chile el acceso a las pensiones es alto en com­
paración con los restantes países. Lo era antes de 
las reformas de los ochenta y desde décadas atrás 
(Filgueira, 1998) combinaba alta cobertura de pensio­
nes con alta diferenciación de requisitos y beneficios 
según ocupaciones53.

La cobertura actual refleja el régimen de reparto 
previo a las reformas y el de capitalización individual 
que se creó en los años ochenta. El sistem a actual de 
pensiones está privatizado en términos de su  diseño 
(en cuentas individuales) y de su aportes (sólo apor­
ta la persona trabajadora y ya no quien lo contrata). 
Además el Estado ya no subsidia los aportes. Sin 
embargo, como una gran proporción de la población no 
logra cotizar lo suficiente para acceder a u na  pensión 
contributiva, el Estado financia u n a  pensión básica.

En Costa Rica el acceso a las pensiones es tam ­
bién alto en comparación con Ecuador y Nicaragua. 
A diferencia de Chile, la mayor parte de las pensiones 
contributivas se financian de m anera tripartita, en el 
marco de un sistema de capitalización colectiva, cuyos 
montos de pensiones a partir del 2005 comenzaron a 
escalonarse de manera progresiva (a mayores ingresos 
menor porcentaje de pensión). Dado que la pensión 
está asociada al trabajo formal y tiene una cobertura 
mucho más alta entre asalariados/as que entre inde­
pendientes, su cobertura es mayor en el mundo profe­
sional y de trabajadores/as no precarizados que en el 
que se encuentra el trabajo vulnerable. En este último 
mundo hay una mayor presencia de las pensiones 
financiadas exclusivamente con recursos públicos a  
través del Régimen No Contributivo. Para la población 
asalariada, recientemente, se creó un segundo pilar 
de pensiones basado en el ahorro individual, aunque 
tanto en términos de contribución como de reemplazo,

53 A diferencia de Costa Rica, adonde IVM agrupa a la gran 
mayoría de las ocupaciones, para las cuales define un único 
conjunto de requisitos y beneficios.



su  im portancia es menor que la del fondo de capitali­
zación colectiva (Martínez Franzoni, 2006).

En Ecuador, entre 1993 y el 2003, el crecimiento 
de un 33% del sector informal se tradujo directamente 
en una  caída de la proporción de la población asegu­
rada, especialm ente asalariada. Las personas asegu­
radas por el Institu to  Ecuatoriano de Seguridad Social 
(IESS) cayeron del 53% al 41% y las no aseguradas 
ascendieron del 47% al 59%. Para ñnales de la déca­
da de los noventa, la cobertura de la seguridad social 
alcanzaba u n  18% de la PEA (Vásconez, 2005) y esta 
tenía lugar a través de alguno de los seguros existen­
tes: privado, social general, social campesino, de las 
Fuerzas A rm adas y Policía, y de medicina preventiva 
(León, 2005)54. El cambio legad afectó la cobertura y 
el acceso, actualm ente el seguro social enfrenta serios 
problemas de calidad. Aún así, por efecto inercial de la 
inversión previa, la inversión social en seguridad social 
es mayor que la dirigida al capital hum ano (igual que 
en Chile y Costa Rica y a diferencia de Nicaragua), aun­
que el esfuerzo fiscal y el gasto por habitante es mucho 
menor (inversión social de mínim a a intermedia).

En Nicaragua, la encuesta de hogares no incluye 
información relativa al acceso a  las pensiones. Las 
fuentes secundarias nos dicen que la cobertura es 
escasa, m enor al 20% (PNUD, 2002). Es de esperar que 
la mayoría se encuentre entre los profesionales y los de 
trabajo no precarizado. La escasa cobertura es en gran 
medida producto de los cambios en el mercado laboral 
y la reforma del Estado: entre 1990 y 1994 dejaron de

54 El Seguro Social Campesino (SSC) tiene un diseño interesante 
para el formato de aseguramiento tradicional individual exis­
tente en América Latina: ofrece atención a los jefes de familia 
(y familiares dependientes) de las poblaciones pobres rurales, 
organizadas en cooperativas, comunas o asociaciones agrarias. 
En 1994 la cobertura de este seguro era de un 8% del 18% de 
la cobertura total del IESS: aunque en el 2003 su cobertura 
había disminuido a un 6.8% (no así la total del IESS que se 
mantenía constante) (Mesa-Lago. 2005).



existir 58.000 puestos formales, necesariam ente parte 
del mundo del trabajo no precarizado. Con esta des­
aparición del empleo formal, la cobertura del Instituto 
Nicaragüense de Seguridad Social (INSS) se redujo del 
21.5% al 14%. En 1995 comenzó u n a  incipiente crea­
ción de nuevos empleos, especialmente privados. Estos 
generalmente carecen de seguridad social y de otros 
tipos de protección, con lo cual en el 2001, la cobertura 
del seguro social era del 17% de los 316.700 trabaja­
dores y trabajadoras pertenecientes al sector privado. 
Segundo, los compromisos asumidos por el país para 
reducir el gasto público han implicado la reducción del 
gasto público no vinculado a la reducción de la pobreza 
(en particular producto de la reforma de pensiones).

Las encuestas no nos brindan información relativa al 
acceso a la salud. Junto con el acceso a  la educación cons­
tituyen indicadores de la inversión en el capital humano.

En Chile, a partir de la reforma del sector que tuvo 
lugar en los años ochenta, se produjo un  traslado de la 
población con mayores ingresos y menores riesgos, al 
sector privado, lo cual restó recursos al sector público. 
Sin embargo, al enfrentar enfermedades muy graves o 
cuando no se dispone de los suficientes recursos para 
renovar el contrato anual privado de salud, esta pobla­
ción regresa a los servicios públicos. De esta manera, 
el sistema público opera como un  seguro de segundo 
nivel, después del sistema privado (Raczynski, 2002). 
Como resultado, a pesar de la privatización de la salud, 
actualmente menos de un quinto de la población se 
atiende en el sistema de salud privado (Riesco, 2005). 
Una segunda característica del gasto privado chileno 
en salud es que se dirige a los servicios de alta comple­
jidad: “a pesar de que el porcentaje de la población afi­
liada (al sector privado! no alcanza el 18%, las contri­
buciones obligatorias correspondientes a sus afiliados 
superan el 50%... En otras palabras, durante el año 
2003 el sistema privado recaudó el 51% de las cotiza­
ciones obligatorias, a pesar de ofrecer cobertura a tan 
sólo el 17.6% de la población" (Castiglioni, 2006:73).



En Costa Rica, la cobertura del sector público, reali­
zada a través del aseguramiento tripartido, es muy alta. 
Supera el 80% de la población, la cual obtiene a estos 
servicios mediante el acceso directo o familiar, por parte 
de cónyuges, hijos/as y otras personas económicamente 
dependientes, así como por medio del aseguramiento 
no contributivo para la población de escasos recursos. 
Desde mediados de los años noventa, se lleva a cabo 
una reforma que formalmente ha buscado fortalecer los 
servicios públicos pero, paralelamente a la insuficiente 
inversión y al deterioro de los servicios, en los hechos, 
se ha producido un rápido aumento del gasto privado, 
incluso entre las personas que contribuyen al seguro 
social (Martínez Franzoni, 2005).

En Ecuador, la crisis económica de finales de los 
noventa incrementó, generalizadamente, la falta de 
acceso a los servicios de salud (Vásconez, 2005). Es par­
ticularmente visible en la atención prenatal y posparto: 
los embarazos sin control y la asistencia no profesional 
en el parto aumentaron en un  90% durante esa déca­
da. Si bien se ha producido una ligera recuperación del 
gasto público en salud, en el 2004 era sólo del 1,1% del 
PIB (Vásconez, 2005). Para dar una idea más clara de 
lo que esto significa, m ientras en el 2001 Chile invertía 
en salud anualmente US$165 por persona y Costa Rica 
US$199, Ecuador sólo invertía US$16.

Con estos recursos, el Estado financia una canasta 
de servicios muy básica. El Programa de Maternidad 
Gratuita contempla 43 prestaciones tales como con­
trol prenatal, atención del parto, planificación familiar, 
detección de cáncer, atención de enfermedades de trans­
misión sexual (excepto SIDA) y atención de niños/as 
menores de 5 años con enfermedades prevalecientes en 
la infancia (UNFPA-CONAMU en León, 2005). La medi­
ción disponible de la cobertura realizada en el 2003 indi­
có que sólo 3 de cada 10 mujeres en edad fértil conocían 
su derecho a acceder a los servicios públicos legalmente 
establecidos. Si bien es formalmente universal, la reali­
dad de la estratificación social se encarga de que sean las



mujeres pobres las que más usan los servicios públicos 
como este (Herrera, 2006). Para las personas de escasos 
recursos existe el Programa de Alimentación y Nutrición 
(PANN) 2000 a cargo del Ministerio de Salud. Este pro­
grama se dedica a la entrega de dos alimentos: “papilla” 
para niños/as y una bebida destinados a  los niños /a s  
entre 6 y 24 meses y a las mujeres embarazadas o lac- 
tando, respectivamente. Ambos alimentos benefician 
más a la población rural y se consideran adecuadamente 
focalizados (León, 2005). Mientras el número de camas 
en los hospitales privados viene en aumento, el de los 
hospitales públicos se reduce. La dinámica del creci­
miento de los médicos privados por cada 10 mil habitan­
tes ha sido tal que, en el 2001, ya había la misma can­
tidad de médicos privados que públicos55 (León, 2005). 
La oferta de servicios privados es mayor para aquellos 
estratos con mayores ingresos pero existe también, para 
los sectores de escasos ingresos.

En Nicaragua, la inversión pública en salud es muy 
escasa y se concentra en medidas focalizadas como la 
medición del crecimiento y la vacunación de niños y 
niñas. Los recortes presupuestarios se han traduci­
do en una reducción tanto en la calidad como en la 
cobertura de los servicios de salud. La percepción que 
tiene la población con respecto a  la salud pública es 
un claro reflejo de la ausencia de las políticas públicas 
en la prestación de este servicio. Quienes tienen u na  
mejor inserción laboral, como profesionales y trabaja- 
dores/as no precarizados/as, por lo generad, acceden 
a los servicios privados, en m uchos casos, financiados 
a través de los seguros pero tam bién del crédito (Renzi 
y Kruijt, 1997).

55 La cantidad de médicos públicos por cada 10 mil habitantes se 
Incrementó de 6.2 en 1981 a 7.7 en 1990 y a 8.0 en el 2001. 
Mientras tanto, el crecimiento de médicos privados fue mucho 
más rápido, especialmente en la década de los noventa. Estos 
pasarón de ser 1.8 por cada 10 mil habitantes en 1981, a 1.9 
en 1990 y a 7.9 en el 2001 (INEC. en León, 2005).



2 .4  D esfam ilia rizac ión  del b ien estar

“Las fam ilias... han debido actuar cumpliendo simul­
táneamente diferentes roles: como redes para el cuidado 
para niños y  ancianos al aumentar la incorporación de 
la mujer al mercado laboral: como fuente de  “contacto" 
para acceder a un empleo, sea  form al o informal; como 
institución que ofrece seguro y  protección a quienes no 
tienen a  quién recurrir en momentos de crisis o depre­
sión económica; como hogar para jóvenes que prolongan 
su escolaridad con la expansión del sistem a educativo, 
especialm ente terciario; en fin, como espacio efectivo 
para adultos estresados por el exceso de trabajo y las 
incertidumbres propias de una sociedad de mercado" 
(Tironi, Valenzuela y Scully, 2006:20-21)

La familia está  hoy en el centro de fuertes tensio­
nes. Y lo que Tironi, Valenzuela y Scully (2006) afirman 
para Chile es extensible a  todos los países de la región. 
A pesar de las limitaciones estadísticas para su deter­
minación, esta  centralidad de la familia ha comenzado 
a ser docum entada. Por ejemplo, un  reciente estudio 
interdisciplinario de excepcional calidad enfocado en 
la realidad chilena argum enta que “en gran medida, le 
ha correspondido com pensar el retiro de la protección 
del Estado; y, ju n to  con ello, h a  debido hacerse cargo 
de mitigar el im pacto de los ciclos e inestabilidades 
inherentes a  u n a  sociedad, como la chilena, que reposa 
tan críticam ente en el m ercado” (Tironi, Valenzuela y 
Scully, 2006:20).

En base a  las encuestas, y con las limitaciones 
del caso, a continuación se explora esta  dimensión a 
partir de los indicadores de la oferta y de la demanda 
de trabajo no rem unerado, tanto de cuidados como de 
producción p ara  el autoconsum o (ver cuadro 5.12).

2,4.1 Requerimiento de cuidados

En términos de la demanda de trabajo no remunera­
do en los hogares, contamos con información relativa a 
la cantidad de los miembros del hogar identificados por



ama de casa, por la cantidad de los miembros del hogar 
que requieren cuidados y por el tamaño total del hogar.

CUADRO 5.12
Relación entre demanda y oferta de cuidados 

según países y mundos 
-en promedio según hogares-

D im ensiones P aís
D ep en d en cia  d e l rég im en  

d e  b ien esta r
Baja M edia B aja

Personas que 
requieren 
cuidados por 
ama de casa

Costa Rica* 0 .4 0 .5 0 .6

Chile** 0 .3 0 .4 0 .5

Ecuador* 0 .2 0 .7 0 .9
Nicaragua* 0 .6 0 .7 1.1

Tamaño del 
hogar

Costa Rica 3 4 4

Chile 3 4 4

Ecuador* 3 4 5
Nicaragua 5 5 6

Nota: Estadísticamente significativo al 5%(*) o al 10%(**).

Puente: Proyecto Regímenes de bienestar en América Latina: Luis 
Ángel Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.

Con la información que nos ofrecen las encuestas, 
podemos conocer los requerimientos del cuidado en el 
hogar a partir de la presencia de personas menores de 
12 años y mayores de 65 por cada ama de casa. Estas 
edades corresponden a los momentos del ciclo vital en 
los que las personas requieren de mayores cuidados. 
En los cuatro países, la demanda de cuido aumenta 
del mundo con baja dependencia al altamente depen­
diente al régimen de bienestar. Es además mayor en 
los países familiaristas que en los que tienen un régi­
men estatal.



D ado q u e  no sólo los / a s  n iñ o s /a s  y adu ltos mayo­
res re q u ie re n  de c u id a d o s , el ta m añ o  del hogar tam­
bién e s tá  a so c iad o  a  la  d e m a n d a  del trabajo  no remu­
n erad o  (¡a p e sa r  de todo , to d o s  los m iem bros del hogar 
req u ie ren , al m en o s, de a lim en tac ió n  y ropa limpia!). 
Los h o g a re s  n ic a ra g ü e n s e s  so n  algo m ás grandes y 
hom ogéneos (5 p e rs o n a s  p o r hogar) que en Costa Rica 
y Chile (en tre  3 y 4 m iem bros), pero sólo en Ecuador 
las d ife ren c ias  e n tre  los m u n d o s  son  estadísticam ente 
sign ifica tivas p a ra  d ife re n c ia r  d ichos m undos (entre 3 
y 5 m iem b ro s  por hogar).

2 .4 .2  La d isp on ib ilidad  d e  trabajo no remunerado

La d isp o n ib ilid ad  del tra b a jo  no rem unerado  puede 
v a lo ra rse  a  p a r tir  de la p re se n c ia  de las m ujeres adultas 
que se d ed ican  tiem po  com ple to  al traba jo  no rem une­
rado  y de la je fa tu ra  fem en in a , que se considera como 
u n a  ap ro x im ació n  al tra b a jo  fem enino remunerado, 
esté  o no p re se n te  el cónyuge. D icha je fa tu ra  no es 
e s ta d ís tic a m e n te  s ig n ifica tiv a  p a ra  diferenciar entre 
los m u n d o s , salvo, en  a lg u n a  m edida en Ecuador. 
La razón  es que si b ien , en  los cu a tro  países es con­
s id e rab lem e n te  m á s  a l ta  en  el m undo  escasam ente 
d ep en d ien te  al rég im en  de b ien esta r, las diferencias 
no son  ta n  g ra n d e s  e n tre  los re s ta n te s  dos mundos. 
Es c o n s is te n te  con el tipo  de organización familiar, 
trad ic iona l p a ra  los h o g a re s  con a lg u n as  ocupaciones 
y no trad ic io n a l p a ra  los h o g ares  con o tras, según se 
m u e s tra  en  el c u a d ro  5 .1 3 .

C o n c e n trá n d o n o s  e n to n c e s  en la presencia  de las 
a m a s  de c a sa  en  los h o g a re s , en  los cuatro  países se 
rep ite  el m ism o p a tró n : u n  p o rcen ta je  pequeño (del 7% 
o m enos) de a m a s  de c a s a  en  el m undo  escasam ente 
d ep en d ien te  al rég im en  de b ie n e s ta r  y u n a  presencia 
c o n s id e ra b lem en te  m ay o r en  los re s tan tes .

De acu e rd o  a  u n  es tu d io  exploratorio realizado en 
C osta Rica, e n tre  los m u n d o s  varía considerablem ente 
la orientación de las m ujeres hacia el trabajo remunerado:



necesidad económica, realización personal y carrera 
profesional, en los mundos baja, media y altamente 
dependientes al régimen, respectivamente. Las muje­
res cuyo trabajo remunerado se debe a  la búsqueda de 
la realización personal son más susceptibles a dejarlo 
cuando aumenta la demanda del trabajo no rem unera­
do, no así entre las mujeres de carrera (cuya biografía 
laboral sería la más “masculinizada” en términos de 
realizarse a tiempo completo y a  lo largo de toda la vida 
laboral), ni entre las que trabajan por necesidad econó­
mica (las cuales aunque quieran, no pueden “ajustar” 
por el lado de los ingresos).

CUADRO 5.13
Presencia de amas de casa según países y mundos, 

-en porcentajes de hogares-

P aíses
M undos se g ú n  d e p e n d e n c ia  

d el r é g im e n  d e  b ie n e sta r

Baja Media Alta
Costa Rica 5 20 62
Chile 4 26 41
Ecuador 7 12 42
Nicaragua 6 22 40

Nota: Estadísticamente significativo al 5%.

Fuente: Elaboración propia con colaboración de Luis Ángel 
Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.

Podríamos, por lo tanto, interpretar que en com­
paración con los restantes tres países, en Costa Rica 
una mayor proporción de las mujeres que trabajan por 
necesidad económica (pertenecientes al mundo alta­
mente sujeto al régimen de bienestar) pueden quedarse 
en la casa. En cambio, en el m undo cuya dependencia 
al régimen es media encontramos m ujeres que trabajan



Dado que no sólo lo s /a s  n iñ o s/as  y adultos mayo­
res requieren de cuidados, el tam año del hogar tam­
bién está asociado a  la dem anda del trabajo no remu­
nerado (¡a pesar de todo, todos los miembros del hogar 
requieren, al menos, de alim entación y ropa limpia!). 
Los hogares nicaragüenses son algo más grandes y 
homogéneos (5 personas por hogar) que en Costa Rica 
y Chile (entre 3 y 4 miembros), pero sólo en Ecuador 
las diferencias entre los m undos son estadísticamente 
significativas para diferenciar dichos mundos (entre 3 
y 5 miembros por hogar).

2.4.2 La disponibilidad de trabajo no remunerado

La disponibilidad del trabajo no remunerado puede 
valorarse a  partir de la presencia de las mujeres adultas 
que se dedican tiempo completo al trabajo no remune­
rado y de la jefa tura  fem enina, que se considera como 
una aproximación al trabajo femenino remunerado, 
esté o no presente el cónyuge. Dicha jefatura no es 
estadísticam ente significativa para diferenciar entre 
los m undos, salvo, en alguna medida en Ecuador. 
La razón es que si bien, en los cuatro países es con­
siderablemente m ás alta  en el mundo escasamente 
dependiente al régimen de bienestar, las diferencias 
no son tan  grandes entre los restantes dos mundos. 
Es consistente con el tipo de organización familiar, 
tradicional para los hogares con algunas ocupaciones 
y no tradicional para  los hogares con otras, según se 
m uestra en el cuadro 5.13.

Concentrándonos entonces en la presencia de las 
am as de casa  en los hogares, en los cuatro países se 
repite el mismo patrón: u n  porcentaje pequeño (del 7% 
o menos) de am as de casa  en el mundo escasamente 
dependiente al régimen de bienestar y una presencia 
considerablemente m ayor en los restantes.

De acuerdo a  u n  estudio exploratorio realizado en 
Costa Rica, entre los m undos varía considerablemente 
la orientación de las mujeres hacia el trabajo remunerado:



necesidad económica, realización personal y carrera 
profesional, en los mundos baja, media y altamente 
dependientes al régimen, respectivamente. Las muje­
res cuyo trabajo remunerado se debe a la búsqueda de 
la realización personal son más susceptibles a dejarlo 
cuando aumenta la demanda del trabajo no remunera­
do, no así entre las mujeres de carrera (cuya biografía 
laboral sería la más “masculinizada” en términos de 
realizarse a tiempo completo y a lo largo de toda la vida 
laboral), ni entre las que trabajan por necesidad econó­
mica (las cuales aunque quieran, no pueden “ajustar” 
por el lado de los ingresos).

CUADRO 5.13
Presencia de amas de casa según países y mundos, 

-en porcentajes de hogares-

P aíses
M undos se g ú n  d ep en d en cia  

d e l rég im en  d e b ien esta r

Baja Media Alta
Costa Rica 5 20 62
Chile 4 26 41
Ecuador 7 12 42
Nicaragua 6 22 40

Nota: Estadísticamente significativo al 5%.
Fuente: Elaboración propia con colaboración de Luis Ángel 
Oviedo a partir de las respectivas encuestas de hogares.

Podríamos, por lo tanto, interpretar que en com­
paración con los restantes tres países, en Costa Rica 
una mayor proporción de las mujeres que trabajan por 
necesidad económica (pertenecientes al mundo alta­
mente sujeto al régimen de bienestar) pueden quedarse 
en la casa. En cambio, en el mundo cuya dependencia 
al régimen es media encontramos mujeres que trabajan



por realización personal, es decir que existe una mayor 
dem anda de trabajo no rem unerado a tiempo completo 
entre las chilenas, n icaragüenses y costarricenses que 
entre las ecuatorianas, quienes por eso, muestran una 
m enor dedicación a  tiem po completo a  las tareas del 
hogar. Finalm ente, en el m undo escasamente sujeto 
al régimen de b ienestar, en el cual predominan las 
m ujeres con u n a  carre ra  profesional, la situación es 
relativam ente hom ogénea en los cuatro países.

2.4.3 Delegación de cuidados

Lam entablem ente, las encuestas de hogares no 
proveen información acerca del traslado de las respon­
sabilidades fam iliares a  los servicios privados o públi­
cos. Si tenem os en cuen ta  la reciente y alta presencia 
de las m ujeres con trabajo remunerado, esta informa­
ción parecería ser básica  para  promover una mayor 
correspondencia en tre  la estructu ra  de los riesgos y la 
protección social.

Claro que la dem anda de trabajo no remunerado 
que ejercen las personas cuidado-dependientes sobre 
las m ujeres (como principales cuidadoras), varía según 
la oferta de los servicios públicos destinados a tales 
efectos; según la disponibilidad de los ingresos que las 
familias y las m ujeres tienen para  contratar servicios 
privados; y según el apoyo familiar de las madres, las 
abuelas y otras m ujeres. Las encuestas de hogares 
no son instrum entos adecuados para conocer estas 
dimensiones. Sin embargo, valga mencionar que en los 
dos países con mayor presencia estatal en el manejo de 
los riesgos, Costa Rica y Chile, la oferta pública desti­
nada al cuidado de n iñ o s /a s  o adu lto s/as mayores, es 
aún  escasa. E sta  situación está  acompañada de per­
cepciones altam ente fam iliarizadas acerca del cuidado 
deseable para  niños y niñas.

Por ejemplo, en Chile, aunque “la oferta de educa­
ción parvularia provista por el Estado ha ido en aumen­
to en los últimos años, su  incremento es un proceso



lento y, lo que es peor, la participación es mayor a 
medida que aumentan los ingresos del hogar” (Tironi, 
Valenzuela y Scully, 2006: 35), dada la importancia que 
otorgan las propias mujeres al cuidado materno. En ese 
país, el acceso a las salas cuna y a otros servicios de 
atención para niños y niñas entre 0 y 5 años, como jar­
dines de infantes, constituye una de las brechas entre 
los estratos socioeconómicos que persisten o incluso 
las acentúan (Raczynski, 2006). Entre las razones para 
no enviar a niños y niñas a dichos establecimientos, se 
argumenta la distancia geográfica, las dificultades eco­
nómicas, una edad insuficiente y, especialmente, que es 
preferible cuidarles en casa. “Estas razones no presen­
tan diferencias significativas según ingresos. Esto últi­
mo revela que hay ciertos factores culturales según los 
cuales la crianza de niños/as en edad parvularia sería 
de exclusiva responsabilidad de las familias” (Gubbins, 
Browne, Bagnara, Cameratti y Benavente, 2006:345).

Estos hallazgos son coincidentes con un estudio 
exploratorio realizado para Costa Rica en el cual encon­
tramos que prevalece una fuerte inclinación hacia las 
soluciones familiares de cuido, suites que mercantiles 
y, muchos menos, estatales que, por lo demás, son 
muy escasas (Martínez Franzoni y Ramírez, 2006). 
Mientras esto ocurre en el caso de los/as niños/as, 
también se presentan problemas para conciliar la 
maternidad con el trabajo remunerado: la mitad del 
financiamiento de las licencias por maternidad tam­
bién recae en los empleadores que contratan a la mujer 
embarazada, con lo cual, se produce un “efecto boo­
merang" tanto en la contratación de mujeres en edad 
reproductiva como en el respeto o más bien irrespeto 
a los derechos laborales56 (Martínez Franzoni y Castro,

56 Esta situación es hoy mejor a la que había hasta 1996 cuando 
el total de las licencias por maternidad eran financiadas por los 
empleadores y, además, no se consideraban como un salario 
sino un subsidio. Por eso. una mujer que tuviera tres hijos/as 
perdía un año de contribución a las pensiones.



2002). La oferta pública de cuidado infantil es ínfima y 
básicam ente focalizada, a  través de los programas de 
Hogares Com unitarios y Centro de Nutrición Infantil 
(CEN-CINAI). También es escasa la disponibilidad 
de cuidado para  personas adultas mayores y otras 
poblaciones que requieren cuidados especiales como 
la población con discapacidad a través de las llamadas 
Instituciones de B ienestar Social (IBS). Estas institu­
ciones hacen transferencias en dinero, aunque se care­
ce de datos de la cobertura o de los beneficiarios que 
perm ita docum entar su s  alcances.

En Ecuador, la ola emigratoria disparada a finales de 
los noventa aum entó la separación entre niños y niñas y 
sus m adres y padres: entre 1990 y el 2000, el número de 
n iñ o s/as  cuyos padres emigraron dejándoles en el país 
pasó de 17.000 a 150.000 (Herrera y Martínez, 2002). 
Las familias en las que hay emigrantes presentan un 
núm ero creciente de personas en edades dependientes 
(menores de 20 años, especialmente niños/as, y mayo­
res de 60 años). Lo anterior implica mayor demanda de 
“m anos cuidadoras”, en gran medida otras mujeres de 
la familia. La información cualitativa obtenida para las 
regiones m ás expulsoras de Ecuador documenta que la 
emigración no ha  transform ado -al menos no en gran 
escala-, la división tradicional del trabajo entre hombres 
y mujeres. Si bien ahora  m ás mujeres reparan cosas en 
el hogar y se tom an algún tiempo para descansar, así 
como los hom bres saben cocinar, la partida de alguno 
de los padres significa que, alguna mujer de la fami­
lia asum a su  ausencia en el cuidado de los niños (ver 
Herrera y Martínez, 2002).

Además, en térm inos de los patrones culturales, 
un estudio cualitativo realizado con mujeres que labo­
ran en la floricultura, uno de los sectores con mayor 
crecimiento en Ecuador, m uestra  que el cuidado de 
lo s /a s  n iñ o s/as  es uno  de los aspectos importantes a 
resolver an tes de iniciar el trabajo remunerado. Dentro 
de las estrategias de manejo de riesgos prima la fami- 
liarización del cuidado con alta feminización, es decir,



que es llevado a cabo por otras mujeres de la familia. 
Esta opción no sólo es una  estrategia inducida por lo 
económico, sino que también brinda seguridad: ante 
la opción de pagar una guardería o pagar un  fami­
liar, estas mujeres prefieren la segunda (Newman, 
Larreamendy y Maldonado, 2001).

3. IMPLICACIONES EN LA POLÍTICA PÚBLICA

¿Es o no útil el análisis de los mundos como insumo 
para repensar las arquitecturas transformadoras del 
régimen de bienestar? A partir de la evidencia presentada 
y con las limitaciones que tienen las encuestas de hoga­
res para abordar el régimen en tanto tal, los hallazgos 
sugieren que sí. La noción de mundo permite reconstruir 
la interrelación de las prácticas de asignación de los 
recursos a través de las cuales, los hogares lidian con 
los riesgos. A pesar de las limitaciones en las fuentes, 
el análisis estadístico no sólo corrobora lo que era de 
esperar: que dentro de cada régimen conviven mundos 
con grados variables de mercantilización, desmercantili- 
zación y familiarización de los riesgos. También corrobora 
las profundas variaciones que existen entre los mundos 
pertenecientes a los distintos regímenes de bienestar.

En la conformación de los m undos, la ocupación de 
la persona que ejerce la jefatura de hogar es determi­
nante, como también lo es la división del trabajo m ás o 
menos tradicional entre hom bres y mujeres en el ámbi­
to doméstico. Es así, tanto por la presencia o no de un 
segundo ingreso, como por la cantidad de trabajo no 
remunerado que aportan las mujeres que no tienen 
ingresos o que, teniéndolo, reparten su tiempo entre 
ambos trabajos y/o alargan las jornadas laborales para 
darle lugar a ambos.

Pero esta importancia relativa a  la ocupación y a  la 
organización familiar varía según los países. En Chile 
parece ser más determinante la ocupación que la orga­
nización familiar: los hogares vulnerables, con peque­
ña propiedad pero incluso no precar izados, se ubican



en el m undo con alta dependencia al régimen de bien­
estar, aún  cuando tengan u n a  organización familiar 
no tradicional. En Ecuador, en cambio, la organización 
familiar, por un  lado tradicional y por el otro no tradi­
cional, agrupa bajo u n  mismo m undo, hogares con una 
ocupación no precarizada, con pequeño/a propietario/ 
a  e incluso con trabajo vulnerable. Paira los futuros 
estudios, este hallazgo deja p lanteadas algunas inte­
rrogantes en torno al peso relativo de las condiciones 
m ateriales de vida, vis a vis de los marcos normativos, 
acerca del papel deseable de las mujeres, así como una 
mejor comprensión de qué implica la pertenencia a 
una  ocupación u otra en térm inos de manejo de riesgos 
y, en definitiva, estilos de vida m ás o menos sujetos al 
intercambio mercantil.

Partimos de que tratándose de economías de mer­
cado, en los cuatro  países existen grados importantes 
de mercantilización del bienestar. Los hogares que por 
esta  vía dependen m enos del régimen, son menores 
en Nicaragua que en Ecuador, Chile y Costa Rica. En 
Ecuador se debe en gran m edida a las remesas inter­
nacionales, m ientras que en Chile y Costa Rica se refle­
ja  el desem peño de los m ercados laborales nacionales.

Las variables estadísticam ente significativas para 
dar cuenta  de los m undos del bienestar son distintas 
entre los países. La desm ercantilización es mayor en 
ambos países con régimen esta ta l (Costa Rica y Chile). 
En am bos países, adem ás de las prácticas mercantiles, 
incide fuertem ente, como era  de esperar, la asignación 
pública de los recursos en el manejo de los riesgos. 
Lamentablemente, los indicadores estadísticos dispo­
nibles impiden explorar claram ente la diferencia entre 
u n a  intervención pública predom inantemente produc- 
tivista o u n a  proteccionista, como en Chile y Costa 
Rica, respectivam ente. En Nicaragua y Ecuador, en 
cambio, am bos países con régimen familiarista, ade­
m ás de la incidencia de las prácticas mercantiles en el 
m anejo de los riesgos, inciden las prácticas familiares 
antes que la presencia del Estado.



El análisis de los m undos brinda insum os cuan­
titativos y cualitativos para  la formación de la política 
pública. Concretamente, subraya la im portancia del 
diseño de programas sociales a  partir de las conste­
laciones de prácticas de asignación de los recursos. 
Por ejemplo, el tener ingresos por debajo de la línea 
de pobreza implica situaciones distintas en Chile (ante 
una amplia oferta de subsidios) que en Nicaragua (ante 
una oferta mínima de program as sociales que exigen a  
cambio de grandes cantidades de trabajo no rem une­
rado). Coherente con un  enfoque integral de la estruc­
tura de riesgos, el análisis fundam enta la necesidad 
de ubicar dichos diseños en el marco de las complejas 
interrelaciones entre las variables que dan lugar a cada 
uno de los mundos.

La tabla 5.14 presenta un  ejemplo: relaciona el 
nivel de ingreso promedio por cada integrante del 
hogar, con la inversión estim ada en educación pri­
vada en Nicaragua, y con el acceso a  subsidios en 
Ecuador. En el caso de Nicaragua, los datos indican 
que los hogares están destinando a la educación entre 
un 11% y un 39% de sus ingresos, según el mundo al 
que pertenezcan. Mientras eso sea así, las transferen­
cias económicas tendrían escasos resultados en lograr 
que la población supere las condiciones de pobreza. 
Contrario a lo que sucede hoy, deberían ir de la mano 
de un aumento decidido de la oferta pública de servi­
cios. En Ecuador, los subsidios del Estado representan 
entre un 3% y un 26% del promedio de los ingresos 
que reciben los hogares. Quiere decir que en el mundo 
altamente dependiente del régimen, m ientras no se 
intervenga y mejoren los niveles de ingresos m oneta­
rios, estos hogares son muy vulnerables a  los vaivenes 
de las transferencias económicas del Estado.

En síntesis, el diseño de la política pública no sólo 
podría beneficiarse de u n a  adecuada caracterización 
de los mundos del bienestar a los que se orienta su 
acción, sino que podría definir objetivos de transfor­
mación de la misma arquitectura del bienestar. ¿Es



CUADRO 5 .14
Ejem plo de relación entre m undos y políticas

Países
M undos según la dependencia del 

régim en de bienestar 
(en % de hogares)

Baja Media Alta
Costa Rica 452 234 104
Chile 727 4É&
Ecuador 174 (  80 \ f  5 3 \
N icaragua 334 \  108 / V 51 )

Acceso a  los 
subsid ios Países

Mun 
deper 

régimen 
(en %

os segú 
lencia d 
de biene 
le hogar

ii
starps)

Bala Mpdla i Ita

Porcentaje de hogares
Costa
Rica \ 0 9
Chile* \ 22 2 l 33
Ecuador ’> 4 ) 21

Proporción del ingreso 
total que represen tan

Costa
Rica**

í
\ 0 1< 29

Chile** v0
Ecuador 12 ■Xili —L i l i

F u ente: Elaboración propia.

posible pensar en acciones deliberadas para aumentar 
el tam año del m undo “del medio” o para amortiguar 
la diferencia en el peso relativo del ámbito doméstico 
entre ese m undo y el de abajo? Este es el tipo de pre­
guntas que perm ite dejar p lanteadas este estudio.

Un asunto  clave que el análisis de los mundos 
permite explorar es el siguiente: ¿en qué medida se 
encuentra consonancia o disonancia con el paradigma



que sustenta el régimen? La alta cobertura educativa 
en Chile es coherente con el rasgo productivista del 
régimen de bienestar en ese país. De igual manera, la 
presencia relativa de las pensiones de vejez, colectiva­
mente financiadas en Costa Rica, es consistente con 
un régimen proteccionista. En Ecuador y Nicaragua 
en cambio, la familiarización de la asignación de los 
recursos se ha producido de hecho, sin que necesaria­
mente el paradigma que le acompaña, lo sustente.

La reconstrucción de los mundos del bienestar 
presentada en este capítulo indica claramente la nece­
sidad de mejorar la medición de las prácticas de asig­
nación de los recursos, en particular, las familiares 
pero también, las colectivas no remuneradas. Si bien 
las encuestas de hogares son una herramienta podero­
sa, estas varían considerablemente según los países y, 
además, tienen como reto principal, visibilizar la pre­
sencia de las prácticas domésticas de asignación de los 
recursos, así como las interrelaciones que se producen 
entre estas prácticas.



— Tercera parte
De la investigación 

a las políticas



CAPÍTULO 6
C onclusiones e  im p lica c io n es

Como región, América Latina es sumamente hete­
rogénea. Esta investigación ha intentado m ostrar la 
utilidad de identificar en un nivel intermedio, entre la 
especificidad de cada país y el conjunto de la región, 
ciertos patrones del manejo de los riesgos de vivir en 
economías de mercado como las nuestras. Es en este 
nivel donde se ubica el régimen de bienestar en tanto 
“arquitectura de la distribución”, a partir de las prácti­
cas de asignación de los recursos mercantiles, familia­
res y públicos predominantes.

La evidencia empírica sugiere que los regímenes de 
bienestar actuales en América Latina comparten un 
rasgo común: son en 
gran medida informa­
les, es decir, que a la 
luz de los mercados 
laborales ineficientes y 
de las políticas públi­
cas débiles o inexis­
tentes, la línea diviso­
ria entre la asignación 
mercantil, pública y 
familiar de los recur­
sos se ha desdibujado.
Junto con este desdibujamiento, se ha producido una 
ampliación de las funciones que desempeña el ámbito 
doméstico. En lugar de producir una creciente diferen­
ciación entre las esferas, como se esperaba ocurriera 
de la mano de la modernización económica y social, 
asistimos a procesos más ambiguos de diferenciación

En el marco de la transición 
económica, necesitamos estu­
diar la Junción productiva, 
ya no distributiva, que tiene 
cada régimen de bienestar y, 
dentro de este, las principa­
les dimensiones de mercanti- 
lizacíón, desmercantilización 
y desfamiliarízación.



e indiferenciación entre las lógicas públicas y priva­
das de asignación de los recursos e instituciones. Una 
implicación a  partir de esta  indiferenciación de las 
lógicas de asignación de los recursos es abordar con 
carácter urgente, las relaciones que existen entre esta 
arquitectura distributiva y el modelo productivo o de 
generación de recursos a la que está asociada. ¿Cuál 
es la función productiva, ya no redistributiva, de esta 
indiferenciación?

A diferencia de los momentos de estabilización y ajus­
te de las economías, cuando las estrategias familiares de 
sobrevivencia constituyeron respuestas de corto plazo, 
ahora, la región está ante “tiempos normales”, la que no 
cambiará salvo que existan objetivos de política pública 
en esa dirección. Irónicamente, lo que se hace en nombre 
de la reciprocidad y de la división sexual del trabajo en 
el marco de los vínculos familiares, no sólo abarata los 
costos en otras esferas sino que, además, genera riqueza. 
Basta con m irar el dinamismo que imprimen las remesas 
familiares a  los circuitos financieros de los países con 
peor desempeño social de la región.

El análisis del b ienestar y la intervención de las 
políticas en esta m ateria están  entonces incompletos 
si no consideramos, primero, el ámbito doméstico y el 
trabajo no rem unerado en general, distintos al trabajo 
femenino en particular y, segundo, las interacciones 
que este ámbito tiene con la política pública desde la 
cual, se busca intervenir en las condiciones de vida 
de la población. Una m ism a política pública ubicada 
en los distintos regímenes de bienestar, tendrá conse­
cuencias inesperadas, m uchas de ellas negativas. Por 
eso, la política pública debe insertarse y repensarse en 
el marco de las prácticas sociales que está buscando 
transform ar. La noción de régimen de bienestar permi­
te “reconectar” la política pública con las estructuras 
sociales. Puede que suene a  “verdad de Perogrullo” 
pero, lam entablemente, la región está repleta de políti­
cas diseñadas en función de supuestos que carecen de 
sustento en la estructu ra  social. Para mencionar sólo



un ejemplo: ¿es correcto concebir como “focalizados” 
aquellos programas dirigidos a quienes están por deba­
jo de la línea de pobreza cuando se está aludiendo a 
más del 60% de la población, como en Ecuador, o a casi 
el 70% como en Nicaragua? La denominación no es, en 
sí misma, lo más relevante. Lo realmente significativo 
es que en una sociedad de mercado, la mayoría de la 
población no logre mercantilizarse satisfactoriamente 
dentro de sus fronteras. ¿Es una mera “falla” que afec­
ta a algunos individuos o es un problema estructural? 
Reconocerlo así ameritaría, primero, aludir a  quienes 
están por debajo de la línea de pobreza en referencia a 
la sociedad y no a sí mismos y segundo, que los progra­
mas para combatir esta situación se nombren de una 
manera que visibilice el problema y no lo disimule.

Otro ejemplo tiene que ver con las transferencias 
económicas condicionadas, línea de política social 
que ha cobrado cre-

Debemos 
idea del 
la de un

ciente importancia en 
la región a partir de la 
diseminación de unos 
países a otros. Cuando 
Guatemala crea “Guate 
Solidaria”, replicando 
aspectos importantes 
del programa “Chile 
solidario”, la pregunta 
que surge a la luz del 
análisis presentado en 
este libro es: ¿cuán-

reemplazar la 
"plato único” por 
“menú” estratégi­

co pero amplio, de políticas 
públicas. Pero ello requiere 
promover mayores grados 
de selectividad en la Imita­
ción de las experiencias de 
las políticas emanadas de 
aquellos países con regíme­
nes de bienestar distintos al 
de los países imitadores.

tas transformaciones
y adaptaciones es preciso hacer para que un progra­
ma evaluado como exitoso para ciertas condiciones 
de mercantilización, desmercan tilización y familiar i- 
zación, logre serlo también bajo otro régimen con tan 
diferentes características?

Es indudable que a lo largo de su historia, las políti­
cas públicas en el mundo en general y latinoamericanas 
en particular, se han establecido y transformado en el



m arco de las “fam ilias” de la política pública (Filgueira 
y Martínez, 2002). Como tales, los casos nacionales 
suelen com partir el “ADN” de sus primas en otros paí­
ses. Pero esto es tan  cierto como lo es que los países 
de la región, históricam ente, se han diferenciado en los 
grados de selectividad que introducen en sus imitacio­
nes de las experiencias previas consideradas exitosas 
(Martínez Franzoni, 1999). Parecería que las propias 
capacidades para  im itar de m anera selectiva estarían 
variando considerablem ente entre los regímenes. Los 
países con mayor desarrollo estatal, del tipo que sea, 
tienen tam bién m ayores capacidades institucionales y 
técnicas para  adoptar las experiencias exitosas y adap­
tarlas a las propias realidades nacionales.

La región debe, por lo tanto, enfrentar dos desafíos 
distintos aunque relacionados entre sí: ¿cómo reem­
plazar la idea de “plato único" por la de un “menú”, 
estratégico pero amplio, de políticas públicas? y ¿cómo 
fortalecer las capacidades de imitación selectiva de las 
experiencias de las políticas em anadas de países con 
distintos regím enes de bienestar? En definitiva, las 
variaciones deberían ser un  llamado de atención para 
el diseño de las políticas, que sean m ás precisas a la 
hora de señalar las fuentes de imitación para el diseño 
de los program as, por ejemplo, y cómo debe procesarse 
esta selectividad, p a ra  adecuarse al régimen de bienes­
tar destino de la imitación.

En síntesis, como implicación práctica, se requiere 
reconceptualizar las intervenciones de la política públi­
ca en función de los grados de la mercantilización de 
la fuerza de trabajo  así como de la desmercantilización 
y desfamiliarización, en los cuales estas políticas inter­
vienen. Los program as sim ilares destinados a la niñez 
o a  personas adu ltas mayores, aunque insertos en dis­
tintos regímenes de b ienestar, darán lugar a resultados 
m uy distintos. Pero si hubiera acuerdo en que dadas 
las diferencias de cada régimen, adoptar adaptando 
es im portante, se podría tam bién promover intencio­
nalm ente esas capacidades.



Segundo, y ya en términos más concretos de los 
regímenes de bienestar encontrados en este estudio, 
la evidencia sugiere la existencia de tres grandes con­
glomerados de países. En dos de ellos, el Estado tiene 
un papel relevante; en el tercero no. En el primero, las 
políticas públicas enfatizan la productividad laboral y 
en el segundo la protección social asociada, principal­
mente, al trabajo formal asalariado. Son los regímenes 
estatal-productivista y estatal-proteccionista, respecti­
vamente. En materia de redistribución, el tercer régi­
men tiene Estados débiles o inexistentes y se caracte­
riza por la centralidad del ámbito doméstico, y de los 
arreglos privados no mercantiles en la administración 
del riesgo. Se trata del régimen de bienestar familiaris- 
ta. Ejemplos de países con régimen estatal-proteccio- 
nísta son Costa Rica y Uruguay. Chile y Argentina dan 
lugar al régimen estatal-productivista. Los regímenes 
familiaristas abundan: desde los países andinos y 
República Dominicana, hasta  los centroamericanos 
(excepto Costa Rica) y Paraguay.

El agrupamiento de los países en “tipos” susten­
ta los hallazgos previos y contradice otros. En par­
ticular, la ubicación de algunos países como México 
o Argentina es distinta a la encontrada en estudios 
previos. Concretamente, Filgueira (1998) encuentra a 
Argentina mucho más cercano a Uruguay que a Chile, 
y su análisis separa a  Brasil y a  México de los restan­
tes países. Para esos hallazgos Filgueira y luego Barba 
(2005) encuentran una interpretación histórica plausi­
ble. Las diferencias son parcialmente debidas a la dife­
rencia de estrategias metodológicas, entre su análisis 
histórico-social y el presente análisis estadístico de la 
región. Fortalezas, debilidades y complementariedades 
de uno y otro enfoque deberán ser profundizadas y diri­
midas, como parte del sano debate que nos permitirá ir 
teniendo en la región, distintos estudios sobre el tema.

Por lo pronto, este estudio ha ofrecido un camino, 
mejorable e incluso desear table pero reproducible. 
Nuestra región y las políticas públicas que en esta se



generan, necesitan  urgentem ente de la acumulación 
(versus com partim entación y dispersión) científica. Por 
eso, el enfoque teórico-metodológico que se presentó 
para  identificar a  los regímenes de bienestar es tanto o 
m ás im portante que la clasificación propiamente dicha. 
Si el camino propuesto  parece fértil, de su crítica y 
m ejoramiento dependerá que sigamos avanzando.

Para ello, u n a  necesidad imperiosa que surge de la 
aplicación de este enfoque teórico-metodológico, tanto 
p a ra  el conoci­
m iento como para  
la formación de las 
políticas, es mejo­
rar la disponibili­
dad de las estad ís­
ticas. La medición 
de la mercantiliza- 
ción de la fuerza de 
trabajo así como de 
la desmercantiliza- 
ción del bienestar, 
es mejorable pero 
adecuada. La des-

Es urgente dar saltos cualita­
tivos en tomo a las mediciones 
periódicas del papel de las fami­
lias y  del trabajo femenino no 
remunerado capaces de infor­
mar a la formación de la política 
pública. Mientras, parece razo­
nable medir a partir de lo que 
se tiene, con la cautela necesa­
ria, pero evitando reproducir la 
actual invisibilidad de este pilar 

fundamental de los regímenes 
de bienestar latinoamericanos.

familiarización del
b ienestar y, en general, las complejas interrelaciones 
entre el trabajo rem unerado, el trabajo no remunerado 
y la política pública ofrecen retos empíricos importan­
tes. Es cierto que en m uchos países existen ya encues­
tas de uso del tiempo. Sin embargo, y dado que se trata 
de encuestas costosas, altamente especializadas y poco 
frecuentes, parecería oportuno que las encuestas regu­
lares de hogares incorporaran algunos indicadores, 
tales como la cantidad  de horas dedicadas al trabajo 
no rem unerado por parte de los hogares, las familias y 
las mujeres, o la distribución del cuido entre los mer­
cados, el Estado y las familias.

Aún así y m ientras damos un  salto cualitativo 
para que n u estras  estadísticas reflejen mejor nuestros 
regímenes de bienestar, creo haber mostrado cómo,



de todos modos, es posible colocar este ámbito en la 
corriente principal del estudio de los regímenes de 
bienestar en América Latina. Asimismo, la evidencia 
sugiere que, pese a las limitaciones en las fuentes 
estadísticas, el análisis estadístico de conglomerados 
constituye una técnica adecuada para reconstruir 
las constelaciones de las variables entre las cuales se 
encuentre la política social.

Dado que en la interpretación de cada régimen se 
enfatizan los rasgos característicos del conglomerado 
en su conjunto, no se espera que exista homogeneidad 
empírica entre los países que lo conforman. Lo que sí 
se argumenta es que existen patrones compartidos que 
son analíticamente relevantes para describir y para 
intervenir en el bienestar, en tanto capacidad social­
mente construida para manejar los riesgos de manera 
individual y colectivamente.

Tercero, cuanto más estratificado es un régimen, 
más relevante es mirar “dentro” de cada país consi­
derando los factores 
clave para el bienes­
tar, tales como la con­
dición económica y la 
división sexual del tra­
bajo. Hasta el momen­
to, los regímenes de 
bienestar no habían 
sido estudiados a par­
tir de datos desagre­
gados, por ejemplo, a 
partir de las encuestas 
de hogares disponibles 
en la región. Los paí­
ses seleccionados fueron Chile, con un  régimen esta­
tal- productivista; Costa Rica, con un régimen estatal- 
proteccionista; y Ecuador y Nicaragua, con un régimen 
familiarista. ¿Para cuál población hace realmente una 
diferencia vivir bajo uno u otro régimen de bienestar? 
¿Es esta población la misma entre los regímenes?

Estudiar los mundos del 
bienestar nos da elementos 
normativos para transfor­
marlos, así como un lente 
que permite reconstruir las 
prácticas distributivas con 
una visión integral. Cada 
mundo está construido a 
partir del nivel socioeconó­
mico pero también, de la 
división sexual del trabajo 
existente en las familias.



Para la enorme m ayoría de la población, vivir bajo 
un  régimen u otro hace u n a  enorme diferencia. La ubi­
cación de los hogares en cada mundo es en gran medi­
da, resultado de las ocupaciones y de los ingresos que 
estas generan, pero tam bién, de la división sexual del 
trabajo en el ámbito doméstico. El análisis fundamenta 
la utilidad de reconstruir, a  ese nivel de cada hogar, de 
m anera lo m ás com prensiva posible, las interacciones, 
sinergias y tensiones entre  las prácticas de asignación 
de los recursos. A modo de ejemplo, así como la pobre­
za m edida según ingresos tiene connotaciones distin­
tas, en escenarios de a lta  y de baja disponibilidad de 
trabajo no rem unerado, la tiene en escenarios de alta 
o de baja  disponibilidad de ingreso social en la forma 
de servicios. Si lo que in teresa es valorar el bienestar 
como capacidad, entonces necesitamos considerar de 
m anera sim ultánea estas  dimensiones y hacerlo en el 
marco de las relaciones de interdependencia que tie­
nen lugar en el ám bito doméstico.

Precisamente, las relaciones de interdependencia, 
tanto económicas como de cuido, merecen ser ubicadas 
en el centro del debate. M ucha de la investigación actual 
sobre las condiciones de vida de la población está muy 
influida por un  enfoque neoclásico del manejo de los 
riesgos. Bajo ese enfoque, hay individuos por un lado, o 
hay familias que funcionan como individuos, por el otro. 
Lo que nuestro equipo de investigación se propuso, fue 
justam ente partir de las relaciones de interdependencia, 
embebidas en las relaciones de poder, tanto socioeco­
nómicas como de género. En ese marco, se tomaron 
decisiones bajo los escenarios señalados, que brindaron 
posibilidades y p resentaron  limitaciones.

Evidentemente, a  los efectos de reconstruir cada 
m undo, las p rácticas de asignación de los recursos 
desde las encuestas de hogares presentan limitaciones 
para  la reconstrucción empírica de cada mundo. Sin 
embargo, las posibilidades que estas encuestas ofre­
cen, son suficientes p a ra  m ostrar la utilidad de la lógi­
ca del análisis. E sta  m ism a lógica permite reconstruir



los mundos del bienestar a partir del análisis cualitati­
vo o del análisis estadístico, a partir de otras encuestas 
como las de ingresos, gastos o de uso del tiempo.

Una manera de intervenir en el régimen de bienes­
tar es transformando la arquitectura de sus mundos. 
Dentro de cada régi-

Algunos mundos están alta­
mente sujetos al régimen 
de bienestar; otros lo están 
escasamente. Es clave lo 
que ocurra con los sectores 
medios: la posibilidad de 
construir coaliciones políticas 
depende, en gran medida, de 
cuánto necesiten de la acción 
colectiva para transformar su 
respectivo mundo.

men coexisten realida­
des contrastantes en 
términos de grados de 
mercantilización, de 
desmercantilización y 
de familiarización del 
bienestar. Establecer 
objetivos de reducción 
de tamaños y de bre­
chas de estos mundos 
a partir de los acuer­
dos con respecto a  las
estructuras sociales deseables, constituiría un avance 
con respeto a los más tradicionales enfoques de estra­
tos, sectores y programas sociales específicos. Además, 
un programa social, por ejemplo de transferencias con­
dicionadas, exigirá mayores grados de adaptación si se 
inserta en un mundo altamente sujeto al régimen de 
bienestar, que un programa social dirigido a un mundo 
escasamente sujeto a dicho régimen.

Cuarto, las condiciones para intervenir en las 
arquitecturas del bienestar presentes dependen alta­
mente de la trayectoria histórica de los países. Por eso, 
además de los regímenes y de los mundos del bienes­
tar, la ubicación de cada país en su trayectoria histó­
rica es relevante para asomarse a la “identidad” y a las 
permanencias y discontinuidades nacionales. Así, la 
mirada de las variables se complementa con la mirada 
de los casos. Claramente, la trayectoria presentada en 
este trabajo no hace justicia a la compleja realidad que 
busca resumir. Sin embargo intentamos presentarla 
sin perder el hilo conductor del manejo colectivo de los 
riesgos y la producción del bienestar.



En los países con régim en estatal-productivista y 
estatal-proteccionista (Chile y Costa Rica) una mayor 
presencia del E stado se asienta  en ciertas trayec­
torias, en las cuales

En los países con régimen 
familiarista, además de redis­
tribuir los recursos, es preciso 
construir expectativas acerca 
de la posibilidad de dicha 
redistribución, así como un 
entorno favorable a  quienes 
pueden y  deben financiarla, 
tanto desde el Estado como 
desde fuera de él.

las políticas públicas 
han  tenido u n  papel 
m uy im portante en el 
rum bo que tom aron 
las prácticas de asig­
nación de los recursos 
desde m uy tem prano 
en el siglo pasado .
En el caso de Chile, a  
pesar de la transfo r­
mación radical hacia
un  Estado liberal, se deja entrever la herencia previa. 
Esto ocurre aún  m ás fuerte en Costa Rica donde, aun­
que interpelado, el E stado continúa teniendo una voca­
ción universalista. En m arcado contraste, a  lo largo de 
su  historia, N icaragua n u n ca  tuvo u n a  acentuada pre­
sencia estatal, no la tiene hoy, ni tampoco se vislum­
bra. En cambio, Ecuador, se acerca hoy a Nicaragua 
pero su  historia es notoriam ente distinta, dado que 
tuvo proyectos que conllevaron la intervención del 
Estado en la atención de las demandas sociales. Al 
final, tipos, m undos y trayectorias históricas alimentan 
una  perspectiva que perm ite evitar recetas fáciles y de 
corto plazo, señalan  ru ta s  sobre el qué hacer en el pre­
sente latinoam ericano, en particular, en términos de 
políticas públicas, a  través de las cuales incidir en las 
distin tas prácticas de asignación de los recursos.

En su conjunto, ¿qué nos dice todo esto sobre la 
transición social? Primero, que las democracias deben 
preocuparse por la enorm e cantidad de responsabilida­
des que están depositando en el ámbito familiar y en 
particular, en la m ujeres y en el trabajo no remunerado. 
Segundo, que las políticas públicas deberían, urgente­
mente, mejorar su  comprensión y atención acerca de 
las interacciones entre las prácticas de producción del



bienestar. Se necesita una valoración de los efectos que 
intencionalmente o no, producen sinergias o, por el 
contrario, generan tensión, altos costos sociales y un 
profundo descontento de la población con los regímenes 
políticos, como lo ha documentado el PNUD (2000).

A la luz de los regímenes de bienestar identificados, 
la transición social muestra un considerable rango de 
variación, como también lo m ostrarán las arquitectu­
ras institucionales que efectivamente promuevan el 
bienestar de las personas. A partir de los hallazgos 
presentados en este estudio es posible identificar reco­
mendaciones de política adecuadas para atender los 
retos distintos, que

Muchos retos son particulares 
a cada régimen de bienestar: 
la inseguridad de los sectores 
medios; la desestratificación de 
los servicios sociales; y  la dife­
renciación entre las prácticas 
de asignación de los recursos a 
mayor presencia de asignación 
colectiva de los recursos, son 
centrales para los países con 
régimen de bienestar estatal-pro- 
ductivista, estatal-proteccionista 
yjamiliarista, respectivamente.

enfrentan los paí­
ses pertenecientes 
a cada régimen de 
bienestar. En tér­
minos de la inver­
sión pública social 
actual, un desa­
fío de los países 
con régimen esta- 
tal-productivista 
parece ser la pro­
tección social de 
las personas que
no son capaces de
atender sus necesidades a través de los ingresos y del 
consumo privado, pero tampoco son tan pobres como 
para recibir apoyo del Estado a través de los programas 
focalizados. En cambio, en los países con régimen esta­
tal-proteccionista un enorme desafío es desestratificar 
la oferta de la protección social existente, posiblemente, 
incluyendo pero trascendiendo al Estado. Finalmente, el 
reto principal de los países con régimen familiarista es 
institucionalizar la producción del bienestar a través de 
los mercados laborales y de la política pública. Se trata­
ría de aumentar la presencia estatal, ya sea con énfasis 
productivista o proteccionista, lo cual, inevitablemente.



implicaría discutir las estrategias y las fuentes de los 
recursos dirigidos a crear las capacidades institucio­
nales que lo hagan posible, con base en un punto de 
partida en el que estam os, m ás que ante políticos, ante 
program as sociales dispersos e inestables. En este últi­
mo caso, quedan p lan teadas preguntas tales como cuál 
debería ser la corresponsabilidad estatal ante el uso de 
las rem esas para  com enzar a llenar vacíos en materia 
de políticas públicas; en qué medida las agencias de 
cooperación podrían proponerse objetivos de fortaleci­
miento de la producción pública del bienestar que, a la 
vez que integre a las organizaciones públicas no esta­
tales como las asociaciones comunales y de economía 
social, tam bién prom ueva u na  reestatización de áreas 
clave, sea con énfasis productivista o proteccionista.

Estam os pues an te  u n a  región cuya transición 
social es recorrida hoy, en al menos tres grandes carri­
les que denom inam os regímenes de bienestar. Lejos de 
ser inm utables, estos carriles pueden cambiar como 
resultado de m últiples factores. Ojalá cada vez más, 
el cambio se debiera a la acción colectiva y cada vez 
menos a la reedificación de los mercados -a  los cuales 
frecuentem ente h a s ta  “sensibilidad” se les atribuye. 
Este estudio nos recuerda que incluso en nuestra 
región, con todo y su  alto grado de desigualdad, hay 
m ercados de m ercados y varios grados y tipos de ale­
jam iento del ordenam iento social con respecto a los 
recursos que dichos m ercados asignan.
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___________________________

C óm o lid ia  h o y  la  p o b lac ió n  la tin o a m e ric a n a  con 
d is t in ta s  in c e r tid u m b re s  a s o c ia d a s  a  vivir en  s o ­
c ie d a d ?  A p a r t i r  del a n á lis is  de 18 p a íse s , e s ta  

in v e s tig a c ió n  c o n s ta ta  q u e  los p a íse s  la tin o a m e ric a n o s  
c o m p a r te n  u n  ra sg o  co m ú n : m e rc a d o s  la b o ra le s  inefi­
c ie n te s  y  p o lític a s  so c ia le s  d éb iles  o in e x is te n te s  t r a n s ­
fo rm a n  a  la s  fam ilia s  en  u n id a d e s  p ro d u c tiv a s  y red es  
de  p ro te c c ió n  socia l.

Pero  el e s tu d io  d o c u m e n ta  tam b ién  m a rc a d a s  d iferencias: 
u n o s  p a ís e s  g ra v ita n  c a s i e x c lu s iv a m e n te  en  to rn o  a  
e s ta  a m p lia c ió n  del p a p e l de la s  fam ilias; o tro s  no. T res 
s o n , c o n c re ta m e n te ,  la s  s i tu a c io n e s  o “re g ím e n e s” de 
b ie n e s ta r  id e n tif ic a d o s : ¿cóm o so n ? ; ¿ a  trav é s  de qué 
tr a y e c to r ia s  h is tó r ic a s  se  c o n s tru y e ro n ? ; ¿ p a ra  c u á ­
le s  h o g a re s  c o n s ti tu y e  u n a  d ife re n c ia  vivir ba jo  u n o  u  
o tro  ré g im e n ?  C o m p le m e n ta n d o  el a n á lis is  e s tad ís tico , 
el e s tu d io  de m u n d o s  del b ie n e s ta r  en  c u a tro  p a íse s  
-C h ile ,  C o s ta  R ica, E c u a d o r  y  N ic a ra g u a -  p erm itió  ex ­
p lo ra r  r e s p u e s ta s  a  e s ta  p re g u n ta . H ab ien d o  reco rrid o  
tip o s , m u n d o s  y tra y e c to r ia s , el lib ro  te rm in a  a b o rd a n ­
do  p r in c ip a le s  im p lic a c io n e s  p a r a  la  fo rm ac ión  a c tu a l 
d e  p o lític a s  p ú b lic a s .
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